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Corrían  ellas  dispersas,  en  diarios,  revistas  y  folletos, 
consignando  mis  vistas  sobre  diversos  temas  institucionales. 

Con  algunas  ampliaciones,  las  reúno  y  organizo  en 
este  libro,  porque  juntas  darán  mayor  unidad  al  pensamiento 
de  su  autor,  y  ya  que  sin  duda  también,  su  mayor  difusión 
y  permanencia  ha  de  contribuir  a  que  sea  más  aprovechable 
el  grano  de  arena  que  he  procurado  siempre,  aportar  en  la 
solución  de  los  problemas  vinculados  al  orden,  la  vida  ins- 
titucional y  los  progresos  del  país. 

Precedidas  de  un  discurso,  que  fija  mis  rumbos  en  la 
acción,  salen  sin  otras  pretensiones  estas  mis  páginas  suel- 
tas, que  quedarán  siempre,  al  menos,  como  un  recuerdo  pa- 
ra los  míos. 

Córdoba,  Mayo  Io.  de  1919. 


EL  AUTOR 
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Discurso  pronunciado  en  el  Teatro  Rive- 
ra Indarte,  con  ocasión  del  grandioso 
festival  celebrado  el  día  10  de  Sep- 
tiembre de  1916,  para  la  entrega  de 
un  pergamino,  como  homenaje  a  la 
acción  desarrollada  en  la  Cámara  de 
Diputados  de  la  Nación,  durante  el 
período  1912  -  1916. 

Anhelaba  sorprender  los  secretos  sentimientos  de  cora- 
zones hermanos,  en  horas  de  íntimas  confidencias... 

Necesitaba  satisfacer  las  ansias  de  mi  espíritu,  des- 
pués de  años  fríos,  Lejos  de  los  afectos  del  hogar  común, 
y  aliviar  mi  alma  del  peso  de  una  representación,  grande 
por  cierto,  como  grande  es  el  honor  que  ella  comporta. 

Acepté  así  agradecido,  en  vacilante  situación  de  temo- 
res y  esperanzas,  esta  cita  para  mí  de  indecibles  emo- 
ciones y  de  recuerdos  imborrables,  ya  que,  al  conme- 
morar en  ella  la  insigne  distinción  que  por  mi  acción  par- 
lamentaria me  acordara  la  bondad  sin  límites  del  Augusto 
Pontífice,  me  ofrecía  también,  por  vez  primera,  la  opor- 
tunidad de  auscultar,  en  el  eco  de  palpitaciones  hermanas, 
bajo  una  misma  bóveda,  lo  que  pensaba  y  lo  que  sentía  de 
mi  obra,  ésta  mi  Córdoba,  a  quien  siempre  procuré  inter- 
pretar con  verdad  y  exhibir  con  honor. 

i ,  Es  que,  señores,  la  responsabilidad  en  la  representa- 
ción de  un  pueblo  de  relieves  salientes  por  su  ilustración  y 
su  cultura,  en  la  asamblea  nacional  que  decide  la  suerte  de 
las  instituciones  e  intereses  fundamentales  del  país,  sólo 
se  siente  y  íse  oomprende  en  la  hora  de  ejercerla...;  es  que 
más  de  una  vez  he  percibido,  >con,  tembloroso  recogi- 
miento, allí  en  el  templo  de  las  leyes,  la  vibración  le- 
jana   de    voces    conocidas    que    lo    llenaban  de  armo- 
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nía  es  que,  esas  voces  de  rítmicos  acentos  eran  

la  palabra  acerada  del  dialéctico  y  tribuno  insuperado,  Dal- 
macio  Vélez  Sársfield,  genial  creador  del  monumento  más 
completo  y  previsor  de  legislación  que  registran  las  edades 
modernas....;  la  verba  seductora  y  la  agilidad  incomparable 
de  Achaval  Rodríguez  que  en  sus  discursos  sobre  «organiza- 
ción municipal»  y  «enseñanza  religiosa»,  elevara  sus  notas 
inconfundibles  a  las  más  altas  culminaciones  del  pensa- 
miento....; de  Cortés,  el  sabio  constitucionalista  y  juris- 
consulto, cuya  profundidad  de  conceptos  sólo  aparecía  igua- 
lada por  la  nítida  expresión  con  que  sabía  presentarlos...; 
de  Pizarro,  ese  soberbio  dominador  de  la  tribuna,  cuya 
figura  centelleante  en  horas  de  vacilación  angustiosa  para 
la  Patria,  derribó  un  gobierno  vencedor  en  el  terreno  de  las 
armas,  con  el  rayo  de  una  frase  de  recordación  memora- 
ble; el  éco,  en  fin,  señores-,  de  Cáceres  y  de  Vélez  y  de 
Ríos,  que  con  esas  otras  águilas  del  pensamiento  supieron 
remontar  los  prestigios  de  Córdoba  a  las  supremas  regiones 
del  saber  y  la  elocuencia. 

Adivinaréis  así  entonces  por  qué  ansiaba,  una  nota, 
leve  siquiera,  aceptando  la  obra  de  tu  hijo,  ¡  oh  Córdoba 
querida  1  a  quien  tanto  venero,  porque  eres  la  gloria  intelec- 
tual de  mi  Patria,  el  jardín  que  cultiva  sus  vírgenes  más 
bellas  y  sus  matronas  más  austeras...;  porque  eres  la  cu- 
na de  mis  hijos,  y  el  ambiente  perfumado  del  hogar  donde 
una  santa  madre  grabara  indeleble  en  mi  alma  las  normas 
de  honor  y  ¡de  virtud...;  porque  eres  el  santuario  donde  juré 
mis  armas  para  Juchar  las  batalláis  de  mi  patria  y  de  mi 
fe;  porque  eres  mi  pueblo  ...  porque  eres  mi  Córdoba... 

Esta  magnífica  demostración  supera  mis  anhelos  y 
esperanzas ;  es  la  palabra  amiga  que  abriendo  los  secretos 
de  alma  sosiega  las  inquietudes,  colma  las  aspiraciones 
y  trae  al  espíritu  un  sereno  reposo,  ya  que,  señores,  sien- 
to la  necesidad  de  creer  lo  que  decís  con  vuestra  presencia 
en  este  acto :  que  al  menos,  hje  sabido  guardar  con  decoro 
y  defender  con  cariño  el  legado  que  me  confiasteis :  la  tra- 
dición de  los  hombres  de  Córdoba  en  el  parlamento  na- 
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cional,  el  respeto  y  el  alecto  a  sus  inmaculadas  creencias 
religiosas,  la  cultura  y  virtudes  sociales  que  forman  la  au- 
reola resplandeciente  de  sus  damas,  el  prestigio  intelec- 
tual de  sus  hijos,  en  que  cifra  su  legítimo  orgullo. 

Y  puesto  que  me  habéis  reconocido  y  no  me  conside- 
ráis indigno  de  vosotros,  os  diré  como  el  genial  Avella- 
neda, cuando  después  de  algunos  años  de  ausencia  en  el 
desempeño  de  altos  cargos  nacionales,  volviera  a  su  ciudad 
nata] :  «Dadme  un  asiento  en  el  hogar  común...  Necesito 
después  de  tantas  agitaciones,  calentar  mi  alma  bajo  los 
rayos  vivificantes  del  mismo  sol».  * 

Permitidme  sí,  que  permaneciendo  un  instante  a  vues- 
tro lado  abra  mi  corazón  a  íntimas  expansiones,  bajo  la 
suave  presión  de  la  gentil  acogida  cuyos  frescos  efluvios  en- 
vuelven esta  sala,  para  deciros  aquí,  con  entera  verdad,  sin 
dobleces  ni  cobardía,  lo  que  hie  visto  y  he  pensado,  lo  que  he 
sentido  y  realizado  en  la  ausencia,  lo  que  pienso  y  anhelo 
que  lleguemos  a  realizar  entre  nosotros.  4  

Resueltos  los  problemas  de  la  organización  nacional  y 
cimentada  la  república  sobre  una  constitución  modelo  en 
cuyos  amplios  pliegues  tienen  cabida  las  más  altas  con- 
cepciones del  espíritu  y  todos  los  progresos  materiales; 
realizada  la  obra  de  cultura  con  una  legislación  reglamen- 
taria que  garantiza  en  toda  isu  plenitud  los  derechos  del  hom- 
bre en  sociedad;  impulsado,  en  fin,  el  adelanto  económico 
del  país  hasta  alcanzar  proporciones  gigantescas,  en  no- 
torio contraste  con  nuestra  escasa  población,  aparecía  solo, 
como  una  nota  discordante  ten  el  concierto  de  tanta  ci- 
vilización, el  comido  cerrado  a  la  voluntad  del  soberano, 
y  el  monstruo  de  la  revolución  y  la  anarquía  rugiendo 
sordamente  so  pretexto  de  ampararlo. 

Y  el  comicio  fué  abierto...  y  Ja  revolución  está  defi- 
nitivamente vencida  por  las  armas  de  la  libertad.... 

La  transformación  fué,  si  embargo,  violenta  e  inespe- 
rada. La  aurora  de  su  vida  plena,  sorprendió  a  la  democra- 
cia argentina  sin  su  opinión  condensada  en  sólidos  y  orien- 
tados organismos  partidarios,  sin  factores  con  preparación 
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suficiente  para  ejercerla,  o  prestigios  bastantes  para  encau- 
zarla...; las  masas  trabajadoras,  (hora  envenenadas  por  pro- 
mesas utópicas  de  propagandistas  sectarios,  ya  con  incierta 
noción  de  sus  derechos  y  em  notorio  divorcio  con  las  cla- 
ses dirigentes  que  tenían  sin  duda  retardada  la  legislación 
destinada  a  protegerlas...;  los  exponentes  de  la  ilustración 
y  los  prestigios  sociales,  enervados  por  el  fácil  acceso 
y  cómoda  permanencia  en  las  altas  posiciones,  sin  más  tí- 
tulo que  la  predilección  del  gobernante,  sin  vinculaciones 
ni  afectos  en  el  pueblo,  ni  energías  templadas  por  luchas 
en  el  llano...  De  un  lado,  así,  la  rebelión  con  la  ciega 
pujanza  de  toda  fuerza  comprimida,  y  a  su  frente  las  lla- 
madas clases  conservadoras,  sin  el  ejercicio  de  las  armas 
adecuadas  a  las  nuevas  batallas,  ni  la  abnegación  requeri- 
da para  abordar  la  obra  de  perseverante  sacrificio,  que 
aquellas  para  el  éxito  reclaman. 

Tal  es  sin  duda  alguna,  la  causa  generadora  del  inquie- 
tante desconcierto  que  presenta  la  política  argentina,  y 
de  la  crisis  que  se  ahonda  por  instantes  en  todos  los  par- 
tidos, precisamente,  y  como  antítesis  absurda,  al  desarro- 
llar la  acción  en  su  ambiente  propicio  de  libertad. 

Es  que  la  libertad  política,  que  es  solo  «medio»,  de  na- 
da vale  sino  se  sabe  ejercitarla,  si  no  se  orienta  a  la  solución 
concreta  y  acertada  de  los  múltiples  problemas  que  afec- 
tan la  vida  del  hombre  en  sociedad ;  es  que  resulta  en  cam- 
bio instrumento  dañoso  a  sus  fines  esenciales,  si  por  inca- 
pacidad o  impulsos  extraviados  no  se  aplica  para  llevar 
a  los  mejores  y  a  los  más  aptos  a  las  delicadas  funciones 
del  gobierno. 

Comprenderéis,  entonces,  señores,  que  ha  sonado  ya 
la  hora  impostergable  de  la  acción,  de  llegar  hasta  el  pue- 
blo, llamándolo  a  colaborar  en  la  obra  de  su  propio  me- 
joramiento, sin  seductores  halagos  de  efímeras  posiciones, 
ni  promesas  de  nivelación  quimérica  o  de  mejoras  imposi- 
bles...; de  modelar  el  espíritu  ciudadano,  cimentándolo  en 
austeras  virtudes  que  amasadas  en  el  hogar  cristiano  en- 
tre oraciones  y  caricias,  perduran  con  la  existencia  a  través 
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de  las  borrascas  de  la  vida...;  de  enseñar  al  obrero,  junto 
con  sus  derechos  a  cumplir  sus  deberes....;  combatir  el 
odio  disolvente  de  clase,  y  crear  la  solidaridad  a  base  de 
mutua  cooperación  del  capital  con  el  trabajo,  con  normas 
de  armonía  entre  el  fuerte  y  el  débil,  el  cerebro  que  piensa 
y  el  brazo  que  ejecuta...;  reemplazar,  en  fin,  en  la  orga- 
nización y  propaganda  partidarias,  las  meras  vinculacio- 
nes personales  que  la  presión  de  leves  intereses  destruye, 
la  ofensa  al  adversario,  que  más  hiere  a  quien  la  esgrime, 
o  el  juego  y  el  alcohol  que  degradan  y  envilecen,  por  una 
tarea  superior  de  moralizació¡n,  de  cultura  mental  y  de 
beneficios  generales  y  tangibles,  que  solidarizando  en  el 
ideal  común,  formen  el  alma  colectiva. 

Y  en  esa  obra  magna  de  perfeccionamiento'  y  de  de- 
fensa social,  no  caben  abstenciones.... 

El  mercader  de  la  política  que  trafica  en  las  posiciones 
oficiales,  y  el  egoísta  que  colocado  en  el  balcón  de  la  crí- 
tica no  concibe  actividad  extraña  a  su  interés  individual, 
son  igualmente  responsables  de  los  vicios  del  gobierno,  y 
en  grado  igual  acreedores  al  castigo  de  la  sociedad. 

Señores.... :  había  auscultado  en  el  corazón  de  la  re- 
pública, en  nuestra  gran  metrópoli,  las  palpitaciones  del  al- 
ma popular  agitada  y  convulsa...  percibido  las  horas  gra- 
ves que  traía  el  cambio  fundamental  de  nuestros  métodos 
políticos  en  una  democracia  embrionaria  y  sin  partidos,  y 
y  al  sentir  de  inmediato  los  efectos  demoledores  de  la  ola 
socialista  que  avanzaba  merced  a  la  criminal  indiferencia 
de  los  más,  creí  cumplir  con  un  deber  de  representante 
y  de  argentino  alistándome  en  las  filas  de  vanguardia  pa- 
ra tratar  de  detenerla  y  reconquistar  ten  el  congreso*  de  mi 
patria,  para  la  deimocraoia  cristiana,  la  bandera  que  pro- 
tege al  que  vive  del  trabajo,  grabada  en  las  tablas  del  de- 
cálogo y  entregada  a  su  custodia  por  la  encíclica  magna 
del  Pontífice  inmortal  de  los  obreros. 

Esa  es,  señores,  la  obra  que  el  deber  me  inspiró  allí 
en  la  ausencia;  ella  también  la  que  os  invito  a  realizar 
entre  nosotros. 
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La  empresa  reclama,  sin  embargo,  la  colaboración  de 
la  mujer :  De  ella,  que'  augusta  depositaria  del  alma  de  los 
niños,  el  cariño  de  los  hijos,  la  pureza  de  las  vírgenes 
y  la  dignidad  de  los  esposos,  ha  recibido,  como  muy  bien 
se  ha  dicho,  la  sublima  misión  de  formar  las  costumbres 
de  los  pueblos,  dominar  el  mundo  por  el  sentimiento  y 
salvar  las  sociedades  por  el  amor  consagrado  en  los  tiernos 
idilios  del  hogar  de  la  familia. 

De  ella,  que  no  sabiendo  de  egoísmos,  ni  nada  ignoran- 
do de  abnegación  y  ¡sacrificios  ;  es  caridad  para  el  mundo 
sin  distinción  de  patrias  ni  de  razas ;  providencia  del  niño, 
del  anciano  y  del  inválido;  bálsamo  inagotable  en  las  do- 
lencias del  espíritu  y  en  las  heridas  del  cuerpo...;  rocío  bien- 
hechor de  lágrimas  y  de  plegarias,  que,  hora  suavizan  las 
amarguras  de  la  vida  o  suben  a  la  altura  hermanadas  con 
el  postrer  suspiro  del  alma  que  se  aleja... 

De  este  ángel  tutelar,  que  es  paz  de  la  sociedad,  lumbre 
de  la  existencia,  trasunto  de  la  divinidad. . .  ;  de  ella,  cuya 
figura  culminante  se  destaca  en  los  grandes  cuadros  que 
señalan  la  historia  de  la  humanidad  donde  aparece  siempre, 
como  inspiración  orientadora  en  los  destinos  de  los  pueblos, 
en  la  ventura  y  poderío  de  los  mismos. 

Prestadnos,  pues,  damas  de  Córdoba,  ese  influjo  irre- 
sistible 'de  vuestros  encantos  y  de  vuestros  heroísmos,  que 
juntos  así  celebraremos  la  victoria  de  la  sociedad  y  de 
la  cultura  argentinas,  en  presencia  de  legiones  abatidas 
de  fuerzas  disolventes,  que  intentan  mancillarlas. 

Señores :  Permitidme  que  al  terminar,  renovando  hii 
expresión  'de  indecible  gratitud,  recoja  las  flores  exquisitas 
de  vuestros  sentimientos  para  deshojarlas  al  pie  de  las 
eximias  artistas  y  del  ilustre  sacerdote,  que  magnifica  con 
su  presencia  este  homenaje. . .  (1)     ,  '    [     ¡  ¡ 


(1)  El  Director  General  de  los  Círculos  de  Obreros  en  la  República 
Argentina,  Monseñor  Miguel  de  Andrea,  que  se  trasladó  expresamente 
desde  la  capital  federal  para  concurrir  a  la  entrega  del  pergamino. 
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Como  la  gramilla  del  valle  no  recela  del  sol  cuando 
besa  también  la  cresta  de  elevadas  montañas,  porque  sabe 
que  al  derretir  la  nieve  que  la  blanquea  precipitará  fertili- 
zante corriente  que  le  lleve  sus  gérmenes  de  vida:  tal  así 
las  masas  obreras  de  la  metrópoli  argentina,  se  sienten  fe- 
ces y  confiadas  ante  el  jefe  consagrado  de  las  fuerzas 
sociales  del  catolicismo,  ya  realice  su  misión  evangelizadora 
en  los  centros  de  la  aristocracia  de  la  cuna,  del  talento  o 
del  dinero,  que  le  admiran  y  respetan,  o  en  las  duras  ho- 
ras del  taller  y  las  miserias  del  conventillo,  que  conocen  de 
las  larguezas  do  su  mano  y  de  las  predilecciones  de  su 
corazón. 

Para  él,  pues,  vuestro  homenaje  y  vuestros  aplausos. 


II 


ORGANIZACIÓN  Y  GOBIERNO 


EFECTOS  POLÍTICOS  DEL  CENSO 


Grave  problema  institucional 

Cuando  el  año  1912  s°  tratara  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados el  proyecto  de  ley  que  determinaba  la  formación 
de  un  nuevo  censo,  tuve  oportunidad  de  pronunciarme 
en  sentido  negativo,  según  consta  por  la  votación  nominal 
realizada  en  sesión  de  Agosto  5  del  año  mencionado. 

Pensaba  entonces,  como  boy,  que  la  adopción  del 
nuevo  censo  a  los  fines  políticos  de  la  «representación», 
sin  reformar  previamente  en  la  Constitución  las  bases  de 
aquella,  importaría  dislocar  en  el  hecho  los  conceptos  fun- 
damentales de  nuestra  organización  federativa, 

Y  no  es  fuera  de  oportunidad  recordar  en  estos  mo- 
mentos, que  se  obtuvo  en  el  Congreso,  la  mayoría  nece- 
saria para  decretar  la  formación  del  censo,  a  mérito  de 
las  manifestaciones  reiteradas  del  miembro  informante  doc- 
tor Manuel  Augusto  Montes  de  Oca  y  del  ministro  del 
interior,  doctor  Gómez,  de  que  la  ley  que  autorizaría  el 
recuento  de  la  población  y  la  riqueza  no  daba  ai  mismo 
sus  efectos  políticos,  que  sólo  podrían  surgir  de  otra  ley 
dictada  de  acuerdo  al  artículo  37  de  la  Constitución,  a  ía 
que  sin  duda  debía  preceder  la  reforma  constitucional, 
pues  ellos  reconocían  también  las  graves  perturbaciones 
que  en  su  defecto  se  producirían  en  nuestro  organismo 
de  gobierno,  a  causa  de  la  irregular  distribución  de  la 
población. 

Sucede  hoy  sin  embargo,  lo  que  pensé  al  dar  mi  voto 
en  1912:  Si  antes  de  conocido  exactamente  —  y  sí  solo 
supuesto, — el  considerable  aumento  de  la  población  de 
la  capital  y  otras  provincias  litorales,  presionaban  ya  ellas 
con  su  opinión  al  Congreso,  para  que  el  censo  se  efectuara., 
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tal  presión  se  multiplicaría,  como  en  realidad  sucede,  en 
presencia  de  las  cifras  que  positivamente  consagran  dicho 
aumento,  y  que  atribuyen  a  aquellas  una  representación 
inmensamente  superior  a  la  que  hoy  tienen,  en  la  forma- 
ción de  los  poderes  públicos  del  país. 

Distribución  anti-federalista 

En  presencia,  pues,  de  situación  semejante  creo  de 
oportunidad  hacer  algunas  observaciones  tendientes  a  de- 
mostrar los  graves  peligros  que  entrañará  la  aprobación 
del  último  oenso  a  los  fines  políticos,  sin  una  reforma 
previa  de  la  Constitución,  que  modifique  las  bases  actua- 
les de  la  representación  electoral. 

He  tomado  al  acaso  uno  de  los  proyectos  presenta- 
dos a  la  cámara  joven,  el  de  los  doctores  Molina  y  Meló, 
observando  que  todos  ellos,  con  pequeñas  variaciones,  fi- 
jan la  representación  en  diputados,  distribuida  en  la  si- 
guiente proporción: 

Capital  31,  Buenos  Aires  41,  Santa  Fé  18,  Córdoba  14, 
Entre  Ríos  8,  Corrientes  7,  Tucumán  7,  Mendoza  6,  Santia- 
go del  Estero  5,  Salta  5,  San  Juan  2}  Catamarca  2,  San 
Luis  2,  La  Rioja  2  y  Jujuy  2.  Total:  150  diputados. 

Como  puede  observarse,  la  sola  capital  y  provincia  de 
Buenos  Aires  —  con  intereses  identificados  por  múltiples 
conceptos,  tendrían  muy  poco  menos  de  la  mitad  de  la 
representación,  y  en  el  hecho  constituirían  la  mayoría  casi 
siempre,  ya  que  siendo  la  primera  la  sede  del  Congreso,  se 
facilita  mucho  más  la  concurrencia  permanente  de  sus 
representantes  a  sesión. 

En  tales  condiciones,  la  mayoría  legislativa  se  encuen- 
tra condensada  en  la  representación  de  solo  dos  o  tres 
distritos  electorales,  vinculados  por  intereses  y  sentimien- 
tos análogos,  distintos  y  antagónicos  muchas  veces  con 
los  de!  centro  y  el  norte  del  país. 

Es  preciso  recordar,  que  la  doctrina  federal  se  impuso 
a  nuestros  constituyentes,  entre  otros  motivos,  por  tener 
su  fundamento  en  la  naturaleza  misma.,  ya  que  somos  un 
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país  de  todos  los  climas,  lo  que  implica  diversidad  de  in- 
tereses, costumbres  y  sentimientos,  exigiendo  representación 
proporcionada  de  los  mismos,  y  excluyendo  en  consecuencia 
su  absorción  por  una  sola  de  las  zonas,  en  perjuicio  po- 
sitivo de  todas  las  demás. 

De  no  establecerse,  pues,  un  correctivo  conveniente, 
la  distribución  anormal  de  la  población  concentrada  en  la 
capital  y  provincias  adyacentes  del  litoral,  determinará  fa- 
talmente el  dis tocamiento  de  nuestro  organismo  federativo. 

Voy,  pues,  a  considerar  el  problema,  bajo  los  dife- 
rentes aspectos  en  que  puede  presentarse  al  análisis,  exa- 
minando la  cuestión  comparativamente  con  los  Estados 
Unidos,  ya  que  los  impugnadores  de  la  reforma  previa  de  la 
Constitución  argumentan  con  el  ejemplo  de  aquel  país, 
que  tiene  establecida  también  como  nosotros,  la  población 
general,  como  base  de  la  representación, 

La  población  en  los  Estados  Unidos 

Nos  encontramos  en  primer  lugar,  con  que,  «el  hecho» 
de  la  anormal  distribución  de  la  población  que  ocasiona  el 
peligro  entre  nosotros,  no  se  ofrece  en  ios  Estados  Unidos 
de  la  América  del  Norte.  •  ! 

En  efecto;  en  oposición  a  nuestra  capital,  que  con 
Buenos  Aires  obtendría  casi  la  mitad  de  La  representación 
y  unida  a  la  provincia  litoral  de  Santa  Fe  la  superaría, 
tenemos  que  en  los  Estados  Unidos  la  población  se  encuen- 
tra regularmente  distribuida,  existiendo  grandes  Estados 
en  las  costas  del  Atlántico  y  del  Pacífico,  y  también  en 
el  centro,  sobre  todo  en  la  región  de  los  lagos. 

La  comprobación  de  tales  afirmaciones  la  tenemos, 
en  las  constancias  del  último  censo  oficial,  levantado  en 
10  de  Diciembre  de  1910,  del  que  be  sacado  personal- 
mente los  siguientes  datos: 

Estados  con  más  de  dos  millones  de  habitantes :  Veinte, 
a  saber:  Alabama,  California,,  Georgia,  Illinois,  Indiana, 
Yowa,  Kentucky,  Massachusisets,  Michigan,  Minessota,  Mi- 
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souri,  New  York,  New  Jersey,  North  Carolina,  Ohio,  Pen- 
silvania,  Tennesee,  Texas.  Virginia  y  Wiscosin. 

Estados  con  población  entre  uno  y  dos  millones  de  habi- 
tantes:  Once,  a  saber  :  Arkansas,  Connecticut,  Kansas,  Lou- 
siana,  Maryland,  Missisipí,  West  Virginia,  Nebraska.,  Oklao- 
ma,  South  Carolina  y  Washington.  ' 

Con  más  de  500  mil  habitantes :  Siete,  a  saber :  Colo- 
rado, Florida,  Main©,  North  Dakota,  (Dragón,  South  Dakota, 
Rode-Island. 

Con  menos  de  500  mil  habitantes :  Ocho  Estados :  Ari- 
gona,  Delaware,  Idaho,  Wjyoming,  Montana,  Nevada,  New 
México,  Utah  y  Vermont. 

Fácilmente  se  comprende,  que,  con  represen! antes  de- 
signados a  base  de  una  población  así  distribuida  en  todo  el 
país,  no  cabe  la  absorción  de  una  sola  región  con  sus 
intereses,  ni  la  ruptura  consiguiente  del  equilibrio  federal. 

Después  de  esta  consideración  de  carácter  fundamental, 
basada  en  los  hechos,  que  deben  consultarse  en  primer 
término,  al  organizar  las  instituciones  básicas  de  un  país, 
entraré  al  examen  de  bs  principios  constitucionales  perti- 
nentes y  para  mayor  claridad  estudiaré,  los  inconvenientes 
graves  —  que  en  presencia  de  aquellos  —  ofrece  en  nuestro 
pa,ís  la  anormal  distribución  de  los  habitantes,  fijando 
con  ella  las  bases  de  la  organización  del  Poder  Legislativo, 
del  Constituyente,  y  en  las  elecciones  presidenciales. 

Sanción  de  la  ley 

Es  cierto  que  la  desigual  representación  en  Ja  Cámara 
de  Diputados,  encontraría  siempre  correctivo,  en  lo  qu© 
a  la  sanción  de  las  leyes  se  refiere,  por  la  igual  represen- 
tación de  todas  las  provincias  en  él  Senado  Nacional. 

[Sin  embargo,  no  puede  ni  debe  extremarse  la  im- 
portancia del  referido  contrapeso,  ya  que  debido  sin  duda 
al  origen  popular  más  inmediato  de  la  cámara  joven,  la 
renovación  frecuente,  y  la  propia  fogosidad  de  sus  miem- 
bros-, imprime  aquella  una  fuerza  tal  a  sus  sanciones  al 
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punto  de  poder  decirse  que  fija  en  general  las  orientaciones 
del  Congreso. 

Por  otra  parte,  la  presión  de  la  opinión  pública  de  la 
capital  vinculada  a  esa  mayoría  de  diputados,  con  inte- 
reses y  sentimientos  análogos,  determinaría  siempre  una 
acción  concordante  de  parte  del  senado,  que  en  el  hecho  le 
haría  impotente  para  la  defensa  completa  de  los  intere- 
ses y  sentimientos  de  las  regiones,  cuya  personalidad  están 
llamadas  a  representar  los  miembros  designados  por  sus 
legislaturas  respectivas.  ;  ¡ 

Los  constituyentes  y  estadistas  americanos  compren- 
dieron sin  duda  la  verdad  de  las  anteriores  conclusiones 
y  proveyeron  a  salvar  sus  inconvenientes  en  primer  lugar, 
al  no  atribuir  representación  a  la  capital  en  ninguna  d& 
las  Cámaras  del  Congreso;  y  también  al  elegir  a  tal  fin 
una  ciudad  formada  al  efecto,  de  vida  tranquila,  sin  aglo- 
meraciones ni  empresas,  lo  que  evita  la  presión  incon- 
trarrestable de  los  centros  populosos. 

Washington  resulta  así  en  todo  momento  un  ambiente 
sereno  para  las  libres  deliberaciones  del  Congreso;  Bue- 
nos Aires,  nos  ha  ofrecido  más  de  una  vez  las  presiones 
del  ambiente  local.  1 

La  orientación  legislativa  quedaría,  pues,  sujeta,  en 
el  hecho,  a  los  conceptos  de  orden  económico  y  a  las  ideas 
filosóficas  de  los  representantes  de  la  capital  y  Buenos 
Aires:  poca  o  ninguna  influencia  ejercería  al  respecto  la 
opinión  discordante  del  resto  del  país. 

Reforma  constitucional 

En  lo  que  atañe  a  la  reforma  de  la  Constitución, 
el  problema  es  más  grave  todavía: 

Sabemos,  que  previa  «declaración  de  la  necesidad 
de  la  reforma»  hecha  por  el  Congreso,  aquella  se  realiza 
por  una  convención  especial  formada  con  representantes 
de  las  distintas  secciones  electorales,  en  número  igual  al 
doble  de  los  representantes  que  ellas,  envían  al  Congreso». 

Bien  pues ;  en  este  caso  no  tendríamos  siquiera,  como 
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en  materia  de  legislación,  el  contrapeso  del  Senado:  La 
resolución  de  los  convencionales  de  la  capital,  Buenos 
Aires  y  Santa  Fe  por  ejemplo,  podrían  decidir  a  su  antojo 
de  la  suerte  del  país,  transformando  sus  instituciones  fun- 
damentales, ya  que  entre  nosotros,  las  deliberaciones  de 
la  convención  son  definitivas,  .sin  estar  sometidas  a  nin- 
guna ulterior  revisión. 

En  los  Estados  Unidos,  aparte  de  que  la  distribución 
más  o  menos  regular  de  la  población,  no  amenaza  con  ei 
desequilibrio  que  nuestra  congestión  del  litoral  existe  ade- 
más una  disposición,  que  elimina  todo  peligro  de  la  na- 
turaleza del  señalado  y  como  posible  entre  nosotros. 

En  efecto;  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
V  de  la  Constitución  Americana  «las  enmiendas  decreta- 
das por  la  convención  sólo  serán  válidas  una  vez  ratificadas 
por  las  legislaturas  de  tres  cuartas  partes  de  los  diversos 
Estados,  o  por  convenciones  reunidas  en  tres  cuartas  par- 
tes de  ellos,  según  que  uno  u  otro  modo  de  ratificación  se 
haya  establecido  en  el  Congreso^-. 

Cualquiera,  pues,  que  fuese  la  influencia  ejercida  por 
los  Estados  de  gran  población  en  las  deliberaciones  de  una 
convención  reformadora,  ella  nunca  podría  afectar  a  la 
mayoría  de  los  Estados  pequeños,  ya  que  ellos  mismos, 
según  lo  indicado,  concurren,  a  base  de  número  de  Estados 
y  no  de  población,   a  ratificar  o  rechazar  las  reformas. 

Este  principio  defensivo  de  ¡os  estados  de  escasa  po- 
blación en  lo  que  a  la  reforma  de  la  constitución  política 
se  refiere,  lo  tienen  consagrado  todos  los  países  de  sólida 
organización  federativa,  y  entre  ellos,  también  Suiza,  que 
con  Estados  Unidos  nos  sirviera  de  modelo. 

En  efecto,  la  Constitución  Federal  de  Suiza  dice  en 
su  artículo  121:  «La  constitución  nacional  revisada  co- 
»menzará  a  regir,  tan  luego  como  haya  sido  aceptada  por 
»la  mayoiía  de  los  ciudadanos  suizos  que  haya  tomado 
» parte  en  la  vocación,  y  por  la  mayoría  de  los  Estados.» 

El  Estatuto  político  de  Venezuela,  consagra  las  si- 
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guien  tes  disposiciones,  relacionadas  con  la  cuestión  de  que 
trato : 

«Art.  151. — Esta  Constitución,  es  susceptible  de  en- 
miendas o  adiciones  ;  pero  ni  unas  ni  otras  se  decretarán 
por  el  Congreso  Nacional,  sino  en  sesiones  ordinarias,  y 
cuando  sean  solicitadas  por  tres  cuartas  partes  de  las  Asam- 
bleas legislativas  de  los  Estados.» 

«Art.  153. — Acordada  la  enmienda  o  adición  por  Ja 
Legislatura  Nacional,  el  Presidente  del  Congreso  las  someterá 
a  las  asambleas  legislativas  de  los  Estados  para  su  ratifica- 
ción definitiva.» 

«Art.  154.  —  Puede  también  el  Congreso,  tomar  parte 
en  las  enmiendas  o  adiciones  acordadas  por  el  procedi- 
miento indicado  en  el  artículo  anterior;  pero  en  este  caso 
no  se  considerarán  sancionadas  sin  la  ratificación  de  las 
tres  cuartas  partes  de  las  Asambleas  legislativas  de  los  Es- 
tados.» 

La  Constitución  del  Brasil,  de  24  de  Febrero  de 
1891,  establece  también  una  doble  garantía  en  la  materia, 
por  los  artículos  siguientes  que  contiene : 

«Art.  90.  —  La  Constitución  podrá  ser  reformada  por 
iniciativa  del  Congreso  Nacional,  o  de  las  Asambleas  de 
los  Estados. 

1.  —  «Una  reforma  se  considerará  pedida,  cuando  pre- 
sentada por  una  cuarta  parte  -al  menos  de  los  miembros 
de  una  de  las  Cámaras  del  Congreso  Nacional,  ella  hubiere 
sido  aceptaba  después  de  tres  discusiones  por  dos  tercios 
de  votos  en  cada  una  de  las  cámaras,  o  cuando  ella  |hu- 
biere  sido  solicitada,  por  los  dos  tercios  de  los  Estados,  ten 
el  curso  de  un  año,  manifestando  cada  Estado  su  opinión, 
por  la  mayoría  de  los  votos  de  su  legislatura.»  ¡ 

2.  - — Esta  proposición  se  considerará  aprobada,  si  en 
el  año  siguiente  ella  lo  fuere  después  de  tres  discusiones, 
por  la  mayoría  de  dos  tercios  de  votos,  en  ambas  cámaras 
del  Congreso.» 

4.  —  No  podrán  ser  admitidos  en  el  Congreso  para 
ser  objeto  de  una  deliberación,  proyectos  que  tiendan  a 
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abolir  la  forma  republicana  federativa,  o  lá  igual  represen- 
tación de  los  Estados  en  el  Senado.)) 

Más  aún,  el  mismo  Brasil  cuyas  instituciones  funda- 
mentales se  han  inspirado  en  mucha  parte  en  las  nuestras, 
ha  consagrado  otra  disposición  tendiente  a  mantener  el 
equilibrio  federal  por  la  representación  de  los  Estados, 
al  establecer  en  su  Constitución,  que  ninguno  tendrá  un 
número  inferior  a  4  diputados;  y  eso  que,  ya  en  virtud  de 
la  propia  distribución  de  los  habitantes  en  el  país,  los  rer 
presentantes  compensan  debidamente  su  influencia  numé- 
rica para  las  distintas  regiones  geográficas  de  aquél,  como 
lo  comprueba  la  composición  de  su  cámara  de  diputados, 
formada  de  212  miembros,  como  sigue: 

Amazonas  4  ;  Pará  7;  Maranhao  7;  Pianhy  4;  Cea- 
rá  10;  Río  Grande  do  Norte  4;  Pararryba  5;  Pemambu- 
co  17;  Alagoas  6;  Lergipe  4;  Bahía  22;  Espíritu  Santo 
4  ;  Río  Janeiro  17;  Sao  Paulo  22;  Paraná  4;  Santa  Catha- 
rina  4;  Río  Grande  do  Sud  16;  Minas  Geraez  37;  Goyaz  4, 
Matto  Grosso  4  y  Distrito  Federal  10. 

La  propia  Constitución  Imperial  de  Alemania,  de  16 
de  Abril  de  1871,  provee  a  la  defensa  de  los  Estados,  por 
su  artículo  78,  que  dice: 

«Las  modificaciones  a  la  Constitución  tienen  forma 
de  ley.  Ellas  se  consideran  rechazadas,  cuando  en  el  seno 
del  Consejo  Federal  14  votos  se  pronuncien  én  su  contra. 
Las  disposiciones  de  la  Constitución  del  Imperio,  que  es- 
tablecen en  favor  de  ciertos  Estados  confederados  derechos 
especiales  con  relación  a  la  confederación,  no  pueden  ser 
modificadas,  sino  con  el  asentimiento  de  los  Estados  en 
cuestión.» 

Conviene  observar,  que  el  «Consejo  Federal»,  es  la 
representación  fie  los  Estados,  y  que  siendo  su  número 
de  58,  toda  reforma  queda  rechazada  por  el  voto  adverso  de 
menos  de  una  cuarta  parte  de  los  Estados. 

La  Constitución  de  Méjico  vigente  desde  el  corrien- 
te año  1917,  establece,  en  concordancia  con  los  anteriores 
estatutos,  por  su  artículo  135. 
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«La  presente  Constitución  puede  ser  adicionada  o  re- 
formada. Ninguna  ¡enmienda  o  agregado  llagará  a  forma]1 
parte  de  la  Constitución,  mientras  que  no  sea  sancionado 
en  ¡el  Congreso  de  la  Nación,  por  dos  tercios  de  votos  de 
los  miembros  presentes,  y  aprobado  por  la  mayoría  de  las 
Legislaturas  de  los  Estados.» 

Entre  nosotros,  la  «Convenció?i  reformadora  de  la  Cons- 
titución» que  se  organizara  de  acuerdo  al  nuevo  censo,  esta- 
ría en  condiciones  de  transformar  aquella  por  su  solo  imperio 
hasta  en  sus  conceptos  más  fundamentales,  con  la  simple 
coincidencia,  perfectamente  lógica,  de  los  representantes  de 
la  Capital  Federal  y  una  o  dos  provincias  litorales. 

Y  no  creo  que  sea  necesaria  mucha  meditación,  para 
comprender  toda  la  gravedad  que  entraña  entregar  sin 
limitación,  la  suerte  de  la  estructura  orgánica  de  las  insti- 
tuciones, a  los  intereses  u  orientación  doctrinaria  de  una 
sola  de  las  regiones  del  país. . .  !  ! 

Elección  presidencial 

Los  electores  que  han  de  desiiignair  las  autoridades  ejecu- 
tivas del  país,  se  elijan  también  en  proporción  a  la  po- 
blación y  en  número  doble  al  de  representantes  que  la 
capital  y  cada  una  de  las  provincias  envían  al  Congreso. 
Falta  también  aquí,  como  en  el  caso  de  las  convenciones, 
el  débil  contrapeso,  que  el  Senado  puede  ejercer,  tratán- 
dose de  la  sanción  de  las  leyes.  ,  í 

Be  acuerdo  al  nuevo  censo,  tendríamos  en  adelante, 
elegido  el  presidente  y  vice  de  la  nación,  por  el  voto  de 
solo  dos  o  tres  de  las  quince  secciones  electorales  de  la 
república. 

Y  llegado  el  caso  de  no  haber  la  mayoría  absoluta 
requerida  para  la  consagración .  de  cualquiera  de  los  can- 
didatos por  el  voto  de  los  colegios  electorales,  el  asunto 
se  llevaría  al  Congreso,  donde  contados  individualmente 
los  votos,  se  decidiría  la  elección  entre  los  candidatos  que 
hubieran  obtenido  la  primera  y  segunda  mayoría, 

Bien  pues ;  el  peligro  de  absorción  por  el  inmenso 
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número  de  votos  de  representantes  de  los  grandes  Esta- 
dos al  hacer  en  el  Congreso  la  designación  del  presidente 
en  casos  como  el  recordado,  ha  sido  previsto  y  salvado 
por  la  Constitución  Americana,  haciendo  que  la  votación 
se  efectúe,  no  por  personas  como  entre  nosotros,  sino 
por  Estados. 

Y  así  dice  en  la  enmienda  ¡Xjll:  «Si  ninguna  persona 
tiene  mayoría  absoluta,  entonces,  de  las  personas  que  ten- 
gan mayor  número  de  votos,  no  excediendo  de  tres  en  la 
lista  de  los  por  quienes  se  Jíaya  votado  para  presidente, 
la  cámara  de  representantes  elegirá  inmediatamente,  por 
boleta,  el  presidente'».  «Pero  al  elegir  presidente,  los  votos 
serán  dados  por  Estado,  teniendo  la  representación  de  cada 
Estado  un  voto».  \ 

Nada  importaría  pues  en  los  Estados  Unidos,  y  a 
los  efectos  de  que  hablamos,  que  la  mayoría  legislativa 
estuviera  condensada  en  muy  pocos  estados,  pero  de  gran 
población:  Los  votos  se  computan  por  Estado,  sin  distin- 
ciones fundadas,  ni  en  su  población  ni  en  su  riqueza. 

Situación  actual  de  las  provincias 

Ahora  bien:  Si  las  instituciones  de  un  país  deben  en 
general  consultar  la  modalidad,  los  intereses,  las  costum- 
bres y  hasta  las  desviaciones  que  presentan  los  pueblos 
en  su  orientación  común,  para  tratar  de  satisfacer  los,  en- 
cauzarlos o  corregirlos,  procurando  en  un  Estado  federal, 
mantener  y  fortificar  la  entidad  autonómica  dentro  de  la 
unidad  nacional,  el  asunto  de  la  representación  debe  más 
que  ningún  otro  responder  a  esos  conceptos,  ya  que  del 
mismo  depende  el  acierto  de  las  soluciones  prácticas,  cuya 
realización  determina  la  organización  de  la  vida  de  so- 
ciedad. 

Nada  es  más  peligroso,  en  presencia  de  desviaciones 
del  criterio  público  en  un  país,  que  robustecer  principios 
destinados  a  favorecer  el  desarrollo  de  aquellas.  Tal  pa- 
saría con  la  organización  del  gobierno  de  acuerdo  con  el 
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nuevo  censo  y  a  base  del  actual  sistema  de  represen- 
tación. 

Es  un  fenómeno  conocido  dentro  de  leyes  naturales 
el  de  la  gravitación,  el  de  que  la  masa  atrae  La  masa. 

Entre  nosotros,  la  metrópoli  sin  duda  de  acuerdo  a 
ese  principio,  por  los  halagos  naturales  de  las  grandes  ciu- 
dades, y  dada  su  posición  geográfica  singularmente  ven- 
tajosa, ha  determinado  tal  congestión  de  población  y  de 
riqueza  en  su  seno  y  provincias  litorales  adyacentes,  que 
han  tenido  la  virtualidad  de  hacer  resaltar  su  antítesis 
alarmante  con  relación  a  la  mayor  parte  de  las  regiones 
del  país  que  languidecen. 

Es  que  el  fenómeno  lógico  de  las  atracciones  natura- 
les llega  hasta  las  esferas  del  gobierno  y  determina  los 
factores  directivos  de  la  opinión,  que  sin  tiempo  ni  nece- 
sidad de  ocuparse  de  otros  problemas  que  los  vinculados 
a  los  grandes  intereses  que  los  rodean  e  impresionan  de 
inmediato,  fácilmente  se  sienten  impulsados  a  contemplar 
tan  solo  en  ellos  los  intereses,  los  sentimientos,  las  ideas 
y  los  anhelos  del  país. 

Solo  por  ese  fenómeno  natural  y  de  psicología  social 
y  política  puede  explicarse  el  hecho  de  que  nuestros  po- 
deres públicos  federales  habiendo  considerado  problemas 
insolubles  el  de  invertir  unos  pocos  millones  de  pesos 
en  la  construcción,  por  ejemplo,  de  los  ferrocarriles  de 
Villa  Dolores  a  Soto,  en  Córdoba,  y  a  Mercedes  en  San 
Luis,  o  el  de  Jacha!  a  San  Juan  en  esta  última  provincia, 
comprometieran  sin  embargo  tantos  millones  y  el  crédito 
del  país,  en  obras  que  éste  no  reclamaba  con  urgencia; 
y  que  mientras  la  construcción  de  los  diques  de  Rio  Ter- 
cero en  Córdoba  y  el  de  Cadillal  en  Tucumán  se  parali- 
zan; y  se  retrasa  la  ejecución  de  obras  análogas  proyecta- 
das en  La  Rio  ja,  y  en  nuestro  Río  Segundo  y  el  de  Los 
Sauces  en  San  Javier,  todo  por  falta  de  recursos,  se  hayan 
consumido  cerca  de  doscientos  millones  en  diques  y  ferroca- 
rriles para  poblar  y  fertilizar  desiertos  mientras  que  mu- 
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chas  de  nuestras  provincias  permanecen  abandonadas  y 
en  vía  de  despoblación. 

Hablamos  de  federalismo,  del  organismo  nacional,  y 
no  pensamos,  que  la  única  forma  de  que  existan  aquellos 
es  fortificando  los  núcleos  provinciales,  llevándoles  elementos 
de  trabajo  y  de  progreso,  para  que  alcancen  vida  propia 
y  con  ello  su  independencia  política;  y  no,  quitándoles 
como  se  ha  hecho  hasta  sus  poderes  privativos  como  el 
de  legislar  sobre  ferrocarriles  dentro  del  propio  te- 
rritorio, ni  arrebatándoles  en  forma  permanente  el  recurso 
considerable  de  los  impuestos  internos,  pues  es  sencilla- 
mente absurdo  hablar  de  provincias  autónomas,  atadas 
obligadamente  ai  carro  del  presupuesto  nacional  por  falta 
de  capacidad  económica. 

Y  todos  estos  males  que  ya  se  perciben  y  se  palpan, 
a  pesar  de  la  actual  representación  de  las  provincias  que 
en  conjunto  contrapasan  los  intereséis  comunes  del  litoral 
vinculado  a  la  capital,  se  agravarían  considerablemente  con 
la  aprobación  del  nuevo  censo,  al  punto  de  poder  afir- 
marse sin  exageraciones,  que  en  el  hecho  habrá  desaparecido 
el  organismo  federal,  o  quedará  desnaturalizado  de  tal  mo- 
do, que  al  aceptarse  brevemente  otra  operación  de  esa 
Índole,  no  conoceríamos  ya  la  magna  obra  institucional 
que  nos  legaron  nuestros  padres,  en  las  memorables  asam- 
bleas constituyentes  del  53  y  del  60. 

Representación  por  nacionales  y  no  por  habitantes 

Esbozadas  así  las  razones  que  justifican  el  temor, 
por  las  consecuencias  indudables  de  la  aprobación  del 
censo  de  1914  a  los  fines  políticos,  sin  previa  reforma 
de  la  base  constitucional  de  la  representación,  ocurre  pre- 
guntar ¿  Cuál  sería  el  remedio  adecuado,  para  evitar  los 
desastrosos  efectos  de  una  situación  semejante? 

Antes  de  entrar  a  concretar  mi  opinión,  considero 
de  oportunidad  hacer  una  advertencia,  para  demostrar  que 
mis  palabras  están  exentas  de  todo  estímulo  localista: 
Córdoba,  ni  absoluta  ni  relativamente  pierde  representación 


con  la  aprobación  del  nuevo  censo,  aunque  se  suba  a 
50.000  el  número  de  habitantes  para  atribuir  un  diputado; 
el  crecimiento  de  su  población  es  tal,  que  la  pone  al 
abrigo  de  toda  contingencia  a  ese  respecto. 

Hablo  pues  únicamente  inspirado  por  mi  amor  a  las 
instituciones  federales,  y  mis  sentimientos  francamente  ex- 
teriorizados, en  todo  momento,  en  el  sentido  de  la  vigo- 
rización  de  las  entidades  autónomas  que  constituyen  la 
nación,  i  |  [     |     í  ¿  _ 

■  ¿  Cuál  podría  ser,  se  preguntará  —  el  criterio  de  la 
reforma  constitucional,  para  salvar  los  inconvenientes  enun- 
ciados ? 

Se  han  adoptado  varios  expedientes  en  diversos  países. 

En  Bélgica,  por  ejemplo,  al  considerar  en  una  de  sus 
últimas  reformas,  que  de  161  diputados  corresponderían 
31  a  Bruselas,  se  alarmaron  las  demás  regiones  del  reino, 
considerando  que  ello  quebrantaba  la  base  fundamental 
de  la  constitución  de  la  asamblea,  llamada  a  decidir  de 
intereses  contradictorios;  y  así,  de  acuerdo  a  la  ley  de  29 
de  Diciembre  de  1899,  la  distribución  de  la  representación 
se  hace  en  los  distritos,  teniendo  en  cuenta  no  solo  la 
población,  sino  también  los  intereses  económicos,  socia- 
les y  políticos  del  país. 

En  Inglaterra  y  Francia,  la  distribución  de  los  re- 
presentantes elegidos  en  los  distritos  o  en  las  ciudades 
y  los  burgos,  reposa  en  análogo  sistema. 

.  Otros  países,  como  Australia  y  Brasil,  por  ejemplo, 
corrigen  el  peligro  a  que  me  vengo  refiriendo,  fijando 
un  mínimum  considerable  de  representación  a  los  esta- 
dos pequeños :  En  Australia  5,  en  el  Brasil  4. 

Entre  nosotros,  considero  que  podría  adoptar- 
se como  uno  de  los  temperamentos  más  científicos  y 
justos,  distribuir  la  representación,  tomando  como 
base,  en  vez  de  los  habitantes,  los  nativos  o  naturalizados, 
que  son  los  que  al  fin,  constituyen  la  soberanía  de  un 
país,  única  fuente  legítima  de  los  poderes  de  gobierno. 

Clodomiro  Quiroga,  traductor  de  varios  clásicos  ame- 
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ricanos,  en  su  preciosa  o-brita,  «Manual  de  la  Constitución 
Argentina»,  en  una  nota  al  artículo  de  nuestra  Constitu- 
ción que  habla  de  que  los  diputados  deben  elegirse  en 
proporción  al  número  de  habitantes,  dice  : 

«Habitantes,  debiera  entenderse  aquí  los  ciudadanos 
nativos  o  naturalizados,  porque  sólo  éstos  tienen  influen- 
cia legítima  en  el  gobierno.  Los  extranjeros  no  son  ta- 
les habitantes». 

Y  en  seguida  cita  los  siguientes  conceptos  de  Alberdi : 
«Los  extranjeros  no  tienen  parte  en  el  derecho  po- 
lítico del  país ;  Valparaíso  poblado  de  70.000  habitantes 
nombra  dos  diputados  al  Congreso,  mientras  Ouillota,  de- 
partamento interior,  menos  poblado,  elige  cuatro,  por  la 
razón  sencilla  de  que  la  población  total  de  Quillota  es  chi- 
lena, mientras  que  la  de  Valparaíso  es  extranjera  en  sus 
dos  tercios». 

Yo  estoy — sigue  diciendo  Alberdi — porque  el  extran- 
jero, mientras  conserve  su  calidad  de  tal,  disfrute  de  to- 
dos los  derechos  civiles  del  ciudadano,  pero  no  porque 
ejerza  derechos  políticos,  antes  de  haberse  hecho  ciuda- 
dano del  país». 

Y  en  el  proyecto  de  ley  orgánica  de  los  Territorios 
Nacionales,  presentado  durante  la  administración  del  doc- 
tor de  la  Plaza,  se  tomaba  ya  en  cuenta  la  clase  de  pobla- 
ción, para  clasificar  aquellos  en  categorías  y  atribuirles 
mayor  o  menor  suma  de  autonomía. 

Y  asi  el  artículo  10  clasificaba  los  territorios  en  tres 
categorías:  «de  primera  los  que  tuvieran  más  de  40.000 
habitantes  argentinos ;  de  segunda,  los  que  tuvieran  más 
de  10.000  habitantes  argentinos  y  menos  de  40.000,  y  de 
tercera,  los  que  no  alcanzaren  a  la  cifra  de  10.000». 

Si  tomamos  la  capital  y  algunas  provincias  más,  pa- 
ra considerar,  a  base  del  último  censo,  los  efectos  que 
produciría  el  fijar  la  base  enunciada  de  representación, 
observaremos  cómo  ello,  vendría  a  disminuir  el  desequi- 
librio antifederalista,  que  en  mi  concepto  es  indispensable 
evitar.  Tenemos  así  fon  efecto  las  siguientes  cifras: 
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Capital:  Población,  1.575.814  habitantes;  extranjeros 
777.845,  es  decir  un  50  o/o. 

Buenos  Aires:  Población,  2.006.165  habitantes:  Ex- 
tranjeros 703.931,  esto  es  un  34  o/o  más  ó  rnenos. 

Santa  Fe:  Población,  900.000;  Extranjeros  316.000, 
es  decir  un  35  o/p  más  o  menos. 

Córdoba:  Población,  735.000;  Extranjeros  150.000, 
20  o/o  sobre  la  población  general. 

San  Juan:  Población,  120.000;  Extranjeros  16.422; 
esto  es  un  14  o/0. 

Tucumán:  Población,  332.933;  Extranjeros  32.618,  es- 
to es  un  9  o/0\ 

La  Rioja:  Población,  79.754;  Extranjeros  1.603,  es- 
to es  el  2  o/0  de  la  población. 

Si  examinamos,  atentamente  las  cifras  que  antece- 
den veremos,  cómo  la  desproporción  de  la  representación 
a  base  de  los  habitantes,  sería  determinada  por  la  aglome- 
ración de  la  masa  extranjera  en  el  litoral,  ya  que  toman- 
do como  índice,  tan  sólo  la  población  nativa,  el  desequi- 
librio quedaría  atenuado  enormemente. 

Ahora  ¡bien,  yo  pregunto  ¿  es  justo  y  responde  siquie- 
ra ,al  concepto  de  la  ciencia  política,  que  se  tome  por  ba- 
se la  aglomeración  extranjera — que  no  forma  parte  de  la 
soberanía — en  una  región  determinada  del  territorio,  pa- 
ra fijar  en  consecuencia  de  aquella,  una,  representación 
que  absorbe  la  totalidad  de  los  intereses  del  país,  y  desar- 
ticula en  el  hecho  nuestro  organismo  federal? 

Pienso  {qpQ  la  respuesta  no  puede  ser  dudosa,  y  por 
lo  tanto,  que  el  remedio  que  señalo  encarna  el  verdadero 
principio  a  que  debe  amoldarse  la  representación  políti- 
ca, estando  llamado  a  producir  el  resultado  que  juzgo  in- 
dispensable :  «Mantener  el  equilibrio  entre  todas  las  fuer- 
zas y  entidades  que  constituyen  la  nación,  evitando  que 
al  otorgarse  la  preeminencia  absoluta  del  gobierno  a  una 
sola  región,  desaparezcan  el  organismo  y  los  beneficios 
que  encarna  el  'concepto  de  un  gobierno  federal  de  ver- 
dad». 
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Ojalá  estas  líneas  fueran  capaces  de  llamar  a  la  me- 
ditación, o  de  influir  en  alguna  forma,  para  la,  acertada  so- 
lución ¡del  problema,  a  mi  juicio  más  grave,  que  está  lla- 
mado a  resolver  en  estas  'horas  el  Congreso  Nacional. 

Al  Senado  sobre  todo,  como  representante  de  la  ca- 
pacidad autonómica  de  las  provincias,  cabrá  una  enorme 
responsabilidad  en  la  solución. 

Junio  22  de  1917. 


EL  PROBLEMA  ORGÁNICO  NACIONAL 


Así  como  es  conocida  mi  opinión  sobre  los  gravísi- 
mos inconvenientes  que  habría  de  producir  la  aprobación 
del  censo  de  1914,  a  los  efectos  políticos,  sin  modificar 
previamente  la  base  de  la  representación,  colocándola  en 
los  nativos  o  naturalizados,  únicos  que  forman  la  sobera- 
nía del  país,  y  no  como  en  la  actualidad  en  todos  los  habi- 
tantes, tengo  también  la  convicción,  de  que  factores  de- 
masiado conocidos  y  que  sería  ocioso  enumerar,  determi- 
narán la  referida  aprobación,  durante  las  sesiones  ordina- 
rias de  este  año,  de  tal  modo,  que  al  iniciarse  el  período 
legislativo  de  1920,  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Na- 
ción estará  compuesta  de  150  representantes,  más  o  me- 
nos, de  los  cuales  un  número  muy  poco  inferior  a  la  mi- 
tad, pertenecerá  a  la  Capital  y  la  Provincia,  de  Buenos 
Aires,  que  unidas  a  otra  del  litoral,  la  de  Santa  Fe,  por 
ejemplo,  constituirán  una  considerable  mayoría,  con  re- 
lación al  conjunto  de  las  otras  doce  restantes  provincias 
que  forman  la  Nación. 

Tal  resultado,  que  no  refleja  por  cierto  la  fisonomía 
de  un  país  de  organización  federativa,  y  dejando  de  lado  lo 
que  sin  duda  pueda  esperarse  del  sentimiento  patriótico 
y  nacionalista  de  la  mayoría,  entrega,  la  orientación  doc 
trinaría  de  la  legislación  y  los  intereses  económicos  de 
todo  el  país,  a  la  inspiración  y  a  la  tendencia  de  la  sola 
representación  del  litoral,  cuya  desproporcionada  mayoría 
está  llamada  a  acentuarse  cada  vez  más,  en  razón  de  la 
congestión  extraordinaria  de  población,  y  más  que  to 
do,  de  población  extranjera  en  dicha  región. 

Con  el  desenvolvimiento  de  la  población  que  lleva 
la  república,  los  datos  del  próximo  censo  señalarán  ya 
una  mayoría  considerable  de  aquella,  en  sólo  la  ciudad 
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y  provincia  de  Buenos  Aires,  con  relación  al  conjunto  de 
todo  el  resto  del  país,  y  quizás  todavía  alcancemos  a  ver 
tal  mayoría  concentrada  en  sólo  el  distrito  de  la  capital. 

El  cuadro  comparativo  de  las  cifras  de  población 
que  arrojan  los  censos  de  1869,  1895  y  1914,  y  que  coloca- 
mos en  seguida,  nos  sirven  para  predecir  la  referida  con- 
clusión. 

Presentaré  primero  en  detalle  la  comparación  de  acuer- 
do ¡a  los  censos  de  1895  y  1914,  para  ofrecerla  en  segui- 
da entre  el  último  y  el  de  1869,  distribuidas  en  regiones, 
las  distintas  provincias  del  país : 


Población  de  la  República  según  los  censos  de  1895  y  1914 


CAPITAL  Y  PROVINCIAS 

POBLACIÓN 

CRECIMIENTO 

1895 

1914 

Absoluto 

Relativo 

% 

Capital 

Federal  

663.854 

1.575.814 

911.960 

137.3 

Provincia  de  Buenos  Aires.    .  . 

921.168 

2.066.165 

1.444.997 

124.3 

n  Santa  Fe  ... 

397.188 

899.64C 

502.452 

126.5 

,,  Entre  Eíos 

292.019 

423.373 

133.354 

45.6 

Corrientes. 

239.618 

347.055 

107.437 

44.8 

Córdoba  .... 

351.223 

735.472 

384.249 

109.4 

,,  San  Luis  .... 

81.450 

116.266 

34.816 

42.7 

,,  Santiago  .... 

161.502 

261.678 

100.176 

62.1 

Tncumán  .... 

215.742 

332.933 

117.191 

53.3 

,,  Mendoza  .... 

116.136 

277.535 

161.399 

138.9 

,,  San  Juan  .... 

84.450 

119.252 

34.802 

41.2 

,.  La  Rioja  .... 

69.502 

79.754 

10.252 

14.7 

„  Catamarca .... 

90.161 

100.391 

10.230 

11.3 

Salta  

118.015 

140.927 

22.919 

19.4 

n  Jujuy  

49.713 

76.631 

26.918 

51.1 
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Si  agrupamos  ahora  las  provincias,  tomando  por  ba- 
se su  posición  geográfica,  e  intereses  económicos  consi- 
guientes, para  establecer  las  cifras  comparativas  del  creci- 
miento de  la  población,  de  acuerdo  a  los  censos  de  1869 
y  1914,  tenemos : 

Crecimiento  del  Litoral,  formado  por  Buenos  Ai- 
res, Santa  Fe,  Entre  Ríos  y  Corrientes        786.3  o/0 
Crecimiento  del  Centro :  Córdoba,  San  Luis  y 

Santiago  del  Estero  180.7  o/0 

Crecimiento  del  Oeste :  Mendoza,  San  Juan,  La 

Rio  ja  y  Catamarca  1267  o/o 

Crecimiento  del  Norte :  Tucumán,  Salta  y  Ju- 

juy  131.  o/o 

Y  tomando  por  otra  parte,  el  promedio  del  aumen- 
to de  la  población  general  en  ei  país,  en  el  transcurso  de 
los  censos  1895-1914,  veremos  que  es  de  5.2  por  ciento 
anual,  en  frente  de  coeficientes  como  los  de  La  Rioja, 
Catamarca  y  Salta  por  ejemplo,  que  no  llegan  algunas  al 
1  °/o,  alcanzando  apenas  la  segunda  al  1  1/2....!!! 

El  fenómeno  del  escaso  aumento  de  la  población 
en  ciertas  regiones  interiores,  presenta  curiosos  y  alar- 
mantes resultados,  como  este:  Habiendo  en  el  país  108.700 
cataniarquéños,  según  el  censo  de  1895,  la  población  ab- 
soluta de  dicha  provincia  alcanzaba  en  esa  fecha,  sólo 

a  90.000  habitantes  

Los  fenómenos  que  anteceden,  han  sido  en  oportu- 
nidad anotados  y  comentados,  por  los  hombres  que  en 
el  país,  se  encontraban  más  habilitados  para  hacerlo: 

El  superintendente  de  'nuestro  primer  censo  nacional 
— el  del  69 — señor  Diego  G.  de  la  Fuente,  pudo  ya  decir, 
considerando  el  movimiento  de  la  población  a  esa  fecha: 
«Si  observamos  comparativamente  ese  crecimiento, 
percibiremos  que  las  provincias  del  Este,  o  sea,  las  lla- 
madas litorales,  ofrecen  uno  mayor  que  en  las  dos  úl- 
timas décadas». 

«Dicho  aumento  sucesivo  puede  asegurarse  será  mu- 
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cho  más  fuerte  en  el  litoral  relativamente,  no  siendo  de 
extrañar  que  todavía  por  algunas  décadas  diversos  estados 
interiores  tengan  la  mitad  del  crecimiento.,  con  relación 
a  los  pueblos  que  están  a  la  orilla  del  mar  o  de  nuestros 
grandes  ríos.  Estas  suposiciones,  un  tanto  desconsolado- 
ras para  aquellas,  pueden  verse  contrariadas,  por  hechos 
accidentales,  especiales,  que  resulten  inopinadamente  en 
favor  del  territorio  de  un  Estado  interior,  atrayendo  a  su 
seno  fuertes  corrientes  de  población,  como  se  ha  visto  re- 
petidas veces  en  los  Estados  Unidos». 

Y  confirmando  precisamente  tales  predicciones,  en 
presencia  de  las  cifras  del  último  censo,  dice  el  ilustra- 
do presidente  de  la  comisión,  que  dirigió  su  levantamien- 
to, el  doctor  Alberto  Martínez : 

«Sorprende  más  este  resultado,  cuando  se  sabe  que 
esas  provincias  (Norte,  Centro  y  Oeste  fueron  generosa- 
mente preparadas  por  la  naturaleza  para  que  pudieran 
convertirse  en  futuros  emporios  de  riqueza,  al  par  que 
de  una  población  numerosa  y  próspera,  dones  que  lograrán 
el  día  que  se  les  proporcione  algunos  elementos  naturales 
que  les  falta,  y  que  se  les  dote  de  vías  fáciles  y  bara- 
tas de  comunicación  para  que  transporten  sus  productos 
hasta  los  mercados  consumidores  del  propio  país  y  del  ex- 
terior; y  adquiérese  la  convicción  de  que  es  urgente  trans- 
formar las  condiciones  económicas  de  estas  provincias, 
a  fin  de  que  ellas  gocen,  de  los  mismos  beneficios  de 
prosperidad  y  bienestar  de  que  disfrutan  las  otras». 

Bien  pues :  ¿  qué  hacer  para  conjurar,  o  detener  en  par- 
te siquiera  esta  rápida  desaparición  de  nuestro  federalis- 
mo, ya  que  precisamente  la  futura  representación,  de  acuer- 
do al  censo  último,  aleja  cada  vez  más  la  posibilidad 
de  una  reforma  de  la  Constitución,  que  al  modificar  las 
bases  de  aquella,  asegure  a  las  provincias  la  vida  y  la 
personería  con  que,  de  acuerdo  al  Tratado  de  San  Sicolás 
de  los  Arroyos,  entraron  a  organizar  el  país? 

Tal  es  el  grave  problema,  que  me  he  propuesto  abor- 
dar sintéticamente  en  estas  líneas:  Quedaría  plenamente 
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satisfecho,  si  mis  ideas,  expuestas  coa  patriótica  franque- 
za, fueran  capaces  de  coadyuvar,  en  alguna  solución  ten- 
diente a  conjurar  en  parte  siquiera,  la  anemia  que  in- 
vade y  debilita  día  a  día,  nuestro  régimen  federativo :  con- 
sidero que  la  ley  que  apruebe  el  censo,  a  los  efectos  po- 
líticos, debería  al  menos  resolver  conjunta  y  seriamente 
tan  fundamental  cuestión  para  el  porvenir  de  la  nación. 

Parecería  innecesario,  sentar  previamente  como  un 
axioma,  el  de  que,  la  población  se  mantiene  y  se  aumenta 
por  crecimiento  vegetativo  o  inmigratorio,  en  las  regio- 
nes donde  a  base  de  buenas  condiciones  higiénicas,  se  en- 
cuentran elementos  fáciles  para  la  vida,  trabajo  abundante  y 
remunerativo,  y  fácil  como  barata  salida  de  los  productos 
a  los  mercados  consumidores^ 

Fortalecer,  pues,  el  organismo  económico  de  cada 
provincia:  hacer  posible  la  extracción  y  explotación  eco- 
nómica de  sus  múltiples  e  inmensas  riquezas  naturales  ; 
propender  al  abaratamiento  del  transporte  de  los  produc- 
tos hasta  los  mercados  de  consumo,  de  tal  modo  que  aquél 
no  absorba  como  en  la  actualidad  gran  parte  de  las  ga- 
nancias, quitando  todo  estímulo;  libertarlas  de  tributos 
innecesarios  e  injustos  en  beneficio  de  los  puertos  del 
litoral :  no  cegar  con  impuestos  nacionales  las  fuentes  de 
recursos  necesarios  para  su  desenvolvimiento  interno,  n¡ 
estorbar  con  absorciones  indebidas  el  ejercicio  de  la  po- 
testad legislativa  en  orden  al  progreso  local;  y  orientar  en 
fin  la  enseñanza  hacia  la  satisfacción  de  necesidades  de 
orden  práctico,  y  organizaría  diferencialmente,  de  acuerdo 
al  medio,  recursos,  y  porvenir  de  cada  una  de  las  diver- 
sas regiones  del  país,  es,  en  mi  sentir,  la  forma  única  de 
impedir  la  despoblación,  p  cuando  menos,  la  despropor- 
ción enorme  entre  el  crecimiento  del  Norte.  Centro  y  Oes- 
te del  país,  con  relación  al  Litoral. 

Y  como  el  problema  de  la  irregular  distribución  de 
la  población  afecta  fundamentalmente  nuestra  organización 
política  nacional,  y  como  los  medios  de  eficacia  positi- 
va para  tratar  de  conjurarla  son  los  que  precisamente  fal- 
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tan  a  las  provincias  que  se  trata  de  salvar,  de  aquí,  que 
deba  ser  la  Nación  toda  entera,  con  sus  eficaces  poderes 
de  legislación  y  sus  inagotables  recursos,  quien  deba  con- 
currir sin  demora,  a  proveer  a  los  fines  enunciados,  en 
la  seguridad,  que  afronta  así  la  solución  del  más  grande 
y  grave  problema  de  carácter  orgánico  nacional. 

Paso  pues  a  exponer  suscintamente  cada  uno  de  los 
medios,  que  en  mi  sentir  deben  ponerse  a  contribución 
con  el  propósito  enunciado:  tales  serían,  entre  otros:  obras 
de  progreso;  creación  de  grandes  centros  comerciales  en 
el  interior  ;  selección  y  distribución  de  la  inmigración ;  ré- 
gimen impositivo;  legislación  local;  y  orientación  prácti- 
ca de  la  enseñanza. 

Considerémoslos,  por  ¡su  orden. 

I 

Obras  de  progreso 

Lo  he  dicho  en  otras  ocasiones :  será  siempre  un  al- 
to pensamiento  de  gobierno,  el  fomento  de  los  territorios 
nacionales,  en  orden  a  favorecer  su  desarrollo  económico 
y  el  aumento  de  su  población;  pero  ha  sido  un  error,  cuyas 
deplorables  consecuencias  nos  acusan  las  cifras  del  últi- 
mo censo,  el  invertir  cerca  de  doscientos  millones  en  aque- 
llos, en  el  espacio  de  pocos  años,  desatendiendo  por  com- 
pleto las  obras  de  progreso  destinadas  a  concentrar  po- 
blación y  hacer  posible  la  explotación  de  las  riquezis  de 
muchas  de  las  provincias  que  las  reclamaban  con  ur- 
gencia, con  verdadero  derecho  para  ello,  ya  que  constituyen 
los  núcleos  primarios  de  cuya  solidaridad  en  el  sacrificio 
surgiera  la  organización  nacional. 

Pasados  los  efectos  de  la  guerra  reciente,  que  ;>or 
múltiples  conceptos  ha  determinado  la  paralización  de  las 
obras  públicas  de  fomento  general,  el  país  retornará  sin 
duda  a  un  halagador  florecimiento  económico,  colocando 
las  finanzas  del  Estado  en  condiciones  de  continuarlas:  En 
esa  hora  que  presiento  ya  próxima— si  factores  internos  de 
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carácter  social  rio  la  retardan — es  cuando,  quizás  hasta 
la  propia  estabilidad  del  Estado  reclama  de  las  auto- 
ridades— Congreso  y  Poder  Ejecutivo  —  una  /orientación 
francamente  definida  hacia  las  obras  de  progreso,  que 
aumenten  rápidamente  la  población  y  las  riquezas  de  las 
provincias,  que  llenas  de  elementos  naturales  se  encuen- 
tran desfavorecidas  por  su  posición  geográfica,  y  la  ca- 
rencia de  medios  rápidos  y  económicos  de  comunicación. 

Antes  de  referirme,  en  detalle,  a  las  distintas  regio- 
nes del  país,  para  recordar  específicamente  las  obras  pú- 
blicas, en  mi  sentir  reclamadas  con  urgencia  por  cada,  una 
de  las  mismas,  no  puedo  resistir  la  tentación  de  transcri- 
bir una  página  del  genial  autor  de  las  «Bases»,  que  pare- 
ciera escrita  para  esta  hora  y  que  como  en  todas,  señala 
con  visión  profética  el  porvenir  de  la  república,  indican- 
do los  medios  eficaces  para  su  engrandecimiento, 

Dice  Alberdi; 

«Hasta  aquí  la  inmigración  europea  ha  quedado  en 
los  pueblos  de  la  costa», 

«El  medio  más  eficaz  de  elevar  la  capacidad  y  cul- 
tura de  nuestros  pueblos  de  situación  mediterránea  a 
la  altura  y  capacidad  de  las  ciudades  marítimas,  es  apro- 
ximarlas a  la  costa,  por  decirlo  así  mediante  un  sistema 
de  transporte  grande  y  liberal,  que  les  ponga  al  alcance 
de  la  acción  civilizadora  de  Europa». 

«Los  grandes  medios  de  introducir  Europa  en  los 
países  interiores  de  nuestro  continente,  en  escala  y  pro- 
porciones bastante  poderosas,  para  obrar  un  cambio  por- 
tentoso en  pocos  años  son:  el  ferrocarril,  la  libre  navega- 
ción interior  y  la  libertad  comercial ;  Europa  viene  a  estas 
lejanas  regiones,  en  alas  del  comercio  y  de  la  industria, 
y  busca  la  riqueza  en  nuestro  continente.  La  riqueza,  como 
la  cultura,  como  la  población,  es  imposible,  donde  los  me- 
dios de  comunicación  son  difíciles,  pequeños  y  costosos. 
Ella  viene  a  América,  a  favor  de  la  facilidad  que  ofre- 
ce el  Océano :  Prolongad  el  Océano  hasta  el  interior  del 
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Continente  por  el  vapor  terrestre  y  fluvial,  y  tendréis  el  in- 
terior tan  lleno  de  inmigrantes  como  el  litoral». 

«Que  cada  caleta  sea  un  puerto;  cada  afluente  nave- 
vegable  reciba  los  reflejos  civilizadores  de  la  bandera  de 
Albión ;  que  en  las  márgenes  del  Bermejo  y  del  Pilcomayo 
brillen  confundidas  las  mismas  banderas  de  todas  partes, 
que  alegran  las  aguas  del  Támesis,  río  de  Inglaterra  y  del 
Universo». 

Multiplicación  y  abaratamiento  de  los  transportes,  te- 
rrestre y  fluvial,  debe  ser  pues,  en  general,  la  primera 
obra  de  fomento  a  ejecutarse  por  la  Nación  en  beneficio 
de  las  provincias  del  interior. 

Entraré  ahora  en  algunos  detalles,  sobre  aquellas, 
iniciando  mis  observaciones  con  Córdoba. 

El  Este  y  Sud  de  nuestra  provincia,  con  sus  campi- 
ñas colonizadas  y  sus  enormes  prados  artificiales  lo  cons- 
tituyen regiones  agr  ídolo -ganaderas  de  valor  inapreciable, 
pero  que  sienten,  como  montaña  de  plomo  deteniendo  su 
expansión,  'al  socio  obligado  y  usurero  en  el  transporte, 
el  ferrocarril,  que  absorbe,  cuando  el  precio  de  los  produc- 
tos es  bueno,  gran  parte  de  la  ganancia,  haciendo  en  épo- 
ca de  crisis  para  aquellos,  absolutamente  improductiva 
la  cosecha.  Les  falta  la  vía  de  transporte  barata  has- 
ta los  puertos  de  embarque,  los  canales,  esos  «caminos 
que  andan»  según  la  frase  de  Pascal  reproducida  por  Alber- 
di,  y  que  han  hecho  la  vida  de  las  regiones  centrales  de 
Europa  y  Norte  América.  Necesitan  esas  regiones  la  ca- 
nalización, perfectamente  factible  y  ya  estudiada,  del  Río 
Tercero  para  llegar  por  agua  al  Paraná,  lo  que,  al  reducir 
en  forma  considerable  el  valor  de  los  transportes,  aumen- 
tando las  ganancias  y  la  producción  ulterior,  acrecentaría 
la  población  trabajadora  y  la  riqueza  general. 

Una  red  complementaria  de  cuidados  caminos  de  acce- 
so, con  elevadores  y  embarques  a  las  márgenes,  determi- 
narían un  florecimiento  difícil  de  concebir  en  las  exten- 
sas y  feraces  regiones  referidas  de  la  provincia. 

El  Norte  de  Córdoba  viene  reclamando,  en  gestiones 
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de  que  se  han.  hecho  eco,  autores  de  proyectos  diferentes 
sometidos  al  Congreso,  la  construcción  de  líneas  férreas 
que  permitan  la  explotación  provechosa  de  los  bosques,  es- 
tablecimientos ganaderos  y  tierras  de  regadío,  de  los  de- 
partamentos Totoral,  Tulumba,  Sóbreme  nte  y  Río  .Seca, 
al  establecer  su  comunicación  directa  con  los  mercados 
del  consumo,  atravesando  también  la  región  más  rica  de 
la  provincia  de  Santiago. 

Respondió  a  ese  propósito  el  proyecto  de  línea  fé- 
rrea presentado  por  el  senador  01  aeche  a  y  Alcorta;  pero 
lo  satisfaría  con  mucha  mayor  eficacia  sin  duda,  la  tra- 
za ya  estudiada  por  el  Ferro  Carril  Central  Córdoba,  en- 
tre Sarmiento,  Villa  General  Mitre,  San  José  de  la  Dormi- 
da, etc.,  hasta  empalmar  en  Loreto^  con  el  ramal  de  Frías 
a  Santiago. 

Los  poderes  públicos  de  la  Nación,  ya  sea  afrontan- 
do directamente  la  construcción  de  la  línea,  o  determi- 
nando, por  los  múltiples  resortes  de  que  disponen  la  inicia- 
tiva de  empresas  concesionarias,  deben  determinar  la  pron- 
ta realización  de  una  obra  de  vital  interés,  para  las  dos 
provincias  más  ricas  del  centro  del  país. 

Las  regiones  serranas  del  Oeste,  que  han  visto  des- 
pe  rtar,  en  florecimiento  magnífico,  a  las  dos  poblaciones 
colocadas  en  los  extremos  de  su  fértilísimo  valle  (Villa 
Dolores  y  Soto),  apenas  escuchado  por  ellas  el  silbato  de 
la  focomotora,  ansian  impasibles  la  llegada  del  riel,  que 
una  aquellas,  para  que  sus  progresos  multiplicados  se  con- 
fundan. 

Comprendo  que  la  idea,  de  una  línea  principal,  se- 
gún el  pensamiento  del  malograjdo  cura  Brochero,  es  de 
difícil  realización,  por  lo  elevado  de  su  costo,  pero  sé  tam- 
bién, que  es  de  posible  y  remunerativa  ejecución  la  coloca- 
ción de  una  línea  auxiliar,  de  trocha  y  costo  reducidos, 
según  el  modelb  de  las  que,  en  análogas  circunstancias 
tienen  construidas  los  países  europeos,  en  regiones  acci- 
dentadas, como  las  de  que  se  trata. 

Su  costo,  según  informes  que  poseo,  de  autoridades  en 
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la  materia,  no  excedería  en  mucho,  a  la  simple  construcción 
de  una  carretera  macadamnizada. 

Dicha  obra  complementada  con  los  diques  de  «Picha- 
nas» en  Cruz  del  Eje;  y  de  «Los  Sauces»  en  San  Javier, 
a  ejecutarse  hace  ya  tiempo  por  el  Ferro  Carril  del  Pacífico 
significaría,  convertir  en  centro  de  atracción,  de  población 
y  de  capitales  a  las  ricas  regiones  del  Oeste  de  la  Provincia, 
en  estado  hoy  de  injusto  estancamiento. 

Ya  que  las  exigencias  del  espacio  no  me  permiten 
extenderme  demasiado,  terminaré  diciendo,  en  lo  que  a 
Córdoba  se  refiere,  que  la  conclusión  de  las  obras  de  em- 
balse del  Río  Tercero,  en  las  que  se  llevan  invertidos 
cerca  de  seis  millones  de  pesos  nacionales  imputados  a 
la  ley  de  irrigación;  lo  misino  que  la  ejecución  del  dique 
del  Segundo,  estudiado  ya  en  todos  sus  detalles  por  la 
oficina  técnica  nacional  respectiva,  multiplicarían  las  fuen- 
tes de  riquezas,  atrayendo  considerablemente  la  población 
hacia  una  extensa  zona  céntrica  de  la  provincia. 

Si  estudiamos  la  situación  de  las  regiones  del  Norte 
de  la  República,  considerando  principalmente  en  ellas,  las 
provincias  de  Jujuy,  Salta  y  Tucumán,  nos  encontramos 
con  que  un  doble  género  de  factores  contribuye  a  determinar 
el  estancamiento  de  sus  inmensas  y  variadas  riquezas  y  el 
lento  crecimiento  de  su  población:  un  factor  positivo,  cons- 
tituido por  las  malas  condiciones  sanitarias  de  grandes 
extensiones  de  sus  tierras  de  trabajo,  principalmente  en 
Salta  y  Jujuy ;  y  el  negativo  representado  por  la  falta  de 
elementos  de  transportes  rápidos  y  económicos,  que  per- 
mitan extraer  y  explotar  esas  riquezas  en  condiciones  ven- 
tajosas, hasta  llegar  a  los  dos  grandes  mercados  consumi- 
dores, que  la  naturaleza  les  brinda  y  que  sólo  reclaman 
una  acción  enérgica  del  Estado  para  aprovecharlos:  los 
puertos  del  'Atlántico  llegando  hasta  ellos  por  el  Paraná 
con  la  canalización  del  Bermejo,  y  los  del  Pacífico,  con 
las  ventajas  que  la  apertura  del  istmo  de  Panamá  ofre- 
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ce,  conectando  nuestros  ferro-carriles  con  los  de  Chile  y 
de  B olivia,  por  las  vías  a  que  habré  de  referirme. 

Lo  he  dicho  anteriormente  :  la  primera  condición  para 
determinar  la  corriente  inmigratoria  y  el  propio  aumento 
vegetativo  con  el  acrecentamiento  consiguiente  de  la  ri- 
queza hacia  una  región  cualquiera,  es  asegurar  las  condicio- 
nes higiénicas  de  vida;  sin  un  estado  sanitario  favorable 
no  hay  progreso  posible. 

Por  eso  nada  conceptúo  mejor,  para  precisar  la  pri- 
mera obra  de  progreso  reclamada  de  la  autoridad  federal  en 
favor  de  las  provincias  del  Norte  de  la  república,  como  re- 
producir el  párrafo  de  una  carta  que  tuve  el  honor  de 
recibir  de  mi  estimado  amigo,  el  ilustrado  gobernador  de 
Jujuy,  doctor  Horacio  Carrillo,  quien  dioe: 

«Para  mí,  el  problema  de  los  problemas  es  el  sanitario. 
Nada  podremos  hacer  estable,  definitivo  o  de  aliento,  mien- 
tras no  contemos  con  un  pueblo  sano  y  fuerte  y  podamos 
disipar  la  nube  negra  de  temores  y  recelos  que  envuelven 
el  Norte  Argentino,  para  la  radicación  de  inmigrantes  o 
de  compañías  industriales.» 

«La  raza  nuestra  por  otra  parte,  lentamente  degenera 
y  se  pierde,  sin  la  afluencia  tonificante  de  sangres  nuevas, 
fuera  de  las  taras  propias,  reagravadas  con  la  tuberculosis, 
la  avariosis  y  el  alcoholismo.» 

«El  problema  sanitario  asume  así  contornos  netos  de 
excepcional  importancia  social ;  mas  aún :  está  comprobada 
la  existencia  de  la  fiebre  petequial  o  tifus  exantemático, 
peligro  nacional  que  va  invadiendo  todos  los  inviernos 
con  mayor  amplitud,  la  zona  montañosa  de  Salta  y  Ju- 
juy, y  que  cundirá  en  toda  la  república  si  no  se  le  con- 
tiene a  tiempo.» 

«Nada  puede  hacer  la  provincia  por  sí  sola;  el  palu- 
dismo, por  ejemplo,  necesita  amplias  y  costosas  obras  de 
Ingeniería  —  como  las  de  la  campiña  romana  o  la  de  ios 
yankis  del  Norte;  necesita  aquí  una  campaña  permanente 
de  catequización  de  poblaciones  que  desconocen  o  resisten 
las  conclusiones  de  la  ciencia,  sobre  el  origen,  desarrollo 
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y  propagación  de  la  (endemia,  necesita  amplio  personal 
de  técnicos,  necesita  mucha  quinina  y  muchos  mosqui- 
teros; y  todo  eso  no  lo  puede  costear  Jujuyy> 

Al  mismo  tiempo  que  a  higienizar  las  regiones  del 
Norte  de  la  Provincia  debía  la  Nación  acudir  sin  demora, 
por  medio  de  nuevas  y  más  baratas  vías  de  transporte,  a 
acercarlas  a  los  mercados  consumidores  de  las  múltiples 
riquezas  que  encierran  en  su  seno. 

La  canalización  del  Bermejo,  sería,  en  primer  tér- 
mino, la  gran  obra  a  realizar :  ello  es  relativamente  fácil. 
Se  trata  de  un  río  caudaloso  que  corre  por  llanos  cubiertos 
de  selva;  en  sus  crecientes  arrastra  grandes  árboles  que 
al  irse  amontonando  en  el  centro  producen  palizadas,  re- 
presan el  agua  y  la  desbordan  ten  bañados.  Desmontando 
las  márgenes,  limpiando  el  lecho  de  esos  obstáculos  tran- 
sitorios y  de  pequeñas,  rocas  aisladas  que  interceptan  La 
corriente,  la  canalización  y  el  drenaje  se  producirían  con 
facilidad  auxiliados  por  la  propia  corriente,  dándonos  una 
profunda  y  amplia  arteria  fluvial,  que  podría  llevar,  con 
fletes  mínimos,  al  litoral,  las  riquezas  más  grandes  del 
país :  veríamos  realizada  así  la  visión  de  Alberdi  cuando 
decía :  «Prolongad  el  Océano  hasta  el  interior  del  Continente 
por  el  vapor  terrestre  y  fluvial;  que  en  las  márgenes  del 
Bermejo  brillen  confundidas  las  mismas  banderas  de  todas 
partes,  que  alegran  las  aguas  del  Támesis,  río  de  Inglaterra 
y  del  Universo.)) 

Dicha  obra  aparte  de  dar  salida  barata  a  los  productos 
del  Norte  Argentino  hasta  nuestros  puertos,  tendría  la  ven- 
taja incalculable  de  absorber  por  completo  el  comercio 
de  Bolivia,  que,  en  seguida  optaría  por  esa  vía. 

Por  lo  demás,  dicha  arteria  fluvial,  podría  ser  fácil- 
mente aprovechable  en  beneficio  de  Tucumán  y  Santiago 
del  Estero,  por  medio  de  la  coinstrucción  de  líneas  férreas, 
propuestas  ya  por  el  diputado  Padilla  en  la  Cámara  de  Di- 
putados em  sesión  de  Septiembre  27  del  año  ppdo. :  me 
refiero  a  dos  ramales  en  la  línea  del  F.  C.  Norte,  que 
liguen  en  la  dirección  más  recta  posible  a  Tucumán  y  San- 
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tiago  del  Estero  con  el  puerto  de  Barranqueras,  desde  Sun- 
cho Corral  a  Ouimilí  y  desde  General  Pinedo  a  Barran- 
queras o  Villa  Angela  del  F.  C.  a  Santa  Fe. 

La  terminación  del  empalme  del  Central  Norte  con 
las  líneas  bolivianas,  la  construcción  de  la  línea  de  Ro- 
sario de  Lerma  a  Huaitiquina  autorizada  por  leyes  nú- 
meros 4693  y  5141 ;  y  del  ferro-carrii  de  Catamarca  a 
Tucumán,  en  conformidad  a  la  ley  4695,  nos  permitirían, 
aparte  de  abrir  nuevos  e  importantes  mercados  para  los 
productos  agr  í  colo-gan adero s  y  minerales  del  Norte  Argen- 
tino, reconquistar  el  comercio  del  mismo  y  de  gran  parte 
de  Bolivia,  hoy  monopolizado  por  Chile,  cuando  por  tra- 
dición histórica,  por  economía  y  por  obra  nuestra  debie- 
ra ser  netamente  argentino. 

Si  estas  obras  de  capital  importancia  se  complemen- 
tan con  los  ferro-carriles  de  Jachal  a  San  Juan,  ordenado 
por  las  leyes  4872  y  8117;  de  Mendoza  hasta  empalmar 
con  el  F.  C.  C.  Norte  en  el  ramal  a  San  Juan,  y  en  La 
Rio  ja  desde  Patquia  hasta  Vinchina,  se  establecería  una 
red  cómoda  y  económica  para  el  transporte  e  intercambio 
de  los  productos  de  todo  el  Norte  y  Oes¡te  de  la  república. 

Complementada  tal  solución  en  los  transportes,  con 
obras  de  embalse  e  irrigación,  como  las  del  Cadillal  en 
Tucumán  donde  se  llevan  invertidos  ya  cerca  de  dos  mi- 
llones del  fondo  nacional  de  irrigación;  el  del  río  Jujuy,  y 
diversas  corrientes  de  La  Rioja  y  Catamarca,  se  multi- 
plicaría en  forma  no  sospechada  la  producción  de  esas  re- 
giones dotadas  pródigamente  por  la  naturaleza  de  elemen- 
tos para  elaborar  su  bienestar  y  su  grandeza,  pero  que 
esperan  hasta  ahora  impacientes,  la  obra  de  fomento  re- 
querida de  parte  del  gobierno  federal,  único  capaz  de  llo- 
rarla en  condiciones  de  asegurar  el  eficaz  aprovechamien- 
to de  aquellas . 

Debe  ella  pues  iniciarse  sin  demora,  y  resolverse 
al  mismo  tiempo  que  se  apruebe  el  censo  de  1914  a  los 
efectos  políticos  de  la  representación,  ya  que  al  menos  se 
revelaría  así  el  propósito  de  impedir  el  rápido  aniquila- 
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miento  de  nuestro  federalismo,  por  el  estancamiento  de 
la  población  y  la  riqueza  en  las  provincias  de!  Norte  y 
el  Oeste  de  la  república,  en  franca  oposición  al  aumento 
desproporcionado  del  litoral  por  la  congestión  extranjera 
en  su  seno. 

Las  obras  mencionadas  no  serían  suficientes,  sin  em- 
bargo, para  resolver  por  sí  solas  el  magno  problema  de  que 
me  ocupo:  es  necesario  abordar  el  estudio  de  otras  cuestio- 
nes co  incidentes  y  necesarias  a  ese  fin,  de  las  que,  en  el  or- 
den señalado,  paso  ligeramente  a  ocuparme. 

II 

Grandes  centros  comerciales  en  el  interior 

Las  industrias  y  el  comercio  son  el  principal  atrac- 
tivo, para  el  extranjero  trabajador  y  preparado,  ya  que 
habituado  generalmente  a  ellos  en  los  países  de  inmigra- 
ción, donde  la  escasez  de  las  tierras  impide  a  la  mayoría 
dedicarse  a  las  tareas  agrícolas,  encuentra  en  aquellos 
una  orientación  cómoda  y  provechosa  a  sus  actividades : 
favorecer  pues  la  formación  de  grandes  centros  de  comercio 
e  industriales  en  el  interior  del  país,  es  tonificar  su  orga- 
nismo, determinando  el  acrecentamiento  de  la  población 
y  de  la  riqueza :  nuestro  mismo  censo  de  1914  lo  revela 
con  la  elocuencia  de  las  cifras,  al  presentarnos  a  Mendoza 
aumentando  su  población  en  138  o/o  desde  1895,  al  lado 
de  Catamarca  y  La  Rioja  con  11  y  14  o/o  respectivamente; 
y  en  el  Norte,  a  Tucumán  con  53  y  a  Jujuy  con  51  o/0  ^n 
frente  de  Salta  con  solo  19  o/o:  las  industrias  vinícola 
y  azucarera  son  el  origen  del  referido  incremento. 

Faltan  sin  embargo,  en  el  interior  centros  comerciales 
de  importancia  correlativa,  y  es  urgente  el  formarlos,  apar- 
tando los  obstáculos  que  han  impedido  el  que  hasta  hoy 
se  constituyan. 

Á  ese  efecto  creo  de  necesidad : 

1.°  —  Modificar  el  régimen  aduanero,  creando  los  «des- 
pachos de  aduana  mediterráneos». 
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2.  °  —  Cambiar  el  sistema  imperante  en  las  tarifas  fe- 
rroviarias. 

3.  °  —  Introducir  una  política  ferroviaria  de  fomento 
del  comercio  e  industria  del  interior,  en  las  líneas  del 
Estado,  completándolas  y  ampliándoías  en  cuanto  sea  ne- 
cesario al  efecto 

4.  °  —  Multiplicando  las  sucursales  del  Banco  de  la 
Nación. 

La  idea  de  la  creación  de  los  «despachos  de  aduana 
mediterráneos»  no  es  nueva;  la  presenté  en  forma  de  pro- 
yecto de  ley  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  fe- 
cha Mayo  9  de  1913,  obteniendo  acogida  favorable  y  uná- 
nime de  la  comisión  de  presupuesto  en  sesión  del  16 
de  Agosto  del  mismo  año,  con  las  firmas  autorizadas  de 
José  Ignacio  Llovet,  M.  M.  Padilla,  Francisco  J.  Oliver, 
Manuel  Peña,  T.  E.  Anchorena,  Ramón  A.  Beltrán,  A.  Ga- 
ligniana  Segura  y  J.  Carballido. 

El  referido  despacho,  concordante  con  el  proyecto 
establecía  entre  otras  disposiciones : 

«Art.  l.°  —  A  los  seis  mases  de  la  promulgación  de 
la  presente  ley,  el  poder  ejecutivo  procederá  a  establecer 
en  las  ciudades  de  Tucumán,  Mendoza  y  Córdoba,  al- 
macenéis de  aduana  para  documentar  a  depósito  y  des- 
pachar las  mercaderías  importadas  del  extranjero  y  con- 
signadas a  dichos  puntos,  a  cuyo  efecto  deberán  ser  con- 
signadas como  mercaderías  de  tránsito,  por  las  oficinas  de 
aduana  que  las  reciban  a  su  entrada  al  país.» 

«Art.  3.°  —  Las  mercaderías  que  se  reciban  en  las 
aduanas  marítimas,  con,  destino  a  los  puntos  a  que  se 
refiere  el  artículo  1.°,  deberán  ser  exlpedidas  por  las  auto- 
ridades de  aquellas,  sin  intervención  alguna  de  los  consigna- 
tarios, ni  pago  de  derechos. . . » 

«Art.  5.°  ■ —  Regirán  para  los  «depósitos  de  aduana 
mediterráneos»  las  mismas  leyes,  decretos  y  reglamentos, 
que  en  las  marítimas  y  terrestres,  en  lo  que  se  refiere  al 
pago  de  derechos,  conservación  de  mercaderías  en  almacenes, 
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revisación,  reclamos,  etc.,  etc.  *y  en  general  a  todo  lo  rela- 
tivo a  las  mercaderías  importadas». . . 

El  proyecto  y  el  despacho  merecieron  la  más  entu- 
siasta acogida  de  los  centros  del  interior,  y  el  informe 
favorable  de  todas  las  oficinas  consultadas,  viniendo  a 
detener  su  sanción  la  inici ación  de  la  crisis  comer cjial 
a  fines  de  1913,  definitivamente  pronunciada  al  decla- 
rarse la  guerra  europea  a  mediados  del  año  catorce. 

Las  ventajas  indiscutibles  de  su  realización,  apenas 
vuelva  ej  país  a  la  normalidad,  para  llegar  a  formar 
grandes  centros  comerciales  en  el  interior,  surjen  de  las 
consideraciones  con  que  fundé  mi  iniciativa,  algunas  de 
las  cuales  paso  a  recordar: 

Dije  en  esa  oportunidad: 

«El  acercamiento  del  consumidor  al  productor,  por  la 
supresión  de  intermediar  i  os  que  no  sean  imprescindibles, 
constituye  la  orientación  fundamental  de  la  ciencia  eco- 
nómica moderna,  ya  que  ello  significa  disminuir  el  costo  de 
los  artículos  de  consumo,  con  la  consiguiente  comodidad 
y  abaratamiento  de  la  vida,  sin  cegar  ni  aun  perturbar 
siquiera  las  fuentes  que  los  crean,  capital  y  trabajo». . .  ; 
de  aquí  pues  la  primera  ventaja  del  proyecto  que  acabo 
de  presentar.» 

«Ciudades  de  la  importancia  de  las  que  en  el  pro- 
yecto se  mencionan,  poseen  numerosas  casas  de  inter- 
cambio de  productos  y  establecimientos  industriales  que, 
a  base  de  Jos  grandes  capitales  de  que  disponen  podrían 
entrar  en  relaciones  directas  con  los  mercados  producto- 
res del  extranjero,  obteniendo  legítimamente  ventajas  para 
ellos,  y  la  reducción  de  los  precios  para  los  consumidores 
que  están  llamados  a  servir.» 

«¿Por  qué  entonces  el  comercio  mayorista  del  in- 
terior no  efectúa  aquél  en  esas  condiciones?  ¿Por  qué 
las  casas  que  lian  intentado  operar  en  esa  forma,  se  han 
visto  precisadas  a  abandonar  la  importación  directa  y  a 
constituirse  en  tributarias  muchas  veces  de  capitales  me- 
nores que  operan  en  los  puertos  de  arribo  ?  Senoillamen- 
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te  por  las  dificultades  y  los  gastos  que  acarrea  el  sistema 
aduanero  centralista  que  impera  en  el  país,  y  que  por  la 
ley  presentada  se  trata  de  modificar.» 

«El  comerciante  que  desde  el  interior  de  aquél  ad- 
quiere directamente  los  productos  del  extranjero,  vése  re- 
cargado con  tales  gastos  y  privado  de  tales  beneficios, 
en  relación  a  los  que  operan  en  los  puertos,  o  en  las' aduanas 
terrestres  fronterizas,  que  obtiene  las  mercaderías  en  mu- 
cho mejores  condiciones  comíprándolas  a  los  últimos,  a 
pesar  del  recargo  de  20  o  30  por  ciento  de  utilidad  mínima 
que  encarece  el  producto,  como  beneficio  de  dicho  interme- 
diario.» 

«Es  preciso  considerar  en  primer  término  que  los 
propietarios  de  las  casas  importadoras  del  interior, 
ante  la  imposibilidad  de  intervenir  en  persona  o  por  me- 
dio de  sus  empleados  permanentes,  en  la  denuncia  de 
los  cargamentos,  clasificación  de  las  mercaderías,  para  la 
fijación  de  derechos,  pago  de  los  últimos,  retiro  de  aque- 
llas de  los  almacenes  y  conducción  hasta  ios  ferro-carriles 
que  deban  transportarlas  a  su  destino,  vén  se  precisados 
a  valerse  de  terceros :  comisionistas,  despachantes,  car- 
gadores, etc.,  etc. . .  en  cada  uno  de  los  cuatro  o  cinco 
puertos  y  aduanas  fronterizas  por  donde  penetran  al  país 
los  artículos  principales  de  importación.» 

«Aparte  de  los  inconvenientes  enunciados,  que  pudiera 
clasificar  como  factores  positivos,  que  impiden  la  rela- 
ción directa  del  productor  extranjero  con  el  importador 
del  interior,  tenemos  otro  factor  no  memos  importante  y 
al  que  llamaré  «negativo»,  el  que  viene  a  agravar  la  si- 
tuación de  desventaja  del  fuerte  comerciante  del  interior, 
con  el  establecido  en  los  puntos  de  aduanas  marítimas 
o  fronterizas.» 

«Me  refiero  a  la  posibilidad  en  que  se  encuentra  este 
último  de  mantener  sus  mercaderías  en  depósitos  fiscales, 
mediante  un  pequeño  derecho  de  almacenaje,  para  ir  abo- 
nando el  impuesto  de  importación,  a  medida  que  vaya  retiran- 
do aquellas  por  razón  de  su  venta.    En  tales  condiciones, 
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el  comerciante  importador  de  los  puertos  se  halla  en  si- 
tuación de  operar  con  la  mitad  del  capital  que  el  radicado 
en  el  interior,  quien  al  adquirir  los  productos  del  primero, 
lo  efectúa,  abonando,  juntamente  con  el  valor  de  aque- 
llos el  de  los  derechos  de  importación,  que,  en  muchí- 
simos casos,  es  igual,  y  algunas  veces  mayor  que  el  precio 
de  la  mercadería.» 

«En  el  sistema  propuesto,  el  comerciante  que  de  Men- 
doza, Córdoba  o  Tucumán  adquiriese  mercaderías  del  ex- 
tranjero, retiraría  las  mismas  en  el  propio  asiento  de  sus 
negocios,  sin  gasto  alguno  anterior  de  comisionistas,  des- 
pachantes, cargadores,  acarreos  de  aduanas  fronterizas  a 
estaciones:  sin  necesidad  de  confiar  a  personas  desvincu- 
ladas de  sus  intereses,  en  cuatro  o  cinco  partes  distintas, 
la  intervención  en  clasificaciones,  y  pago  de  derechos  por 
cientos  de  miles  anualmente;  y  gozando  por  último  del 
incalculable  beneficio  de  ampliar  sus  operaciones,  al  po- 
der disponer  para  las  últimas  del  considerable  capital  re- 
presentado por  el  valor  de  los  derechos,  que  en  la  actualidad 
debe  abonar  juntamente  con  la  adquisición  de  las  mercade- 
rías, y  que  en' el  régimen  de  la  ley  proyectada,  pagaría  a 
medida  que  fuera  retirándolas  de  los  depósitos  fiscales,  con 
ocasión  de  su  venta.» 

«Demás  está  decir,  que  conseguido  así  en  primer  tér- 
mino, el  ideal  económico  a  que  hacía  al  principio  refe- 
rencia —  acercamiento  del  consumidor  al  productor  —  se  pro- 
pende al  mismo  tiempo,  a  la  formación  de  grandes  centros 
comerciales  en  el  interior  del  país,  cada  día  más  necesarios, 
si  queremos  crear  una  nación  fuerte,  por  la  circulación 
abundante  de  la  savia  económica  hasta  los  últimos  extre- 
mos de  su  organismo,  previniendo  así  también  conges- 
tiones peligrosas,  que  podrían  llegar  hasta  minar,  en  las 
instituciones  y  en  el  hecho,  el  verdadero  concepto  de  la 
nacionalidad.» 

Impera  en  el  país,  el  sistema  de  tarifas  ferroviarias  lla- 
madas parabólicas,  en  oposición  a  las  comúnmente  deno- 
minadas Mlométricas. 
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Dicho  sistema  ideado  para  favorecer  el  desarrollo  de  la 
agricultura  y  la  ganadería,  a  largas  distancias  de  los  pun- 
tos de  destino  de  los  productos  de  aquellas,  dificulta  sobre- 
manera la  formación  de  grandes  centros  comerciales  dis- 
tribuidores en  el  interior  del  país,  que  sienten  la  com- 
petencia ruinosa  del  comisionista  de  la  casa  importadora 
radicada  en  los  puertos. 

Así,  una  mercadería  que  paga  treinta  pesos,  por  ejem- 
plo, de  flete,  de  Rosario  hasta  la  ciudad  de  Córdoba,  abona 
treinta  y  dos  hasta  Deán  Funes;  pero  si  ella  permanece 
en  una  casa  comercial  de  aquella  plaza,  desde  donde  se 
despacha  hasta  este  último  punto,  debería  abonar  ocho 
pesos,  es  decir,  treinta  y  ocho  en  conjunto,  en  vez  de 
treinta  y  dos,  cuando  es  expedida  directamente,  y  como 
debería  resultar,  aplicado  para  el  comercio  el  principio 
de  la  tarifa  kilométrica. 

Esa  diferencia  tan  señalada  en  los  fletes  que  el  re- 
despacho  no  alcanza  a  salvar,  determina,  que  el  pequeño 
comerciante  del  interior  se  valga  del  comisionista  de  la 
casa  importadora  de  los  puertos,  impidiendo  así  la  for- 
mación de  grandes  centros  mercantiles  en  su  seno,  como 
se  conseguiría  al  recibir  directamente  la  mercadería. 

Por  otra  parte,  los  ferrocarriles  del  Estado  no  pueden 
encontrarse  sometidos  al  mismo  régimen  ni  orientadas  sus 
tarifas  en  el  mismo  concepto  que  las  empresas  particula- 
res, cuyo  objetivo  no  es  otro  que  el  obtener  un  rendi- 
miento abundante,  en  relación  a  los  capitales  invertidos. 

Las  líneas  del  Estado  deben  propender,  en  primer  tér- 
mino, a  la  propagación  y  fomento,  de  los  centros  indus- 
triales y  comerciales  del  interior,  valiéndose  de  tarifas  pro- 
tectoras de  esos  fines;  siendo  indispensable,  por  medio  de 
expropiaciones,  ramales  complementarios,  o  nuevas  líneas, 
oragnizar  una  red  general,  que  bajo  la  dirección  de  las 
autoridades  federales,  se  encuentre  en  todo  momento,  en 
condiciones  de  regular,  proteger  e  impulsar  la  vida  eco- 
nómica del  país. 

Por  todos  esos  medios,  conseguiremos  la  constitución 
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de  fuertes  núcleos  comerciales  e  industriales  en  el  inte- 
rior del  país,  centuplicando  sus  riquezas  y  atrayendo  con 
ella  la  cultura  y  la  población. 

III 

Inmigración 

:  Refiriéndose  a  la  necesidad  de  aumentar  nuestra  es- 
casa población  con  la  inmigración  extranjera,  pocos  hay 
que  no  repitan  y  muy  pocos  que  no  conozcan,  al  menos,  la 
célebre  frase  consignada  por  Alberdi  en  sus  «Bases»:  «En 
América,  gobernar  es  poblar.» 

Pero  no  son  tantos,  sin  duda,  los  que  hayan  pe- 
netrado en  el  verdadero  sentido  de  esa  frase,  cuyo  signifi- 
cado se  encargó  su  mismo  autor  de  explicar,  en  una  pá- 
gina escrita  en  París  el  año  1873. 

Expresa  en  ella  : 

«Como  se  pone  bajo  mi  nombre,  a  cada  paso,  la  má- 
xima de  mi  libro  «Bases»,  de  que  en  América,  gobernar  es 
poblar,  estoy  obligado  a  explicarla,  para  no  tener  que  res- 
ponder a  acepciones  y  aplicaciones,  que  lejos  de  emanar 
de  esa  máxima  se  oponen  al  sentido  que  ella  encierra  y 
lo  comprometen,  o/ lo  que  es  peor,  comprounjeten  la  po- 
blación de  Sud  América.» 

«Gobernar  es  poblar,  en  el  sentido  que  poblar  es  edu- 
car, mejorar,  civilizar,  enriquecer,  y  engrandecer  espon- 
tánea y  rápidamente,  como  ha  sucedido  en  los  Estados 
Unidos».  ' 

«Gobernar  es  poblar,  pero  sin  echar  en  olvido  que  po- 
blar puede  ser  apestar,  embrutecer,  esclavizar,  según  que 
la  población  transplantada  o  inmigrada,  en  vez  de  ser  ci- 
vilizada sea  atrasada,  pobre,  (Corrompida.»  1 

«El  secreto  de  poblar  reside  en  el  arte  de  distribuir 
la  població?i  en  el  país.  Lá  inmigración  tiende  a  quedarse 
en  los  puertos,  porque  allí  acaba  su  larga  navegación,  allí 
encuentran  alto  salario  y  vida  agradable.  Pero  el  país  pier- 
de lo  que  los  puertos  parecen  ganar.  Es  preciso  multiplicar 
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los  puertos  para  distribuir  la  población  en  las  costas;  y 
para  poblar  el  interior  que  vive  de  la  agricultura  y  de  la 
industria  rural,  necesita  América  embarcar  la  inmigración 
rural  de  Europa,  no  la  escoria  de  sus  brillantes  ciudades 
que  ni  para  soldados  sirven». 

«Poblar  es  enriquecer,  cuando  se  puebla  con  gente 
inteligente  en  la  industria  y  habituada  al  trabajo  que  pro: 
duce  y  enriquece». 

«Poblar  es  civilizar,  cuando  se  puebla  con  gente  civi- 
lizada, es  decir,  con  pobladores  de  la  europa  civilizada». 

«Pero  poblar  es  apestar,  ¡corromper,  degenerar,  enve- 
nenar un  país,  cuando  en  vez  de  poblarlo  con  la  flor  de 
la  población  trabajadora  de  Europa,  se  le  puebla  con  la 
basura  de  la  Europa  atrasada  o  menos  cuita». 

«Gobernar  es  poblar;  muy  bien;  pero  poblar  es  una 
ciencia,  y  esta  ciencia  no  es  otra  cosa  que,  la  economía 
política,  que  considera  la  población  como  instrumento  de 
riqueza  y  elemento  de  prosperidad». 

«La  parte  principal  del  arte  de  poblar,  es  el  arte  de 
distribuir  la  población.  !A¡  veces  aumentarla  demasiado  es 
lo  contrario  de  poblar;  es  disminuir  y  arruinar  la  pobla- 
ción del  país». 

Resulta  así  entonces,  que  la  célebre  frase  del  autor 
de  las  bases  de  nuestra  organización  política,  puede  tra- 
ducirse así :  en  la  República  Argentina,  gobernar,  es  selec- 
cionar, distribuir  y  arraigar  convenientemente  la  población, 
para  el  aprovechamiento  de  las  riquezas  y  desarrollo  de  la 
cultura  en  todas  las  regiones  del  país. 

¿Podemos  acaso  decir,  que  tal  sea  la  orientación 
de  la  política  argentina,  en  relación  a  un  problema  que 
afecta  la  propia  nacionalidad? 

Incuestionablemente  no;  entre  nosotros  la  inmigra- 
ción ni  es  seleccionada,  ni  es  científicamente  distribuida : 
llega  en  general  sin  rumbos  hasta  nuestros  puertos  des- 
de los  de  otros  países  que  generalmente  expelan  la  resaca, 
incapaz  de  arraigarse  en  ellos  por  falta  de  capacidad  y 
hábitos  de  labor;  no  conocen  las  riquezas  y  medios  de 
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trabajo  de  las  diversas  regiones  del  país  a  donde  al  acaso 
han  caído,  ni  mucho  menos  traen  el  propósito  definido 
de  dar  aplicación  a  aptitudes  y  actividades  de  que  care- 
cen. De  aquí  un  doble  mal,  el  estancamiento  de  la  ma- 
yoría y  de  la  peor  inmigración  en  los  puertos  y  las  gran- 
des ciudades,  determinando  las  ¡serias  convulsiones  so- 
ciales que  ponen  en  peligro  la  misma  nacionalidad. 

La  estadística,  nos  presenta  para  nosotros  un  cua- 
dro singularmente  alarmante  a  ese  respecto,  que  desgra- 
ciadamente explica  suficientemente  los  fenómenos  anár- 
quicos, que  con  tanta  frecuencia  se  vienen  repitiendo. 

Se  debe  a  la  inteligente  dedicación  del  distinguido 
director  de  la  Estadística  Nacional  ingeniero  Alejandro  B un- 
ge, la  anotación  comparativa  de  cifras,  que  de  acuerdo  al 
último  censo  comprueban  el  gravísimo  problema  que  en- 
cierra, la  congestión  extraordinaria  de  población  extran- 
jera en  la  Capital  Federal,  comparativamente  con  la  de  los 
propios  nativos. 

Dice  en  efecto : 

«En  la  Capital  de  la  República,  en  el  corazón  y  cen 
tro  de  la  vida  directiva  del  país,  existen  358.000  extranje- 
ros varones  de  más  de  20  años,  en  frente  de  133.000  ar- 
gentinos: cerca  de  tres  extranjeros  por  cada  argentino.  Un 
tercio  de  toda  la  población  extranjera  del  país  reside  en 
Buenos  Aires.  De  un  millón  ciento  cincuenta  mil  varones 
extranjeros,  habitan  trescientos  ochenta  y  ocho  mil  en  la 
Capital  Federal ;  410.000  residen  en  otras  ciudades  del  país... 
De  cada  seis  varones  extranjeros  de  más  de  20  arios  sólo 
uno  se  dedica  a  las  tareas  rurales....;  viven  los  demás  en 
los  pueblos  y  ciudades,  «siendo  en  su  mayoría  interme- 
diarios que  pasan  los  productos  de  unos  a  otros,  como  pe- 
lota de  foot-ball,  hasta  encarecerlos  en  forma  inaudita». 

«Y  véase — agrega — cuan  grande  puede  ser  la  influen- 
cia del  extranjero  en  la  dirección  de  nuestro  comercio  y 
de  nuestras  industrias,  cuando  de  los  90.000  propietarios 
de  comercio,  65.000,  o  sea  el  62  por  ciento  son  extram 
jeros;  y  cuando  de  los  48.000  propietarios  de  establecí- 
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mientes  industriales  31.000  o  sea  el  65  por  ciento  son 
extranjeros». 

Coincidiendo  pues  con  mi  manera  de  sentir  sobre  la 
necesidad,  de  seleccionar,  distribuir  y  arraigar  el  inmi- 
grante, concluye  el  ingeniero  Bunge: 

«Se  impone  pues  una  política  de  selección,  de  restric- 
ción y  de  arraigo  del  inmigrante,  como  la  desarrollada  por 
el  doctor  Eleodoro  Lobos  desde  1907  y  otros  de  nuestros 
estadistas,  y  como  la  que  ha  sostenido  el  actual  poder 
ejecutivo  de  la  Nación». 

La  selección  de  la  inmigración  extranjera  debe  con- 
siderarse y  resolverse  bajo  un  doble  aspecto:  ya  impidien- 
do la  entrada  de  la  resaca  de  los  otros  pueblas,  de  esos  que 
Alberdi  llama  la  escoria  de  las  brillantes  ciudades  y  que 
para  nada  sirve;  ya  también  propendiendo  a  que  llegue  has- 
ta el  país  el  extranjero  con  inclinación,  con  aptitudes  y 
hasta  si  posible  fuere  con  recursos,  para  la  explotación  de 
las  múltiples  y  variadas  riquezas  naturales  de  las  distin- 
tas regiones  del  país,  cuyo  conocimiento  completo  debe 
ser  llevado  por  nuestros  .agientes  exteriores  a  todos  los 
pueblos  europeos,  cuya  inmigración  hubiera  de  resultar- 
nos conveniente. 

Considero  al  efecto,  que  a  fin  de  unificar  y  comple- 
mentar las  informaciones  y  procedimientos  que  aseguren 
la  selección  en  la  entrada  con  la  conveniente  distribución 
ulterior  del  extranjero  crue  llega  a  nuestro  suelo,  lo  que  sir- 
ve a  la  vez  para  regularizar  el  mercado  del  trabajo,  es 
de  urgencia,  dar  cumplimiento  a  la  ley  n°  9841,  de  agen- 
cias de  colocaciones  (públicas  y  gratuitas)  sancionada  por 
común  iniciativa  mía  y  del  doctor  Cafferata  el  25  de  Sep- 
tiembre de  1913. 

Distribuidas  en  toda  la  república,  y  debidamente  co- 
rrelacionadas con  los  agentes  nuestros  en  el  exterior  por 
intermedio  del  Departamento  Nacional  del  Trabajo  o  de 
Inmigración,  servirán  a  la  vez  como  los  mejores  medios 
informativos,  de  los  elementos  de  riqueza  explotable  en 
cada  región,  la  capacidad  de  trabajo  y  los  brazos  reque- 
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ridos  'al  efecto ;  tal  forma  de  encauzar  y  aún  tutelar  la  in- 
migración es  absolutamente  necesaria. 

Encierran  una  profunda  verdad,  en  concordancia  con 
las  opiniones  ya  expuestas,  los  conceptos  del  Dr.  Joaquín 
V.  González,  en  su  magistral  discurso  pronunciado  en  el 
Senado  Nacional,  con  fecha  Septiembre  25  del  año  próxi- 
mo pasado,  cuando  dice:  «La  ciudad  ejerce  una  atracción 
irresistible  sobre  la  generalidad  de  la  inmigración  de  w$r 
da  errante  e  incierta  que  forma  el  elemento  flotante  de 
todos  los  grandes  pueblos.  La  inmigración  laboriosa,  la 
que  crea  o  concurre  a  orear  la  riqueza  por  la  producción 
agrícola  e  industrial,  la  que  busca  instalarse  de  modo  más 
o  menos  estable,  esa  sigue  otros  rumbos  y  métodos,  y 
se  sujeta  por  lo  general  a  las  reglas  establecidas  por  los 
gobiernos  tutelares  de  la  corriente  inmigratoria.  Esa  bus- 
ca la  campaña,  la  labor  agrícola,  expandirse  en  campos 
incultos  o  desiertos,  para  crear  en  ellos  la  población  y 
la  vida,  y  al  mismo  tiempo  que  busca  labrar  su  propio 
bien,  realiza  el  de  la  sociedad  que  lo  alberga,  y  el  de  la 
humanidad,  por  derivación». 

Después  del  trabajo  remunerativo  y  en  consonan- 
cia con  las  aptitudes  respectivas,  el  extranjero  se  arraiga 
y  vincula  por  la  adquisición  de  la  propiedad  y  el  respeto 
al  ñuto  de  su  labor,  amparados  por  una  rápida  y  honrada 
justicia;  Preconizando  las  ventajas  de  un  buen  régimen 
agrario  para  obtener  la  radicación  del  inmigrante,  se  ha 
podido  decir  con  verdad:  «que  el  extranjero  que  llega  a 
adquirir  Una  propiedad  raiz  en  el  país,  absoluta,  sin  los 
precarismos  y  las  amenazas  de  la  extinción  y  de  las  ca- 
ducidades, ese  extranjero  está  ya  desarraigado  de  su  propia 
nacionalidad  y  queda  arraigado  en  la  nueva  patria». 

Y  es  preciso  tener  en  cuenta,  que  aparte  de  las  ne- 
cesidades de  orden  económico  que  imponen  atraer  la  po- 
blación extranjera  hacia  el  interior,  des  congestionando^  de 
la  misma  el  litoral,  y  sobre  todo  a  la  capital  de  la  repú- 
pública,  concuerdan  con  ellas,  motivo  de  orden  fundamen- 
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tal  'que  se  refieren  a  la  existencia  misma  de  nuestro  orga- 
nismo institucional. 

Nada  más  exacto  que  lo  que  expresa  Paul  Roux :  «Lo 
cierto  es  que  la  inmigración,  de  cualquier  naturaleza  que 
sea,  plantea  el  problema  de  la  nacionalidad.  Y  si  una  na- 
ción quiere  conservarse  con  sus  características  propias, 
con  su  formación  social,  debe  absorber  a  sus  inmigran- 
tes» 1 1 ! 

No  es  necesaria  mucha  meditación  para  compren- 
der, que  la  situación  del  litoral,  y  principalmente,  de  la 
Capital  Federal  con  358.000  extranjeros  mayores  de  20 
años  contra  133.000  argentinos  en  esas  condiciones,  nos 
colocan  más  cerca  de  ser  absorbidos  que  de  absorber  a 
la  población  extranjera. 

Y  aunque  resulte  bastante  desagradable  el  decirlo,  es 
demasiado  oscuro  el  porvenir  que  tal  circunstancia  nos 
depara.  1 

Por  eso  nada  creo  mejor,  como  terminar,  mis  obser- 
vaciones relativas  a  la  inmigración  con  un  brillante  pá- 
rrafo del  doctor  González  en  el  discurso  recordado,  cuan- 
do dice :  1 

«El  problema  del  extranjero  es  un  problema  esen- 
cial a  la  existencia  de  la  nacionalidad;  y  como  no  es  cos- 
tumbre, señor,  pensar  en  estas  cosas  y  decirlas;  como  siem- 
pre que  tocamos  alguna  llaga  social,  que  reclama  nuestra 
atención,  hay  una  especie  de  convencimiento  que,  hace  de- 
cir: «no  hablemos  de  esas  cosas,  están  muertas»,  nadie 
piensa  en  eso,  y  es  precisamente  porque  nadie  piensa  en 
eso,  que  el  gusano  labra  su  galería,  o  difunde  su  colonia 
en  el  tronco  del  árbol,  y  cuando  menos  pensamos,  o  cuan- 
do menos  piensen  las  generaciones  posteriores,  y  necesi- 
ten echar  un  peso  de  resistencia  sobre  ese  árbol,  encon- 
trarán que  el  tronco  está  hueco  y  que  al  menor  peso  se  de- 
rrumba» 11  i 
Régimen  impositivo 

Los  impuestos  internos  establecidos  en  el  país  por 
el  Congreso,  en  circunstancias  excepcionales,  invocando 
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disposiciones  de  la  Constitución,  que,  en  las  mismas,  auto- 
riza la  creación  de  determinados  gravámenes,  han  venido 
a  cegar  una  de  las  fuentes  de  renta  más  seguras  y  abun- 
dantes para  las  provincias,  aparte  de  tratarse  de  gravá- 
menes que  a  nadie  más  que  a  ellas  interesaría  regular,  para 
graduarlos,  en  la  forma  conveniente  a  determinar  sus  pro- 
gresos. 

Si  hacemos  una  comparación  entre  los  presupuestos 
generales  de  gastos  de  varias  provincias  en  1918,  con  lo 
abonado  ten  ellas  al  tesoro  nacional  por  sólo  concepto  de 
Impuestos  Internos,  en  el  mismo  año,  veremlos  cómo  re- 
presentan sumas  relativamente  tan  considerables,  que  de- 
jando a  aquellas  parte  siquiera  del  producido  de  los  im- 
puestos referidos,  un  50  'p¡¿  por  ejemplo,  podrían  reali- 
zar por  sí  mismas  muchas  de  las  obras  de  fomento  na- 
cional recordadas,  en  beneficio  de  la  riqueza  común,  y 
para  la  estabilidad,  en  el  hleeho,  de  nuestro  organismo 
federal. 

Y  así  tenemos  en  efecto  : 
Jujuy  : 

Presupuesto  de  1918     m$n  1.105.998 

Pagado  por  Impuestos  Internos    »  »  1.411.690 

Tacumán  y  Santiago  del  Estero : 

Presupuestos  (juntos)  de  1918    m$n  10.047.866 

Pagado  por  Impuestos  Internos    »         »  3.798.938 

Mendoza  : 

,    Presupuesto  de  1918    m$n  8.934.024 

Pagado  por  Impuestos  Internos  »  »  1.959.961 
Córdoba  : 

Presupuesto  de  1918    m$n  9.276.175 

Pagado  por  Impuestos  Internos  »  »  1.076.689 
Estimo,  que  aparte  de  la  conveniencia  de  que  los  im- 
puestos internos  desaparezcan  gradualmente  como  recur- 
so nacional,  a  fin  de  que  los  respectivos  estados  los  gra- 
dúen en  miras  al  progreso  local  de  sus  industrias  propias, 
existe  la  necesidad  de  que  la  Nación  provea  a  fortalecer 
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en  población  y  em  riquezas  a  las  provincias;  de  aquí  que 
podría  iniciarse  la  evolución  pasando  un  tanto  por  cien- 
to del  producido  de  Jos  impuestos  internos,  a  las  pro- 
vincias respectivas,  o  bien  a  proveer  de  recursos,  a  un 
fondo  que  debe  organizarse  para  satisfacer  los  fines  de 
una  ley  que  se  dicte',  bajo  el  nombre  de  «ley  de  fomento 
nacional  a  las  provincias». 

Se  'podría  ir  así  lentamente  hasta  hacer  desaparecer 
el  impuesto  nacional  a  los  consumos,  con  lo  cual  de  inme- 
diato se  evitaría,  la  superposición  de  impuestos  genera- 
les y  locales  sobre  los  mismos  productos,  que  aparte  de 
afectar  la  vida  de  las  industrias  y  encarecer  los  artículos 
de  primera  necesidad,  determinan  frecuentes  y  difíciles 
conflictos  entre  los  dos  órdenes  de  gobierno  que  coexisten 
en  el  país. 

La  regularización  próxima  de  las  entradas  de  adua- 
na, unida  a  la  orientación  moderna  que  en  materia  impo- 
sitiva se  ha  iniciado  en  el  país,  permitirán  fácilmente  cu- 
brir los  valores  que  de  impuestos  internos  se  entreguen 
a  las  provincias,  o  se  destinen  a  formar  parte  de  su  ley 
especial  de  fomento. 

Legislación  local 

La  Constitución  ha  dejado  a  las  Provincias,  como  en 
todos  los  órdenes,  una  suma  indefinida  y  amplísima  de 
facultades  en  lo  que  se  relaciona  con  su  progreso  local : 

La  Nación,  o  mejor  d  i  chic  ,  algunos  hombres  que  han 
gravitado  en  sus  destinos  desde  las  esferas  del  gobierno, 
no  siempre  la  han  reconocido,  y  muchas  veces  la  han 
obstaculizado. 

La  cuestión  se  ha  presentado  en  forma  patente  y 
grave,  tratándose  precisamente  de  la  construcción  de  ferro- 
carriles dentó  del  territorio  de  una  misma  provincia,  facultad 
indiscutible^  y  la  más  preciosa  de  aquellas  para  fomen- 
tar su  progreso  y  que  en  el  hecho  ha  desaparecido, 
aniquilada  por  inconstitucionales  y  autoritarias  disposicio- 
nes de  un  Ministro  de  Obras  Públicas  de  la  Nación,  que  ha 
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llevado  a  los  capitalistas,  más  que  la  duda,  la  convicción 
de  la  nulidad  de  las  concesiones  ferroviarias  acordadas 
por  las  provincias,  aún  sin  salir  de  su  propio  territorio. 

Las  Provincias  de  Santiago  del  Estero,  Corrientes  y 
Santa  Fé,  se  ven  hoy  privadas  de  líneas  férreas  de  fomento 
local  importantísimas,  concedidas  por  sus  Legislaturas,  a 
mérito  de  la  causal  recordada;  y  muchas  otras,  de  las  que 
sin  tan  perniciosa  gestión  se  aprestaban  a  solicitar  fuer- 
tes empresas  extranjeras. 

£1  P.  E.  Nacional  mató  la  concesión  de  línea  férrea, 
de  la  Legislatura  de  Santiago,  a  Lódola  y  Cía.,  por  medio 
del  inconsulto  decreto  de  10  de  Noviembre  de  1910,  en  el 
que  negando  una  atribución  clarísima  de  las  provincias,  re- 
conocida invariablemente  por  la  Suprema  Corte  «para  acor- 
dar la  construcción  de  líneas  férreas  que  no  salgan  de  sus 
propios  límites»,  decía:  «que  la  doctrina  según  la  cual,  las 
provincias  tienen  facultad  de  acordar  concesiones  de  ferro- 
carriles, cualquiera  que  sea  el  destino  u  objeto  de  su  trá- 
fico, con  tal  que  no  salga  de  su  territorio,  nos  llevaría  a 
consideraciones  lógicas  abiertamente  contrarias  a  disposi- 
ciones de  la  Constitución» ;  y  que  por  otra  parte :  «la  atri- 
bución de  las  provincias  de  promover  la  construcción  de 
ferrocarriles,  significa  únicamente  facilitar  o  contribuir  al 
otorgamiento  y  desarrollo  de  concesiones  por  parte  de  la 
N ación»  \  !  ! 

La  Provincia  de  Santa  Fé,  recibió  un  recio  golpe  al  mies 
siguiente  del  mismo  año :  había  su  Legislatura  acordado, 
una  concesión  local  de  ferro-carril  a  los  señores  Tieman 
y  Acevedo  Machado,  de  gran  importancia  para  aquella;  la 
compañía  constructora,  después  de  completados  los  estu- 
dios, y  adquirido  gran  cantidad  de  materiales,  fué  sor- 
prendida por  un  decreto  del  P.  E.  Nacional  de  fecha  6  de 
Diciembre  de  1910  (en  que  se  decía  que  «no  reconocería  co- 
mo válida  la  concesión  acordada  por  la  provincia  de  Santa 
Fé  a  los  señores  Tieman  y  Acevedo  Machado. . .» 

Corrientes  concede  a  los  Sres.  Adolfo  Molet  y  Cía.  por 
ley  de  25  de  Se'ptietmbre  de  1908  la  autorización  para  cons- 
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truir  dos  líneas  férreas  dentro  de  su  propio  territorio :  una 
desde  la  ciudad  de  Corrientes  a  Itaembé,  y  otra  desde  un 
punto  de  esa  línea  hasta  Esquina.  [A1  procurar  reunirse 
los  capitales  para  la  ejecución  de  las  obras,  la  operación 
fué  rechazada  «a  mérito  de  los  reiterados  decretos  y  comu- 
nicaciones del  Ministro  de  Obras  Públicas  de  la  Nación,  des- 
conociendo la  constitucionalidad  de  concesiones  semejantes». 

Bien  pues ;  lo  positivo  es,  que  merced  a  la  acción  refe- 
rida del  Poder  Federal,  ha  quedado  aniquilada  en  el  he- 
cho, la  más  preciosa  facultad  de  las  provincias,  en  orden 
a  su  progreso  local :  la  de  construir  o  autorizar  la  construc- 
ción de  líneas  férreas,  u  otras  obras  de  progreso  dentro 
de  isu  propio  territorio. 

La  forma  única  de  volverles  aquella,  por  la  seguridad 
que  se  acuerde  a  los  capitales,  es  dictando  una  ley,  que  al 
deslindar  las  jurisdicciones  expresamente  se  la  reconozca. 

[En  esta  forma,  la  legislación  local,  complementada 
con  un  acertado  régimen  agrario,  que  permita  la  radi- 
cación y  afincamiento  del  inmigrante,  al  amparo  de  una 
buena  justicia,  contribuiría  ¡grandemente  al  incremento  de 
la  población  y  riqueza  ten  las  provincias. 

Orientación  práctica  de  la  enseñanza 

No  se  extrañe  que  con  tanta  frecuencia  acuda  a  buscar 
inspiración  en  los  escritos  de  Alherdi,  reproduciendo  pági- 
nas del  mismo.  Ha  tsido  tal  la  visión  de  su  genio,  que  no 
sólo  preparó  los  cimientos  de  nuestra  organización  polí- 
tica, previendo  todas  las  necesidades  de  aquella  hora,  sino 
que  sus  ideas  de  gobierno,  desafiando  las  alteraciones  del 
tiempo,  son  todavía  «en  todos  los  órdenes»  de  una  actuali- 
dad palpitante  entre  nosotros.  Las  relativas  a  la  orienta- 
ción práctica  de  la  enseñanza,  merecen  una  especial  re- 
cordación. 

Expresa  el  autor  de  las  Bases,  en  dicha  obra : 
«La  instrucción  que  se  dió  a  nuestro  pueblo  jamás 
fué  adecuada  a  fsu's  necesidades  —  copiada  de  las  que  recibían 
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pueblos  que  no  se  hallan  en  nuestro  caso,  fué  siempre  esté- 
ril y  sin  resultado  provechoso.» 

«La  instrucción  privada  dada  al  pueblo  más  bien 
fué  perniciosa».  ¿De  qué  sirvió  al  hombre  del  pueblo 
el  sólo  saber  leer?...  De  motivo  para  verse  ingerido,  co- 
mo instrumento,  en  la  (gestión  de  la  vida  política  que  no 
conocía;  para  instruirse  en  el  veneno  de  la  prensa  electoral, 
que  contamina  y  destruye,  en  vez  de  ilustrar-,  para  leer  insul- 
tos, injurias,  sofismas  y  proclamas  de  incendio,  lo  único 
que  pica  su  curiosidad». 

«No  pretendo  —  agrega  —  que  deba  negarse  al  pueblo 
la  instrucción  primaria,  sino  que  es  un  medio  impotente, 
comparado  con  otros  que  se  han  desatendido.» 

«La  instrucción  para  ser  fecunda,  ha  de  contraerse 
a  ciencias  y  artes  de  aplicación  a  cosas  prácticas,  a  lenguas 
vivas, t  a  conocimientos  de  utilidad  material  inmediata». 

«El  plan  de  instrucción  debe  multiplicar  las  escuelas 
de  comercio  y  de  la  industria.  Nuestra  juventud,  debe 
ser  educada  en  la  vida  industrial,  y  para  ello  debe  ser 
instruida,  en  las  artes  y  en  las  ciencias  auxiliares  de  la 
industria.  El  tipo  de  nuestro  hombre  sudamericano  debe 
ser  el  hombre  formado  para  destruir  el  grande  y  agobiante 
enemigo  de  nuestro  progreso :  el  desierto,  el  atraso  material, 
la  naturaleza  bruta  y  primitiva  de  nuestro  continente.» 

«La  industria  —  dice  —  es  el  calmante  por  excelen- 
cia. Ella  conduce,  por  el  bienestar  y  por  la  riqueza  al 
orden;  por  el  orden  a  la  libertad',  es  el  gran  medio  de  mo- 
ralización, pues  al  facilitar  los  medios  de  vivir  previene  el 
delito,  hijo  las  más  de  las  veces  de  la  miseria  y  del  ocio.» 

La  instrucción  pública  en  el  país,  carece,  precisa- 
mente de  las  condiciones  y  de  la  orientación  que  señala 
Alberdi,  con  tanta  sabiduría,  como  necesarias  para  ase- 
gurar el  progreso  nacional.  Dicho  mal  se  descubre,  ya 
en  la  clase  de  establecimientos  que  se  fundan,  como  en 
íos  planes  de  enseñanza  vigentes  en  los  mismos. 

Se  siente,  desde  luego  la  falta  en  todas  partes  de  las 
escuelas  destinadas  a    enseñar  las  ciencias  y  las  artes  au- 
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xiliares  de  la  industria,  mientras  se  ven  multiplicarse 
las  llamadas  a  formar,  los  pedagogos,  los  sabios  o  peri- 
tos en  arqueología  o  en  literatura,  pero  sin  aptitud  ninguna 
para  afrontar  oon  éxito  la  solución  del  más  elemental  de 
los  problemas  relacionados  con  la  lucha  por  la  vida  o 
el  progreso  de  la  república. 

Nuestra  propia  escuela  primaria,  llena  la  cabeza  del 
niño  de  un  conjunto  de  conocimientos  abstractas  e  inú- 
tiles ;  demasiados  para  estimular  su  vanidad,  pero  insu- 
ficientes para  señalarle  rumbos  o  habilitarle  a  desenvol- 
verse eficazmente  en  el  medio  y  oon  los  recursos  donde 
ha  de  actuar. 

La  necesidad  del  carácter  práctico  de  la  enseñanza, 
lleva  lógicamente  a  imponer  también  su  diferenciación,  en 
las  distintas  regiones  del  país,  si  es  que  aquella  ha  de  tener 
según  lo  dicho  como  uno  de  sus  objetos  fundamentales 
habilitar  para  el  mejor  aprovechamiento  de  la,s  riquezas 
naturales  o  de  los  progresos  realizados  por  la  mano  del 
hombre,  en  orden  al  mejoramiento  y  bienestar,  individual 
y  colectivo. 

Nuestra  constitución,  comprendiendo  la  necesidad  de 
la  diferenciación  de  la  instrucción  primaria,  en  atención  al 
diverso  carácter,  elementos  y  necesidades  económicas  de 
las  varias  regiones  del  país,  dejó  en  realidad  su  organiza- 
ción a  cada  una  de  las  provincias,  por  el  artículo  5.°  de 
aquella. 

Ya,  sin  embargo,  que  una  interpretación  extensiva  de 
los  poderes  federales  ha  llevado  al  Congreso  hasta  creerlo 
habilitado  para  difundir,  con  carácter  nacional,  la  instruc- 
ción primaria  en  las  provincias  ;  que  al  menos  no  se  olvide 
esa  necesidad  de  diferenciar  la  enseñanza ;  que  a  base  de 
ciertos  conocimientos  elementales  y  comunes,  y  aliviando 
a  la  instrucción  primaria  de  un  cúmulo  de  materias  inú- 
tiles y  aún  perjudiciales  en  el  hecho,  se  llegue  a  la  en- 
señanza específica,  infundiendo  a  los  niños  de  las  diversas 
regiones  del  país,  los  conocimientos  y  los  hábitos  de  ín- 
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dolé  práctica,  que  los  habiliten  para  afrontar  en  forma 
conveniente  los  problemas  de  tal  carácter. 

Complementado  luego  eise  tipo  de  instrucción  prima- 
ria, por  escuelas  de  comercio,  artes  y  oficios,  metalurgia, 
etc.,  etc.,  y  con  la  enseñanza  preparatoria  y  superior  corre- 
lativamente orientadas,  habríamos  hecho  obra  práctica  pre- 
parando eficazmente  a  todos  los  habitantes  del  país,  para 
producir  el  máximum  de  rendimiento,  conservando  en  cada 
región  a  la  población  nativa,  aumentada  por  la  inmigración 
extranjera,  que  hasta  ellas  acudiría  atraída  por  la  cultura 
y  la  riqueza. 

Concluyo  pues,  con  estas  observaciones  sobre  la  orien- 
tación práctica  de  la  enseñanza,  la  expresión  de  ideas 
que  me  había  propuesto  formular,  para  exponer  los  medios 
conducentes,  en  mi  sentir,  a  solucionar  en  parte  siquiera 
el  grave  problema  que  para  la  vida  federativa  argentina 
crea  la  congestión  de  po¡blac¡i(ó¡n  extranjera  en  el  litoral, 
sobre  todo,  dadas  las  bases  que  nuestra  constitución  po- 
lítica tiene  establecidas,  a  los  fines  de  la  representación. 


Córdoba,  Abril  de  1919. 
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EL   SISTEMA    DEL  COCIENTE 

Solo  recuerdos  de  patriótica  gratitud,  caben  por  cier- 
to para,  el  presidente  {Sáenz  Peña,  que  abriera  al  país 
las  puertas  del  comido,  con  su  ley  de  «voto  limitado», 
mal  llamada  «lista  incompletas,  con  la  que  aseguró  para 
siempre  la  libertad  electoral,  a  base  del  padrón  perma- 
nente, representación  de  la  primera  minoría,  voto  secreto, 
comido  disperso  y  controlado,  escrutinio  por  funcionarios 
imparciales,  y  severa  penalidad  para  cualquier  conoulca- 
miento  del  voto  popular. 

Su  obra  no  habrá  de  sentirse,  sin  embargo,  amengua- 
da, por  discretos  retoques,  que  manteniéndola  en  esencia, 
tiendan  sólo  a  su  mejora;  ya  que  aquella,  llamada  a  pro- 
ducir una  revolución  fundamenta],  en  las  prácticas  polí- 
ticas argentinas,  tuvo  necesidad  de  aceptar  transacciones 
que  le  permitieran  realizar  la  conquista  posible  de  esa 
hora,  y  el  camino  de  su  perfección  en  el  futuro. 

Antes  de  entrar  a  considerar  concretamente  la  cues- 
tión que  me  he  decidido  abordar  en  esta  oportunidad,  estimo 
necesario  fijar  ciertos  conceptos,  sobre  los  cuales  no  siem- 
pre se  ha.  demostrado  exacta  comprensión:  paso  pues  a 
referirme  a  los  mismos. 

Sistemas  electorales 

Debo  comenzar  señalando  la  marcada  diferencia  en- 
tre las  diversas  formas  en  uso  «para  la  emisión  del  voto» 
y  los  sistemas  que  se  emplean  «para  fijar  la  representación 
y  su  proporción»,  antes  o  después  de  la  emisión  de  aquél. 

Las  primeras  pueden  compendiarse  en  el  voto  «uni- 
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nominal,  plurinominal  y  de  Hpta»;  y  Los  segundos  en  el 
de  la  «lista  absoluta  o  mayoría  relativa,  voto  limitado 
o  lista  incompleta,  circunscripción,  voto  acumulativo,  y 
cociente  o  divisor  electoral». 

Por  el  voto  «uninominal»  que  se  identifica  con  el 
sistema  electora!  de  la  «circunscripción»,  los  electores  de 
cada  una  de  las  últimas  no  votan  sino  por  un  solo  can- 
didato. 

De  acuerdo  al  «voto  plurinominal»  se  sufraga  por 
varios  candidatos,  pero  el  escrutinio  se  efectúa,  individual- 
mente, a  favor  de  cada  una  de  las  personas,  sea  cualquiera 
la  lista  en  que  se  encuentren  los  votos  consignados,  como 
sucede  en  presencia  de  la  ley  imperante  en  la  nación. 

En  el  «sistema  de  lista»,  sólo  se  computan  ellas  ín- 
tegramente, en  favor  de  los  partidos,  para  distribuir  des- 
pués el  número  de  mandatos  que  les  corresponda,  entre 
sus  respectivos  candidatos,  según  fuera  el  número  de  vo- 
tos llevados  al  comicio  por  cada  uno  de  aquellos. 

De  aquí  pues,  la  exactitud  de  mi  afirmación,  sobre 
la  calificación  errónea  de  «lista  incompleta»,  con  que  se 
denomina  a  la  ley  que  nos  rige,  cuando  es  en  realidad 
de  «voto  limitado»  y  «plurinominal»,  pues  solo  se  limita 
el  derecho  del  elector  a  votar  por  un  número  inferior 
al  total  de  los  candidatos  a  elegirse  —  dos  tercios,  por  ejem- 
plo ;'■ —  y  el  escrutinio  se  realiza,  adjudicando  individual- 
mente los  votos  a  favor  de  los  beneficiados  con  tos  mismos, 
sea  cual  fuese  la  lista  en  que  se  hubiesen  emitido. 

Refiriéndome  a  los  sistemas  practicados  para  fijar  la 
representación,  tenemos,  que  por  el  llamado  «de  la  ma- 
yoría» los  votos  se  emiten  por  la  totalidad  de  los  repre- 
sentantes a  elegirse,  y  el  triunfo  se  adjudica  a  quienes 
obtienen  su  «mayoría  relativa»,  con  relación  a  cada  uno 
de  los  otros  candidatos  tomados  aisladamente. 

Indicados  más  arriba  los  principios  que  informan  los 
sistemas  de  la  «circunscripción»  y  del  «voto  limitado»,  re- 
cordaré que  el  «voto  acumulativo»  es,  el  que  dá  ai  elector 
tantos  votos  como  mandatos  hay  a  conferir,  permitiéndole 


LA  REPRESENTACION  PROPORCIONAL 


69 


acumular  todos  ellos  en  favor  de  un  solo  candidato ;  y 
que  la  representación  «por  cociente»,  o  sea,  la  estricta- 
mente proporcional,  es  la  que  distribuye  aquella  «entre  los 
partidos»,  en  proporción  exacta  al  número  de  votos  que 
respectivamente  obtengan  en  cada  elección. 

Aclaradas  estas  nociones,  paso  a  considerar  los  dife- 
rentes sistemas  enunciados,  precisando  Los  fundamentos 
que  revelan  la  superioridad  teórica  del  «cociente  o  divisor 
electoral»,  sobre  los  otros,  para  entrar  en  seguida  a  de- 
mostrar su  constitucionalidad,  y  las  motivos  de  índole 
circunstancial,  que  imponen  su  inmediata  consagración,  en- 
tre nosotros. 

La  simple  mayoría 

No  he  de  detenerme  mayormente  a  demostrar  el  erró- 
neo principio  político  y  los  inconvenientes  gravísimos  del 
sistema  —  como  el  imperante  entre  nosotros  hasta  la  ley 
de  1911  — que  atribuye  íntegramente  los  mandatos  al  par- 
tido con  «mayoría  relativa»,  dejando  sin  representación  al- 
guna a  las  diversas  minorías,  que  en  conjunto  pudieran 
resultar  considerable  mayoría. 

Con  el  principio  que  hace  de  la  representación  como 
del  poder  el  monopolio  de  la  mayoría,  la  victoria  es  ener- 
vante y  la  victoria  insoportable,  porque  ellas  son  totales. 

Por  lo  demás,  el  parlamento  debe  ser  una  represen- 
tación del  país  entero,  una  imagen  fiel  de  sus  sentimientos, 
de  sus  ideas  y  de  sus  tendencias.  Las  opiniones  dife- 
rentes deben  encontrarse  en  las  cámaras  con  la  misma 
importancia  relativa  de  los  grupos  que  las  condensan  y 
las  traducen  por  los  sufragios  el  día  del  comiedo.. 

Nos  queda,  ahora  entonces  por  examinar  cual  sea  el 
sistema  más  conveniente  para  organizar  la  representación 
parlamentaria,  en  armonía  con  los  anteriores  conceptos, 
que  la  ciencia  política  consagra  como  indiscutibles. 

El  voto  limitado 

Vigente  en  España,  Portugal  y  el  Brasil,  y  entre  noso- 
tros por  la  ley  de  1911,  bajo  el  nombre  de  «lista  incomple- 
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ta»,  fué  sin  duda  un  paso  trascendental,  con  relación  al 
sistema  que  atribuía  totalmente  la  representación  a  la  ma- 
yoría relativa,  pues  con  él,  se  acuerdan  también  derechos 
a  la  primera  minoría. 

Es  también  cierto  que  tiene,  el  sistema  a  que  me  re- 
fiero, la  ventaja  de  asegurar  «una  mayoría  que  gobierna» 
y  «una  minoría  que  controla»,  cualesquiera  que  fueran  los 
recursos  o  violencias  de!  poder. 

Sin  embargo ;  al  limitar  ©1  derecho  de  estar  represen- 
tada, tan  solo  a  la  primera  minoría,  se  priva  de  presti- 
giar sus  ideas  con  elementas  propios  en  el  parlamento, 
a  núcleos  considerables  de  (Opinión,  con  capacidad  sufi- 
ciente para  elegirlos  dentro  de  un  buen  principio  de  dis- 
tribución proporcional  de  los  mandatos. 

Por  otra  parte;  un  sistema  que  impide  producir  al  voto 
de  cada  elector  el  máximum  de  efecto  útil,  no  es  aceptable, 
puesto  que  por  definición  todo  elector  es  capaz  de  ejercer 
la  función  que  la  ley  le  confiere.  Y  bien,  con  el  voto 
limitado,  o  el  elector  quita  toda  eficacia  al  que  emita 
en  'favor  del  candidato  de  sus  opiniones  pero  que  no  figure 
en  las  listas  de  los  partidos  con  fuerzas  para  alcanzar  la 
mayoría  o  primera  minoría,  o  lo  hace  en  favor  de  alguno 
de  los  últimos,  contribuyendo  a  organizar  una  represen- 
tación en  desacuerdo  con  sus  ideas.  En  cualquiera  de 
los  dos  enunciados  se  esteriliza  o  se  violenta  la  voluntad 
del  ciudadano  al  ejercitar  el  acto  más  fundamental  de 
la  soberanía,  y  se  desnatura] izan  los  propósitos  de  una 
buena  organización  electoral. 

Más  aún;  el  sistema  del  voto  limitado  que  se  realiza 
por  el  del  «voto  plurinominal»,  presenta  a  mi  juicio  otra 
falla  fundamental :  desarticula  los  partidos,  fomentando  des- 
lealtades  disolventes  dentro  de  las  filas  de  los  mismos. 

Difícilmente  se  mantiene  la  uniformidad  de  las  vo- 
taciones en  grupos  que  tienen  de  antemano  la  convicción 
de  obtener  solamente  el  triunfo  para  la  minoría  —  entre 
nosotros  para  un  tercio  de  los  candidatos;  —  peligro  que 
desaparece  con  el  «voto  de  la  lista»,  ya  que  el  número 


LA  REPRESENTACION  PROPORCIONAL 


71 


en  favor  de  éstas  y  no  de  sufragios  aislados  para  cada 
candidato,  íes  lo  que  determina  el  éxito  o  la  derrota  del 
partido. 

Consecuencia  es  de  todo  esto,  que  con  el  sistema  del 
sufragio  limitado,  por  medio  del  «voto  plurinominai»,  se 
produzcan  en  ocasión  de  cada  acto  eleccionario,  desga- 
rramientos lamentables  en  las  agrupaciones  que  solo  con- 
curren con  elementos  para  discutir  el  triunfo  de  la  pri- 
mera minoría. 

Y  todo  régimen  electoral  debe  considerar  atentamen- 
te los  peligros  enunciados,  pues,  como  enseña  un  maes- 
tro del  derecho  político :  «el  legislador  debe  cuidar  de  que 
los  partidos  permanezcan  unidos  y  disciplinados;  si  no 
se  hará  persistir  en  las  masas  electorales,  la  confusión 
que  la  vida  política  tiende  naturalmente  a  producir.» 

La  circunscripción 

Otro  de  los  sistemas  ideados  y  aplicados,  con  el  pro- 
pósito de  evitar  los  inconvenientes  de  la  «lista  única  abso- 
luta», y  dar  representación  a  las  minorías  es  el  de  la 
circunscripción  y  voto  uninominal. 

Aunque  he  de  comprobar  sus  inoon  venientes  y  com- 
batir su  reimplantación  entre  nosotros  donde  rigiera  bre- 
vemente, de  acuerdo  a  la  ley  de  29  de  Diciembre  de 
1902,  debo  sin  embargo,  consignar  en  honor  a  la  verdad, 
que  dicho  principio  rige  actualmente  en  los  principales  paí- 
ses, para  la  organización  de  la  rama  más  genuinamente 
popular  de  los  cuerpos  parlamentarios  :  impera  entre  otros 
países,  en  Estados  Unidos,  Alemania^  Inglaterra,  Francia 
e  Italia. 

La  legislación  de  los  pueblos  referidos  consigna  el  sis- 
tema, en  términos  diversos.  La  ley  americana  de  25  de 
Febrero  de  1882,  dice:  «los  representantes  de  cada  región 
se  eligen  por  otros  tantos  distritos  de  territorio  continuo, 
y  del  mismo  número  de  habitantes  hasta  donde  sea  posible, 
de  modo  que  cada  distrito,  no  elija  más  que  un  miem- 
bro», 
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A  pesar  de  esa  ley,  existen,  en  realidad,  diferencias 
muy  grandes  entre  las  medidas  de  las  circunscripciones 
de  los  Estados :  El  mínimum  de  la  población  media  por 
«representación »  es  de  80.000  habitantes  en  Nevada,  y 
el  máximum,  de  316.000  en  Nuevo  Méjico. 

En  otros  países  la  desigualdad  de  los  colegios  elec- 
torales, reconocidos  como  circunscripciones  para  el  voto 
uninominal  son  enormes,  pues  su  población  varía  en  ellos 
de  la  14  en  Alemania,  de  1  a  10  en  Francia  y  de  1  a  8 
en  Inglaterra :  la  representación  no  resulta  así,  pues,  en 
relación  a  la  población  —  sino  distribuida  con  un  criterio 
tradicional  y  arbitrario. 

A  pesar  de  la  presión  que  lógicamente  ejerce  sobre 
el  espíritu  un  principio  adoptado  por  pueblos  tan  adelan- 
tados, insisto  en  su  absoluta  inconveniencia,  por  razones 
de  orden  teórico -práctico,  en  atención  a  la  modalidad  y 
exigencias  de  nuestro  país,  y  a  los  propios  resultados  en 
los  países  que  lo  tienen  consagrado. 

Como  lo  expresara  el  ministro  del  interior  doctor  Gó- 
méz  al  discutirse  la  ley  electoral  de  1911,  lo  primero 
que  debía  procurarse  con  la  reforma  era,  evitar  que  la 
influencia  del  poder  quitara  toda  representación  a  los  gru- 
pos adversos,  lo  que  se  consigue  sin  duda,  con  el  voto 
limitado,  pero  que  no  se  asegura  con  el  principio  de  la 
circunscripción,  dejando  en  consecuencia  subsistente  el  vi- 
cio capital  de  las  malas  prácticas  políticas  argentinas. 

Confirmando  le  experiencia  propia,  ya  que  en  las 
elecciones  de  1904,  bajo  el  régimen  de  la  ley  de  circuns- 
cripción, de  Diciembre  de  1902,  los  partidos  oficialas  solo 
dejaron  de  triunfar  en  tres  circunscripciones  en  el  total 
de  las  provincias,  puedo  recordar  una  opinión  auto- 
rizada, del  publicista  belga  Orban,  que  en  la  obra  sobre 
el  derecho  constitucional  de  su  país,  refiriéndose  al  voto 
limitado  dice :  «Fué  aplicado  un  tiempo  en  Italia  pero  fué 
suprimido  con  el  escrutinio  de  lista  por  Crispi,  que  veía 
con  razón,  en  el  «uninominal»,  el  sistema  más  favora- 
ble a  las  candidaturas  oficiales». 
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La  circunscripción  falsea  en  efecto  el  principio  de  la 
representación  de  las  diversas  opiniones,  privando  de  aque- 
lla en  cada  distrito,  «a  toda  minoría»  y  pudieindo  resultar 
como  expresa  M.  Van  den  Hevvel,  refiriéndose  a  Bélgica 
«tan  tiránica  como  la  lista  absoluta,  cuando  en  el  hecho 
las  mayorías  de  un  mismo  partido  están  distribuidas  en 
proporciones  semejantes  en  las  diversas  circunscripciones 
del  país». 

El  sistema  es  poco  favorable  a  la  selección  de  los  re- 
presentantes y  rebaja  el  nivel  parlamentario,  favoreciendo 
el  entroniza¡miento  de  los  caudillos  de  barrio,  desconocidos 
generalmente  fuera  del  limitado  campo  de  su  acción,  y 
por  lo  tanto  en  la  generalidad  del  distrito  y  del  país, 
cuyos  intereses  están  llamados  a  tutelar. 

Con  él  dice  Franqueville :  «los  candidatos  de  valor 
faltan,  por  no  adquirir  el  grado  de  «popularidad  local» 
necesaria  para  su  éxito;  expresando  Herrera  en  su  «Dere- 
cho público  de  la  Bélgica»:  «El  escrutinio  uni nominal  ase- 
gura el  triunfo  de  las  mediocridades  sobre  los  hombres 
de  gran  valor;  substituye  a  programas  políticos  verdaderos, 
mezquinas  cuestiones  de  interés  local». 

Shaw,  en  su  tratado  sobre  «El  Gobierno  Municipal 
de  Europa»,  y  refiriéndose  a  la  organización  de  la  Comu- 
na de  París,  a  base  del  sistema  uninominal,  dice:  «Un 
sistema  semejante  no  propende  a  llenar  el  Consejo  con 
hombres  que  sean  conocidos  en  París,  en  general.  La 
elección  por  una  lista  general  tal  como  se  proponía  en  el 
proyecto  Lacroix,  «redundaría  en  mejoramiento  marcado 
del  promedio  de  la  calidad  del  Consejo». 

La  independencia,  la  dignidad  y  el  prestigio  de  los 
elegidos  no  tendría  sino  que  perder  en  un  régimen  que 
hace  de  los  representantes,  mandatarios  directos,  «comi- 
sionados», como  se  ha  dicho  del  núcleo  reducido  Se  sus 
electores,  sin  más  misión,  que  llevar  sus  agravios  y  tras- 
mitir sus  reclamaciones  locales,  dispuestos  a  conceder  y 
sacrificar  todo  al  poder,  con  tal  de  obtener  satisfacción 
para  sus  comitentes,  resultando  en  el  hecho  como  expre- 
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sara  el  relator  de  la  ley  francesa  de  30  de  Noviembre  de 
1875,  Mr.  Marcére  que:  «se  hace  entre  los  electores,  el 
elegido  y  los  ministros  del  poder,  un  cambio  de  buenos 
servicios,  en  los  cuales,  para  nada  se  tiene  en  cuenta 
el  país,  sus  intereses  generales,  su  política  y  su  porvenir». 

Por  otra  parte,  si  bien  es  cierto  que  existen  las 
naciones  a  que  hiciera  referencia,  regidas  por  el  principio 
de  la  circunscripción,  ya  be  recordado,  cómo  el  asegurar 
el  triunfe-  de  las  candidaturas  oficiales  fué  lo  que  deter- 
minó a  Crispí  el  implantarlo  en  Italia;  y  sin  detenerme 
mayormente  a  considerar  el  clamor  público  en  Estados 
Unidos,  en  el  sentido  de  su  modificación,  paso  a  formular 
algunas  consideraciones  relacionadas  con  su  práctica  en 
Francia  e  Inglaterra. 

Presentado  en  la  primera  de  dichas  naciones  un  pro- 
yecto de  ley  para  sustituir  el  sistema  uninominal  por  el 
de  representación  proporcional,  el  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  M.  Briand,  refiriéndose  a  las  circunscripcio- 
nes y  queriendo  caracterizar  el  grado  de  corrupción  elec- 
toral a  que  se  había  llegado  a  su  base,  las  llamó  «charcos 
putrefactos»,  palabras  que  el  diputado  Dansett'e  repitió  en 
el  parlamento,  sin  protesta  de  ninguno  de  los  partidos. 

En  Inglaterra,  Mr.  Asquith  —  como  jefe  del  gobierno  — 
designó  una  comisión  para  investigar  las  causas  de  la 
corrupción  reinante,  concluyendo  aquella,  que  la  causa  pri- 
mera de  dicha  inmoralidad  era,  «la  elección  por  circuns- 
cripción», en  razón  de  que  los  «boas»,  o  capataces  electo- 
rales, ejercían  en  las  pequeñas  localidades  una  verdadera 
tiranía. 

Francia  e  Inglaterra,  por  boca  de  sus  dos  grandes 
ministros  nombrados,  propusieron  la  sustitución  del  prin- 
cipio uninominal  por  el  voto  proporcional,  sin  que  hasta 
hoy  hayan,  tenido  éxito  esas  patrióticas  gestiones. 

¿La  causa? 

Lo  dijo  Mr.  Joseph  Reynach,  en  la  cámara  de  dipu- 
tados :  «porque  le  oponen  tenaz  resistencia  en  los  res- 
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pectivos  parlamentos,  «beati-possidenti» ;  es  decir,  los  be- 
neficiarios de  esos  abusos». 

El  voto  acumulativo 

El  sistema  del  voto  acumulativo,  cuyo  concepto  an- 
tes recordara,  se  encuentra  completamente  desautorizado1, 
pudiendo  afirmarse  que  (  su  aplicación  se  halla  reducida 
a  la  elección  de  los  consejos  escolares  de  Inglaterra,  don- 
de se  aplica  desde  1870. 

Se  trata  de  un  régimen  complicado,  que  reclama  un 
electorado  reducido  y  perfectamente  catalogado  de  acuer- 
do a  sus  diversas  tendencias,  para  que  pudiera  dar  algún 
resultado,  sin  determinar  enorme  pérdida  de  votos. 

Es  solo  una  creación  artificiosa  fracasada  en  la  prác- 
tica. 

El  cociente  o  divisor  electoral 

Nos  queda  ahora  por  examinar  el  principio  del  «co- 
ciente o  divisor  electora]»,  es  decir,  el  único  sistema  es- 
trictamente proporcional,  aplicado  con  éxito  admirable  en 
varios  estados  y  principalmente  en  Bélgica,  de  acuerdo  a 
la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1899. 

Dando  él  representación  a  todos  los  partidos  apre- 
ciadles, en  proporción  al  número  de  sufragios  que  cada 
uno  de  ellos  aporta  el  día  del  comido*,  se  realiza  el  ideal 
democrático  al  constituir  el  cuerpo  legislativo,  con  la  re- 
presentación proporcionada  de  todas  las  opiniones  y  ten- 
dencias en  c[ue  se  divide  el  país. 

Como  para  llegar  al  divisor  electoral,  capaz  de  atri- 
buir representación,  se  requiere  un  número  considerable 
de  sufragios,  la  idea  proporcional,  sólo  asegura  el  triunfo 
a  Jas  grandes  corrientes  de  opinión,  es  decir,  «a  los  partidos» ; 
y  al  atribuir  a  cada  uno  de  estos  lo  que  legítimamente  le 
corresponde,  hace  que  sus  luchas  no  degeneren  en  odios 
fratricidas  y  desgarramientos  sociales,  contribuyendo  con 
ello  a  que  sean  menos  violentas  las  contiendas  electorales. 

Los  partidarios  de  cualquier  idea  de  gobierno,  que  con- 


ORGANIZACION    Y  GOBIERNO 


densen  un  número  respetable  de  opinión,  tienen  la  posibili- 
dad de  llevar  un  representante  que  la  presente  y  defienda 
en  el  parlamento,  sin  verse  obligados,  como  con  el  sistema 
de  nuestro  «voto  limitado»,  a  elegir  entre  los  posibles  triun- 
fadores de  la  mayoría  y  primera  minoría  los  candidatos  de 
tendencias  «menos  contrarias  a  las  suyas»,  a  fin  de  im- 
pedir la  victoria  de  los  adversarios  más  declarados.  El 
voto  viene  a  ser  así  para  un  gran  número  de  electores, 
no  una  manifestación  positiva  de  la  propia  opinión,  siiíno 
un  concepto  negativo  respecto  a  la  de  los  demás. 

Realizándose  además  el  régimen  proporcional,  por  me- 
dio del  «sistema  de  lista»,  y  aplicándose  a  grandes  dis- 
tritos electorales,  se  eliminan  las  deslealtades  disolventes 
dentro  de  los  propios  partidos  y  se  impone  a  éstos  la 
selección  de  candidatos,  obligándoles  a  presentar  como  tales 
a  personas,  que  por  sus  cualidades  y  actuación,  hubieran 
traspasado  los  límites  de  su  propia  residencia. 

Un  ministro  de  Luis  XVIII  lo  decía  ya  en  1817 :  «La 
reunión  de  todos  los  electores  en  un  departamento,  para 
el  nombramiento  de  diputados,  tiende  a  elevar  las  elec- 
ciones, a  sustraerlas  al  espíritu  de  las  pequeñas  localida- 
des, y  a  dirigir  los  votos  hacia  los  hombres  más  cono- 
cidos y  más  considerados». 

Mantener  el  sistema  imperante,  significa  pretender  en- 
cerrar, «por  la  voluntad  arbitraria  de  la  ley»,  en  sólo  dos 
corrientes  la  opinión  nacional,  impidiendo  la  formación 
de  los  verdaderos  partidos,  a  base  de  la  comunidad  de 
ideas  y  sentimientos  de  quienes  se  congregan  alrededor 
de  un  programa  que  los  sintetiza;  formación  de  partidos 
que  sólo  se  conseguirá,  al  amparo  de  un  principio  como  el 
proporcional,  al  asegurarles  que  su  propaganda  doctrina- 
ria tendrá  la  eficacia  de  consagrar  sus  elegidos  en  los 
comicios,  si  representan  un  núcleo  de  importancia,  aun-' 
que  no  sean  ellos  la  mayoría  ni  la  primera  minoría. 

Se  propende  así  únicamente  a  la  formación  y  acre- 
centamiento progresivo  de  los  partidos,  nervios  motores 
de  toda  democracia. 
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Constitucionalidad  del  sistema  proporcional 

Se  ha  dicho  alguna  vez,  que  la  representación  propor- 
cional no  podría  ser  establecida  en  el  país,  sin  previa  re- 
forma de  la  Constitución  Nacional,  en  atención  a  los  tér- 
minos del  artículo  37,  según  los  cuales  «la  Cámara  de 
Diputados  se  compondrá  de  representantes  elegidos. . .  «a 
simple  pluralidad  de  sufragios». 

Sin  perjuicio  de  abordar  luego  la  demostración  de 
que  la  frase  «a  simple  pluralidad  de  sufragios»,  no  exclu- 
ye el  sistema  electoral  que  auspicio,  deb;0  previamente  ha- 
cer algunas  consideraciones  relacionadas  con  el  sistema 
actual,  y  que  el  Congreso  y  el  país  han  aceptado  como  en- 
cuadrado en  la  carta  fundamental. 

El  sistema  del  «cociente  o  divisor  electoral»,  lo  mis- 
mo que  el  del  «voto  limitado»  se  inspiran  en  el  principio  de 
la  representación  de  la  minoría,  con  una  doble  diferencia 
apreciable  a  favor  del  ¡primieax>:  que  atribuye  derechos  a 
las  diversas  minorías,  y  que  en  él,  la  «proporción  de  la 
representación»  en  relación  al  número  de  sufragantes  es 
exacta,  pues  se  establece  «a  posteriori»  después  de  cono- 
cidos los  resultados  del  comicio;  mientras  que  «en  el  voto 
limitado»  la  proporción  se  establece  «a  priori»  y  arbitraria- 
mente por  la  ley,  acordando  dos  tercios  de  representación 
a  la  mayoría,  y  un  tercio  a  Ja  primera  minoría. 

Reconocida  pues  la  constitucionalidad  del  último  de 
los  sistemas  referidos,  no  sé  cómo  podría  argumentarse  en 
contra  del  cociente,  cuando  basados  ambos  en  análogo 
principio,  se  diferencian  tan  solo,  en  la  mayor  perfección 
indiscutible  del  primero. 

El  Ministro  del  Interior,  doctor  Gómez,  en  el  debate 
electoral  de  1911,  no  pudo  menos  de  reconocer  la  exacti- 
tud de  los  conceptos  «a  priori»  y  «a  posteriori»  de  la  re- 
presentación en  los  sistemas  enunciados ;  y  refiriéndose 
a  los  que  afirmaban  que  «nuestra  Constitución  puede  ser 
interpretada  de  modo  que  ceda  a  todas  las  solicitaciones 
de  los  tiempos,  y  a  todas  las  situaciones  de  los  intereses», 
dijo: 


78 


ORGANIZACION   Y  GOBIERNO 


«Si  aquí  hubiera  algún  sostenedor  de  la  representa- 
ción proporcional,  que  nos  dijera :  «Señor  Ministro,  usted  es 
un  hombre  atrasado,  porque  pudiendo  adoptar  el  sistema 
de  la  representación  proporcional,  adopta  el  de  la  lista 
incompleta,  «realmente  no  sabría  qué  contestar» ;  pero  cuan- 
do ese  argumento  me  es  hecho,  por  partidarios  de  la  lista 
incompleta  y  por  partidarios  de  la  circunscripción  real- 
mente no  creo  en  la  sinceridad  de!  argumento,  porque  no 
prueba  absolutamente  nada». 

Con  la  claridad  y  erudición,  que  han  forjado  su  per- 
sonalidad, el  doctor  Montes  de  Oca,  en  sesión  de  la  cá- 
mara de  diputados  de  fecha  24  de  Noviembre  de  1911,  de- 
mostró, sin  dejar  la  menor  duda,  que  la  frase  «a  simple 
pluralidad  de  sufragios»,  del  artículo  37  de  nuestra  car- 
ta política,  y  usada,  ya  en  el  estatuto  provisorio  de  1815, 
fué  consagrada  para  caracterizar  la  «mayoría  raiativa»,  en 
oposición  a  «mayoría  absoluta»;  y  que  se  estableció  aquel 
principio  expresamente,  tratándose  de  la  elección  de  re- 
presentantes, con  el  propósito  de  evitar  nuevas  convoca- 
torias al  pueblo,  para  decidir  entre  los  candidatos  que 
hubieran  obtenido  las  primeras  mayorías,  dadas  las  di- 
ficultades consiguientes  a  tales  actos ;  lo  que  no  sucede 
tratándose  de  elecciones  de  segundo  grado,  en  las  que, 
siendo  los  electores'  reducidos  y  pudiendo  fácilemnte  repe-. 
tir  las  votaciones  hasta  concretarlas,  se  establece,  en  ge- 
neral, el  principio  opuesto,  de  la  «mayoría  absoluta». 

Del  estatuto  del  año  15  pasó  la  frase  a  la  letra  al  de 
1817,  y  de  ellos  a  las  Constituciones  de  1826  y  1853.  J51 
significado  y  el  propósito  íque  se  tuviera  al  incorporarla,  a 
las  fuentes  de  la  última,  fijan,  pues,  necesariamente  el 
criterio  de  la  interpretación. 

'Ahora  bien,  en  el  sistema  de  representación  estricta- 
mente proporcional,  por  medio  del  cociente,  se  mantiene 
en  toda  su  integridad  el  principio  de  la  «simple  pluralidad 
de  sufragios»,  o  elecciones  de  un  sólo  grado,  en  oposi- 
ción a  «mayoría  absoluta»,  desde  que,  el  triunfo  se  adju- 
dica a  los  candidatos  «de  las  listas»,  que  hubieran  alean- 
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zado  las  mayorías  relativas,  distribuyéndose  los  manda- 
tos entre  los  diversos  partidos,  en  proporción  ai  número 
de  votos  que  cada  cual  obtuvo,  en  relación  al  total  de  los 
sufragios  emitidos. 

No  cabe,  pues,  dar  a  la  frase  «a  simple  pluralidad», 
un  alcance  que  no  surge  ni  de  su  letra  ni  de  sus  anteceden- 
tes, tanto  míenos  para  presentarla,  con  ello,  como  barrera 
insalvable  para  la  organización  del  electorado  de  la  re- 
pública, de  acuerdo  con  IjOis  principios,  que  como  más 
adelantados  aconseja  la  ciencia  política,  y  como  más  efi- 
caces impone  el  examen  meditado  de  situaciones  de  he- 
cho que  es  preciso  solucionar,  y  de  costumbres  políticas 
que  es  urgente  encauzar. 

Exigencia  nacional 

Si  en  el  terreno  doctrinario  no  puede  desconocerse 
la  superioridad  del  sistema  proporcional  de  representación, 
comparado  con  cualquiera  de  los  otros  aplicados  hasta  hoy 
en  los  distintos  países ;  y  demostrado,  por  otra  parte  que 
el  mismo  se  armoniza  perfectamente  con  los  principios 
pertinentes  de  la  Constitución  Nacional,  paso  a  presentar 
ahora  la  cuestión  de  un  punto  de  vista  eminentemente  prác- 
tico, en  presencia  de  hechos  producidos,  de  evidencia  no- 
toria, y  que  revelan  a  mi  juicio  la  necesidad  y  urgencia 
de  reformar  la  ley  nacional  de  elecciones,  para  sustituir 
el  principio  vigente  del  «voto  limitado»,  por  el  del  «divisor 
electoral». 

Si  las  instituciones  de  un  país,  no  pueden  retardarse 
ante  hechos  o  prácticas  inconvenientes  que  deben  ellas 
eliminar  o  corregir,  no  es  menos  cierto  que,  en  su  apli- 
cación, fracasarán  si  solo  se  formulan  con  un  concepto 
meramente  empírico,  prescindiendo  de  convicciones  profun- 
damente arraigadas  en  la  opinión. 

Bien  pues;  si  tomamos  la  capital  de  la  República, 
que  'por  múltiples  conceptos  orienta  y  fija  rumbos  a  la 
vida  nacional,  veremos  las  «grandes  divisiones  de  la  opi- 
nión pública»,   que  allí  ¡se  presenta  claramente  :  Por  lo 
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menos  podríamos  recordar  tros  corrientes :  «radical,  so- 
cialista y  núcleos  conservadores»  independientes  y  disper- 
sos, que  «unidos»  son  indiscutiblemente  mayoría  con  re- 
lación a  cualquiera  de  los  primeros. 

El  sistema  electoral  imperante,  no  acepta  la  repre- 
sentación sino  para  las  dos  fuerzas  mayores  compactas, 
por  más  respetables  que  sean  las  demás,  pretendiendo 
«encauzar  artificialmente  la  opinión»  en  solo  dos  tenden- 
cias, cuando  múltiples  principios  e  intereses,  crean  otras 
con  divergencias  irreductibles.  El  resultado  no  puede  ser 
más  pernicioso :  desmoralizar  la  acción  perseverante  y  efi- 
caz en  los  núcleos  conservadores,  ante  la  convicción  de 
que  el  triunfo  pertenecerá  íntegramente,  de  acuerdo  a  los 
principios  de  la  ley,  a  los  dos  partidos  que  vienen  alter- 
nativamente obteniendo  la  mayoría  y  primera  minoría. 

No  habrá  fuerza  de  dialéctica  capaz  de  desarraigar 
la  convicción  mencionada. 

Consecuencia  necesaria  de  esto,  es,  que  llegado  el 
día  del  comicio,  se  produce  la  «abstención»,  que  con  ca- 
racteres alarmantes  se  viene  observando  ya  por  el  decreci- 
miento sucesivo  del  porcentaje  de  los  votos  en  las  elec- 
ciones de  1912,  1913  y  1916:  o  que  violentando  su  con- 
ciencia, el  elector  vota  por  candidatos  que  no  concuerdan 
con  sus  ideas,  tan  sólo  porque  están  ellas  menos  distantes 
que  las  de  sus  únicos  posibles  adversarios  en  el  terreno 
eleccionario. 

Lejos  de  estimular,  se  obstaculiza  así,  en  el  hecho, 
la  formación  en  partidos,  de  núcleos  ponderados,  con  co- 
munidad de  ideas  y  sentimientos  para  constituir  fuerzas 
orgánicas,  y  capaces  de  representar  dignamente  gran  par- 
te de  la  opinión  respetable  del  país. 

El  legislador  debe  examinar  estos  hechos  y  tratar  de 
remediar  sus  funestas  consecuencias,  ya  que  sería  ocioso 
repetir,  que  es  absurdo  hablar  de  gobiernos  republicanos 
representativos,  en  países  donde  las  diversas  corrientes 
de  opinión  no  se  hallan  encauzadas  en  los  partidos  de 
principios,  que  como  antes  dijera  son  los  «nervios  moto- 
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res  de  toda  democracia»,  y  cuya  carencia  entre  nosotros 
es  la  verdadera  causa  de  la  dos  orientación  reinante,  ape- 
nas entregado  al  país  la  suerte  de  sus  destinos,  al  ampa- 
ro de  un  régimen  de  libertad  electoral. 

No  puedo  resistir  a  la  tentación  de  reproducir  aquí 
un  hermoso  pasaje  de  Bluntschli,  sobre  los  partidos  po- 
líticos. En  su  tratado  «La  politique»,  dice  así : 

«La  ausencia  de  partidos  políticos  es  un  signo  de 
incapacidad  o  de  opresión.  Ellos  se  manifiestan  tanto  más 
netamente,  cuanto  que  la  vida  política  es  más  rica  y  más 
libre.  Entre  los  pueblos  mejor  organizados  sus  formacio- 
nes son  más  completas.  La  historia  de  la  República  Ro- 
mana, y  el  desenvolvimiento  del  estado  inglés  y  de  la 
Unión  Americana,  no  se  explican  sino  por  las  luchas  de  yus 
partidos.  Es  el  esfuerzo  y  la  rivalidad  de  los  par- 
tidos, lo  que  engendra  las  mejores  constituciones  po- 
líticas, y  que  pone  a  la  luz  toda  la  riqueza  de  las  fuer- 
zas latentes  de  la  Nación.  No  creáis  pues,  con  ciertos  es- 
píritus tímidos,  que  los  partidos  políticos  sean  una  debi- 
lidad y  una  enfermedad  del  Estado  moderno  :  «Son,  por 
el  contrario,  la  condición  y  el  signo  de  una  vida  política 
fuerte». 

La  reforma  de  la  ley  electoral  belga  implantando  el 
principio  de  la  representación  proporcional,  se  informó  pre- 
cisamente, en  el  propósito  que  hoy  auspicio  entre  nosotros. 
El  anterior  código  electoral  de  aquel  país,  hablaba  de  los 
dos  únicos  partidos  existentes :  el  «liberal»  v  el  «católico» 
y  legislaba  en  su  consecuencia. 

La  entrada  en  escena  del  partido  socialista  determinó 
la  reforma,  «para  dar  a  cada  una  de  las  opiniones  del  país 
representación  relacionada  con  su  importancia  relativa». 

Mientras  lo  mismo  no  se  realicle  entre  nosotros,  no 
se  formarán  los  verdaderos  partidos  orgánicos  de  princi- 
pios; y  entre  tanto  seguirán  siendo  un  contrasentido  y 
una  ironía  las  avanzadas  instituciones  republicanas  que  nos 
rigen. 

Córdoba,  Julio  de  1917. 
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Conferencia  como  Profesor  de  Derecho 
Público  Provincial,  en  la  Universidad 
de  Córdoba. 

Las  materias  que  comprende  el  estudio  del  «Derecho 
Público  Provincial»,  y  la  orientación  moderna  y  práctica 
que  he  dado  a  la  enseñanza,  me  llevan  con  frecuencia  a 
tratar  cuestiones  relacionadas  con  problemas  candentes  de 
actualidad  política. 

Hoy  en  el  desarrollo  de  nuestro  programa,  nos  toca 
examinar  varias  y  muy  interesantes  cuestiones  teóricas, 
que  ¡sie  debaten  con  motivo  del  reciente  caso  de  inter ven- 
ción federal  a  la  provincia  de  Buenos  Aires :  os  debo  a  su 
respecto  la  palabra  sintiera  y  fundada  del  profesor. 

Ageno  a  los  intereses  y  a  la  lucha  de  pasiones  (en- 
contradas que  lógicamente  ha  provocado  ese  acto  tras- 
cendental para  la  política  argentina,  tengo  también  el  más 
sagrado  respeto  por  la  tribuna  universitaria,  al  punto  que 
prefiriera  que  mis  labios  se  sellasen  antes  que  llegar  a 
profanarla  enseñando  conscientemente  el  error  bajo  la  ins- 
piración de  menguados  intereses  partidistas,  o  de  debili- 
dades que  no  cuadran  a  mi  carácter. 

Hago,  para  evitar  falsas  interpretaciones,  la  siguien- 
te declaración  categórica:  No  me  ocuparé  del  decreto  de 
intervención  a  la  provincia  de  Buenos  Aires,  ni  en  cuanto 
a  su  oportunidad  ni  a  las  cuestiones  de  hecho  en  que 
se  funda:  las  prescripciones  del  Estatuto  Universitario,  y 
con  razón,  lo  prohiben. 

Trataré  pues  solamlente  y  en  principio,  algunas  cues- 
tiones constitucionales  suscitadas  con  motivo  de  ese  acto, 
y  de  sus  proyecciones  en  el  futuro :  el  estudio  de  aquella 
es,  para  otro  sitio  y  para  otros  actores. 
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Con  esta  breve  aclaración,  entremos  en  materia. 
Los  puntos  que,  por  su  orden,  debemos  considerar, 
son  los  siguientes : 

1.  ° — ¿Pueden  las  provincias  legislar  ampliamente  so- 
bre el  «voto»,  determinando  la  edad  y  otras  calidades  de 
los  electores,  con  preseindencia  del  concepto  de  «ciudada- 
nía nacional»? 

2.  ° — Decretada  una  intervención  por  cualquiera  de  Jos 
poderes  políticos,  ¿puede  el  Poder  Judicial  conocer  de 
dicho  acto,  y  declarar  en  su  caso  la  inconstitucionalidad? 

3.  ° — ¿Es  atribución  del  P.  E.  decretar  la  interven- 
ción en  el  receso  del  Congreso,  y  en  su  caso,  qué  atribu- 
ciones tendría  este  último,  con  relación  a  tal  decreto,  una 
vez  entrado  en  el  período  ordinario  de  sus  sesiones? 

|Aiializaré  hoy  la  primera  de  las  cuestiones  formula- 
das, fijando  al  efecto  y  para  mayor  claridad  las  siguientes 
proposiciones: 

¿Pueden  las  provincias  legislar  sobre  el  sufragio  lo- 
cal, fijando  según  su  criterio  las  calidades  del  elector,  y 
sin  relación  de  dependencia  con  la  ciudadanía  argentina? 

¿  Sería  inconstitucional  una  ley  de  provincia,  que  exi- 
ja una  mayor  edad  que  la  nacional  o  la  condición  de  saber 
leer  y  escribir  en  el  elector  ? 

Mi  opinión  es,  sin  vacilaciones,  afirmativa  sobre  la 
primera  cuestión,  y  en  consecuencia,  en  el  sentido  de  la 
«constitucionalidad»  de  las  leyes  electorales  de  provincia 
dictadas  en  los  términos  de  la  segunda  proposición. 

Conocen  mi  pensamiento  al  respecto  todos  los  que 
hayan  leído  mis  conferencias  de  Derecho  Público  Provin- 
cial editadas  en  1909,  y  los  alumnos  que  han  pasado  por 
mis  clases. 

Para  la  mejor  comprensión  del  asunto,  es  necesario 
precisar  los  conceptos  de  «ciudadanía»  y  de  «sufragio», 
dentro  de  los  principios  de  la  ciencia  política,  y  ante  los 
preceptos  de  la  Constitución  y  las  leyes  argentinas. 

Nuestra  Constitución  se  refiere  a  la  ciudadanía  en 
su  artículo  67  inciso  11,  cuando  dice  que  corresponde  al 
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Congreso,  dictar  la  ley  de  ciudadanía,  con  sujeción  al 
principio  de  la  ciudadanía  natural:  la  disposición  así  re- 
dactada tuvo  su  origen  en  las  reformas  propuestas  en  la 
convención  de  Buenos  Aires  del  59,  adoptadas  en  la  nacio- 
nal del  60,  reformas  que  como  es  notorio  se  inspiraron  ín- 
tegramente en  los  preceptos  y  en  la  doctrina  consagrada 
por  la  Constitución  y  jurisprudencia  americana,  que  a  su 
vez  las  habían  tomado  de  la  «Common  Law»  de  los  in- 
gleses. 

Cuando  la  Constitución  argentina  habla  así,  de  «ciu- 
dadanía natural»  establece  como  su  modela,  que  el  hecho 
del  nacimiento  confiere  la  «nacionalidad  argentina»  sobre 
todos  los  nacidos;  y  cuando  en  el  artículo  21  dispone 
que  los  extranjeros  obtienen  «nacionalidad»,  quiere  decir 
que  adquieren,  la  «nacionalidad»  o  «ciudadanía»  argentinas. 

totes  de  llegar  a  las  fuentes  americanas  para  fijar 
el  verdadero  concepto  de  la  «ciudadanía»  y  su  desvincula- 
ción con  la  capacidad  electoral,  he  de  recordar  un  ante- 
cedente nacional  y  local,  que  sin  duda  revela  el  pensa- 
miento nuestro  a,l  dictarse  la  Constitución  federal:  Me  re- 
fiero a  la  Constitución  de  Córdoba  del  año  47,  que,  en  su 
sección  III  Cap.  VI  art.  1.°  dice:  «Todo  hombre  libre,  que 
haya  nacido  y  resida  en  la  provincia,,  es  ciudadano ;  pero 
no  tendrá  «voto  activo»  hasta  la  ©dad  de  18  años,  ni  pasi- 
vo hasta  haber  cumplido  25  años  o  ser  emancipado». 

Acudiendo  ahora  a  las  fuentes  de  nuestras  disposicio- 
nes sobre  la  materia,  encontramois  en  la  doctrina  y  en  la 
jurisprudencia  americana,  admirablemente  precisado  el  con- 
cepto de  la  «ciudadanía»,  como  sinónimo  de  «nacionali- 
dad» y  como  perteneciente  igualmente  a  todas  las  perso- 
nas nacidas  o  naturalizadas  en  el  país,  sin  distinciones  de 
sexo  ni  edad,  y  según  lo  cual  «ciudadano»  es  el  miembro 
de  la  comunidad  política  que  forma  la  soberanía,  o  el 
pueblo,  siendo  la  obediencia  y  la  protección  correlativa  los 
lazos  únicos  que  a  ella  lo  vinculan». 

Tal  fué  el  concepto  americano,  antes  y  después,  ¡de 
la  revolución  el  que  heredaron  de  la  «Common  Law»  de 
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los  ingleses,  incorporándolo  expresamente  en  el  texto  de 
la  declaración  de  la  independencia  de  4  de  Julio  de  1776, 
y  posteriormente,  en  la  Enmienda  XIV,  que  dice  :  «Todas 
las  personas  nacidas  o  naturalizadas  en  los  Estados  Uni- 
dos y  sujetas  a  isu  jurisdicción,  «son  ciudadanos»  de  los 
Estados  Unidos  y  del  Estado  en  que  residen». 

Paschal,  en  sus  comentarios  a  la  Constitución  Ame- 
ricana, recuerda  la  jurisprudencia  consagrada,  según  la 
cual  «la  obediencia  y  la  protección,  constituyen  la  suma 
de  los  deberes  y  derechos»  de  un  ciudadano  de  los  Estados 
Unidos». 

Aún  con  el  temor  de  resultar  fatigoso,  debo  reprodu- 
cir algunas  consideraciones  de  fallos  de  su  corte: 

En  el  conocido  caso  de  Dred  Seott  v.  Sanford  (Mayo 
6  de  1857)  se  dice  :  «Sin  duda  alguna,  una  persona  puede 
ser  «ciudadano»,  es  decir,  «miembro  de  la  comunidad  que 
forma  la  soberanía»,  aunque  no  ejercite  parte  alguna  del 
poder  político  y  esté  incapacitada  para  ocupar  determina- 
dos empleos». 

«Las  mujeres  y  los  menores,  que  no  pueden  votar,  for- 
man parte  de  la  familia  política,  y  cuando  una  calificación 
apropiada  es  requerida  para  votar  o  para  desempeñar  una 
posición,  aquellos  que  no  poseen  las  calificaciones  esta- 
blecidas, no  pueden  votar  ni  ocupar  posición,  y  «sin  em- 
bargo son  ciudadanos». 

El  fallo  más  comprensivo,  sin  duda,  de  la  Suprema 
Corte  de  E.  U.,  es  el  relativo  al  caso  de  Minor  v.  Hofperset 
del  29  de  Marzo  de  1875.  Dice  así : 

«Se  pretende  que  la  Constitución  y  las  leyes  de  Mis- 
souri, que  sólo  dan  a  los  varones  el  derecho  de  votar, 
son  violatorias  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos. 
Se  dice,  que  una  mujer  nacida  o  naturalizada  en  los  Es- 
tados Unidos,  es  un  ciudadano,  «que  tiene  el  derecho  del 
voto,  como  uno  de  los  privilegios  e  inmunidades,  de  la  ciu- 
dadanía». 

«No  hay  duda— agrega — sobre  que  las  mujeres  son 
«ciudadanos»,  puesto  que  ellas  son  personas,  y  según  la 
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enmienda  XIV,  todas  las  personas  nacidas  en  los  Estados 
Unidos  son  ciudadanos  de  los  'Estados  Unidos.  Aun  antes 
de  esta  enmienda,  la  mujer  era  ciudadano ;  antes  de  su 
adopción,  la  Constitución  no  prescribía  quiénes  eran  ciu- 
dadanos ;  sin  embargo,  existían  ciudadanos :  no  puede 
existir  una  nación,  sin  pueblo». 

«L,a  verdadera  idea  de  una  comunidad  política,  tal 
como  nación,  implica  una  asociación  de  personas  para 
promover  el  bienestar  general.  Cada  una  de  estas  perso- 
nas asociadas  es  miembro  de  la  nación,  formada  por  la 
asociación.  Le  debe  fidelidad,  y  le  habilita  para  su  protec- 
ción. La  fidelidad  y  la  protección,  en  cierto  modo  conexas, 
son  obligaciones  recíprocas:  la  una  es  la  compensación 
de  la  otra.  Por  consecuencia  se  lia  hecho  necesario  dar 
un  nombre  a  esta  situación.  Para  esto  se  han  usado  las 
palabras  «subdito»,  «ciudadano».  La  última  es  ahora  más 
comunmente  usada;  y  como  ella  ha  sido  encontrada  más 
propia  para  designar  a  quien  vive  bajo  un  gobierno  re- 
publicano, fué  adoptada  por  ios  artículos  de  la  Confe- 
deración y  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos». 

«Lleva  así  pues,  ]*a  palabra  «ciudadanía»  la  idea  de 
un  miembro  de  la  nación  y  nada  más». 

Este  fallo  que  tan  admirablemente'  fija  el  concepto 
de  la  «ciudadanía  política»,  encuentra  su  plena  confirma- 
ción en  otros  posteriores  de  27  de  Marzo  de  1876  y  1898, 
y  constituye  la  base  de  interpretación  americana  sobre  el 
punto  en  cuestión. 

Entre  nosotros,  si  bien  es  cierto  que  durante  mucho 
tiempo  se  han  confundido  los  conceptos,  llamando  «ciu- 
dadano», solo  al  nacional  habilitado  con  el  voto»,  la  luz 
se  viene  haciendo  hace  algún  tiempo,  encontrándose  hoy, 
que  la  opinión  de  autorizados  tratadistas,  hla  merecido 
el  sello  de  la  jurisprudencia. 

^Estrada,  a  pesar  de  sus  opiniones  teóricas  en  con- 
trario, dice:  «La  revolución  francesa  dió  a  la  palabra  «ciu- 
dadanía» una  extensión  exagerada,  que  más  tarde  ha  pa- 
sado al  lenguaje  común,  en  todos  los  pueblos  que  han 


88 


ORGANIZACION   T  GOBIERNO 


sentido  su  influencia»;  y  agrega:  «ciudadanía  se  ha¡  he- 
cho  sinónimo  de  nacionalidad». 

Luis  V.  Várela,  en  sus  comentarios  a  la  Constitu- 
ción de  Buenos  Aires,  expresa:  «El  sufragio  no  es  un  de- 
recho inherente  a  la  ciudadanía».  En  todos  los  pueblos, 
donde  existe  el  sufragio  universal,  y  son  muchos,  está  con- 
fiado a  electores  calificados,  en  quienes  los  publicistas  re- 
conocen como  el  primer  grado  de  la  delegación  de  los  po- 
deres en  el  sistema  representativo.  Desde  que  «no  todos 
los  ciudadanos  tienen  el  derecho  de  votar — agrega — la  ley 
local»  puede  conferir  esa  facultad  a  personas  que  no  sean 
ciudadanos». 

Tomás  E.  Cuiten  y  González  Calderón,  en  las  cá- 
tedras de  Buenos  Aires  y  La  Plata  respectivamente,  co- 
mo Carlos  F.  Gómez,  actual  plenipotenciario  en  Chile,  en 
su  notable  informe  proponiendo  reformas  a  la  ley  de  ciu- 
dadanía, dan  el  vocablo  «ciudadano»  el  sentido  indicado, 
como  sinónimo  de  «nacional»  y  extraño  en  absoluto  al 
carácter  de  «elector». 

La  misma  ley  del  69,  llama  «ciudadanos  por  nacimien- 
to», a  las  personas  nacidas  en  el  país,  y  «ciudadanos  por 
naturalización»  a  los  extranjeros  que  se  nacionalicen. 

La  jurisprudencia  federal  confirma  la  tesis  que  sos- 
tengo. 

El  año  1911  se  presentó  ante  un  juzgado  federal  de 
la  capital,  una  mujer  extranjera,  solicitando  carta  de  ciu- 
dadanía. El  fiscal  se  opuso,  sosteniendo,  que  cOmo  el  «ciu- 
dadano argentino»  era  a  la  vez  «elector»  y  no  pudiendo 
las  mujeres  votar  entre  nosotros,  mal  podía  acordársele 
el  título  de  ciudadano. 

El  juez  y  la  Cámara  Federal  de  la  capital,  fijando 
el  concepto,  de  que  el  «ciudadano»  por  nacimiento  o  na- 
turalización, no  es  sino,  como  he  dicho  «el  miembro  de 
la  comunidad  política  que  forma  la  soberanía.,  con  sus 
deberes  y  derechos  consiguientes»,  sin  implicar  el  derecho 
del  voto,  declararon  que  nada  obstaba  a  que  S3  convirtiera 
en  «ciudadano»,  a  una  persona  que  no  podría  votar. 
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Y  en  un  considerando  del  fallo  de  fecha  19  de  Ju- 
nio de  1911,  dice  la  cámara:  «En  los  términos  de  la  ley 
n.°  346  (la  de  naturalización  y  ciudadanía),  como  en  la 
discusión,  a  que  diera  tugar  en  et  H.  Congreso,  se  despren- 
de, que  ambos  términos,  «nacionalidad»  y  «ciudadanía»  fue- 
ron tomados  indistintamente  para  designar  ya  el  pleno  go- 
ce de  los  derechos  políticos  con  las  cargas  que  le  son 
correlativas,  o  bien  el  simple  vínculo  jurídico,  que  une 
a  la  persona  con  la  nación». 

Podemos  concluir,  pues,  que  el  «sufragio»  no  es  un 
privilegio  esencial  y  anexo  a  la  «ciudadanía»,  y  que  «ciu- 
dadano» y  «elector»  son  términos  que  expresan  conceptos 
completamente  diferentes . 

Analizado  el  sentido  de  la  «ciudadanía»,  pasemos  a 
considerar  el  del  «voto». 

Ante  los  principios  consagrados  por  la  ciencia  po- 
lítica moderna,  el  «poder  electoral  activo»,  o  sea  el  voto3 
no  <es  un  derecho  anexo  a  la  personalidad  ni  a  la  ciudadanía 
sino  el  ejercicio  de  una  «función  pública». 

La  primera  condición  de  todo  «derecho»,  es  su  libre 
ejercicio,  en  las  condiciones  en  que  haya  sido  él  acorda- 
do; y  tenemos  hoy,  que  si  bien  a&  halla  dividido  el  cam- 
po de  las  opiniones,  sobre  los  inconvenientes  o  ventajas 
del  «voto  obligatorio»,  nadie  discute  la  atribución  del  po- 
der público  para  establecerlo,  como  también  para  regla- 
mentar su  ejercicio,  castigando  con  penas  el  tráfico  de 
aquél,  facultades  que  solo  surgen  y  se  explican,  al  con- 
siderar el  voto,  como  el  ejercicio  de  una  «función  públir 
ca»,  indispensable  para  la  organización  del  gobierno  del 
Estado,  en  los  pueblos  de  instituciones  como  el  nuestro. 

Un  derivado  lógico  del  mismo  concepto,  son,  las  «in- 
munidades y  privilegios»  que  todas  las  legislaciones  conce- 
den al  elector,  cuando  (concurre  a  las  urnas  a  desempeñar 
el  mandato,  en  su  carácter  de  representante  de  la  sobera- 
nía. 

En  apoyo  de  esta  doctrina  sobre  el  voto  podría  va- 
ciar las  bibliotecas,  y  abrir  sin  temor  de  contradicción, 


90 


ORGANIZACION   Y  GOBIERNO 


cualquier  obra  de  publicista  autorizado,  o  fallo  de  tribu- 
nal constituido  por  hombres  de  pensamiento. 

Recordaré  algunas  opiniones,  indiscutibles,  naciona- 
les y  extranjeras. 

El  general  Mitre,  en  Ja  convención  del  70  de  Bue- 
nos Airéis,  que1  congregó  a  los  hombres  más  eminentes  del 
país,  dijo : 

«Los  constitucionalistas  más  modernos  han  determi- 
nado, que  el  «cuerpo  electoral»  lo  compongan  verdaderos 
funcionarios  públicos,  formando  un  cuerpo  al  cual  esta- 
rán encomendadas  las  funciones:  de  elegir  funcionarios  pú- 
blicos; del  mismo  modo  que  se  ha  encom|endado  a  la  le- 
gislatura hacer  leyes,  a  los  jueces  juzgar,  y  al  Poder  Eje- 
cutivo gobernar,  ejecutando  las  leyes».  El  «cuerpo  electo- 
ral», desempeña  así — agregaba — funciones  delegadas  001 
el  pueblo,  que  lo  compone  la  universalidad  de  sus  habi- 
tantes». 

Várela,  en  la  obra  antes  citada,  expresa:  «E,l  elec- 
tor» no  debe  confundirse  ni  con  el  «habitante»  ni  con  el 
«ciudadano».  . 

«El  elector»,  es,  tparte  esencial  en  el  mecanismo  del 
g  obierno  representativo » . 

«El  «derecho»  del  elector  debe  limitarse  a  la  elección 
del  candidato  por  quien  vote». 

Si  negamos  a  los  escritores  americanos,  la  doctrina 
no  ha  merecido  sicruiera  contradicción. 

Y  así: 

Paschal,  en  sus  comentarios  a  la  Constitución  de 
Estados  Unidos,  dice:  «Hay  una  distinción  entre  «derechos 
políticos»  y  «poderes  políticos».  Los  primeros  pertenecen 
a  los  ciudadanos  igualmente,  y  están  adheridos  y  pegados 
al  hombre  y  a  la  naturaleza  misma  de  la  ciudadanía.  Los 
últimos,  es  decir,  los  «poderes  políticos»  (votar  y  ocupar 
empleos)  no  pertenecen  a  todos  los  ciudadanos  igualmen- 
te, ni  a  «ninguno  meramente  en  virtud  de  la  ciudadanía». 

El  mismo  autor,  refiriéndose  a  la  Enmienda  X  de 
la  Constitución  Americana,  de  la  cual  ha  sido  copiado  a 
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la  letra  el  8o  de  nuestra  Constitución,  y  que  garante  a  los 
ciudadanos  de  cada  Estado  el  goce  de  todos  los  derechos, 
privilegios  e  inmunidades  inherentes  al  título  de  ciudada- 
no en  las  demás,  nos  enseña: 

«El  resultado  de  estos  casos  es,  que  los  ciudadanos 
de  un  Estado  cuando  van  a  otro  Estado  quedan  habilita- 
dos al  goce  de  «todos  los  derechos  y  privilegios  de  la 
ciudadanía;  no  más,  ni  menos».  No  tienen  sin  embargo 
el  derecho  del  voto  como  uno  de  esos  privilegios,  «mien- 
tras la  Constitución  o  las  leyes  del  Estado  no  les  den  ese 
poder». 

Cooley,  en  su  obra  fundamental  sobre  «Limitacio- 
nes constitucionales»,  expresa : 

«El  sufragio  nunca  es  un  acompañamiento  neoesa- 
rio  a  la  ciudadanía  del  Estado,  y  la  gran  mayoría  de  los 
ciudadanos  está  siempre  excluida,  testando  representada  por 
otros  e,n  las  urnas.  Algunas  veces  se  concede  también  el 
sufragio  a  aquellos  que  no  son  ciudadanos,  como  lo  han 
hecho  no  menos  de  doce  Estados,  al  admitir  personas  que 
siendo  extranjeras,  han  declarado  solamente  su  intención 
de  hacerse  ciudadanos».  Y  en  seguida  (párrafo  729)  agrega: 
«Los  Estados  pueden  limitar  este  privilegio  político  (fun- 
ción electora,])  «a  una  clase  reducida  de  los  ciudadanos 
de  los  Estados  Unidos»,  o  pueden  hacerla  extensiva  aún 
a  las  'personas  que  no  sean  ciudadanos». 

Laboulaye  (Historia  de  los  E.  U.),  dice:  «Ni  en  In- 
glaterra, ni  en  ningún  país  del  mundo  se  ha  supuesto,  que 
el  derecho  electoral  fuese  un  derecho  natural;  sólo  se  ha 
visto  en  él  una  «función  pública»,  que  cada  país  debe  arre- 
glar a  su  manera,  de  acuerdo  al  estado  social  del  momento, 
y  en  las  condiciones  más  variadas». 

«En  los  Estados  Unidos,  país  republicano  de  origen 
inglés,  nadie  se  preocupó  jarnás  de  aquella  teoría;  dejá- 
ronla en  la  escuela,  y  se  crayeron  coa  el  derecho  de  re- 
gular el  sufragio,  como  «una  función»:  la  consagraron, 
así,  antes  de  la  independencia;  y  después  de  la  revolu- 
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cióa  se  dejó  la  más  amplia  libertad,  y  «cada  Estado  arre- 
gló el  sufragio  electoral  a  su  antojo». 

Curtís,  el  historiador  de  la  Constitución  Americana 
(P.  424),  expresa:  «que  el  sufragio  popular,  de  acuerdo 
a  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  puede  ser  más 
o  menos  restringido  según  la  voluntad  popular,  prescin- 
diendo del  concepto  de  la  ciudadanía. 

Bryce,  en  el  tomo  II  de  su  notable  obra  «La  Re- 
pública Americana»,  enseña: 

«La  naturalización  hace  del  extranjero  no  solamen- 
te un  ciudadano  de  los  Estados  Unidos,  sino  también, 
ciudadano  del  Estado  en  que  habita;  pero  ella  no  le  acuer- 
da necesariamente  la  franquicia,  electoral,  «que  depende 
de  las  leyes  particulares  de  cada  Estado».  En  más  de  un 
tercio  de  los  Estados — agrega — hombres  que  no  son  na- 
turalizados como  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  go- 
zan, sin  embargo,  de  la  franquicia:  «los  privilegios  de 
los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos,  son  completamente 
distintos  de  las  respectivas  (funciones  de  gobierno». 

Por  otro  lado,  nada  hay  más  concluyante,  que  las 
resoluciones  de  la  Suprema  Corte  de  Estados  Unidos,  so- 
bre la  materia*. 

El  30  de  Marzo  de  1870  fué  agregada  a  la  Constitu- 
ción de  aquel  país  la  Enmienda  XV,  según  la  cual,  el  de- 
recho de  votar  no  podría  ser  negado  por  razón  de  color, 
raza  o  servidumbre. 

Interpretando  la  disposición  dijo  la  S.  Corte  en  el 
caso  de  Pope  v.  Williams,  fallado  con  fecha  Abril  14  de 
1904 : 

«El  privilegio  de  votar  no  es  dado  por  la  Constitución 
Federal,  ni  por  ninguna  de  sus  enmiendas.  «No  es  un  pri- 
vilegio que  dé  la  ciudadanía  de  los  Estados  Unidos».  No 
puede  ser  rehusado  por  razón  de  raza  o  color,  pero  «no 
emana  de  la  mera  ciudadanía  de  los  Estados  Unidos».  «En 
otras  palabras — dice — el  privilegio  de  votar  en  un  Esta- 
do» depende  de  su*  jurisdicción,  «para  ser  ejercitado  co- 
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mo  iel  Estado  lo  resuelva»,  con  la  sola  excepción  de  la 
Enmienda  XV». 

Ya  con  feoha  Marzo  27  de  1876  y  después  en  el 
caso  de  U.  S.  versus  Crinkshank  el  tribunal  se  había  pro- 
nunciado en  idénticos  términos. 

Consecuentes  -  con  estos  principios,  numerosos  Esta- 
dos Americanos,  han  calificado  el  voto ;  y  así  tenemos, 
por  ejemplo,  que  Pensil  vania,  Delaware,  Mas sachus seis,  Te- 
ñese© y  Missisipí  exigen  que  el  elector  haya  pagado  un 
impuesto  en  el  Estado,  o  en  el  condado,  y  Massach'ussets, 
Connecticut  y  otros,  que  el  elector  sepa  leer  la  Constitución 
del  Estado  y  escribir  su  nombre. 

Si  de  los  escritores  americanos  pasamos  a  los  de  otros 
países,  veremos  que  el  concepto  es  el  mismo. 

Azcárate,  notable  publicista  español,  contemporáneo, 
en  su  obra  «El  gobierno  propio»,  dice:  «No  hemos  preten- 
dido fundar  el  jurado,  afirmando  que  tomar  parte  en  él 
fuera  un  derecho  de  da  personalidad,  porque  siendo  una 
función  pública,  como  lo  es  el  sufragio»,  es  evidente  que ; 
su  desempeño  requiere  condiciones  de  aptitud  y  no  tan 
sólo  ]a  condición  de  la  persona,  en  cuyo  caso  habían 
de  formar  parte  de  él.  los  niños  y  las  mujeres». 

El  Congreso  Nacional,  al  ejercitar  la  atribución  de 
aprobar  las  Constituciones  de  Provincia,  que  le  confería 
la  Constitución  Nacional  del  53,  ha  reconocido  explícita- 
mente la  firmeza  de  los  principios  que  vengo  sustentando, 
en  las  siguientes  leyes : 

Ley  N.°  40  de  29  de  Agosto  de  1855,  aprobatoria  de 
la  Constitución  de  Catamarca,  cuyo  artículo  17,  decía: 
«Son  electores,  los  ciudadanos  de  la  provincia  mayores  de 
20  años  y  los  extranjeros  naturalizados». 

Ley  N.°  45  de  14  de  Septiembre  de  1855,  aprobando 
la  Constitución  de  Salta,  que  en  su  artículo  14  expresaba: 
«Para  ser  elector  en  la  provincia  de  Salta  se  requieren 
las  siguientes  condiciones:  1.°  Ser  ciudadano  en  eieroicio; 
2.°  tener  la  edad  de  21  años  cumplidos». 

Ley  N.°  46  de  19  de  Septiembre  de  1855,  aprona- 
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toria  de  la  Constitución  de  Córdoba,  cuyo  artículo  16  de- 
cía : 

«Para  tener  voto  activo,  se  requiere  ciudadanía  en 
ejercicio  y  21  años  de  edad» 

Ley  N.°  51  del  26  de  Septiembre  de  1855,  aproban- 
do la  Constitución  de  Jujuy,  cuyo  artículo  22  expresa- 
ba: «Todo  ciudadano  argentino,  domiciliado  en  la  provin- 
cia es  elector,  con  las  calidades  siguientes :  tener  21  años 
de  edad  y  siendo  casado  18». 

Ley  N.°  76  de  4  de  Aigosto  de  1856,  que  aprueba 
la  Constitución  de  Santa  Fe,  cuyo  artículo  16  decía: 

«Para  ser  elector  se  requiere  ser  ciudadano  argen- 
tino, tener  25  años  de  edad  y  estar  domiciliado  en  la  pro- 
vincia». 

Ley  N.°  86,  aprobatoria  de  la  Constitución  de  San- 
tiago del  Estero,  cuyo  artículo  60  era  como  sigue:  «Es 
elector,  todo  ciudadano  argentino  mayor  de  20  años  o  de 
18  si  fuese  emancipado,  debiendo  estar  inscripto  en  la 
guardia  nacional. 

Ley  N.°  87  de  6  de  Septiembre  de  1856 ;  aprueba  la 
Constitución  de  Tucumán,  que  en  su  artículo  18  decía: 
«Son  electores,  los  ciudadanos  argentinos,  que  tengan  20 
años  de  edad». 

Ley  N.°  89  de  13  de  Septiembre  de  1856;  aprueba 
la  Constitución  de  San  Juan,  cuyo  artículo  9  expresaba: 
«Todo  ciudadano  argentino,  domiciliado  en  la  confedera- 
ción, de  edad  de  20  años  o  antes  si  fuese  emancipado,  pue- 
de ser  elector. 


Sintetizando,  ahora,  diré  piara  concluir,  que  estimo 
haber  dejado  demostradas,  en  forma  clara,  las  siguientes 
conclusiones : 

Que  el  ciudadano  es  simplemente  el  miembro  de  la 
soberanía  de  un  país,  unido  a  la  misma,  por  los  vínculos 
correlativos  de  obediencia  y  protección. 

Que  el  elector,  es  la  persona  a  quien  se  acuerna  el 
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ejercicio  de  la  función  pública  del  voto,  para  representar 
a  la  soberanía,  o  sea  al  pueblo,  en  la  realización  de  ac- 
tos indispensables  para  la  organización  de  los  poderes  de 
gobierno,  en  un  país  de  vida  representativa  republicana. 

Que  el  voto  no  es,  en  consecuencia,  un  atributo  esen- 
cial a  la  ciudadanía  de  modo  que  puede  haber  y  hay  ciu- 
dadanos que  no  son  electores. 

Que  por  lo  tanto,  al  excluir  del  voto  a  ciudadanos, 
calificando  los  electores,  por  razones  de  edad,  instrucción 
o  cualquier  otra  causa,  no  se  priva  de  ningún  derecho  que 
les  corresponda  por  ese  sólo  carácter,  ni  de  privilegio  algu- 
no garantido  por  la  Constitución. 

Que  esto  sentado,  y  correspondiendo  a  las  provincias 
por  el  art.  104  de  la  Constitución  la  suma  de  los  poderes 
no  delegados,  y  por  los  5o  y  105,  la  facultad  de  dictar 
su  propia  Constitución  y  darse  sus  instituciones  locales, 
con  prescindencia  del  gobierno  federal,  claro  está  que  las 
primeras  pueden  atribuir  libremente  si  ejercicio  del  voto 
a  las  personas  que,  según  su  criterio,  sean  más  aptas  para 
desempeñarlo,  pudiiendo  así  calificar  aquél  por  razones  de 
edad  u  otra  causa  y  aun  atribuirlo  a  extranjeros,  con  pres- 
cindencia del  concepto  de  la  ciudadanía. 

No  hay,  pues,  principio  alguno  de  la  Constitución 
Nacional  que  resulte  vulnerado,  cuando  una  provincia  fija, 
como  mínimuím1,  la  edad  de  21  años  para  que  los  varones 
nativos  o  nacionalizados,  ejerciten  la  franquicia  de  elec- 
tor. 

Con  ello  doy  por  terminada  mi  exposición  sobre  es- 
ta materia. 


LA  JUSTICIA  FEDERAL 

Y  LAS  INTERVENCIONES 


Continuaremos  hoy  el  examen  de  la  segunda  cuestión 
que  nos  propusiéramos  dilucidar  en  la  clase  anterior,  a 
saber :  Si  decretada  una  intervención  por  cualquiera  de  los 
poderes  políticos,  puede  el  Poder  Judicial  de  la  Nación  cono- 
cer de  dicho  acto,  y  declarar  en  su  caso  la  inconstitucionalidad. 

Un  caso  semejante  pudiera  pretender  ser  llevado  a 
conocimiento  de  las  autoridades  judiciales,  bajo  un  do- 
ble aspecto. 

1.  °  —  Por  la  autoridad,  que  representando  ala  pro- 
vincia intervenida,  alega  la  inconstitucionalidad  del  acto 
y  pide  su  declaración  de  nulidad. 

2.  °  —  Por  los  miembros  de  lois  distintos  poderes,  cuya 
caducidad  se  hubiere  declarado,  quienes  invocando  la  ga- 
rantía de  estabilidad  en  los  cargos,  consagrada  por  la 
Constitución  local,  reclamen  se  resuelva  su  mantenimiento 
o  reposición. 

Examinaré  los  dos  supuestos  anteriores ;  y  para  ello, 
debo  fijar  previamente  con  toda  precisión,  el  concepto  de 
las  funciones  atribuidas  por  nuestra  Carta  al  Poder  Judi- 
cial de  la  Nación. 

Debo  comenzar  expresando,  que  respecto  a  la  materia 
enunciada,  y  sa,lvo  diferencias  inapreciables  de  palabra 
o  de  detalle,  nuestra  Constitución  ha  traducido  en  los 
«artículos  100»  y  siguientes  de  la  misma,  las  reglas  y 
principios  contenidos  en  el  «artículo  III»  de  la  Constitu- 
ción Americana,  que  fija  y  reglamenta  las  atribuciones  del 
Poder  Judicial. 

En  nuestro  caso,  pues,  es  de  lógica,  considerar  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia  americana,  a  este  respecto, 
como  fuentes  de  interpretación  de  las  cláusulas  análogas 
en  la  Constitución  Argentina. 
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Entraré  pues,  en  materia,  fijando  como  antes  os  di- 
jera, la  naturaleza  y  extensión  de  las  atribuciones  del 
Poder  Judicial,  principalmente  en  cuanto  es  fuerza  oon- 
troladora  de  los  otros  departamentos  del.  gobierno  y  guar- 
dián supremo  de  los  derechos  individuales  consagrados 
por  la  Constitución. 

Sin  desconocer  que  ya  los  magistrados  ingleses,  lo 
mismo  que  el  justicia  de  Aragón  y  los  jueces  de  los  Estados 
Americanos  antes  de  la  revolución,  significaban  una  garan- 
tía para  los  derechos  privados  contra  los  avances  del  poder, 
no  se  puede  desconocer,  que  la  organización  del  Poder 
Judicial,  en  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  con- 
virtiendo a  sus  diversos  tribunales  y  en  último  término  a  la 
Suprema  Corte  en  intérpretes  definitivos  de  la  Constitución 
para  juzgar  de  las  causas  que  les  fueren  sometidas,  repre- 
senta la  concepción  más  (genial  de  los  constituyentes  de 
FiladeJfía,  como  destinada  a  ¡garantir,  sin  conflictos,  el 
goce  de  todos  los  derechos,  asegurando  a  la  vez  el  justo 
equilibrio  en  el  ejercicio  de  todos  los  poderes.  " 

Fácilmente  se  comprenden  las  dificultades  y  los  cho- 
ques que  habían  de  producirse  y  el  despotismo  que  llegaría 
a  entronizarse,  si  funciones  de  tanta  trascendencia  enco- 
mendadas al  Poder  Judicial  debieran  ejercitarse  por  éste, 
en  forma  de  una  (acción  directa,  abstracta  y  general,  dero- 
gando los  actos  que  cualquiera  de  los  otros  poderes  rea- 
lizara en  ejercicio  de  sus  respectivas  funciones  de  gobier- 
no, siempre  que  fueran,  en  su  sentir,  contrarios  a  la  ley 
fundamental  del  país. 

De  aquí  la  sabiduría  y  previsión  de  esos  grandes  es- 
tadistas, cuando  no  atribuyeron  a  sus  cortes  el  poder  de 
anular  en  general  las  leyes  o  actos  ejecutivos,  ni  para 
juzgar  de  los  mismos  en  abstracto,  sino  que  por  el  con- 
trario les  exigieron  para  autorizar  sus  decisiones,  la  for- 
mación de  una  causa,  por  demanda  de  parte  interesada, 
que  invoca  la  garantía  de  la  ley  o  de  la  Constitución,  en 
amparo  de  un  derecho  de  carácter  privado  que  considera 
vulnerado. 
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No  autorizada  la  declaración  general  y  abstracta  de 
nulidad  o  ineficacia  de  las  leyes  o  resoluciones  gu- 
bernamentales, sino  simplemente,  su  inaplicabilidad  al  caso 
particular  sometido  a  la  deliberación  —  se  elimina  la  cau- 
sa más  natural  de  los  posibles  conflictos  de  poderes  a 
que  antes  hiciera  referencia. 

Y  La  imprescindible  exigencia,  para  el  pronunciamiento 
de  fallar  ¡sobre  una  causa  que  implica  un  interés  particular 
lesionado  de*  quien  acude  ante  la  justicia  en  demanda  de 
amparo,  excluye  del  conocimieinto  del  Poder  Judicial,  ios 
casos  relativos  a  actos  de  naturaleza  política,  que  los  otros 
poderes  del  Estado  realizan  en  ejercicio  de  sus  respectivas 
funciones  de  gobierno,  y  en  los  que,  de  haber  atribuido 
ingerencia  a  aquél,  se  habría  creado  una  fuente  perma- 
nente de  discordia,  en  perjuicio  del  respeto  y  serenidad  de 
la  justicia. 

Con  las  atribuciones  enunciadas,  el  Poder  Judicial  ase- 
gura, en  toda  su  plenitud,  el  gooe  de  los  derechos  civiles,  a 
cuya  consagración  únicamente  responde  la  organización  de 
la  vida  de  sociedad. 

La  doctrina  y  la  jurisprudencia,  argentina  y  ameri- 
cana, corroboran  ampliamente  los  conceptos  que  acabo 
de  enunciar. 

Veamos  lo : 

Estrada,  en  su  tratado  de  Derecho  Constitucional, 
dioe :  «Entre  nosotros,  el  Poder  Judicial  no  resuelve  de 
un  modo  general,  no  puede  revisar  actos  de  ningún  poder, 
se  limita  a  dirimir  conflictos  judiciales,  resolviendo^  en 
cuestiones  particulares  la  inconstitucionalidad  de  una  ley 
dada,  que  no  por  eso  deja  de  ser  ley,  pero  no  tiene  apli- 
cación al  caso  resuelto». 

Agustín  de  Tedia.  (Constitución  Argentina  N.°  542) 
expresa:  «La  interpretación  judicial  de  la  Suprema  Corte 
es  definitiva,  pero  debe  darse  bajo  la  forma  de  un  caso, 
y  solo  en  aquellas  cuestiones  susceptibles  de  asumir  esa 
forma.  Un  caso  es  un  proceso,  y  un  proceso  no  puede  en- 
tablarse sino  cuando  se  halla  en  juego  directamente  una 
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relación  privada.  La  consecuencia  que  debe  deducir  la 
ciencia  política  de  este  criterio,  dice  Burgess.  es,  que  la 
decisión  del  tribunal  no  afecta  en  realidad  sino  al  caso  de- 
terminado, y  que  el  Poder  Ejecutivo,  sin  viciar  la  Cons- 
titución puede  seguir  exigiendo  el  cumplimiento  de  aque- 
lla ley,  en  todos  los  casos  en  que  no  se  haya  reclamado  y 
obtenido  contra  ella  un  fallo  de  ios  tribunales». . .  «Por 
otra  parte,  el  Poder  Judicial  se  ha  guardado  de  intervenir 
en  las  atribuciones  legislativas  y  políticas  del  Presidente, 
reconociendo  que  no  puede  compelerlo  a  ejecutar  una  ley, 
ni  oponerse  a  ella». 

La  Suprema  Corte  Nacional,  repitiendo  la  invariable 
jurisprudencia  americana  sobre  la  materia,  ha  establecido 
como  un  axioma  de  derecho  constitucional,  en  nuestro  país, 
que:  «los  tribunales  no  tienen  jurisdicción  para  decidir 
cuestiones  abstractas  de  derecho,  ni  para  juzgar  de  la  in- 
constitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando  se  trata  de  la 
aplicación  a  un  caso  contencioso  —  porque  uno  de  los  ca- 
racteres esenciales  del  Poder  Judicial  consiste  en  pronun- 
ciarse en  casos  particulares,  y  no  sobre  principios  gene- 
rales, ni  por  vía  de  medida  general». 

Veamos  como  esto  concuerda  en  absoluto,  con  la 
doctrina  y  jurisprudencia,  interpretativas  de  nuestras  fuen- 
tes sobre  la  materia: 

Burgess,  en  su  tratado  de  «Ciencia  Política»  dice: 
«La  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  ha  afirmado 
el  derecho  del  Poder  Judicial  a  interponerse  entre  la  Cons- 
titución y  el  Poder  Legislativo,  y  declara  nulo  un  acto  de 
este,  cuando  atenta  a  derechos  o  propiedades  privadas 
que  garantiza  la  Constitución,  según  la  interpreta  el  Poder 
Judicial.  Pero  el  tribunal  no  reivindica  tal  poder,  cuando 
los  actos  del  Congreso  no  lesionan  los  derechos  privados, 
ni  la  propiedad  privada.» 

«La  interpretación  judicial  de  la  Constitución,  agrega, 
es,  pues,  la  definitiva;  pero  debe  darse  bajo  la  forma  de 
un  caso,  y  por  consiguiente  solo  puede  darse  en  aquellas 
cuestiones  que  forman  asunto  propio  de  un  caso.  Ahora 
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bien,  un  caso  es  un  proceso,  y  un  proceso  no  puede 
establecerse,  ¡sino  cuando  se  halla  en  juego  directamente 
una  relación  privada». 

Bryce  (La  República  Americana.  —  Tomo  1.°.  Capí- 
tulo XVIII),  enseña: 

«La  única  autoridad  competente  para  decidir  finalmente 
sobre  el  carácter  constitucional  de  un  acto  del  Congreso 
o  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  es  el  Poder  Judicial  Fe- 
deral». 

«Toda  Corte,  sea  de  Estado,  sea  federal  puede  resol- 
ver, en  primer  término  sobre  una  cuestión  de  esta  natura- 
leza. Pero  si  la  cuestión  es  puramente  política,  ella  no 
puede  ser  resuelta  bajo  ningún  pretexto  por  una  Corte, 
y  en  ese  caso,  la  decisión  de  los  departamentos  políticos 
(Congreso  o  Presidente)  del  gobierno  federal,  es  necesaria- 
mente suprema,  salvo  por  supuesto  la  posibilidad  de  ser 
modificada  por  otro  Congreso  o  por  otro  Presidente». 

«Los  procesos  que  se  formaron,  con  motivo  de  las 
leyes  de  reconstrucción,  después  de  la  guerra  de  secesión 
son  una  prueba  evidente.  Las  tentativas  hechas  para  so- 
meterlos a  las  Cortes  fracasaron,  y  las  leyes  fueron  eje- 
cutadas». 

«Las  causas  —  dice  Bryce  —  que  han  permitido  a  las 
Cortes  federales,  escapar  de  la  crítica  y  mantener  casi 
intactas  su  dignidad  y  su  influenteia,  son  las  siguientes : 

1.  a  —  «Que  la  Suprema  Corte  ha  rehusado  de  una 
manera  constante,  inmiscuirse  en  las  cuestiones  meramien- 
te  políticas.  Cada  vez  que  aquella  se  encuentra  con  un 
derecho  que  pertenece  al  Presidente,  o  de  un  deber  eje- 
cutivo a  él  impuesto,  ella  considera  que  el  examen  de  la 
manera  cómo  él  ejerce  su  derecho  o  cumple  su  deber  exceden 
de  su  competencia». 

2.  a  —  Que  el  mismo  tribunal,  considerándose  como 
un  simple  órgano  de  la  ley,  encargado  de  hacer  justicia, 
de  hombre  a  hombre,  ha  rehusado  de  una  manera  constan- 
te, pronunciarse  sobre  cuestiones  abstractas». 

Story  (Comentarios  sobre  la  Constitución),  al  mime- 
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ro  892  dice :  «El  Poder  Judicial  se  extiende  a  todas  las  cau- 
sas, en  materia  de  ley  y  equidad,  que  surjan  bajo  el  im- 
perio de  la  Constitución,  o  de  las  leyes  y  de  los  tratados 
de  los  Estados  Unidos;  y  por  casos  se  deben  entender  en 
aquella  disposición,  los  asuntos  civiles  y  criminales». 

Y  en  seguida  agrega:  «En  las  cuestiones  que  tienen 
un  carácter  especial  político  —  legislativo  o  ejecutivo  —  es 
claro  que  la  autoridad  suprema  en  los  que  les  concierne 
pertenece  a  los  departamentos  legislativo  y  ejecutivo;  ellas 
no  podrían  ser  el  objeto  en  consecuencia  de  ningún  otro 
examen». 

Harrisson,  en  su  tratado  sobre  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  los  Estados  Unidos,  enseña: 

«Las  cuestiones  políticas  las  deja  la  Constitución  a 
los  departamentos  políticos — al  Congreso  y  al  presidente 
— y  la  Suprema  Corte  no  entrará  a  considerarlas.  Su  pre- 
sidente Marshall  dijo:  «Las  cuestiones  de  índole  política, 
o  que  por  la  Constitución  y  las  leyes  le  están  sometidas  al 
Ejecutivo,  nunca  podrán  presentarse  en  esta  Corte.  Cuestio- 
nes políticas  son,  por  ejemplo,  las  que  se  refieren  al  reco- 
nocimiento de  la  soberanía  de  otra  nacióin  y  de  sus  lími- 
tes territoriales,  al  reconocimiento  de  una  organización  parti- 
cular como  el  gobierno  de  un  Estado,  o  la  determinación  he- 
cha por  el  presidente,  icuando  se  requiere  su  ayuda  para  re- 
primir una  insurrecLón  doméstica  en  un  Estado,  sobre  cual  es 
su  gobierno  legal  etc.,  etc. . . » 

«La  Corte  no  toma  nota  de  Estatuto  alguno,  sino  has- 
ta el  momento  en  que  se  le  llama  la  atención  sobre  él,  en 
un  caso,  en  una  controversia  efectiva  entre  personas.  La 
Corte  no  contesta  cuestiones  abstractas,  no  oye  diserta- 
ciones jurídicas,  sobre  cosas,  que  no  están  sometidas  a 
resolución  suya». 

El  mismo  juez  Marshall,  recordado  por  Harrisson,  re- 
firiéndose a  la  posición  del  Poder  Ejecutivo  de  los  Esta- 
dos Unidos,  cuando  ejerce  facultades  políticas,  expresa :  «Por 
la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  el  presidente  está 
investido  de  ciertos  poderes  políticos  importantes;  cuando 
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los  ejerce  es  guiado  por  su  propio  juicio  ;  y  como'  hombre 
político,  no  es  responsable  sino  ante,  el  pueblo  y  ante  su 
conciencia». 

«En  tesos  casos,  los  actos  qua  ejecuta  son  sus  actos, 
y  cualquiera  que  sea  el  juicio  que  se  forme  sobre  la  ma- 
nera como  obra  el  Ejecutivo,  no  existe  ni  puede  existir 
el  poder  de  atacarlos.  Estas  materias  son  políticas.  Ata- 
ñen a  la  Nación;  son  extrañas  al  derecho  individual;  y 
como  están  confiadas  al  presidente,  la  decisión  que  él  to- 
ma es  definitiva;  los  actos  de  tal  funcionario,  en  ese  ca- 
rácter, no  pueden  ser  sometidos  al  examen  de  las  Cortes».. 

La  Constitución  de  Venezuela  de  21  de  Junio  de 
1893,  es  la  única  que,  llenando  lo  que  por  algunos  se  ha 
presentado  como  una  laguna  de  las  organizaciones  federales, 
comenzando  por  la  de  los  Estados  Unidos  y  la  nuestra,  ha  - 
creado  un  tribunal  especial,  llamado  a  juzgar  concretamen- 
te, ya  decidir  en  último  término,  sobre  la  inconstitucionali- 
dad  o  invalidez  íde  los  actos  de  los  otrois  poderes,  aunque  so- 
lo afecten  principios  de  orden  político. 

A1  ese  electo  instituye  la  «Alta  Corte  Federal»,  consti- 
tuida por  nueve  funcionarios,  que  duran  seis  años  en  el 
ejercicio  de  sus  funcionesi,  elegidos  por  el  Congreso,  de 
listas  que  deben  enviar  ías  respectivas  Asambleas  Legis- 
lativas de  los  Estados,  y  de  fuera  de  su  seno.  El  tribunal 
debe  quedar  constituido  por  un  representante  de  cada  uno 
de  los  Estados. 

Entre  las  atribuciones  que  el  artículo  110  de  la  re- 
ferida Constitución  atribuye  a  la  «Alta  Corte  Federal»,  se 
encuentran  las  siguientes  : 

7.  a  «Conocer  de  todos  los  negociois¡,  que  en  el  orden 
político  quieran  los  Estados  someter  a  su  consideración». 

8.  a  «Declarar  cual  sea  la  ley,  decreto  o  resolución  vi- 
gente, en  cuanto  estén  en  colisión,  los  nacionales  entre 
sí,  o  estos  con  los'  de  los  Estados,  ,o  los  de  los  mismos 
Estados,  o  cualquiera  con  la  constitución». 

«Dirimir  las  controversias  que  se  susciten  entre  los 
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empleados  de  los  diversos  Estados,  en  el  orden  político, 
en  materia  de  jurisdicción  y  competencia». 

Y  el  art.  123  establece:  «Todo  acto  de  las  Cámaras 
Legislativas  o  del  Ejecutivo  Nacional  que  viole  los  derechos 
garantidos  a  los  Estados  o  ataque  su  autonomía,  deba  ser 
declarado  nulo  por  la.  «Alta  Corte  Federal»,  aunque  la  de- 
claratoria de  nulidad  haya  sjdo  pedida,  por  una  sola  de 
las  asambleas  de  los  Estados.» 

Es  de  observar,  que  ai  lado  de  la  «Alta  Corte  Federal», 
organiza  la  Constitución  Venezolana  la  «.Corte  de  Casación», 
que  con  algunas  diferencias  corresponde  a  la  Suprema  Corte 
de  Justicia,  americana  y  argentina. 

El  respectivo  carácter  político  y  judicial  de  ambos 
tribunales,  resulta  también  de  las  calidades  establecidas 
para  la  designación  de  sus  miembros. 

Para  ser  miembro  de  la  «Corte  de  Casación»  se  re- 
quiere tener  el  título  de  abogado  de  la  República,  re- 
quisito innecesario  para  formar  parte  de  la  «Alta  Corte 
Federal». 

Fijados  y»  los  conceptos  fundamentales  que  precisan 
la  naturaleza  y  definen  las  atribuciones,  de  cada  una  de  las 
tres  ramas,  que  en  conjunto  constituyen  el  gobierno  del 
país ;  y  especialmente  caracterizadas  las  cuestiones  capa- 
ces de  determinar  la  formación  de  causa  que  autorice  el 
pronunciamiento  judicial,  podemos  entrar,  sin  vacilaciones, 
a  contestar,  en  sentido  negativo,  la  primera  cuestión  que 
nos  hab  íamos  propuesto,  esto  es :  si  declarada  una  inter- 
vención por  cualquiera  de  los  poderes  políticos,  podría  la 
Suprema  Corte,  conociendo  de  dicho  acto,  a  requisición 
del  representante  de  la  provincia  intervenida,  declarar  la 
inconstitucionalidad  e  ineficacia  de  aquél. 

La  intervención  es  un  acto  esencialmente  poli  tico  :  la  de- 
manda de  nulidad  po*  la  provincia  intervenida  no  puede  ori- 
ginar un  caso  que  autorice  el  pronunciamiento  judicial, 
porque  la  cuestión  no  versa  sobre  un  interés  privado  lesio- 
nado, ni  se  reclama  una  decisión  aplicable  a  un  caso  espe- 
cial, sino  de  carácter  abstracto  y  conceptos  generales. 
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La  jurisprudencia  argentina  y  americana  es  uniforme, 
en  los  tres  únicos  casos  producidos,  por  lo  que  creo  de 
importancia  su  conocimiento. 

El  caso  que  se  registra  en  el  tomo  53  pág.  420  de  la 
colección  de  fallos  de  nuestra  Suprema  Corte,  es  parti- 
cularmente interesante : 

Con  fecha  1.°  de  Agosto  de  1893  la  H.  C.  de  Dipu- 
tados de  la  Nación,  rechazó,  en  general,  un  proyecto  de 
ley  interviniendo  a  la  provincia  de  Santa  Fé,  donde,  de- 
rribado el  gobierno  constitucional,  había  asumido  el  mando 
gubernativo  el  jefe  revolucionario  señor  Mariano  Candiotti. 
Pocos  días  después  —  el  15  del  mismo  mes  de  Agosto  — 
aquella  cámara  y  el  Congreso  sancionaban  la  intervención, 
a  pesar  de  la  disposición  del  artículo  71  de  la  Constitución, 
según  el  que  :  «Ningún  proyecto  desechado  totalmente  por 
una  de  las  cámaras,  podrá  repetirse  en  las  sesiones  de 
aquel  año». 

Fundado  en  la  disposición  reproducida,  el  gobierno 
depuesto  por  la  intervención  recurrió  ante  la  Suprema  Cor- 
te Nacional  demandando  la  inconstitucional  i  dad  de  la  ley, 
y  solicitando  en  consecuencia  su  reposición. 

Nuestro  alto  tribunal,  sin  entrar  a  conocer  del  asun- 
to, ni  en  ¡su  fondo,  ni  en  su  forma,  se  declaró  incompetente, 
concluyendo  que:  «los  actos  políticios  délas  poderes  púbiicps 
de  la  Nación,  disponiendo  su  intervención  en  las  provincias, 
no  fundan  un  caso  judicial». 

Contiene  el  fallo  aludido,  entre  otras  las  siguientes  fun- 
damentales consideraciones. : 

«La  intervención  nacional,  en  todos  los  casos  en  que 
la  Constitución  Nacional  la  'permite  o  prescribe,  es,  como 
queda  dicho,  un  acto  político  por  su  naturaleza,  cuya  veri- 
ficación corresponde  exclusivamente  a  los  poderes  políticos 
de  la  Nación;  y  así  está  reconocido  en  nuestras  numerosos 
precedentes  al  respecto,  sin  contestación  ni  oposición  de 
ningún  género :  todos  los  casos  de  intervención  a  las  pro- 
vincias han  sido  resueltos  y  ejecutados  por  el  poder  político, 
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esto  es,  por  el  Congreso  y  por  el  Poder  Ejecutivo1,  sin 
ninguna  participación  del  Poder  Judicial. 

«Si  pues  la  intervención  —  agrega  —  es  del  resorte  de 
los  poderes  políticos,  y  sus  decisiones  al  respecto  no  pueden 
ser  controvertidas  por  el  departamento  judicial,  no  pueden 
contestarse  las  facultades  de  aquellos  para  decidir,  tanto 
sobre  el  fondo  como  sobre  la  forma  de  las  deliberaciones.» 

«Es  una  regla  elemental  de  nuestro  derecho  público — 
sigue  diciendo  —  que  «cada  uno  de  los  tres  altos  poderes 
que  forman  el  gobierno  de  la  Nación,  aplica  e  interpreta  la 
Constitución  por  sí  mismo,  cuando  ejercita  las  facultades, 
que  a  ellos  les  confiere  respectivamente.» 

«Por  esta  razón  —  termina  —  no  compete  a  la  Suprema 
Corte,  examinar  la  interpretación  y  aplicación  que  las  cá-  ¿ 
maras  del  Congreso  han  dado  ai  artículo  71  de  la  Cons- 
titución». 

«La  teoría  sentada  en  éste,  primero  y  único  caso  ju- 
dicial suscitado  ante  la  Suprema  Corte  Nacional,  preten- 
diendo la  declaración  de  inconsititucionalidad  de  una  ley 
de  iuter vención,  tiene  como  antecedentes  que  la  robustecen, 
idénticas  resoluciones  en  las  dos  únicas  contiendas  de  esa 
índole  que  registra  la  colección  de  fallos  de  la  Suprema 
Corte  de  los  Estados  Unidos.» 

Son  ellos,  los  casos  llevados  a  dicho  tribunal  en 
1867,  por  las  (autoridades  d©  Missisipí  contra  el  Presidente 
Johnson  y  por  las  de  Georgia  contra  Stanton,  ministro  de 
guerra  de  aquél,  pidiendo  fuese  declarada  inconstitucional 
la  ley  de  reconstrucción  de  2  de  Mayo  de  dicho  año,  por  la 
que  fueron  intervenidos  los  estados  rebeldes  del  Sud,  des- 
pués de  la  guerra  de  secesión,  y  desconocidas  las  auto- 
ridades en  ellos  co  instituidas. 

En  el  caso  contra  el  Presidente  Johnson,  la  Corte  dijo : 
«Es  verdad  que  un  estado  puede  promover  una  demanda 
original  ante  esta  Corte,  y  es  verdad  que  en  algunos  casos 
ella  puede  ser  dirigida  contra  los  Estados  Unidos.  Pero  esta- 
mos convencidos  que  esta  Corte,  «no  tiene  jurisdicción  en 
una  demanda  tendiente  a  impedir  que  el  Presidente  ejerza 
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las  funciones  de  sus  deberes  oficiales;  y  que  por  lo  tanto 
semejante  demanda  no  puede  prosperar  entre  nosotros». 

En  el  segundo  'caso,  el  de  Georgia  contra  Stanton,  la 
Suprema  Corte  se  declaró  también  incompetente  para  co- 
nocer de  la  inoonstitucionalidad  alegada,  por  tratarse  de 
una  cuestión  política. 

Fundando  la  resolución,  expresa  el  alto  tribunal :  «Que 
estas  materias,  tanto  como  ¡están  establecidas  en  el  cuerpo 
de  la  demanda  y  en  la  contestación  de  los  demandados, 
reclaman  el  fallo  de  I  a  Corte  sobre  cuestiones  políticas  y  so- 
bre derechos  no  de  la,s  personas  o  de  la  propiedad,  sino  de 
un  carácter  político,  difícilmente  podrá  ser  negado.  Por- 
que los  derechos  para  cuya  protección  nuestra  autoridad 
es  invocada,  son  los  derechos  de  soberanía,  de  jurisdicción 
política,  de  gobierno,  de  la  inexistencia  orgánica  como 
Estado,  con  todos  los,  poderes  y  privilegios  constitucionales». 

«La  acción  legislativa  y  ejecutiva  —  agrega  —  sufrirían 
entorpecimientos  graves,  si  los  tribunales  de  justicia  inva- 
diesen las  otras  ramas  del  poder,  prejuzgando  sobre  cuestio- 
nes que  sólo  éstas  deben  decidir,  y  reviendo  decisiones  ya 
adoptadas». 

Y  debo  haceros  notar  una  importantísima  circunstan- 
cia :  esa  ley  llamada  de  reconstrucción,  importaba  mucho 
más  que  una  intervención  sobre  los  Estados  que  habían 
estado  en  rebelión,  pues  no  sólo  desconoció  y  depuso  a 
sus  autoridades,  sino  que  suprimió  la  existencia  política  de 
diez  Estados  de  la  Unión,  convirtiéndolos  en  cinco  cir- 
cunscripciones militares,  mantenidas  con  gobiernos  de  ese 
carácter,  hasta  tanto  que  aquellos  se  reorganizaran,  de 
acuerdo  a  las  nuevas  leyes  del  Congreso. 

A  pesar  de  que  tales  actoiSi  de  los  poderes  políticos, 
importaban  el  desconocimiento  más  completo  de  las  bases 
de  la  organización  federativa  americana,  como  lo  expresa- 
ran Lincon  y  'Johlwson  al  vetar  dichas  leyes,  la  Suprema 
Corte  Federal  se  declaró  sin  embargo  incompetente  para 
conocer  de  los  casos  producidos,  «atenta  la  naturaleza 
esencialmente  política  de  los  actos  que  se  llevaron  a  juicio.» 
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Tenemos,  pues,  entonces,  la  jurisprudencia  uniforme 
de  las  cortes  americana  y  argentina,  en  apoyo  de  la  tesis 
que  sustento. 

Examinaré  ahora,  la  segunda  forma  en  que  la  in- 
tervención de  la  Corte  pudiera  provocarse,  esto  es:  por 
los  propios  miembros  de  los  distintos  poderes  cuya  caduci- 
dad se  hubiere  declarado,  si  invocando  la  «garantía  de 
inamovilidad»  en  los  cargos  «consagrada  por  la  Constitución 
local»,  acudieren  solicitando  su  mantenimiento  o  reposición. 

Si  consideramos,  que  una  demanda  de  tal  naturaleza, 
procurando  el  mantenimiento  en  el  ejercicio  de  una  fun- 
ción pública  no  llevaría  al  conocimiento  de  la  Corte  una 
cuestión  privada  capaz  de  servir  de  base  a  la  formación  de 
una  causa  en  el  concepto  de  la  Constitución;  y  que  por 
otra  parte  toda  decisión  al  respecto  sería  imposible,  sin  en- 
trar previamente  a  examinar,  en  su  fondo  y  en  su  forma 
el  acto  político  de  la  intervención,  no  podemos  menos  de 
concluir,  afirmando,  como  en  el  primer  supuesto  analizado, 
la  incompetencia  de  la  justicia  federal  para  conocer  de 
juicios  de  la  índole  expresada. 

No  podría  tampoco  invocarse,  para  justificar  el  re- 
curso ante  la  justicia  nacional,  la  circunstancia  de  que  la 
declaración  de  caducidad  de  los  .poderes,  implica  la  su- 
presión de  la  'garantía  de  inamovilidad  consagrada  por  las 
constituciones  locales  en  favor  de  los  funcionarios  que 
forman  los  poderes  del  gobierno,  garantía  de  especial  im- 
portancia, sin  duda,  tratándose  de  los  miembros  del  Po- 
der Judicial. 

Es  un  principio  indiscutiblje,  que  surge  de  los  tex- 
tos constitucionales,  y  se  afianza  con  la  jurisprudencia 
y  la  doctrina  nacionales  y  extranjeras,  que  la  Suprema 
Corte  solo  puede  conocer,  como  recurso  extraordinario,  en 
las  causas,  entre  partes,  donde  se  haya  desconocido  la 
eficacia  de  una  cláusula  de  garantía  o  de  un  derecho,  fun- 
dado en  la  «Constitución,  tratados  o  leyes  de  la  Nación», 
cuando  la  decisión  haya  sido  en  contra  de  su  validez;  pero 
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jamás,  si  el  derecho  o  privilegio  desconocido-  solo  se  funda 
en  un  precepto  de  las  constituciones  locales. 

En  este  último  caso,  los  juicios  de  los  tribunales  de 
provincia  en  ninguna  forma  pueden  determinar  la  compe- 
tencia de  la  justicia  federal;  las  resoluciones  de  aquellos 
son  exclusivas  y  definitivas  al' respecto.  (F.  de  la  S.  C.  T. 
120  P.  438) 

Por  lo  demás,  declarada  por  una  intervención  la  ca- 
ducidad del  Poder  Judicial,  por  ejemplo,  y  la  cesantía  con- 
siguiente de  sus  miembros,  lo  que  puede  estar  dentro  del 
orden  y  los  fines  de  'aquella,  ello  en  nada  afectaría  la  validez 
de  los  actos  producidos  con  anterioridad  por  los  referidos 
funcionarios,  por  más  que  se  invocasen  motivos  que  hu- 
bieran llegado  hasta  viciar  los  nombramientos  en  su  ori- 
gen: Si  no  de  aplicación  directa  al  menos  por  analogía  lo 
serían  los  artículos  982  y  983  del  C.  Civil,  según  los  cua- 
les :  «la  falta  en  la  persona  del  oficial  público  de  las  cali- 
dades o  condiciones  necesarias  para  el  nombramiento  en 
las  funciones  públicas  de  que  se  encuentra  revestido  no 
quita  a  sus  actos  el  carácter  de  instrumentos  públicos»; 
y  los  actos  que  autorice  un  oficial  público  «sustituido, 
suspendido  o  reemplazado»,  son  válidos,  '«si  ellos  fueran 
realizados  con  anterioridad  a  /la  noticia  que  tuvo  de  la 
cesación  de  sus  funciones». 

Entre  los  diversos  fallos  que  confirman  la  doctrina 
que  sostengo,  respecto  a  la  segunda  faz  de  la  cuestión  que 
vengo  analizando,  citaré  para  terminar  el  de  la  Suprema 
Corte  fecha  30  de  Marzo  'de  1916,  que  tiene  además  la 
importancia  de  referirse,  a  la  vez,  a  otros  puntos  traídos 
en  estos  momentos  al  debate  público. 

La  Corte  acepta  la  vista  del  Procurador  Fiscal,  que 
funda  la  incompetencia  de  aquella  «en  cuanto  la  sentencia 
recurrida  ha  tomado  exclusivamente  en  'cuenta  las  cues- 
tiones debatidas  en  el  pleito,  «respecto  a  la  Constitución 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires»,  aplicando  únicamente 
esas  disposiciones  locales». 

En  uno  de  sus  considerandos  'dice  :  «Que  por  lo  de- 
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más,  la  garantía  del  artículo  18  que  se  invoca,  según  el 
cual  ningún  habitante  de  la  Nación  puede  ser  sacado  de 
los  jueces  designados  por  la  ley,  antes  del  hiecho  de  la 
causa  no  autoriza  a  esta  Corte  a  jever  la  interpretación  de 
las  leyes  locales  hechas  por  los  tribunales  de  provincia. . .  El 
propósito  de  esa  cláusula  ha  sido,  proscribir  las  leyes 
ex  post  facto,  y  los  juicios  por  comisionéis  nombradas  espe- 
cialmente para  el  caso,  sacando  así  al  acusado  de  la  juris- 
dicción permanente  de  los  jueces  naturales,  para  some- 
terlo a  tribunales  o  jueces  accidentales  o  de  circunstan- 
cias». 

La  sustitución,  pues,  de  unos  magistrados  por  otros 
para  conocer  de  la  generalidad  de  los  casos  que  se  pre- 
senten, de  conformidad  a  la  jurisdicción  y  competencia  de- 
terminada por  las  leyes  respectivas,  no  implica  violación 
del  artículo  18  de  la  Constitución. 

Con  estas  ideas,  doy  por  terminada  mi  exposición  sobre 
los  puntos  señalados  al  iniciarla. 


INTERVENCIÓN  A  LAS  PROVINCIAS 

El  Ejecutivo  y  el  Congreso 

Llegamos  ai  examen  de  la  torcera  y  más  delicada  de 
las  cuestionéis  que  me  ¡Había  propuesto  analizar,  en  re- 
lación a  interesantes  problemas  institucionales  comprendidos 
en  nuestro  programa,  a  -saber :  «Si  el  P.  E.  de  la  Nación 
» puede  decretar  una  intervención  a  las  provincias  durante 
»el  receso  del  Congreso,  y  en  su  caso,  las  facultades  de 
»  este  último  para  aprobar  o  desautorizar  aquel  acto,  una 
»vez  'abierto  su  período  ordinario  de  sesiones». 

En  las  cuestiones  de  carácter  fundamental,  regidas 
por  las  leyes  básicas  del  país,  se  presentan,  como  en  la 
generalidad  de  los  problemas  de  orden  legal  o  sociológico, 
al  lado  de  casos  ten  que  puede  afirmarse  sin  vacilaciones 
cual  ¡es  la  solución  que  encierra  la  verdad,  otros,  donde  la 
propia  obscuridad  y  la  falta  de  precisión  en  los  términos, 
exigen  llegar  a  conclusiones  definitivas  inclinándose  ante 
los  más  sólidos  razonamientos,  sin  que  esto  importe  des- 
conocer la  existencia  de  algunas  observaciones  en  contrario, 
que  -han  podido  lógicamente  determinar  vacilaciones  en  el 
espíritu. 

El  problema,  planteado  como  tema  de  la  presente 
conferencia  se  encuentra  en  los  casos  de  la  última  cate- 
goría, debido  en  primer  término,  a  que  «nuestra  constitu- 
ción», apartándose  de  su  propia  metodología,  no  trae  so- 
bre el  particular,  conceptos  definidos.  En  efecto,  aque- 
lla, después  de  enumerar  en  el  «Capítulo  único»  de  la 
«Parte  primera»,  las  «declaraciones,  derechos,  y  garantías», 
precisa,  en  seguida,  al  organizar  los  diferentes  poderes  de 
gobierno,  las  atribuciones  que  a  cada  uno  de  ellos  corres- 
ponde en  relación  al  cumplimiento  de  esos  principios,  y 
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a  la  realización  consiguiente  de  los  fines  atribuidos  al 
«gobierno  federal». 

Y  así,  por  ejemplo,  la  disposición  del  artículo  23 
que  autoriza,  en  general,  la  declaración  de  estado  de  sitio, 
tiene  su  complemento  en  los  artículos  67,  inc.  26  y  86 
inc.  19,  que  respectivamente  atribuyen  tal  poder,  al  Con- 
greso durante  sus  sesiones  y  al  P.  Ejecutivo  en  receso 
de  aquél;  y  el  precepto  del  artículo  27  que  establece  la 
obligación  en  el  «gobierno  federal»  de  afianzar  las  rela- 
laciones de  paz  y  de  comjercio,  por  medio  de  tratados, 
recibe  su  aprobación  cuando  el  Congreso  de  conformidad 
al  artículo  67,  inciso  19  aprueba  los  convenios  interna- 
cionales que  puede  el  Ejecutivo  realizar  con  la  facultad 
que  le  atribuye  el  inciso  14  del  artículo  86. 

En  cambio,  tratándose  de  la  «intervención»,  que  pue- 
de y  debe  llevar  el  gobierno  federal  a  las  provincias, 
no  encontramos  otras  disipes  i  ci  one  s  que  las  generales  de 
los  artículos  5o  y  6o,  sin  que,  al  enumerar  las  atribuciones 
de  cada  uno  de  los  poderes  se  fije,  como  en  ¡as  demás 
materias  sobre  que  legisla,  el  rol  que  a  cada  uno  de  aque- 
llos corresponde  en  su  ejecución. 

Y  no  porque  faltaren  precedentes,  ya  que  la  Cons- 
titución de  Suiza,  que  nos  ha  servido  en  otros  puntos  de 
modelo,  y  de  que  los  constituyentes  se  apartaron  delibe- 
radamente en  este  caso,  después  de  establecer  en  su  artícu- 
lo 5.°  «la  garantía  de  la  confederación  a  los  cantones  y  su 
poder  de  intervención»,  fija,  en  seguida,  por  el  art.  85 
como  atribución  de  la  «Asamblea  Federal»,  la  declaración 
de  aquella,  autorizando  sólo  excepcionalmente  —  por  el  art. 
102  —  al  «Consejo  Federal»  que  es  su  P.  Ejecutivo,  para 
dictar  medidas  de  urgencia,  convocando  en  casos  de  im- 
portancia a  las  Cámaras  Legislativas. 

La  falta  de  enunciaciones  precisas  como  todas  las 
anteriormente  recordadas,  es  la  que  hia  dado  origen  a  tan- 
tas discusiones  respecto  al  asunto  de  que  hoy  nos  ocu- 
pamos. 
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El  Poder  Ejecutivo  y  la  Constitución 

Antes  de  entrar  ahora  a  fijar  Jos  motivos  aue  me 
inducen  a  pensar,  que  de  acuerdo  a  nuestra  Constitución, 
el  P.  Ejecutivo  de  la  Nación  puede  decretar  intervenciones 
en  receso  del  Congreso,  necesito,  como  una  cuestión  pre-  " 
via,  poner  de  relieve  la  naturaleza  del  Poder  Ejecutivo 
que  tenemos  organizado,  analizándolo  en  sus  propias  fa- 
cultades y  comparativamente  a  las  del  Presidente  de  los 
Estados  Unidos. 

No  cabe  a  este  respecto  duda  alguna,  que,  el  «pro- 
pósito sentido  y  realizado»  en  la  Constitución  Argentina, 
fué,  crear  un  poder  ejecutivo  fuerte,  mucho  más  fuerte 
que  el  de  la  Confederación  Suiza  y  el  de  los  Americanos 
del  Norte,  inspirándose  directamente  en  el  pensamiento 
de  Alberdi,  que  miraba  en  él,  la  forma  única  de  salvar 
a  los  países  de  la  América  del  Sur  de  iois  peligros  de  la 
anarquía. 

Si  comparamos  el  artículo  86  de  la  Constitución  que 
nos  rige  con  el  85  del  proyecto  de  Alberdi,  que  respec- 
tivamente fijan  las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo,  en- 
contramos que  el  primero  es  casi  literarmtente  la  copia 
del  segundo,  demostrando  algo  que  por  lo  demás  es  no- 
torio, esto  es,  que  las  «Bases»  del  gran  estadista  inspira- 
ron directamente,  sobre  la  materia,  a  los  constituyentes 
del  53. 

Y,  ese  concepto  viviente  en  el  articulado  del  proyecto 
lo  expresa  claramente  Alberdi  en  el  capítulo  XXV  de  sus 
Bases,  cuando  dice: 

«Llamaré  únicamente  la  atención  sobre  los  puntos 
» esenciales  que  han  de  tenerse  en  vista  en  la  Constitución 
»del  Poder  Ejecutivo.  Este  es  uno  de  los  rasgos  en  que 
»  nuestra  Constitución  Hispano-Argentnia  debe  separarse  del 
«ejemplo  de  la  Constitución  Federal  de  ios  Estados  Unidos». 

«Yo  no  vacilaría  en  asegurar  —  agrega  —  que  de  la 
» Constitución  del  Poder  Ejecutivo  especialmente  depende 
»la  suerte  de  los  Estados  de  la  América  del  Sud». 
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«Llamado  ese  poder  a  defender  y  conservar  el  orden 
»y  la  paz,  es  decir,  la  observancia  de  la  Constitución  y 
»de  las  leyes,  se  puede  decir,  «que  a  él  solo  se  halla  casi 
» reducido  el  gobierno  en  estos  países,  de  la  América  an- 
»tes  española». 

Si  analizamos  en  detalle  algunas  de  las  disposiciones 
constitucionales,  veremos,  cómo  el  pensamiento  de  Alberdi 
sobre  la  organización  del  «poder  ejecutivo  fuerte»  triun- 
fa, en  la  Constitución  Argentina,  en  contraposición  a  una 
Asamblea  Legislativa  con  facultades  amplias,  de  la  Cons- 
titución Americana. 

Tenemos,  en  efecto,  que  al  lado  de  la  facultad  para 
nombrar  y  remover  «por  sí  solo»  la  casi  totalidad  de  los 
funcionarios  de  la  administración,  que'  acuerda  a  nuestro 
presidente  el  inciso  10  del  artículo  86,  se  nos  ofrece  la 
disposición  correspondiente  de  la  constitución  americana 
según  la  cual,  el  presidente  deberá  realizar  todas  las  de- 
signaciones, «con  acuerdo  del  Senado»,  a  menos  que  el 
mismo  Congreso  no  fije  por  ley,  otra  forma  de  nombra- 
miento. 

En  contraposición  a  nuestro  artículo  55,  que  limita 
el  «período  de  sesiones  del  Congreso  a  cinco  meses»,  com- 
prendidos el.ntre  el  1.°  de  Mayo  y  el  30  de  Septiembre  de 
cada  año,  a  menos  «que  el  presidente  quiera»  prorrogarlo 
o  convocarlo  a  sesiones  extraordinarias,  tenemos  el  art. 

sección  4.a,  inciso  2.°  de  la  Constitución  de  los  Estados 
Unidos,  el  cual,  determinando  que  el  Congreso  se  reunirá 
«por  lo  menos  una  vez»  cada  año,  abriendo  sus  sesiones 
el  primer  lunes  de  Marzo,  lo  faculta  a  prorrogar  aquéllas, 
y  a  fijar,  «por  sí  mismo»  otras  épocas  de  funcionamiento  : 
goza  así  de  lo  que  los  escritores  americanos  llaman  el 
«self-moving»  and  «Self-dependent». 

E¡n  frente  del  artículo  86  inciso  19,  que  autoriza  a 
nuestro  presidente,  a  declarar  el  estado  de  sitio,  tenemos 
el  artículo  I  de  la  Constitución  Americana,  que  después 
de  enumerar  en  la  sección  8.a,  «los  poderes  del  Congreso», 
le  fija  en  el  9.°  «sus  limitaciones»,  y  entre  ellas  la  de  que 
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no  suspenderá  (el  Congreso)  el  privilegio  de  «habeas  cor- 
pus»,  excepto  los  casos  en  que  la  rebelión,  invasión  o 
seguridad  públicas  lo  exijan. 

No  encontraríamos  tampoco  en  la  carta  política  de 
los  Americanos  del  Norte,  disposiciones  como  la  de  nues- 
tro artículo  86  inciso  11,  que  atribuye  al  Poder  Ejecutivo 
la  facultad  de  efectuar  la  apertura  de  las  sesiones  ordina- 
rias del  Congreso,  con  todos  los  peligros  consiguientes, 
a  pesar  de  lo  cual,  y  de  acuerdo  al  art.  55,  nada  obsta  a 
que  aquél  abra  por  sí  mismo  el  período  de  sus  sesiones, 
a  falta  de  convocatoria  oportuna  del  P.  Ejecutivo;  ni  la  de 
enviar  proyectos  de  ley  concurriendo  a  su  discusión  en 
las  cámaras  por  medio  de  los  ministros,  como  lo  autorizan 
los  artículos  68  y  71  de  nuestra  Constitución. 

Si  meditamos  un  poco  sobre  los  antecedentes  y  dis- 
posiciones recordados  1  legaremos  al  convencimiento,  no  tan 
solo  de  que,  siguiendo  el  coinsejo  de  Alberdi,  nuestros 
constituyentes  se  han  apartado  fundamentalmente  de  su 
modelo  americano,  en  lo  relativo  a  la  distribución  de  los 
poderes  entre  las  ramas  ejecutiva  y  legislativa  del  gobier- 
no, si  no  más  aún,  que  nuestra  Constitución  atribuye  al 
Presidente  poderes  excesivos,  que  si  pudieron  ser  necesa- 
rios en  su  'hora  para  salvar  la  anarquía,  hoy,  desaparecidos 
los  temores  de  aquella,  podrían  servir  únicamente  para 
hacer  peligrar  el  derecho  y  la  libertad. 

¿Qué  poder  más  enorme  puede  acaso  acordarse,  que 
el  de  declarar  en  suspenso  todas  las  garantías  constitu- 
cionales, sin  obligación  de  convocar  al  Congreso? 

¿Qué  situación  más  debilitada  que  la  de  un  Con- 
greso, que  aunque  lo  exijan  en  su  sentir  las  necesidades 
públicas  del  país,  no  puede  reunirse  sino  «cinco  meses» 
en  el  año,  a  menos  que  el  presidente  resuelva  lo  contrario? 

¿Y  qué  disposición  más  discutible,  que  la  de  un  con- 
greso, que  siendo  «juez  del  presidente»,  se  encuentra  du- 
rante «siete  meses  del  año»  inhabilitado  para  abrirle  cau- 
sa y  juzgar  de  la  misma,  aunque  la  totalidad  de  los  miem- 
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bros  del  primero  coincidan  en  que  el  último  falta  a  sus 
deberes,  llevando  acaso  al  país  hacia  la  ruina? 

Si  pues  ese  concepto  del  poder  ejecutivo  organizado 
por  la  Constitución  me  ha  de  servir  también  para  inter- 
pretar sus  facultades  respecto  a  la  cuestión  de  que  trata- 
mos, no  debo  pasar  por  alto  las  consideraciones  que  él 
me  inspira. 

Pienso  que  nuestra  Constitución  reclama  una  reforma 
radical  sobre  la  materia,  pues  lo  que  el  país  con  su  cul- 
tura pública  necesita,  no  es  un  poder  ejecutivo  casi  om- 
nímodo sino  un  presidente  controlado;  y  si  lo  autorizamos, 
por  ejemplo  a  decretar  el  estado  de  sitio  y  a  intervenir  en 
el  receso  debiera  ser  fijándole  un  término  perentorio  para  dar 
cuenta  al  Congreso,  y  atribuyéndole  asimismo  a  este  úl- 
timo, la  atribución  de  prorrogarse  o  reunirse  por  propia 
deliberación,  en  los  términos  de  la  Constitución  Ameri- 
cana. 

Con  estas  observaciones  previas,  entro  a  considerar 
ya  directamente  la  cuestión  propuesta: 

El  Gobierno  Tederal 

«¿Puede  el  P.  E.  entre  nosotros,  decretar  la  interven- 
ción de  una  provincia,  en  receso  del  Congreso,  fundado 
en  las  disposiciones  de  (los  artículos  5.°  y  6.°  de  la  Cons- 
titución ?» 

Pienso  que  sí : 

Lo  primero  que  interesa,  para  una  acertada  solución 
del  problema,  es,  fijar  el  concepto  exacto  de  la  disposi- 
ción contenida  en  los  referidos  artículos  5.°  y  6.°  de  la 
Constitución. 

¿  Es  un  derecho  ?  . . .  ¿Un  deber  ?  . . .  ¿  Acaso  una  sim- 
ple declaración? 

No  cabe  duda  alguna  que  las  disposiciones  enuncia- 
das consagran,  menos  que  una  facultad  del  «gobierno  fe- 
deral», «una  obligación  imperativa  de  garantir  al  pueblo 
de  las  provincias»,  aún  con  respecto  a  sus  propios  gobier 
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nos,  «el  régimen  y  la  vida  republicana,  como  el  ejercicio 
regular  de  sus  propias  instituciones». 

De  aquí  pues,  que  siendo  «una  garantía  debida  como 
base  del  pacto  federal»,  corresponde  acordarse  necesaria- 
mente, en  el  instante  mismo  en  que  la  subversión  de 
hecho  o  de  los  principios  la  reclama,  por  la  autoridad  que, 
en  función,  representa  a  la  autoridad  política  del  país, 
cuando  aquella  se  produzca. 

El  «gobierno  federal»  es  una  entidad  abstracta,  inca- 
paz de  actuar  por  sí  misma,  sino  por  órgano  de  los  res- 
pectivos poderes  que  lo  constituyen,  los  cuales  aislada  o 
coordinadamente  «lo  representan»,  a  Jos  efectos  del  cum- 
plimiento de  sus  fines  esenciales,  de  acuerdo  a  la  distri- 
bución de  las  funciones,  según  la  naturaleza  del  acto  o  la 
situación  más  favorable  para  el  cumplimiento  de  aquellas. 

Cuando  en  la  Constitución,  pues,  no  se  especifica — 
como  en  el  asunto  analizado  —  a  qué  poder  incumbe,  en  un 
caso  dado,  «la  representación  del  gobierno  federal»,  debe 
ello  determinarse  de  acuerdo  a  los  principios  indicados  y 
las  regias  aceptadas  de  interpretación  constitucional. 

Bien  pues;  según  lo  hemos  recordado,  el  Congreso 
solo  tiene  «cinco  meses  ,de  funcionamiento  ordinario»,  es- 
tando en  los  siete  restantes  inhabilitado  para  reunirse, 
a  menos  que  el  presidente  de  la  república  lo  juzgue  con- 
veniente. 

Tal  organización  respondió  a  la  teoría  de  Alberdi, 
de  crear  para  las  repúblicas  hispano-americanais,  «un  eje- 
cutivo fuerte,  y  libre  de  trabas  legislativas»,  de  tal  modo 
entonces,  que  correlativamente,  el  ejercicio  de  los  poderes 
está  concebido,  bajo  el  concepto  de  que  las  cámaras  esta- 
rían en  receso,  durante  el  mayor  período  del  año. 

Y  si  esto  es  ,así,  ¿  quién,  sino  el  P.  Ejecutivo  que  tie- 
ne la  representación  constitucional  del  país,  «puede»  y  «debe» 
acordar  a  los  pueblos  de  las  provincias,  la  garantía  que 
les  ofreció  la  Constitución  argentina? 

No  hay  duda  que  el  presidente  no  es  el  «gobierno  fe- 
deral», pero  como  lo  acabamos  de  enunciar,  el  último  no 
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actúa  sino  representado  por  alguno  de  los  poderes ;  y  así, 
el  Congreso  fija  en  su  nombra  los  impuestos;  el  presiden- 
te hace  los  nombramientos  y  suspende  las  garantías  cons- 
titucionales por  su  autoridad  ;  y  las  cortes  de  justicia  de- 
ciden de  las  causas,  con  el  imperio  que  tan  solo  la  re- 
presentación de  la  soberanía  podría  atribuirles :  cada  uno 
actúa,  aislada  o  coordinadamente,  pero  en  todo  caso,  es 
el  «gobierno  federal»  quien  actúa,  y  por  su  intermedio  rea- 
liza los  fines  de  la  Constitución. 

Bien,  pues:  así  como  nadie  discute  que  funcionando 
el  Congreso,  corresponde  a  los  «dos  poderes  políticos»  de- 
cretar la  intervención,  excluyendo  al  poder  judicial,  «en 
razón  de  la  naturaleza  del  acto,  no  es  posible  desconocer, 
en  el  receso,  la  «representación»  del  «gobierno  federal», 
al  único  poder  de  ese  orden  que  funciona,  en  momentos  en 
que  aquél  «debe  imperativamente»  acordar  a  los  pueblos 
de  las  provincias  una  garantía  consagrada  en  la  carta  po- 
lítica. 

Sostener  lo  contrario  implicaría,  que  durante  el  pe- 
ríodo más  largo  del  año,  no  habría  autoridad  capacitada 
para  asegurar  a  los  pueblos  de  las  provincias  la  garantía 
fundamental  prometida  en  la  hora  de  la  organización, 

La  doctrina  que  sostengo,  surge  por  lo  demás  evi- 
dente, aplicando  las  reglas  de  interpretación  constitucio- 
nal, que  han  pasado,  en  su  género,  a  la  categoría  de  axio- 
mas, y  de  las  cuales  habré  de  recordar  dos  solamente, 
a  saber: 

Que  «la  Constitución  debe  ser  interpretada  en  el  sen- 
»tido  que  mejor  consulte  y  promueva  los  objetos  «que 
»ella  tuvo  en  vista»;  y  que  «no  debe  adherirse  a  la  letra» 
» cuando  ella  contraría  el  espíritu  y  la  razón  de  la  Cons- 
titución. «Los  fines  a  que  ésta  se  encamina,  no  deben 
»ser  sacrificados  ál  sentido  usual  de  la  palabra,  y  sería 
» lícito  apartarse  de  él,  para  hacer  prevalecer  aquéllos». 

No  he  de  detenerme  a  demostrar,  por  ser  indiscutible, 
que,  «a  todos  los  poderes  de  gobierno  indistintamente», 
pertenecen,  a  más  de  las  facultades  expresas,  «las  implí- 
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citas»,  que  ,no  son  otra  cosa,  que  «los  medios»  para  llevar 
a  debido  cumplimiento  los  fines  determinantes  de  su 
organización;  ni  lie  de  necesitar  más  que  la  simple  enun- 
ciación para  demostrar,  que  la  disposición  final  del  art. 
67  inc.  28,  que  faculta  al  Congreso  a  dictar  leyes  o  regla- 
mentos generales,  poniendo  en  ejercicio  los  poderes  con- 
cedidos por  la  Constitución  al  gobierno  de  la  Nación  Ar- 
gentina, no  puede  ¡significar  un  óbice  para  que  el  P.  Eje- 
cutivo, llene  a  la  vez  las  obligaciones  que  incumben  ai 
«gobierno  ¡federal»,  en  circunstancias  en  que  sólo  él  se 
halla  habilitado  para  efectuarlo,  amoldándose  a  los  re- 
glamentos generales,  cuando  existan,  o  fijando  las  normas 
de  conducta,  por  sí  mismo,  a  falta  de  aquellos. 

Esto  sentado,  pasaré  a  recordar  los  «antecedentes  na- 
cionales», Lque,  por  lo  numerosos,  no  contradichos,  y  la 
autoridad  de  las  firmas  de  los  actores,  constituyen  un  re- 
fuerzo poderoso  en  orden  a  las  conclusiones  que  acabo 
de  formular. 

Antecedentes  argentinos 

Los  antecedentes  a  que  habré  de  referirme  son  de 
índole  parlamentaria,  pues,  por  más  que  ha  llegado  a  enun- 
ciarse lo  contrario,  jamás  nuestra  Suprema  Corte,  ha  re- 
suelto, ni  tratado  siquiera  la  cuestión  do  que  hoy  nos  ocu- 
pamos :  el  caso  de  Santa  Fe  que  recordara  en  mi  anterior 
conferencia,  no  tiene  relación  alguna  con  aquella. 

Del  cuadro  que  hta  formado  personalmente  y  que  ten- 
go a  la  vista,  resulta:  que,  salvo  alguna  más,  que  puede 
habérseme  escapado  al  examen,  ;se  han  decretado  en  él 
receso  del  Congreso,  «treinta  y  dos»  intervenciones,  que  lle- 
van entre  otras  firmas,  las  de  Urquiza,  Del  Carril,  Derqui, 
Mitre,  Rawson,  Paz,  Sarmiento',  Vélez  Sársfieid,  Avellane- 
da, Roca,  Pellegrini,  Uriburu,  Villanueva,  Figueroa  Alcor- 
ta.  Joaquín  González,  Zeballos,  Drago,  Montes  de  Oca, 
Sáenz  Peña  e  Indalecio  Gómez. 

El  Congreso  «no  ha  desautorizado  ninguna  y  solo  ha 
intervenido  por  ley»  aprobándolas,  en  los  casos  de  Co- 
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rrientes,  en  1854;  Entre  Ríos,  en  1855  y  1873;  Buenos 
Aires  y  Corrientes,  en  1880,  por  coincidir  en  ellas  la  de- 
claración de  estado  de  sitio,  en  cuyo  caso  la  participación 
del  Congreso  es  imperativa,  de  conformidad  al  inciso  26, 
art.  67  de  la  Constitución. 

La  crónica  parlamentaria  y  los  documentos  de  dis- 
tinguidos estadistas  argentinos,  relacionados  con  los  asun- 
tos de  intervenciones,  hacen  cumplida  luz  sobre  la  cues- 
tión. 

Recordémoslos : 

El  primer  caso  de  debate  interesante  sobre  la  mate- 
ria, y  que  cito,  aunque  aparezca  y  se  haya  invocado  en 
apoyo  de  la  tesis  contraria  a  la  que  vengo  sosteniendo, 
fué  el  que  provocó  la  intervención  a  Gatamarca  el  año 
1862. 

Con  motivo  de  una  perturbación  del  orden  en  la  pro- 
vincia referida,  el  general  Mitre,  gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  a  cargo  de  los  asuntos  de  la 
Confederación,  dictó  el  siguiente  decreto : 

«Buenos  Aires,  Agosto  11  de  1862. 

Art.  l.°  —  «Nómbrase  al  senador  por  SaJta,  general 
don  Anselmo  Rojo,  para  que,  como  comisionado  nacional } 
pase  a  las  provincias  del  Norte,  a  arreglar  las  dificultades 
a  que  ha  dado  origen  el  nombramiento  de  gobernador 
de  Catamarca.» 

Art.  2.°  —  «El  comisionado  nacional,  podrá  tomar  el 
mando,  si  el  caso  lo  requiere,  de  las  milicias  cuya  reu- 
nión autorice  el  Congreso.» 

Llevado  ese  decreto  a  conocimiento  de  la  cámara,  al 
solo  efecto  de  los  artículos  67  inciso  24  (Reunión  de  mi- 
licias) y  86  inciso  19  (Estado  de  sitio)  como  aquél  mismjo 
lo  dice  en  eJ  artículo  3.°,  el  Congreso  se  creyó  autorizado 
a  intervenir  directamente,  declarando  por  sí  la  interven- 
ción y  aprobando  la  actuación  anterior  del  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Refiriéndose  al  caso  y  como  miembro  informante  del 
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despacho  aprobado,  el  doctor  Rawson  sostuvo  la  facultad 
del  Congreso  para  decretar  la  intervención. 

Como  se  vé,  la  cuestión  no  podía  ser'  discutible,  tra- 
tándose de  una  intervención  decretada  por  el  Poder  Eje- 
cutivo en  pleno  funcionamiento  del  Congreso ;  y  de  ahí 
que  se  explique  perfectamente  la  opinión  del  doctor  Raw- 
son,  sin  contradicción,  por  otra  parte,  con  sus  actos  poste- 
riores al  decretar  en  su  carácter  de  ministro  del  interior 
de  Mitre  y  de  Paz,  diversas  intervenciones  en  el  receso, 
como  las  de  Córdoba  en  1865,  a  Mendoza  en  1866,  y 
a  La  Rioja  y  Santa  Fe  en  1867. 

En  1862  comienzan  también  las  tentativas  de  legis- 
ladores, tratando  de  desconocer  al  Ejecutivo  la  facultad 
de  intervenir  en  las  provincias ;  tenían  tal  propósito  los 
proyectos,  de  Zuviría  en  1862:  senador  Rojo  en  1867; 
Z  avalla,  ^ráoz  y  Oroño  en  1868 ;  Quintana  y  otros  en  1869, 
y  Julio  Costa  en  1908. 

Ninguno,  sin  embargo,  llegó  a  convertir  se  en  ley  de 
la  Nación. 

En  el  célebre  debate  sobtre  San  Juan  el  año  1869, 
discutiendo  la  actuación  del  Presidente  Sarmiento,  que  du- 
rante el  receso  decretó  la  intervención  a  dicha  provincia, 
«fué  rechazado»  por  el  Senado  Nacional,  el  proyecto  en 
virtud  del  cual  se  ordenaba  la  reposición  del  gobernador 
Zavalla,  cuyo  derrocamiento  había  reconocido  el  Poder  Eje- 
cutivo. La  mayoría  triunfante  sostuvo  que  tratándose  de 
una  facultad  propia  para  el  Ejecutivo  durante  el  receso, 
era  definitiva  en  sus  efectos. 

Otra  discusión  memorable  se  produjo  en  las  sesiones 
del  mismo  año  69,  con  mlotivo  del  proyecto  Quintana,  no  tan 
solo  por  las  personas  que  en  aquella  intervinieron  en  el 
parlamento,  sino  por  el  veto  que  provocara  el  despacho 
sancionado,  acompañado  del  mensaje  que  lleva  las  firmas 
de  Sarmiento  y  Vélez  Sársfield. 

Por  el  proyecto  Quintana  que  sancionaron  ambas  cá- 
maras, se  establecía  la  facultad  de  intervenir  como  exclu- 
siva del  Congreso,  autorizando  al  Ejecutivo  a  usarla  en 
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el  receso  de  aquél,  «solamente  en  el  caso  de  requisición 
de  las  autoridades  y  con  la  obligación  de  someter  los 
actos  a  la  aprobación  del  Congreso». 

Sostuvo  el  peso  del  debate,  con  toda  la  fuerza  de  su 
talento  y  el  brío  de  su  juventud  el  doctor  Manuel  Quin- 
tana, quien  invocando  la  Constitución  y  jurisprudencia  ame- 
ricana, en  su  apoyo,  decía  : 

«La  doctrina,  según  la  cual  el  período  de  receso  le- 
»gislativo  constituye  una  nueva  fuente  de  poderes  para 
»el  Presidente,  es  una  doctrina  condenada  por  un  buen 
» sistema  constitucional,  y  atentatoria  al  principio  de  la 
» división  de  los  departamentos  de  gobierno.- 

Ahora  bien;  37  años  después,  el  mismo  doctor  Quin- 
tana, ya  Presidente  de  la  Nación,  sin  perjuicio  de  no  hacer 
lugar  a  un  pedido  de  intervención  a  la  provincia  de  San 
Juan,  por  no  hallarse  a  su  juicio  en  el  caso  del  artículo  6.°, 
funda  la  facultad  del  Poder  Ejecutivo,  para  intervenir  en 
el  receso,  por  medio  del  decreto  de  fecha  Enero  12  de 
1906,  donde  dice : 

«Que  corresponde  al  Poder  Ejecutivo  «en  ejercicio 
» de  facultades  propias:;  toda  medida  tendiente  a  la  con- 
servación del  orden  establecido  por  la  Constitución  de 
»la  República,  y  «en  el  receso  del  H.  Congreso  puede 
«ejercitar  aquellas  atribuciones »  conferidas  al  «gobierno  fe- 
»deral»  para  los  mismos  fines,  v  en  cuanto  lo  reclamen 
»las  necesidades  públicas  . 

«Que  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  primera  parte 
»del  artículo  6.°  de  la  Constitución,  el  «gobierno  federal,) 
» puede  intervenir  en  el  territorio  de  las  provincias,  para 
» garantir  la  forma  republicana  de  gobierno,  sin  requisi- 
»ción  de  sus  autoridades  .  etc. 

A  pesar  de  las  interesantes  réplicas,  y  entre  ellas 
las  de  dos  ilustres  legisladores  por  Córdoba,  diputado  Luis 
Vélez  y  senador  Martín  Pinero,  que  sostuvieron  la  facultad 
del  Poder  Ejecutivo,  en  contra  del  proyecto  Quintana,  fué 
este  sancionado  por  ambas  cámaras  y  pasado  a  aquél,  a 
los  fines  de  su  promulgación. 
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La  ley  fué  «vetada»,  y  el  mensaje  en  que  se  fundan 
las  observaciones  lleva  la  firma  del  Presidente  Sarmien- 
to y  del  ministro  de!  interior  Vélez  Sársfield.  En.  dicho 
documento  se  sostiene  la  facultad  propia  del  P.  E.  para 
intervenir  en  el  receso. 

Recordaré  algunos  párrafos  del  documento  referido  : 

«El  Poder  Ejecutivo  tiene  poderes  propios  emanados 
» de  la  Constitución,  que  es  la  misma  fuente'  de  que  erna- 
»nan  los  del  Congreso,  y  no  puede  dejarse  en  el  texto  de 
»una  ley  establecido  que  tienen  otro  origen.» 

«,E,n  nuestro  sistema  de  gobierno,  cada  poder  público 
» tiene  ¡su  esfera  de  acción  señalada;  y  es  base  del  siste- 
»ma  que  cada  uno  ejerza  sus  facultades  y  llene  sus  de- 
»  beres  con  prescindencia  de  los  otros». 

«Es  de  aquí  que  arranca  la  deducción  que  las  atribu- 
» ci  ornes  constitucio  nales  de  un  poder  no  pueden  ser  de- 
» legadas  en  otro,  y  «como  consecuencia  de  ella,  que  los 
» actos  del  uno,  no  pueden  ser  ¡sometidos  a  ]a  revisión 
» y  a  la  aprobación  de  los  demás.» 

«El  proyecto  sobre  interven  ciones  locales  que  el  Con. 
»greso  ha  sancionado,  echa  por  tierra  aquellos  principios 
» fundamentales  de  nuestra  organización  política,  y  hace 
»del  P.  Ejecutivo,  un  mero  agiente  del  Poder  Legislativo.» 

«El  proyecto  de  ley,  que  somete  a  la  aprobación  del 
» Congreso  los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  es  por  lo  tanto 
» «insostenible  a  la  luz  de  los  principios  constitucionales 
« que  han  servido  de  base  a  nuestra  organización  política.» 

«El  Poder  Ejecutivo  —  agrega -— cree  deber  recordar 
» con  íntima  satisfacción,  que  ¡su  jefe  fué  el  primero  en 
» aceptar  la  forma  federal  que  los  hechos  habían  impuesto 
»a  la  República  unitaria,  con  tal  que  se  ajustase  a  los 
» principios  y  garantías  de  la  única  federación  digna  de 
» servir  de  modelo.» 

«Cúpole  la  honra  —  continúa  —  en  el  transcurso  cíe 
»los  años  de  contribuir  a  la  reforma  de  la  Constitución, 
» ajustándose  más  y  más,  a  esos  principios,  y  sobre  todo 
»en  el  artículo  6.°,  que  hoy  quiere  someterse  al  extraño 
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» expediente  de  las  leyes  especiales  para  su  cumplimiento. 
¿  Quién  «tendría»  —  dice  —  títulos  y  derechos  para  juzgar- 
»  se  más  celoso  de  la  preservación  de  ese  sistema  a  cuyo 
» regular  establecimiento  consagró  su  vida?» 

Concordantes  en  sus  ideas,  Sarmiento  y  Veloz  Sárs- 
field  decretaron  las  intervenciones  a  San  Juan  y  Jujuy 
en  1868  y  1870,  respectivamente:,  y  a  San  Juan  y  Entre 
Ríos  en  1873. 

E,n  el  decreto  de  intervención  a  la  provincia  de  Bue- 
nos Aires,  dictado  con  fecha  16  de  Febrero  de  1903,  el 
reputado  constitucionalista,  ministro  entonces  del  interior, 
doctor  Joaquín  V.  González,  establece,  con  sus  colegas 
Drago  y  Avellaneda: 

«Que  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  le  está  enco- 
mendado el  mantenimiento  del  orden  establecido  por  la 
Constitución  de  la  República  y  «en  el  receso  del  H.  Con- 
greso puede  hacer  uso  de  todas  aquellas  facultades  con- 
currentes a  ese  fin,  que  correspondan  al  «gobierno  fede- 
ral», teniendo  para  este  caso,  como  para  todos  aquellos 
en  que  ejerce  funciones  propias,  plenos  poderes  para  dar- 
les cumplimiento,  así  como  para  determinar  el  alcance 
de  los  mismos,  según  lo  requieran  las  necesidades  pú- 
blicas.» 

— El  año  1907,  con  motivo  de  la  intervención  a  Co- 
rrientes, decretada  por  el  P.  E.  durante  el  receso,  y  en 
circunstancias  en  que  el  comisionado  nacional  asumía  el 
mando,  fué  1J amado  el  ministro  del  interior  al  Congreso, 
a  dar  informes  al  respecto ;  con  tal  motivo1  el  señor  Marco 
Avellaneda,  que  desempeñaba  la  cartera,  dijo:  «La  facul- 
tad de  intervenir,  quizá  por  ser  la  más  trascendental  acor- 
dada al  Poder  Federal,  no  lo  ha  sido  expresamente  a  nin- 
guno de  los  altos  poderes  de  la  Nación.  Esta  facultad  no 
está  enumerada  en  las  atribuciones;  del  Poder  Legislativo, 
y  no  lo  está  tampoco  en  las  atribuciones  del  Poder  Eje- 
cutivo. La  atribución  de  intervenir  acordada  al  «gobierno 
federal»  figura  en  la  primera  parte  de  la  Constitución, 
en  el  capítulo  de  las  «declaraciones»,  derechos  y  garan- 
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tías»,  y  se  ha  entendido  desde  los  primeros  tiempos  de 
nuestra  organización  nacional,  que  debía  ejercitarla  el  H. 
Congreso,  en  el  período  de  sus  sesiones,  y  que  «debía 
ejercerla  el  P.  Ejecutivo  durante  el  receso,  con  la  mis- 
ma amplitud  con  que  la  ejerce  durante  sus  sesiones  el 
Po der  Legislativo .» 

«De  maniera  —  agrega — que  todos  Los  actos  que  en 
ejercicio  de  esta  facultad  ejecuta  el  Poder  Ejecutivo  son 
irrevocables.» 

«El  Congreso  podría  acusar — dice — al  Poder  Ejecu- 
tivo, por  mal  desempeño  de  esta  facultad,  como  puede 
hacerlo  cuando  crea  que  comete  delito  en  la  ejecución 
de  cualquiera  de  las  atribuciones  acordadas  por  la  Cons- 
titución, «pero  de  ninguna  manera  puede  rever  sus  actos, 
y  de  ninguna  manera  puede  deshacer  lo  que  haga  el  Po- 
der Ejecutivo  en  uso  de  esa  facultad.» 

Terminó  con  estas  palabras:  «Uno  de  nuestros  gran- 
des presidentes,  el  señor  Sarmiento,  con  la  firma  de  uno 
de  nuestros  más  grandes  oonstitucionalistas  el  doctor  Vé- 
lez  Sársfield,  «vetó»  dos  leyes  reglamentando  la  facultad 
de  intervenir,  y  ese  veto  fué  fundado  en  que,  a  juicio 
de  ellas  el  Congreso  cercenaba  las  facultades  amplias  para 
intervenir  que  le  acordaba  la  Constitución  Nacjional», 

Agregó,  en  seguida  el  ministro,  algunos  antecedentes 
sobre  el  asunto. 

La  cámara,  por  inmensa  mayoría,  aprobó  la  exposi- 
ción del  Poder  Ejecutivo. 

El  último  caso  de  resonancia,  sobre  intervenciones 
del  Poder  Ejecutivo  (en  el  receso,  fué  el  de  Santa  Fé,  dispo- 
niendo aquella,  con  fecbja  Abril  de  1911  por  decreto  que 
lleva  la  firma  de  los  doctores  Roque  Sáenz  Peña  e  In- 
dalecio Gómez. 

Tramitada  la  intervención  durante  todo  el  período 
parlamentario  de  1911,  jamás  se  reclamó  la  aprobación  del 
Congreso,  ni  éste  hizo  requerimiento  ni  tomó  decisión  al- 
guna a  su  respecto. 

Por  lo  demás,  la  ley  1606  dictada  por  el  Congreso 
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en  Julio  de  1885,  reconoce  expresamente  al  P.  E.  la 
facultad  de  intervenir  en  el  receso,  cuando  dice :  «El  Po- 
der Ejecutivo  no  podrá  hacer  gasto  alguno  que  no  estu- 
viere autorizado  por  la  ley  de  presupuesto,  o  por  una 
ley  especial,  excepto  cuando  se  produzca  alguno  de  los  ca- 
sos de  los  artículos  6  y  23  de  la  Constitución,  encontrán- 
dose en  receso  el  Congreso,  en  los  cuales  podrá  auto- 
rizar aquellos  que  exijan  las  circunstancias». 

En  la.  anterior  relación  de  antecedentes  parlamentarios 
he  tenido  oportunidad  de  recordar  la  opinión  casi  uniforme 
de  los  estadistas  que  en  el  país  han  fijado  orientaciones 
y  servido  de  guía  en  la  interpretación  de  los  preceptos 
de  la  Constitución. 

Cerraré  la  nómina  de  aquellos,  refiriéndome  al  doctor 
Montes  de  Oca,  que  en  su  tratado  de  derecho  constitucional, 
si  bien  enuncia  las  dificultades  para,  dar  una  solución  acer- 
tada a  la  cuestión  relativa  a  cuál  sea  la  autoridad  con  po- 
deres para  decretar  la  intervención,  dice  al  final  del  capítulo 
en  que  trata  del  asunto :  «Aún  cuando  admitamos  que  el 
Congreso  es  el  poder  competente»  la  doctrina  no  puede 
Uegar  hasta  negar  al  Presidente  de  la  República  la  facul- 
tad «de  representar  al  país»  en  los  casos  de  urgencia, 
cuando  el  cuerpo  legislativo  ha  terminado  sus  sesiones.» 

Ello  presenta  por  lo  demás  al  distinguido  constitu- 
cionalista  consecuente  con  su  firma  al  pie  de  varios  de- 
cretos de  intervención  del  Poder  Ejecutivo  en  las  provin- 
cias, durante  el  receso  del  Congreso,  sin  someterlos,  en 
ninguno  de  los  casos  a  la  aprobación  de  este  último. 

La  doctrina  americana 

Analizados  los  antecedentes  parlamentarios  argentinos, 
paso  a  ocuparme  de  la  importancia  que  pudieran  tener  en 
favor  de  la  tesis  contraria  a  la  que  vengo  sosteniendo, 
los  de  diverso  orden  que  se  han  invocado,  como  produci- 
dos en  la  República  del  Norte. 

Con  la  introducción  a  la  presente  conferencia  recor- 
daré, que  no  existe  paralelo  en  la  distribución  de  los  po- 
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dores  legislativos  y  ejecutivos  realizada  por  ambas  cons- 
tituciones :  la  Argentina  crea  un  Poder  Ejecutivo  inmensa- 
mente más  fuerte1,  cercenando  oonsiguienteimjente  al  Con- 
greso, poderes  que  en  la  de  Estados  Unidos  se  atribuyen 
a  este  último. 

Por  otra  parte,  colocada  la  garantía  de  los  artículos 
5.°  y  6.°  en  el  título  preliminar  de  las  declaraciones  y  de- 
rechos, para  ser  realizada  por  el  «gobierno  federal»,  te- 
nemos que  la  disposición  correlativa  de  los  Estados  Uni- 
dos, sección  4.a  del  artículo  IV,  se  encuentra  entre  las  sec- 
ciones 3.a  y  5.a  del  último  que  tratan  de  facultades  ex- 
prés amiente  conferidas  al  Congreso1. 

Bastarían  las  circunstancias  señaladas  y  la  marcada 
diferencia  en  cuanto  al  alcance  de  los  poderes  de  inter- 
vención, para  concluir  que  es  un  criterio  inaceptable  el 
de  pretender  juzgar  las  atribuciones  de  Jos  presidentes 
argentinos,  en  cuanto  a  los  poderes  mencionados  se  re- 
fiere, aplicando  los  antecedentes,  la  jurisprudencia  y  la 
doctrina  americana: 

Con  todo,  y  a  pesar  de  la  mayor  amplitud  de  los  po- 
deres del  Congreso  de  los  Estados  Unidos,  la  cuestión  no 
ha  sido  allí  tampoco  resuelta  con  la  uniformidad  que  se 
pretende. 

Paschal,  en  sus  comentarios  a  la  constitución,  re- 
firiéndose a  la  garantía  de  la  forma  republicana  asegura- 
da a  los  Estados,  bajo  el  número  233,  dice:  «En  este  caso 
la  obligación  es  de  los  «Estados  Unidos  a  los  «Estados»; 
pero  si  ha  de  ser  ejercida  por  el  Poder  Legislativo  o  por 
el  Presidente,  es  una  de  las  cuestiones  que  han  surgido  de 
las  medidas  de  reconstrucción» ;  y  en  seguida  agrega:  «So- 
bre el  «derecho»  de  ejercer  este  poder  no  ha  habido  disputa. 
Desgraciadamente  la  controversia  ha  versado  sobre  «cuál 
departamento  del  gobierno  de  los  Estados.  Unidos  debe  juz- 
gar de  la  necesidad  y  aplicar  el  remedio». 

Los  antecedentes  que  se  han  invocado  por  los  sos- 
tenedores de  la  facultad  privativa  del  Congreso  en  materia 
de  intervenciones  son:  dos.  principalmente  de  carácter  par- 
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lamentarlo  y  uno  de  naturaleza  judicial  :  analicémoslo?  por 
su  orden. 

En  1843.  Mr.  Dorr  encabezando  un  partido  revolu- 
cionario invadió  el  Estado  de  Rhode  Island,  amenazando 
a  las  autoridades  constituidas.  El  Presidente  Tyler,  cuya 
protección  había  sido  ya  antes  requerida  por  aquellas,  en- 
vió al  secretario  de  la  guerra  con  instrucciones  definidas 
para  acordarla.  Bastó  La  sola  resolución  para  que  los  se- 
diciosos abandonaran  el  Estado,  concluyendo  también  de 
hecho  la  intervención  federal. 

Reunido  el  Congreso  en  1844.  requirió  los  anteceden- 
tes del  asunto,  los  que  Tyler  envió  con  la  mayor  am- 
plitud. 

Tales  hechos,  como  se  vé,  carecen  de  importancia, 
en  apoyo  de  la  tesis,  para  cuyo  afianzamiento  se  invo- 
can, pues  son  cosas  fundanientalmente  diversas,  que  el  Con- 
greso solicite  y  el  Presidente  mande  los  antecedentes  relati- 
vos a  una  intervención  decretada  en  el  receso,  y  que  carez- 
ca de  atribuciones  para  acordarla,  o  que  resuelta  y  ejecu- 
tada, deba  someterla  a  la  definitiva  aprobación  del  cuer- 
po legislativo. 

E'  otro  antecedente  parlamentario  es  el  de  la  «ley  de 
reconstrucción»  de  2  de  Mayo  de  1867. 

Efectivamente:  para  fundar  aquella,  el  Congreso  sos- 
tuvo como  propia  la  facultad  de  intervención,  en  frente 
al  Presidente  Lincoln  que  al  «vetar»  la  ley,  reclamaba 
para  el  Ejecutivo  la  atribución  referida,  en  receso  del  Con- 
greso. 

Por  lo  demás,  como  lo  dije  ya  en  mi  anterior  con- 
ferencia, esa  ley  violó  fundamentalmente  la  base  de  la 
organización  federativa  americana,  al  convertir  a  diez  Es- 
tados del  Sud,  en  cinco  circunscripciones  militares,  go- 
bernadas como  tales,  hasta  que  el  Congreso  dictó  la  nue- 
va ley  de  organización.  El  cuerpo  legislativo  que  así  proce- 
día no  puede  ser  presentado  como  una  autoridad  irrecu- 
sable, cuando  a  su  frente  aparecía,  en  abierta  oposición 
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a  esos  conceptos,  la  figura  austera  de  Lincoln,  que  li- 
brara a  su  patria  de  la  vergüenza  de  la  esclavitud. 

El  caso  de  orden  judicial,  americano,  que  se  invoca, 
carece  también  en  realidad  de  aplicación :  me  refiero  al 
de  «Luther  v.  Borden»,  que  no  se  olvida  jamás  por  los 
sostenedores  de  los  poderes  exclusivos  del  parlamento  en 
materia  de  intervenciones. 

Se  produjo  en  la  forma  siguiente:  Elegido  Borden, 
gobernador  de  Rhode-lsland  en  1843,  y  desconocida  su 
autoridad,  acudió  a  las  armas  y  allanó  el  domicilio  de 
Luther  apoderándose  de  su  persona.  El  último  demandó 
al  primero  ante  las  cortes  del  distrito,  alegando  que  era 
inconstitucional  el  gobierno  por  cuyas  órdenes  se  había 
procedido  al  allanamiento  de  domicilio. 

No  había  existido  intervención  alguna  del  Poder  Eje- 
cutivo, ni  se  discutió  tampoco  en  las  cámaras  el  asunto. 
La  Corte,  temiendo  en  cuenta  que  la  autoridad  de  Borden 
era  reconocida  por  el  'gobierno'  federal,  y  que  el  Con- 
greso había  aceptado  los  (diputados  y  senadores  del  Es- 
tado, «se  declaró  incompetente»,  (diciendo :  «Las  Cortes  de 
Justicia  uniformemente  sostienen  que  corresponde  al  po- 
der político  declarar  si  el  gobierno  legal  ha  sido*  depuesto 
o  no,  y  en  cuanto  esta  decisión  haya  tenido  lugar,  «deben 
limitarse  a  tomar  nota  de  ella»,  como  ley  suprema  del 
Estado,  sin  necesidad  de  informes  verbales,  ni  examen 
de  testigos». 

Tal  es  el  caso  y  la  resolución  de  la  Corte,  sin  que 
pueda  atribuirse  la  autoridad  de  ésta,  a  la  opinión  in- 
cidental y  aislada  de  alguno  de  sus  miembros,  sobre  un 
punto  extraño  a  la  cuestión  a  resolver. 

Queda  así  evidenciado,  que  a  pesar  de  la  mayor 
extensión  de  poderes  del  Congreso  Americano  en  relación 
al  nuestro  y  correlativamente  a  los  del  Poder  Ejecutivo, 
en  los  Estados  Unidois  mismo,  la  cuestión  sobre  el  poder 
facultado  para  decretar  la  intervención  ha  tenido  diferen- 
tes soluciones,  encontrándose  opiniones  autorizadas  en  am- 
bos campos  de  la  doctrina. 

9 
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El  Congreso  y  la  intervención  en  su  receso 

Tengo  la  convicción  de  ¡haber  justificado  la  facul- 
tad constitucional  del  Presidente  argentino  para  decretar 
intervenciones  en  el  receso ;  paso  pues  ahora  a  conside- 
rar la  segunda  cuestión: 

Decretada  una  inter vención  por  el  P.  E.  en  las  cir- 
cunstancias enunciadas,  ¿puede  el  Congreso  rever  dicha 
resolución  y  revocarla,  si  desaprueba  la  conducta  de  aquél? 

El  punto  se  encuentra  ya  resuelto  en  la  parte  pri- 
mera de  mi  anterior  exposición:  es  claro  que  si  el  Pre- 
sidente desempeñara  en  el  receso  y  respecto  a  la  ma- 
teria de  que  hablamos  '«facultades  delegadas  por  el  Con- 
greso», éste,  conociendo  del  acto  realizado  por  aquél  po- 
dría llegar  hasta  revocarlo  al  desautorizar  la  conducta  que 
lo  inspiró;  pero  si  por  el  contrario,  el  Poder  Ejecutivo 
«representa  al  gobierno  federal»  durante  el  receso  del  cuer- 
po legislativo,  para  el  cumplimiento  de  todas  las  funcio- 
nes políticas  que  a  dicho  gobierno  corresponden  y  no 
están  atribuidas  como  privativas  al  otro  poder  de  ese 
carácter,  claro  está,  que  el  ejercicio  de  esa  «función  pro- 
pia» no  puede  estar  sujeta  a  juicios  ni  aprobaciones  ulte- 
riores :  los  actos  así  realizados  tienen  carácter  definitivo. 

Tal  ha  sido  también  la  té-sis  sostenida,  sin  discre- 
pancia, por  los  presidentes  argentinos,  jamás  contradicha 
por  el  cuerpo  legislativo  al  referirse  a  intervenciones  pro- 
ducidas en  su  receso. 

Responsabilidades  del  Poder  Ejecutivo 

Por  lo  demás,  esto  «no  importa,  eliminar  al  P.  E. 
de  la  obligación  de  dar  cuenta  al  Congreso,  de  igual  modo 
que  de  cualquier  otro  acto  de  la  administración,  ya  por 
deliberación  espontánea  o  cuando  aquél  le  recabare  in- 
formes a  su  respecto.  Tampoco*  significa  declarar  su  irres- 
ponsabilidad. 

El  Congreso  tendría  siempre  atribuciones  para  pedir 
dichos  informes,  ya  para  basar  en  ellos  disposiciones  de 
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carácter  legislativo  general,  o  también  para  fundar  en  los 
mismos  un  procedimiento  de  juicio  político,  si  en  su  con- 
cepto hubiera  el  Presidente  extralimitado  sus  poderes. 

Y  no  se  diga  que  para  llegar  a  este  último  resultado 
sería  necesario  contar  con  los  dos  tercios  de  votos  en 
cada  una  de  las  cámaras,  acusadora  y  jurado,  pues  en 
idéntica  situación  se  encontraría  el  Conigreso,  para  revo- 
car los  efectos  de  una  intervención,  desaprobando  los  ac- 
tos del  Poder  Ejecutivo. 

En  efecto ;  el  Congreso,  esto  es,  las  cámaras  del  mis- 
mo no  pueden  actuar  coordinadamente  como  tales,  sino 
en  forma  «de  ley»;  y  como  ésta  habría  de  ser  necesaria- 
mente vetada  por  el  Poder  Ejecutivo  en  el  supuesto  de 
que  hablamos,  reclamaríanse  siempre  «los  dos  tercios  de 
votos»  en  cada  una  de  aquellas,  para  poder  conseguir  que 
prevalezca  la  voluntad  legislativa:  sería  necesario  pues 
un  número  igual  de  votos  que  el  requerido  para  el  jui- 
cio de  responsabilidad. 

Necesidad  de  una  ley 

Sobre  el  carácter  del  acto  legislativo  requerido  para 
desaprobar  la  conducta  del  Ejecutivo,  no  cabe  duda  al- 
guna, como  lo  he  dicho,  que  solo  podría  consistir  en  «una 
ley». 

El  diputado  Keen,  que  en  el  debate  sobre  el  pro- 
yecto Quintana  el  año  69,  informaba  el  despacho,  don- 
de se  sostenía  la  facultad  privativa  del  Congreso  en  ma- 
teria de  intervenciones,  dijo  en  esa  oportunidad: 

«Es  claro  que  si  el  Poder  Legislativo  desaprobara  la 
conducta  del  Poder  Ejecutivo,  solo  puede  hacerse  por  me- 
dio de  una  ley,  «ley  que  puede  combatir  el  P.  E.  em- 
pleando hasta  el  veto»,  lo  que  importa  decir,  que  sí  el 
Poder  Ejecutivo  cuenta  con  un  número  diminuto'  de  vo- 
tos en  el  seno  de  la  misma  cámara,  tiene  un  arma  pode- 
rosa para  hacer  triunfar  su  política,  y  estar  siempre  al 
lado  de  la  victoria». 

Sería  fatigar  demasiado  vuestra  atención,  insistir  más 
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todavía  sobre  cuestiones  que  considero  claramente  plan- 
teadas y  resueltas,  en  iel  sentido  de  las  conclusiones  sos- 
tenidas con  acopio  de  razonamientos  y  de  antecedentes 
que  las  cimentan. 

Termino  pues  entonces,  en  la  esperanza  de  que  mi 
palabra  haya  podido  arrojar  alguna  luz  sobre  los  intere- 
santes problemas  de  índole  constitucional,  que  desarro- 
llando el  programa  de  mi  materia  he  debido  considerar 
ante  vosotros. 

Mayo  de  1917. 


La  anterior  exposición  tuvo  el  honor  de  ser  recor- 
dada en  términos  altamente  elogiosos,  por  tos  diputados 
doctores  Vicente  C.  Gallo  y  Carlos  J.  Rodríguez;  y  la 
doctrina  en  ella  sustentada  mereció  en  definitiva  la  san- 
ción del  Congreso  a  pesar  de  su  tendencia  contraria  al 
P.  Ejecutivo,  cuando,  después  de  prolongados  y  apa- 
sionados debates,  dictó  la  ley  N.°  10.356,  que  aceptando 
la  intervención  decretada,  reglamentaba  la,  forma  de  cum- 
plimentarla: Dice  así  la  ley  mencionada: 


Ley  N.o  10.356. 

Enero  31  de  1918. 

Art.  l.°  —  El  Portier  Ejecutivo  de  la  Nación  dejará 
constituidos  los  poderes  electivos  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  el  primero  de  Mayo  de  mil  novecientos  diez 
y  ocho. 

Las  demás  disposiciones,  de  carácter  reglamentario, 
fijan  las  fechas  de  los  respectivos  actos  electorales. 
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Intervenciones  decretadas  por  el  Poder  Ejecutivo  durante  el  receso  del  Congreso 


Provincia 

Presidente 

Fecha 

¿Con  es- 
tado de 
sitio? 

¿Intervino 
el  Congreso? 

¿Aprobó 
el  Con- 
greso? 

Corrientes 

Urquiza 

Sep. 

1° 

1854 

Sí 

Sí 

Sí 

Corrientss 

Del  Carril 

Marzo 

16 

1855 

Sí 

Sí 

Sí 

La  Rioja 

Marzo 

6 

1858 

No 

No 

Santa  Fe 

» 

Octubre 

2b 

1856 

No 

No 

San  Juan 

Abril 

o 
0 

1857 

No 

No 

La  Rioja 

» 

Marzo 

5 

1857 

No 

No 

Santa  Fe 

-» 

Abril 

¿ 

1857 

No 

No 

Juiuv 

Urquiza 

Octubre 

3 

1857 

No 

No 

San  Juan 

Del  Carril 

Octubre 

14 

1858 

No 

No 

Mendoza 

» 

Marzo 

24 

1859 

No 

El  Senado 

— 

pidió  su  cese 

Santiago 

Derqui 

Octubre 

30 

1860 

No 

No 

San  Juan 

JNov. 

1860 

No 

No 

Córdoba 

Mitre 

Marzo 

9 

1865 

No 

No 

Mendoza 

Paz 

Nov. 

21 

1866 

No 

No 

La  Rioja 

No\T. 

30 

1867 

No 

No 

Santa  Fe 

Dicbre. 

25 

1867 

No 

No 

San  Juan 

Sarmiento 

Dicbre. 

3 

1868 

No 

El  Senado 

Jujuy 

Dicbre. 

1° 

1870 

No 

No 



San  Juan 

Febrero 

o 

o 

1873 

No 

No 

Entre  Ríos 

Marzo 

3 

1873 

Sí 

Sí 

Sí 

A  \r  a  lian  orí  o 

Febrero 

26 

1  ft77 
lO  í  i 

Mr» 

1N  O 

!N  o 

Jujuy 

Octubre 

1879 

No 

No 

Buenos  Aires 

1880 

Sí 

Sí 

Sí 

Corrienes 

1880 

Sí 

Sí 

Sí 

Cata  marca 

Pellegrini 

Nov. 

27 

1891 

No 

No 

Mendoza 

Nougués 

Enero 

21 

1892 

No 

No 

San  Luis 

Ur  i  buru 

Marzo 

3 

1897 

No 

No 

Buenos  Aires 

Roca 

Abril 

29 

1899 

No 

Ordenó  la 

prosecusión 

Entre  Ríos 

» 

Marzo 

20 

1900 

No 

No 

San  Juan 

Villanueva 

Febrero 

7 

1907 

No 

No 

Buenos  Aires 

Uriburu 

Febrero 

10 

1903 

No 

No 

Santa  Fe 

Sáenz  Peña 

Abril 

de 

1911 

Ko 

•  No 

NOTA: — Faltan  algunos  casos  de  1907  a  1911  no  recordados,  por 
no  haberme  sido  posible  obtener  el  Registro  Nacional  de  esa  fecha  para 
anotarlo  con  la  debida  precisión. 
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Proyecto  del  diputado  Dr.  Meló 

Solicitado  por  la  distinguida  comisión  directiva  de 
la  revista  del  «Centro  Estudiantes  de  Derecho»,  para  que 
formulase  mis  observaciones  al  proyecto  de  reforma  cons- 
titucional presentado  por  el  doctor  Carlos  F.  Meló,  en  sesión 
del  6  de  Julio  corriente,  ante  la  Cámara  de  Diputados  de  la 
Nación  de  que  forma  parte,  he  debido  aceptar  tal  pedido 
como  un  mandato,  que  aunque  delicado  es  para  mí  a] taimente 
agradable  y  honroso. 

Con  dos  dificultades  debo  tropezar  en  la  tarea:  el 
limitado  espacio  de  que  es  posible  disponer,  dada  la  índole 
de  la  publicación  enunciada;  y  la  circunstancia  de  que  el 
autor  de  las  reformas  las  ha  propuesto  sin  fundarlas,  lo 
que  obliga  a  interpretar  su  pensamiento. 

'Entro  pues,  sin  más  preámbulos,  al  análisis  del  pro- 
yecto, tomando  como  base  los  artículos  en  que  el  talentoso 
y  erudito  legislador  por  la  capital  determina  la  forma  en  que 
la  Constitución  debiera  quedar  después  de  su  reforma  por 
la  Convención,  que  propone  se  convoque  al  efecto. 

No  he  de  referirme  a  la  totalidad  de  las  disposiciones 
cuyo  cambio  se  auspicia,  ni  tampoco  hle  de  seguir  en  el 
examen  el  orden  en  que  se  hallan  enunciadas,  que  es  el 
mismo  de  la  Constitución :  ¡m|e  ocuparé  tan  sólo  de  las 
principales  de  aquellas,  refiriéndome  primeramente  a  las 
reformas  que  estimo  convenientes,  para  combatir,  en  úl- 
timo término,  las  que  juzgo  inaceptables. 

1 — El  artículo  4.°  de  la  Constitución  determina  los 
recursos  de  que  se  forma  el  tesoro  nacional,  incluyendo  en- 
tre ellos  «las  contribuciones,  que  equitativa  y  proporcio- 
nalmente  a  la  población  imponga  el  Congreso  General». 
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La  frase  subrayada  ha  sido  considerada  por  muchos 
como  limitativa  de  la  facultad  del  Congreso  en  materia 
de  imposiciones,  habiéndosela  presentado  entre  otros  ca- 
sos como  argumento  de  ese  orden,  al  discutirse  la  ley  que 
creara  el  régimen  de  los  impuestos  internos,  como  fuente 
nacional  de  recursos. 

Sin  duda,  a  salvar  esas  objeciones,  y  a  ampliar  fran- 
camente las  atribuciones  del  Congreso  en  materia  de  im- 
puestos responde  al  cambio  de  redacción  del  artículo  en  la 
parte  de  que  hablamos,  y  que  diría:  «El  gobierno  federal 
» provee  a  los  gastos  déla  Nación  con  los  fondos  del  tesoro 
» nacional  formado....  de  los  demás  impuestos  y  contri- 
buciones, que  equitativamente  imponga  el  Congreso  Ge- 
»  neral. ...» 

*  * 

El  artículo  6.°  relativo  a  las  intervenciones  del  go- 
bierno federal  en  el  territorio  de  las  provincias,  se  modi- 
ficaría en  su  redacción,  aclarando  los  términos,  y  distin- 
guiendo precisamente  los  casos  de  intervención  motu-propio, 
«para  asegurar  el  funcionamiento  de  la  forma  republicana 
» representativa,  garantir  el  orden  jurídico,  o  repeler  inva- 
»  siones  exterioreiS.» 

El  nuevo  concepto  de  garantía  «al  orden  jurídico», 
debe  gin  duda  referirse  a  la  del  «goce  y  ejercicio  de  sus 
instituciones»  que  asegura  a  los  pueblos  de  las  provincias 
el  artículo  5.°  de  la  Constitución  que  nos  rige. 

Los  casos  de  intervención  a  requisición  de  las  autori- 
dades se  mantienen  cuando  dice:  «y  a  requisición  de  los 
apoderes  legalmente  constituidos,  para  sostenerlos  o  resta- 
» Mecerlos,  si  hubieren  sido  depuestos  por  la  sedición  o 
invasión  de  otra  provincia». 

Contendría,  sin  embargo,  la  reforma,  un  agregado  subs- 
tancial :  me  refiero  a  los  conceptos  «legalmente  constituidos», 
refiriéndose  a  los  poderes  de  provincia,  ya  que  ello  autori- 
zaría al  gobierno  federal,  que  interviene  a  solicitud  de 
una  autoridad  constituida,  para  entrar  al  examen  de  si  lo  está 
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o  no  legalmente,  analizando  hasta  su  origen;  facultad  de 
que  en  mi  sentir  hoy  carece,  por  más  'que  en  la  práctica 
se  haya  dado  muchas  veces  una  Interpretación  diferente 
a  este  respecto. 

*  * 

Se  proyecta  un  agregado  conveniente  al  artículo  12, 
que  reglamenta  ias  aduanas  y  los  puertos  en  el  país.  Con- 
sistiría aquél  en  decir:  «pero  podrá  favorecerse  por  me- 
» dio  de  exención  o  disminución  de  derechos  de  aduana 
»la  entrada  de  mercaderías  o  efectos,  por  puertos  de  te- 
»  rri torios  nacionales  apartados.» 

En  tal  forma  se  eliminaría  el  óbice  constitucional  que 
se  ha  presentado  para  favorecer  la  población  de  los  te- 
rritorios del  Sur,  por  medio  de  «puertos  francos»  o  favo- 
recidos, apoyándose  en  la  primera  parte  del  artículo  a 
reformarse  que  dice  así:  «sin  que  en  ningún  caso  puedan 
» concederse  preferencias  a  un  puerto  respecto  de  otro, 
»por  medio  de  leyes  o  reglamentos  de  comercio.» 

Con  respecto  al  artículo  20,  que  consagra  los  derechos 
de  los  extranjeros,  se  proponen  reformas  de  trascendencia, 
indiscutiblemente  inspiradas  en  un  alto  pensamiento  de 
gobierno,  y  que  influirían  positivamente  en  beneficio  de  la 
consolidación  del  sentimiento  nacional. 

Se  suprimiría  la  primera  parte  de  la  disposición  refe- 
rida, según  la  cual  «los  extranjeros  no  están  obligados  a 
» adquirir  la  ciudadanía,  ni  a  pagar  contribuciones  forzosas 
» extraordinarias»,  atribuyendo  en  consecuencia  al  Congre- 
so el  derecho  de  establecer,  en  la  oportunidad  que  juzgue 
conveniente,  la  ciudadanía  obligatoria,  como  también  para 
imponer  a  los  extranjeros  contribuciones  extraordinarias, 
en  igualdad  de  condiciones  que  a  los  nacionales,  cuando  cir- 
cunstancias también  extraordinarias  del  país  lo  reclamen. 

Se  complementa  acertadaimente  la  reforma  propuesta 
con  otra  enmienda  contenida  en  el  siguiente  párrafo  :  «Ob- 
tienen nacionalización,  cuando  estén  domiciliados  en  la 
» república,  con  residencia  anterior  de  dos  años  continuos, 
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y>con  tal  que  tengan  una  profesión  u  oficio  que  ejerciten, 
»y  esposa  argentina,  o  un  hijo  argentino.» 

La  disposición  constitucional  vigente,  no  exige  más 
condición  que  la  residencia  de  dos  años,  y  aún  menos, 
probando  haber  prestado  servicios  a  la  república, 

La  reforma  no  puede  ser  más  prudente  bajo  múltiples 
aspectos,  ya  que  ella  viene  a  eliminar  desigualdades  irri- 
tantes establecidas  en  beneficio  de  los  extranjeros,  con 
relación  a  los  propios  nacionales,  determinando  a  la  vez 
ciertas  condiciones  de  competencia  y  arraigo,  para  que 
los  primeros  sean  admitidos  al  alto  honor  de  incorporarse 
a  la  soberanía  nacional. 

Las  reformas  a  que  acabo  de  referirme  estarían  por 
lo  demás  completmjentadas,  c,on  otra  que  se  señala  en  el 
artículo  21,  al  suprimir  la  parte  final  del  mismo,  en  donde 
dice :  «Los  ciudadanos  por  naturalización  son  libres  de 
» prestar  o  no  leste  servicio  (el  militar)  por  el  término  de 
»diez  años,  contados  desde  el  día  que  obtengan  su  carta 
»de  ciudadanía.» 

Si  esta  disposición  tuvo  su  explicación,  ya  que  no  su 
justificación,  en  el  pensamiento  de  Alberdi,  de  atraer  en 
toda  forma  al  extranjero,  de  acuerdo  con  su  célebre  aforis- 
mo «gobernar  es  poblar»,  (no  puede  hoy  mantenerse  :  to- 
dos los  miembros  de  la  soberanía,  como  son  los  nativos  y 
los  naturalizados,  deben  tener  igualdad  de  derechos  y  de 
cargas,  siendo  sencillamente  absurdo,  que  mientras  los  ar- 
gentinos nativos  estén  en  los  campos  de  batalla,  los  por 
naturalización  permanezcan  gozando  tranquilamente  la  pro- 
tección de  la  nueva  patria,  que  ellos  no  tienen  siquiera  la 
obligación  de  defender. 

El  artículo  24  de  la  Constitución  vigente,  nos  habla 
del  establecimiento  de  los  jurados,  con  carácter  general, 
para  toda  clase  de  juicios:  se  proyecta  su  reforma,  limi- 
tándolos a  los  juicios  criminales,  y  a  los  que  se  pro- 
muevan por  hechos  de  la  prensa. 
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Si  bien  ¡es  cierto  que  hay  una  ventaja  en  cuanto  se 
reduce  en  ¡amplitud  la  aplicación  del  jurado,  pienso  que  la 
reforma  debiera  consistir  en  tsu  Completa  supresión.  Si 
en  los  países  anglo -sajones  ha  resultado  un  fracaso,  en 
el  nuestro  tomaría  el  earájcteir  de  una  vergüenza. 

¡No  podemos  todavía  prestigiar  debidamente  los  al- 
tos magistrados  inamovibles,  designados  en  forma  indi- 
recta, y  alejados  de  la  política,  y  pretendemos  que  se 
hlará  justicia,  con  tribunales  que  hiabrían  de  surgir  de  la 
arena  candente  de  las  luchas  partidarias !  i 

Para  felicidad  del  país  creo  que  la  organización  de 
los  jurados  ha  de  retardar  todavía  mucho  entre  nosotros. 

Una  reforma  fundamental  sería  sin  duda  la  que  ha- 
bría de  realizarse  con  la  supresión  propuesta  del  artículo  32 
de  la  Constitución  vigente,  según  el  cual :  «El  Congreso 
»  Federal,  no  ¡dictará  leyes  que  restrinjan  la  libertad  de  im- 
»prenta,  o  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción  federal.» 

El  proyecto  de  reforma  a  este  respecto,  se  relaciona, 
con  el  anterior  recordado  acarea  de  los  jurados!,  y  el  propues- 
to al  artículo  101,  y  parte  final  del  inciso  11,  artículo  67, 
por  la  que  se  autorizaría  al  Congreso,  a  dictar  las  leyes 
generales,  que  requiera  el  establecimiento  del  juicio  por 
jurados  para  las  causas  correccionales,  criminales  y  sobre 
los  delitos  cometidos  por  la  prensa  periódica. 

¡Expresado  ya  mi  concepto,  francamente  disconforme 
con  el  juicio  por  jurados,  me  referiré  a  otros  propósitos  que 
puede  encerrar  la  reforma. 

Creo,  por  de  pronto,  que  es  indispensable  y  urgente 
fijar  por  lo  menos,  el  verdadero  alcance  del  actual  ar- 
tículo 32,  malo  en  su  redacción  y  peor  interpretado,  en 
primer  término,  por  la  Suprema  Corte  Federal. 

W  base  de  aquél,  se  h!an  desconocido  los  siguientes  prin- 
cipios, contrariando  la  sana  y  autorizada  doctrina  político- 
constitucional. 

la)  Que  no  restringir  la  libertad  de  imprenta  significa 
solamente  no  establecer  censura  previa,  ni  gravar  su  ejer- 
cicio con  cargas  o  contribuciones  que  pudieran  importar  una 
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limitación,  ni  la  ampliación  indebida  del  radio  de  las  res- 
ponsabilidades, una  vez  emitidas  las  ideas  por  la  prensa. 

b)  Que  tes  absurdo  considerar  como  «delito  de  im- 
prenta» la  calumnia  o  injuria,  por  ejemplo,  emitida  por 
medio  de  la  prensa,  bajo  el  carácter  de  publicación  personal, 
y  en  todo  caso  cuando  se  refiera  a  asuntos  de  índole  com- 
pletamente privada,  extraños  a  los  intereses  públicos,  en 
favor  de  cuya  amplia  discusión  y  defensa  únicamente,  se 
han  creado  en  todos  los  países  las  garantías  excepcionales 
sobre  la  libertad  de  imprenta. 

c)  Que  es  en  consecuencia  un  error  incomprensible  y 
pernicioso,  el  sustentado  a  base  de  una  redacción  no  pre- 
cisa del  artículo,  en  el  sentido  de  considerar  como  «delito 
de  imprenta»  y  excluir  de  la  penalidad  de  la  ley  común,  to- 
do lo  que  aparezca  en  publicaciones  periódicas. 

Esto  reclama  urgentemente  una  aclaración  o  una  re- 
forma, que  cierre  las  puertas  de  la  difamación  privada, 
abiertas  de  par  en  par,  por  tan  original  interpretación. 

No  veo  por  lo  demás  inconveniente  alguno,  para  que, 
respetando  los  principios  consagrados  por  el  derecho  pú- 
blico universal  acerca  de  la  libertad  de  imprenta,  sea  el 
mismo  Congreso  Nacional  que  dicta  el  C.  Penal  para  toda  la 
nación,  quien  defina,  califique  y  pene,  los  abusos  de  la 
libertad  de  imprenta»,  distinguiéndolos  con  precisión  de  los 
delitos  comunes  cometidos  por  medio  de  la  prensa,  los  que 
no  deben  estar  cubiertos  con  las  prerrogativas  propias  de 
las  publicaciones  amparadas  por"  una  institución  de  orden 
político. 

De  todos  modos;  sea  que  se  deje  a  la  nación  o  a  las 
provincias,  la  facultad  de  definir  y  castigar  los  avances 
de  la  libertad  de  imprenta,  es  indudable  que  lo  que  urge 
hacer  desaparecer  es,  la  confusión  reinante,  debida  en  gran 
parte  a  la  mala  orientación  de  nuestra  jurisprudencia  fe- 
deral sobre  la  materia. 

*  * 


Se  proponen  al  artículo  37  de  la  constitución,  dos 
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reformas  sustanciareis:  la  primera  se  refiere,  a  la  base 
de  la  representación  nacional  electiva,  sustituyendo  la  ac- 
tual que  os  el  «número  de  habitantes»,  por  el  de  «argentinos 
nativos  o  naturalizados  de  cada  sección  electoral»,  formada 
por  la.  capital  y  las  provincias. 

Mis  opiniones  públicamente  exteriorizadas  al  respecto, 
determinan  una  entusiasta  adhesión  a  la  reforma:  man- 
tener el  principio  imperante,  contrario  a  toda  regla 
de  sana,  filosofía  política,  cuando  fija  la  representa- 
ción a  base  de  extranjeros,  que  no  formando  parte  de  la 
soberanía  no  tienen  derecho  a  estar  representados,  implica 
además  destruir  nuestro  federalismo,  ya  que  la  congestión 
de  población  extranjera  en  la  región  del  litoral,  determina 
ya  la  casi  absorción  completa  del  gobierno  del  país,  por 
esa  única  región. 

Se  beneficiaría  también  con  la  reforma  del  artículo  37, 
el  derecho  de  los  territorios  nacionales  para  nombrar  re- 
presentantes en  La  cámara  de  diputados,  con  voz  pero  sin 
voto  en  sus  deliberaciones:  se  consagraría  así  un  princi- 
pio establecido  hace  ya  mucho  tiempo  en  los  Estados  Uni- 
dos, y  que  sin  duda  debemos  incorporar  también  nosotros 
a  nuestro  organismo  de  gobierno. 

Entre  varias  modificaciones  relacionadas  con  la  or- 
ganización de  las  cámaras,  se  encuentran  las  propuestas 
para  reducir  a  tres  los  cuatro  años  del  mandato  de  los 
diputados  y  a  seis  los  nueve  de  los  senadores. 

Estimo,  que  lo  primero  es  inconveniente,  y  acepta- 
ble lo  segundo  :  en  primer  término  para  que  el  legislador 
pueda  desarrollar  algún  programa  de  acción  durante  el 
tiempo  de  su  nombramiento,  sin  envejecerse  en  los  cargos 
como  los  senadoras;  y  después,  para  reducir  y  uniformar  el 
período  eleccionario  cada  dos  años,  haciendo  coincidir  las 
convocatorias  para  la  designación  de  senadores  y  dipu 
tado'S. 

Es  preciso  tener  en  consideración  las  perturbaciones 
de  todo  orden  y  el  mismo  alejamiento  del  trabajo  pro- 
ductivo que  determinan  las  campañas  electorales,  sobre 
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todo  en  las  provincias,  tratando  en  consecuencia  de  limitar 
en  lo  posible  su  repetición. 

*** 

Refiriéndose  al  artículo  46,  se  aconseja  una  enmienda 
de  verdadera  trascendencia,  en  los  siguientes  términos: 
«El  Senado  se  compondrá  de  dos  senadores  de  cada  provin- 
cia y  dos  de  la  capital,  elegidos  directamente  por  el 
» pueblo  de  cada  una  de  ellas  a  pluralidad  de  sufragios,  y 
y>  con  sujeción  a  una  ley  nacional». 

No  podría  ser  más  conveniente  la  reforma  auspicia- 
da, ya  porque  con  ella  se  consulta  directamente  la  voluntad 
del  pueblo  de  la  provincia,  en  el  momento  mismo  en  que 
se  ha  de  designar  el  representante  de  su  soberanía,  para 
la  constitución  de  la  alta  cámara  federal,  ya  también  por- 
que se  eliminaría  así  una  de  las  causas  más  serias  de  fre- 
cuentes perturbaciones  en  las  legislaturas  locales,  las  que 
precisamente  por  su  carácter  de  cuerpo  elector  de  los  se- 
nadores, son  objeto  de  todo  género  de  asechanzas  que 
traban  su  regular  organización  y  funcionamiento,  por  par- 
te de  quienes  se  conceptúan  en  condi  cines  de  preparar 
los  votos  del  cuerpo,  al  objeto  indicado. 

La  elección  directa,  por  otra  parte,  y  no  la  de  segundo 
grado,  como  hoy  se  establece  para  la  designación  del  se- 
nador por  la  capital,  es  la  única  seria  y  aceptable  en  la 
materia. 

Convendría  precisar  el  concepto  de  la  pluralidad,  para 
evitar  las  interpretaciones  diversas  producidas  a  su  res- 
pecto, diciendo  en  consecuencia  claramente,  si  la  elección 
se  hará  a  mayoría  absoluta  o  relativa  de  votos,  siendo  pre- 
ferible esto  último,  por  tratarse  de  elección  de  primer 
grado. 

Estados  Unidos,  que  (nos  sirvió  de  modelo  sobre 
la  materia,  ha  modificado  ya  la  cláusula  de  su  Constitu- 
ción, que  establecía  la  elección  de  senadores  por  la  Legis- 
latura ;  de  conformidaíd  a  la  enmienída  XVIII,  los  miembros 
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de  la  alta  cámara  fueron  elegidos  en  aquel  país  el  año  1913, 
por  el  voto  directo  de  los  electores  de  los  Estados. 

* 

Se  proponen  varias  reformas  de  importancia  al  ar- 
tículo 55,  que  regla  la  oportunidad  y  condiciones  del  fun- 
cionamiento del  Congreso. 

Considerémoslas  por  su  orden: 

De  acuerdo  al  pensamiento  del  autor  del  proyecto, 
la  reunión  ordinaria  de  las  cámaras  sería  desde  el  1.°  de 
Mayo  hasta  el  30  de  Septiembre,  obligatoriamente  y  por 
propia  convocatoria,  con  lo  que  se  eliminan  las  dudas  sur- 
gidas actualmente,  ante  la  disposición  del  artículo  86  de 
la  Constitución,  en  cuanto  establece  que  el  Presidente  de 
la  Nación  «hace  anualmente  la  apertura  de  las  sesiones 
»del  Congreso.» 

Aunque  siempre  he  pensado,  que  la  omisión  del  P. 
E.  en  declarar  abierto  el  período  ordinario  de  sesiones, 
no  podría  obstaculizar  al  congreso  a  reunirse  por  sí  mis- 
mo, durante  el  periodo  ordinario,  no  hay  duda  que  es 
prudente  evitar  toda  perturbación  que  pudiera  originarse 
por  los  términos  usados  al  respecto1. 

La  otra  modificación  que  se  propone  al  artículo  55, 
constituye  una  verdadera  novedad  entre  nosotros  —  aun- 
que no  en  otros  países  —  y  sería  a  mi  entender  de  utilidad 
positiva;  se  concretaría  en  los  siguientes  términos: 

«En  el  receso  funcionará  una  comisión  de  cuatro 
» miembros  del  ¡Senado,  y  diez  de  la  Cámara  de  Diputados. 
»Lais  sesiones  ordinarias  de  ibas  cámaras  pueden  ser  pro- 
rrogadas por  el  Presidente  de  la  Nación,  pueden  ser  ellas 
» convocadas  extraordinariamente  por  éste  o  las  comisiones 
» reunidas  del  Senado  y  de  la  Cámara  de  Diputados  que 
» funcionan  durante  el  receso,  cuando  una  grave  razón  de 
» gobierno  lo  requiera.» 

La  sola  transcripción  revela  toda  la  trascendencia  de 
la  reforma.  De  conformidad  a  la  Constitución  que  nos 
rige,  solo  el  P.  E.  de  la  Nación  puede  convocar  al  Con- 
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graso  a  sesioaes  extraordinarias,  sin  cuyo  requisito  las 
cámaras  no  podrían  celebrarlas,  a  diferencia,  de  lo  que 
pasa,  en  los  Estados  Unidos,  en  el  Brasil,  Suiza  y  en  la 
generalidad  de  los  países  de  organización  federativa. 

Es  indudable  la  conveniencia  de  atribuir  al  parla- 
mento, poder  para  reunirse  extraordinariamente,  por  causas 
también  extraordinarias,  y  parece  bien  pensado  el  orga- 
nizar a  este  efecto  para  el  recese,  una  comisión  permanente 
de  diputados  y  senadores,  con  facultad  para  apreciar  la 
existencia  de  alguna  circunstancia  extraordinaria,  que  exi- 
ja la  convocatoria  del  congreso  a  sesiones  de  tal  naturaleza. 

Las  reformas  propuestas,  aparte  de  su  acertada  con- 
cepción teórica,  vienen  abonadas,  por  su  incorporación  en 
las  instituciones  de  otros  pueblos,  con  benéficos  resultad:^ 
de  orden  práctico: 

El  artículo  17  de  la  Constitución  del  Brasil  de  1891 
dice :  «El  Congreso  se  reunirá  en  la  Capital  Federal,  sin 
y>que  haya  necesidad  que  se  le  coHvoque,  el  3  de  Mayo-  de 
»  cada  año,  si  la  ley  no  designase  otro  día,  y  funcionará 
» durante  cuatro  meses,  contados  desde  la  fecha  de  su 
«apertura,  pudiendo  prorrogarse  y  convocarse  extraordi- 
» nar  i  amenté.» 

Art.  l.°  —  «Solo  al  Congreso  compete  deliberar  sobre 
»la  prórroga  y  aplazamiento   de  sus  sesiones  . 

El  artículo  48  de  la  Constitución  de  Chile  organiza 
las  comisiones  de  legisladores,  que  hoy  propone  el  doctor 
Meló,  para  funcionar  en  el  receso  de  las  cámaras.  Dice 
así  aquella  disposición: 

«Antes  de  cerrar  el  Congreso  sus  sesiones  ordinarias, 
» elegirá  todos  los  años  cada  Cámara,  siete  miembros  que 
»  compongan  la  «Comisión  conservadora  .  la  cual  formará  un 
»solo  cuerpo,  y  cuyas  funciones  expirarán  de  hecho  el 
»31  de  Mayo  siguiente. 

Y  el  artículo  49  inciso  4.°  de  la  misma  Constitución 
de  Chile  autoriza  a  la  referida  «Comisión  conservadora» 
»para  «convocar  al  Congreso  a  sesiones  extraordinarias, 
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» cuando  lo  estime  conveniente  o  cuando  la  mayoría  de  am- 
»bas  cámaras  lo  pidiere  por  escrito.» 

La  Constitución  de  Méjico  sane  lomada  en  la  Conven- 
ción de  Querétaro  en  Enero  del  corriente  año,  reproduce 
bajo  el  número  78  el  artículo  73  de  la  Constitución  de 
1857,  que  dice  así : 

«Durante  el  receso  del  Congreso  habrá  una  «Comisión 
»  permanente»,  constituida  por  29  miembros,  15  de  los  cuales 
» serán  representantes  y  14  senadores,  designados  por  las 
» respectivas  cámaras,  a  la  terminación  de  las  sesiones.» 

Por  el  inciso  2.°  artículo  74  de  la  Constitución  referida 
de  1875,  la  «Comisión  'permanente»,  estaba  facultada  para 
llamar  al  Congreso  o  a  alguna  de  sus  cámaras  a  sesiones 
extraordinarias,  por  propia  iniciativa,  o  a  propuesta  del 
ejecutivo,  debiendo  al  llamamiento  especificar  los  objetos 
de  las  sesiones  extraordinarias. 

Por  la  reforma  del  corriente  año  y  bajo  el  número 
IV  del  artículo  79,  ise  ha  limitado  la  facultad  de  la  comi- 
sión, sobre  la  materia,  en  los  siguientes  términos: 

«La  «Comisión  permanente»  tendrá  poder:  para  11a- 
»mar  a  sesiones  extraordinarias  en  caso  de  delitos  pú- 
» blico'S  o  de  delitos  del  orden  común,  cometidos  por  los 
» secretarios  del  Departamento  Ejecutivo  o  los  jueces  de  la 
» Suprema  Corte,  y  los  delitos  públicos  cometidos  por  los 
» gobernadores  de  Estado,  con  'tal  que  el  caso  haya  sido 
»ya  considerado  por  la  «Comisión  del  gran  jurado»,  en 
»cuyo  caso  ningún  otro  asunto  del  Congreso  será  considera- 
ndo, ni  las  sesiones  serán  prolongadas  más  allá  del  tiem- 
y>po  necesario  para  la  discusión». 

Como  se  ve,  se  limita  la  facultad  de  la  «Comisión 
permanente»,  para  llamar  a  Sesiones  extrardinarias  al  Con- 
greso, a  los  ¡casos  en  que  e!n  su  sentir  proceda  el  juicio  de 
responsabilidad  contra  determinados  funcionarios,  y  no  con 
carácter  general,  como  la  autorizaba  la  Constitución  de 
1875. 

*** 
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Se  propicia  la  enmienda  'del  artículo  65,  haciéndole 
un  agregado  que  se  inspira  en  un  concepto  elevado  de  ética 
política;  él  diría  :  «los  gobernadores  de  provincia  no  pue- 
>  den  ser  miembros  del  (Congreso,  por  las  que  gobernaren, 
» o  hubieren  gobernado,  «hasta  después  de  pasado  un  año 
y>de  la  terminación  normal  de  su  período.» 

Tiene  sin  duda  igual  propósito  y  carácter  la  modifi- 
cación propuesta  al  artículo  (66,  en  los  siguientes  términos : 
«la  dotación  de  los  legisladores  no  podrá  ser  aumentada 
»en  favor  de  quienes  'formasen  parte  de  la  cámara  cuando 
» fuese  votado  ese  aumento,  sino  después  de  un  período 
»  completo  de  renovación.  > 

Estas  disposiciones  que  hoy  tse  proponen  para  que 
sean  incorporadas  a  las  instituciones  federales,  cuentan 
de  antemano  con  la  sanción  de  nuestro  derecho  público- 
de  provincia. 

iY  así  tenemos  que  el  artículo  78  inciso  21  de  la 
Constitución  de  Jujuy  de  1893  establece: 

«Corresponde  a  la  Legislatura:  elegir  senadores  al 
» Congreso  de  la  Nación;  pero  la  elección  no  podrá  recaer 
»  en  el  gobernador  en  ejercicio  de  sus  funciones,  ni  en  el 
» ex- gobernador,  hasta  pasados  dos  años  contados  desde  el 
»día  en  que  terminó  su  mandato  o  fuere  aceptada  su  re- 
»  nuncia.» 

«Por  igual  término  quedan,  inhabilitados  de  hecho 
»para  todo  cargo  público  en  la  provincia,  los  diputados 
» que  contravengan  a  esta  disposición.^ 

Esta  disposición  de  carácter  local  podría  resultar  sin 
embargo  burlada,  por  la  admisión  de  senadores  naciona- 
les electos  en  contravención  a  la  misma,  en  razón  de  no 
existir  una  disposición  prohibitiva  en  la  carta  federal,  al 
calificar  las  condiciones  de  los  miembros  llamados  a  cons- 
tituir los  poderes  públicos  del  país. 

El  artículo  80  de  la  Constitución  de  Córdoba  establece : 
«Los  servicios  de  los  miembros  de  ambas  cámaras,  serán 
» remunerados  por  el  tesoro  íde  la  Provincia,  con  una  do- 
nación que  la  ley  señalará,  y  que  no  podrá  aumentarse 
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»ew  favor  de  los  que  estuviesen  en  ejercicio  de  sus  fundo- 
»  nes.» 

*** 

Refiriéndose  al  artículo  67,  que  enumera  las  atri- 
buciones del  Congreso,  se  consignan,  varias  modificacio- 
nes para  ser  propuestas  en  oportunidad  a  la  convención, 
y  entre  ellas,  algunas  dando  mayor  amplitud  al  Congreso, 
en  materia  de  imposiciones;  autorizándolo  para  el  estable- 
cimiento de  sucursales  del  Banco  de  la  Nación  en  el  ex- 
tranjero, y  para  la  transformación  de  territorios  en  pro- 
vincias ;  algo  sobre  el  régimen  de  la  guardia  nacional,  y 
otras  modificaciones  de  menor  importancia,  fuera  de  las 
que  especialmente  paso  a  analizar. 

¡Se  auspicia  la  reforma  del  inciso  11,  autorizando  al 
Congreso,  a  «dictar  leyes  de  procedimientos  y  especialmente 
»de  ejecución  colectiva  para  regir  en  toda  la  República.» 

Dado  el  principio  imperante  de  la  Constitución  Ar- 
gentina, de  conformidad  al  mismo  inciso  recordado,  que 
consagra  el  sistema  de  la  unidad  de  legislación  de  fon- 
do en  todo  el  país;  y  tomando  en  cuenta  las  dificultades 
de  orden  práctico  creadas  por  la  diversidad  de  leyes  pro- 
cesales, considero  como  una  proposición  aceptable  la  de 
entrar  a  examinar  la  oportunidad  y  conveniencia  de  uni- 
ficar los  procedimientos. 

Al  proponer  enmiendas  sobre  el  inciso  18  del  mismo 
artículo  67,  el  autor  «de  aquellas  procuró,  sin  duda,  adelan- 
tarse a  un  peligro,  que  se  presintiera  ya  con  motivo  de  la 
pasada  elección  presidencial :  me  refiero  a  la  cuestión,  de 
si  el  Congreso  está  o  no  facultado  para  rever  las  decisio- 
nes de  los  respectivos  colegios  electorales  en  la  elección 
de  Presidente  y  Vice  dje  la  Nación,  ejercitando  la  atribu- 
ción que  se  le  confiere,  para  «hacer  el  escrutinio  y  rec- 
» tifícación  de  ella.» 

Lia  frase  que  anteeede  debiera  ser  sustituida  en  el 
concepto  del  doctor  Mek),  por  la  siguiente:  «hacer  la  pro- 
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aclamación;  y  la  elección  cuando  ninguno  de  los  candida- 
tos haya  tenido  mayoría  absoluta.» 

Con  la  reforma,  y  en  el  caso  de  mantener  el  sistema 
de  elección  indirecta,  no  habría  duda  que  las  decisiones 
de  los  diferentes  colegios  electorales,  aprobando  los  diplo- 
mas de  sus  respectivos  electores  no  podrían  ser  modi- 
ficadas por  el  congreso. 

Por  lo  demás,  la  reforma  es  todavía  más  lógica,  con- 
cordándola con  otra  a  que  habré  de  referirme;  y  en  vir- 
tud de  la  cual  se  propone  el  principio  de  la  elección  di- 
recta, para  la  designación  del  Presidente  y  Vice  de  la 
Nación. 

Al  inciso  27  del  artículo  67,  que  determina  los  lugares, 
en  que  el  congreso  ejerce  una  legislación  exclusiva,  se  pro- 
pone un  agregado,  incluyendo  entre  aquellos  a  los  terri- 
torios nacionales,  los  que  estaban  ya  sin  duda  compren- 
didos, dentro  de  la  generalidad  de  los  términos  de  la  dis- 
posición. 

Pienso,  en  cambio,  que  una  aclaración  urgentemente 
reclamada,  sería  otra,  para  evitar  la  absurda  teoría,  mu- 
chas veces  consagrada  por  la  jurisprudencia  de  nuestro 
más  alto  tribunal,  y  según  la  que,  basta  que  el  gobierno 
de  la  Nación  adquiera  o  arriende  una  propiedad  en  el  te- 
rritorio de  una  provincia,  a  ñn  de  hacer  funcionar  cual- 
quier establecimiento  o  empresa  de  utilidad  nacional,  para 
que  adquiera  la  jurisdicción  exclusiva,  que  importa  en  el 
hecho  la  federalización  del  territorio  en  que  aquella  se 
ejerce. 

Ante  la  verdadera  doctrina  federalista,  los  antecedentes 
de  Estados  Unidos,  y  los  nuestros  al  fijarse  las  condi- 
ciones de  la  incorporación  de  Buenos  Aires,  tal  desmem- 
bramiento de  jurisdicción  solo  puede  realizarse  con  el  ex- 
preso consentimiento  del  Estado  federal. 

Para  fijar  bien  ese  principio  debiera  redactarse  el  in- 
ciso 27  de  que  hablamos,  como  el  párrafo  17,  sección  8.a, 
artículo  1.°  de  la  Constitución  de  Estados  Unidos,  que  dios, 
refiriéndose  a  las  atribuciones  del  Congreso :  «Ejercer  le- 
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>>gislaci.ón  exclusiva,  sobre  todos  los  lugares  comprados, 
y»  con  el  consentimiento  de  la  Legislatura  del  Estado  a  que 
» pertenezcan,  para  la  construcción  de  fuertes,  almacenes, 
» arsenales,  astilleros,  y  otros  edificios  necesarios.» 

Tal  fué  también  el  concepto'  blajo>  el  cual  Buenos  Aires 
se  incorporó  a  la  confederación  de  conformidad  al  pacto 
de  11  de  Noviembre  de  1859.  Lo  expresa  categóricamente 
Mármol,  cuando  en  la  convención  realizada  a  mérito  de 
aquel,  dice,  que  ni  «el  Congreso  en  ningún  caso  podrá  dis- 
»  poner  del  territorio  de  los  Estados ;  que  cada  uno  de  estos 
» estaba  en  su  denec¡hk>,  como  lo  estaba  Buenos  Aires  de 
» negar  a  la  Legislatura  Nacional  la  competencia  para 
» disponer  de  su  territorio,  y  entonces  la  comisión,  dijio : 
» determine  el  Congreso  Legislativo,  el  lugar  de  la  capital, 
» previa  aceptación  de  las  legislaturas  provinciales.» 

Idénticas  ideas  se  expresan  en  el  «Informe  de  la 
comisión  redactora  de  las  reformas  constitucionales  que, 
propuestas  por  Buenos  Aires  fueron  aceptadas  sin  discu- 
sión en  Santa  Fe  en  1860,  sellando  definitivamente  la 
unidad  nacional. 

Como  fácilmente  se  comprende,  ello  se  refiere  a  las 
resoluciones  para  adquirir  la  jurisdicción  federal,  hacien- 
do desaparecer  por  propia  autoridad  la  de  las  provincias. 

La  interpretación  de  la  cláusula  17,  sección  8.a,  ar- 
tículo 1.°  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  corre- 
lativa del  inciso  27,  artículo  67  de  la  nuestra,  a  que  me 
vengo  refiriendo,  es  uniforme  en  aquel  país,  dentro  del 
siguiente  concepto  de  Paschal:  «La  compra  de  tierras  por 
»los  Estados  Unidos,  para  objeto  público,  dentro  de  los 
» límites  territoriales  de  un  Estado,  no  elimina  por  tal  he- 
»cho  la  jurisdicción  o  soberanía  de  ese  Estado,  sobre  las 
» tierras  así  compradas;  lo  que  Story  complementa  diciendo: 
»Ese  poder  dado  al  Congreso  no  puede  ser  reprobado, 
aporque  no  es  ejercido,  sino  con  el  consentimiento  del  Esta- 
»do»;  y  Cooley  ratifica  cuando  dice:  «Se  ha  decidido  tam- 
bién, que  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos  no  está 
» incluida,  en  el  territorio  poseido  o  adquirido  por  los  Esta- 
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»dos  Unidos,  sin  el  consentimiento  del  Estado  en  que  aquél 
»esté  situado.) 

¿Entre  nosotros,  Estrada,  haciendo  el  estudio  compara- 
do de  las  dos  disposiciones  enseña: 

.«Entre  ambos  textos,  existe  la  afinidad  nacida  de  la 
» unidad  intrínseca  de  los  principios  sobre  los  cuales  des- 
» cansan  ambas  constituciones ;  y  por  consiguiente,  las  re- 
»glas  aceptadas  en  los  Estados  Unidos  como  limitativas 
»de  la  facultad  del  gobierno  federal  para  gobernar  sitios 
» colocados  en  los  territorios  provinciales,  deben  ser  apljii- 
» cadas  a  la  República  Argentina. 

«La  autoridad  nacional,  sobre  sitios  adquiridos  en 
» territorio  de  un  Estado,  es  exclusiva  en  Norte  América, 
»en  tanto  se  relaciona  con  el  servicio  a  que  están  destinados 
»los  sitios;  pero  es  entendido  allí,  que  los  Estados  particu- 
lares conservan  el  derecho  ,de  hacer  efectiva  la  autori- 
»dad  de  sus  tribunales,  dentro  de  tales  sitios,  aunque  estén 
» sometidos  bajo  otros  aspectos  a  la  jurisdicción  nacional 
» como  si  dicha  circunstancia  no  existiera. 

«Así,  termina,  la  autoridad  competente  para  entender 
»en  delitos  cometidos  por  individuos  que  habitan  en  estos 
» sitios,  no  es  la  autoridad  nacional  sino  la  autoridad  lo- 
»  cal.  La  residencia,  en  sitios  consagrados  al  servicio  nacio- 
»nal  no  produce  fuero  federal  exclusivo.» 

Estos  conceptos  exactos  y  de  esencia  en  el  fede- 
ralismo han  sido  desnaturalizados  por  la  contradictoria  y 
errada  doctrina  de  (La  Suprema  Corte  al  interpretar  el 
Art.  67  inciso  27  en  numerosos  fallos,  y  entre  otros  en 
los  de  los  tomos  53,  pág.  254,  105  p.  408;  103  pág.  403 
y  122  pág.  5. 

De  aquí  la  necesidad  de  una  aclaración  categórica 
en  el  texto  mismo,  que  impida  la  desnaturalización  del 
principio  básico  de  toda  organización  federativa. 

Quizás  pudiera  servirnos  de  modelo  a  este  respecto, 
la  Constitución  de  Venezuela  de  1893,  que  consagró  ex- 
plícitamente la  verdadera  doctrina  sobre  la  materia,  en 
los  siguientes  términos  i 
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Art.  13.  —  «Los  Estados  se  obligan  a  ceder  al  go- 
bierno de  la  Nación  el  terreno  necesario  para  erigir  fuertes, 
almacenes,  astilleros  de  construcción  y  otros  edificios  in- 
dispensables a  la  administración  nacional,  la  cual  ejercerá 
el  dominio  sobre  el  territorio  cedido,  con  las  restricciones 
del  artículo  131  de  la  Constitución.» 

Art.  131.  —  «Ejl  gobierno  nacional  no  tendrá  en  los 
Estados,  otros  empleados  residentes,  con  jurisdicción  y 
autoridad,  que  los  empleado®  de  los  mismos  Estados.  Se 
exceptúan  los  de  hacienda. . .  los  de  fuerzas  que  guarnecen 
las  fortalezas,  parques,  apostaderos,  puertos  habilitados, 
quienes  sólo  tendrán  jurisdicción  en  lo  particular  de  sus 
respectivos  destinos,  dentro  del  recinto  de  las  fortalezas  y 
cuarteles  que  manden,  sin  que  por  esto  dejen  de  estar  some- 
tidos a  las  leyes  generales  del  Estado  en  que  residen.» 

*** 

iSe  expresa  en  el  proyecto  la  conveniencia  de  modificar 
el  artículo  81,  en  términos  que  merecen  mi  entusiasta  ad- 
hesión. 

Me  refiero  al  sistema  de  elección  directa,  que  se  consa- 
graría  para  la  (designación  de  presidente  y  vice  de  la  Nación, 
debiendo  considerarse  electas  ¡como  tales  las  personas  que 
obtuvieran  la  mayoría  absoluta  de  la  totalidad  de  votos 
emitidos  en  el  país. 

¡Em  la  actualidad,  los  Estados  Americanos  tienen  unifor- 
memente establecido  el  sistema  de  la  elección  directa,  lo 
mismo  que  San  Juan  y  Mendoza  entre  nosotros. 

Y  si  bien  es  cierto1,  que,  en  Norte  América,  la  elección 
de  presidente  es  todavía  indirecta,  domo  en  la  Argentina 
ha  de  bastarme  para  hacer  notar  lo  inútil  e  inconveniente 
de  ese  doble  engranaje,  repetir  las  palabras  de  Lieber, 
en  su  tratado  sobre  «Libertad  Civil». 

Dice  así :  «Las  elecciones  por  conducto  de  hombres 
» intermedios,  privan  a  la  representación  de  su  responsabi- 
lidad directa  y  del  temperamento  que  ella  le  da,  facili- 
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»tándosc  a  la  vez  la  intriga,  pues  que  el  número  de  electo 
»res  secundarios  habrá  de  ser  pequeño,). 

«Es  tan  conocido  de  los  enemigos  de  la  libertad,  el 
»becho  que  la  elección  de  dos  grados  o  mediata  hace  fa- 
» llar  en  gran  manera  el  objeto  mismo  del  gobierno  repre- 
sentativo, que  los  gobiernos  despóticos  que  no  han  po- 
x  íiido  conservar  por  más  tiempo  el  poder  absoluto  han 
» luchado  fuertemente  por  establecer  el  sufragio  univer- 
sal, con  elecciones  dobles.» 

«Creo  —  agrega  —  que  ni  los  americanos  ni  los  ingle- 
»ses  darían  valor  alguno  al  sufragio  si  se  introdujesen  las 
selecciones  dobles;  y  tan  decididamente  identificado  está 
» el  carácter  anglicano  con  la  elección  directa,  que  el  único 
»caso  en  que  la  elección  mediata  está  prescripta  por  la 
» Constitución  Americana,  a  saber,  en  la  elección  de  pre- 
sidente de  los  Estados  Unidos,  el  pueblo  ha  adoptado  un 
» procedimiento,  que  hace  que  la  elección  venga  a  ser  na- 
turalmente directa.  Se  presta  obediencia  a  la  Constitución, 
»y  los  electores  son  elegidos,  pero  antes  que  el  pueblo 
» elija  un  individuo  para  elector,  sabe  bien  por  quien  va  a 
» votar.  No  hay  sino  un  caso  de  antigua  historia,  en  que 
»un  elector  elegido  para  votar  por  cierto  candidato  para  la 
» presidencia^  votó  por  otro,  y  con  tal  acto,  perdió  su  ca- 
rácter político,  por  la  vida.» 

#** 

Relacionadas  con  la  organización  y  atribuciones  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  se  proponen  modi- 
ficaciones a  los  artículos  61,  75,  94,  96,  97,  98  y  100". 

Be  algunas,  como  la  ingerencia  que  se  le  quiere  dar 
en  la  solución  de  cuestiones  políticas  internas  de  las  pro- 
vincias, me  he  de  ocupar  especialmente  en  seguida  para 
combatirlas. 

En  cambio,  pienso  que  serían  aceptables,  en  general, 
las  demás,  que  se  informan  en  el  propósito  de  dar  a  los 
miembros  de  la  Suprema  Corte  y  en  especial  a  su  presi- 
dente, mayor  independencia  en  su  constitución,  aumen- 
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tando  correlativamente  sus  funciones  y  las  calidades  para 
la  designación  de  aquellos,  siempre  dentro  del  concepto 
expresado,  de  que  en  ninguna  oportunidad  se  atribuyan 
a  la  alta  Corte  (Federal,  poderes  destinados,  a  la  decisión 
general,  directa  y  en  abstracto  de  conflictos  políticos,  y 
donde  no  se  trate  de  «un  caso»,  llevado  a  su  conocimiento 
por  la  existencia  de  intereses  civiles  lesionados. 

Lo  contrario  sería  mezclar  a  dicho-  tribunal  en  nues- 
tras contiendas  partidarias,  con  los  peligros  consiguientes. 

En  lo  que  respecta  a  las  atribuciones  del  P.  Ejecutivo, 
se  auspician  algunas  modificaciones  que  paso  por  alto  en 
obsequio  a  la  limitación  que  me  impone  la  índole  de  esta 
publicación,  llegando  así  al  artículo  94,  ai  que  se  propone 
un  agregado  que  diría: 

«Cuando  las  dos  cámaras  hayan  expresado,  en  reso- 
lución adoptada  por  dos  tercios  de  votos,  que  creen  que 
»no  puede  permanecer  un  ministro  en  su  cargo,  éste  de- 
» berá  presentar  al  Presidente  de  la  República  su  dimisión. 
»Si  el  juicio  político  no  fuese  inicáiado  en  el  término  de 
»tres  meses  o  fuere  favorable  al  ministro',  el  Presidente 
» podrá  reponerlo  en  su  cargo». 

La  primera  parte  del  artículo  pareciera  establecer 
un  sistema  intermedio  entre  el  parlamentario  y  el  presiden- 
cial, aceptando  la  remoción  de  un  ministro,  por  razones 
de  orientación  de  gobierno,  aunque  no  existieran  causas 
individuales  para  fundar  un  juicio  de  responsabilidad,  pero 
siempre  que  dos  tercios  de  ambas  cámaras  declarasen  la 
conveniencia  de  la  enunciada  remoción.  Sin  embargo,  el 
agregado  final  quita  todo  ese  novedoso  alcance  que  pareciera 
poder  atribuirse  a  primera  vista  a  la  disposición,  ya  que, 
al  permitir  la  reincorporación  del  ministro,  cuando  no-  se  ha 
iniciado  el  juicio  en  su  contra  en  el  término  de  tres  meses, 
o  si  el  fallo  le  hubiese  sido  favorable,  se  quiere  significar 
que  los  ministros  deben  permanecer  en  sus  puestos  mien- 
tras el  Presidente  los  mantenga,  y  no  se  declare  la  existencia 
de  algunas  de  las  causas  personales  que  autorizan  consti- 
tucionalmente  su  remoción. 
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Se  conserva  pues,  con  diferencias  de  forma,  en  toda 
su  integridad  el  sistema  imperante. 

'Dejando  de  lado  otras  reformas  de  menor  importancia 
propuestas,  paso  a  ocuparme  de  aquellas  que  en  mi  sentir 
significan  un  error  en  el  autor  del  proyecto,  pudiendo,  en 
general  hacer  constar,  que  ellas  revelan  un  espíritu  cen- 
tralista exagerado,  lo  que  pugna  abiertamente,  con  mis 
irreductibles  convicciones  federalistas. 

Examinaré  pues,  en  detalle  cada  una  de  las  reformas, 
a  mi  juicio  erróneamente  proyectadas. 

*** 

Ocupándose  del  artículo  5.°,  que  determina  la  fa- 
cultad de  las  provincias,  para  dictar  su  constitución,  fijan- 
do las  condiciones  de  las  mismas,  se  proyecta  el  agregada 
de  la  siguiente  frase: 

«Las  constituciones  provinciales,  serán  examinadas  y 
aprobadas  por  el  Congreso.» 

La  idea  no  es  nueva,  pero  no  por  eso  menos  sujeta 
a  crítica,  ya  que  importa  un  retroceso,  pretendiendo  vol- 
ver a  un  principio  que  consagrado  en  los  mismos  términos 
por  la  Constitución  del  53,  fué  eliminado  por  la  Con- 
vención Provincial  de  Buenos  Aires  del  59,  a  base  de  la 
cual  se  sellara  la  unión  nacional,  después  de  los  campos 
de  Cepeda. 

Las  modificaciones  introducidas  a  requisición  de  esa 
magna  asamblea  provincial,  que  contara  en  su  seno  a  todas 
las  eminencias  del  país :  Vélez  Sársfield,  Mitre,  Sarmiento, 
Rawson,  Mármol,  Frías  y  tantos  otros,  se  caracterizan  por 
su  acentuada  tendencia  federalista,  y  puede  decirse,  que 
aceptadas  unánimemente  por  toda  la  Nación,  importaron 
para  ésta,  un  compromiso  'de  hbnor  de  jamás  modificarlas 
en  menoscabo  de  la  autonomía  de  las  provincias. 

Si  no  bastara  esta  'consideración  de  carácter  general, 
pero  fundamental  —  que  sería  a  mi  juicio  suficiente  para 
no  aceptar  las  enmiendas,  —  existen  múltiples  razones  de 
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índole  doctrinaria  que  aconsejan  el  mantenimiento  de  las 
varias  disposiciones  a  que  'habré  de  referirme. 

Como  he  dicho,  tuvo  la  constitución  del  53,  el  agre- 
gado que  hoy  se  propone  al  mismo  artículo  5.°,  tomado 
literalmente  del  7.°  de  las  Bases  de  Alberdi,  inspiradas 
como  se  sabe  en  gran  parte  por  la  constitución  unitaria 
de  Chile,  donde  fueron  redactadas ;  fué  suprimido,  por  las 
razones  que  en  seguida  consignaré.  En  la  convención  de 
Filadelfia  de  1878,  se  propuso  con  el  plan  de  Virginia  algo 
análogo  que  fué  igualmente  eliminado,  y  en  la  actualidad 
no  existe,  fuera  de  (Sud  Africa,  organización  federativa 
que  contenga  tamaña  aberración. 

Fundaré  suscintamente  las  observaciones  contenidas 
en  el  párrafo  que  antecede: 

El  sometimiento  de  las  constituciones  de  provincia 
a  la  aprobación  del  Congreso  es  inaceptable :  a)  porque 
importa  el  desconocimiento  de  la  facultad  esencial  a  toda 
entidad  autónoma,  ya  que  transfiere  en  realidad  a  la  au- 
toridad federal  la  facultad  'que  la  caracteriza;  b)  porque 
podría  originar  cuestiones  enojosas  entre  la  Nación  y  las 
provincias,  sin  solución  aceptable,  que  no  fuera  el  pre« 
dominio  absoluto  de  la  voluntad  de  la  primera;  c)  porque, 
sería  quizás  la  fuente  de  nuevos  conflictos,  ya  que  aún 
aprobadas  las  constituciones  locales  por  el  Congreso,  po^ 
dría  su  inconstitucionalidad  ser  declarada  por  la  Suprema 
Corte,  si  existieran  disposiciones  que  contrariaran  dere- 
chos consagrados  en  la  carta  federal ;  y  d)  porque  todo  pe- 
ligro para  la  unidad  nacional  y  los  derechos  de  los  habitan- 
tes del  país  domiciliados  len  cualquier  provincia  desapare- 
cen, ¡sean  cuales  fueren  las  disposiciones  de  las  Constitu- 
ciones locales,  ante  la  atribución  enunciada  de  la  Corte  y 
lo  dispuesto  en  el  artículo  31  de  la  Constitución,  según 
el  que : 

«Esta  Constitución  y  las  leyes  de  la  Nación  que  en 
»su  consecuencia  se  dicten  por  el  Congreso',  y  los  trata- 
» dos  con  las  potencias  extranjeras,  son  la  ley  suprema 
» de  la  Nación ;  y  las  autoridades  de  cada  provincia  están 


156 


ORGANIZACION   Y  GOBIERNO 


» obligadas  a  conformarse  a  ellas,  no  obstante  cualquier 
» disposición  en  contrario  que  contengan  las  leyes  o  constitu- 
ya ciones  provinciales». 

Informando  Sarmiento,  la  reforma  que  suprimió  el 
agregado  que  hoy  se  intenta  nuevamente  introducir  ex- 
presaba: «Habiendo  en  la  Constitución  misma  un  artículo 
» que  dice :  esta  Constitución  y  las  leyes  que  se  dicten  en 
;>su  consecuencia,  son  las  leyes  de  la  tierra,  cualquiera 
»cosa  que  hayan  dispuesto  en  contrario  las  constituciones 
» provinciales,  esta  simple  disposición  ahorra  el  vejamen, 
>no  a  los  hombres  sino  al  principio  democrático  popular., 
»  de  la  re  visación  de  las  constituciones. 

Yo  digo  más,  añadía :  «Si  es  una  convención  de  pro- 
vincia la  que  ha  dado  la  Constitución,  ella  representa 
»más  la  soberanía  popular,  porque  un  Congreso  federal 
;>está  llamado  a  legislar  sobre  objetos  señalados,  y  el  he- 
:  cho  de  la  revisión  lo  hace  constituyente  para  las  provincias». 

El  doctor  Vélez  Sársfield,  sosteniendo  igualmente  la 
reforma,  agregó :  «Los  pueblos  se  van  a  regir  por  sí  pro- 
»pios;  nada  importa  las  leyes  que  den  los  cuerpos  legis- 
lativos de  cada  Estado,  ni  nada  importa  que  el  Congres: 
» examine  la  Constitución,  ni  que  la  encuentre  buena  o 
»mala.  Si  los  Estados  se  dan  leyes  contrarias  a  los  prin- 
» cipios  fundamentales  de  la  Constitución  ¿  también  las  va 
» a  examinar,  va  a  derogarlas  la  Nación  ? . . .  Las  va  a 
» derogar  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia:  el  Congreso  no 
»va  a  examinar  cada  ley,  lo  mismo  es  la  Constitución; 
» la  Constitución  no  es  más  que  una  ley,  la  primera  de 
» las  leyes». 

La  comisión  que  propuso  a  la  convención  del  59  la 
supresión  del  agregado  en  cuestión,  bajo  las  firmas  de  Mi- 
tre, Vélez  Sársfield,  Mármol,  Obligado  y  Sarmiento,  dice: 

«En  una  federación  constituida  sobre  las  bases  de  la 
» Constitución  Argentina,  cada  provincia  debe  tener  el  de- 
»recho  de  usar  de  su  soberanía  en  el  límite  que  le  es  pro- 
»pio,  dándose  aquellas  leyes  que  juzgue  más  convenientes 
» para  su  felicidad ;  y  que  si  esas  leyes  pueden  estar  en 
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» algún  caso  en  contradi  coióm  con  la  Constitución  general, 
»solo  cuando  llegue  ©se  caso  caen  bajo  el  veto  del  único 
» poder  que  tiene  autoridad  para  anularlas,  que  es  la  Cor- 
»te  Federal,  poder  establecido  para  definir  los  límites  de 
»las  dos  soberanías.  Mientras  la  ley  provincial  no  se  pone 
»  en  pugna  con  la  ley  nacional,  aquella  no  sale  del  círculo 
» de  la  soberanía  provincial  que  le  dio  vida,  y  por  lo 
» tanto  no  puede,  a  título  de  facultad  preventiva,  constituirse 
y>el  Congreso  en  arbitro  del  círculo  que  deba  recorrer  la 
» soberanía  local  para  evitar  un  caso  que  no  ha  llegado  y 
» pueda  no  llegar  nunca». 

Análoga  evolución  a  la  enunciada  ha  tenido  el  asun- 
to que  analizamos,  en  el  país  cuyas  instituciones  políticas 
nos  han  servido  en  gran  parte  de  modelo  :  me  refiero  como 
se  comprende,  a  los  Estados  Unidos. 

En  el  plan  de  Virginia,  sometido  a  la  Convención  de 
Filadelfia  de  1878,  s©  establecía  en  el  párrafo  6.°  como 
facultad  de  la  Legislatura  Nacional:  «vetar  todas  las  leyes 
» sancionadas  por  los  diversos  Estados  que  contravengan, 
»  en  opinión  de  la  Legislatura  Nacional,  los  artículos  de  la 
» Unión  o  algún  tratado  subsistente  bajo  la  autoridad  de 
»la  Unión.» 

Curtís,  el  renombrado  historiador  de  la  Convención 
de  Filadelfia  y  de  la  Coinstitución  de  los  Estados  Unidos 
enseña,  por  qué  y  con  qué  fué  sustituida  la  cláusula 
enunciada,  en  aquella  asamblea.  Dice  así : 

«Los  artículos  especialmente  designados  para  estable- 
» cer  y  mantener  la  supremacía  del  gobierno  nacional,  se- 
»gún  vinieron  de  la  comisión,  comprendían  las  resolucio- 
».nes  sobre  la  misma  mlateria  que  había  adoptado  la  Con- 
» vención.  La  única  adición  material  consistía  en  la  Mlmi- 
»tacióin  de  que  los  actos  legislativos  de  los  Estados  Unidos 
» que  deberían  ser  ley  suprema,  serían  aquellos  que  se 
» hicieran  en  virtud  de  la  Constitución.» 

«Ulteriormente  el  artículo  fué  enmendado,  de  mane- 
»  ra  que,  la  Constitución,  las  leyes  hechas  en  virtud  de  ella, 
»y  los  tratados  de  los  Estados  Unidos,  fueran  la  ley  su- 
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»prema  del  país,  que  obligara  a  todos  los  empleados  judi- 

»  cíales.» 

«El  objeto  de  esta  última  disposición  era  proporcionar 
»una  sustitución  al  poder  sobre  legislación  local  que  había 
»sido  comprendido  en  el  plan  de  Virginia,  y  que  se  debía 
» ejercer  por  la  legislatura  nacional,  por  medio  de  un  veto 
» sobre  todas  las  leyes  de  los  Estados,  que  contraviniesen, 
»en  su  opinión,  los  artículos  de  la  Unión  o  los  tratados 
«  subsistentes  por  autoridad  de  la  Unión. 

«El  objeto  de  dicha  sustitución  era,  cambiar  una  fa- 
» cuitad  legislativa  en  una  judicial,  transponiendo  de  la  le- 
gislatura nacional,  al  poder  judicial,  ©1  derecho  de  deter- 
» minad ón,  ¡si  una  ley  de  Estado,  que  se  suponía  hallarse 
» en  conflicto  con  la  Constitución,  las  leyes  o  los  tratados 
»  de  la  Unión,  ¡sería  o  no  válida.  Extendiendo  la  obligación 
» de  observar  las  prescripciones  de  la  Constitución  Nacio- 
nal y  de  las  leyes,,  a  los  jueces  de  los  tribunales)  de 
» Estado,  su  supremacía,  en  todas  las  judicaturas  del  país 
»  estaba  asegurada., 

Bryce,  el  notable  intérprete  de  la  Constitución  y  re- 
lator de  las  prácticas  políticas  americanas,  refiriéndose  a 
esta  misma  cuestión  dice: 

«El  hecho  de  haber  previsto,  en  los  jueces,  el  poder 
» de  interpretar  la  Constitución  federal  y  sus  leyes,  y  de 
» determinar  si  las  constituciones  y  las  leyes  de  los  Esta- 
»dos,  ultrapasan  o  no  las  facultades  federales,  sería  su- 
»ñciente  para  impedir  conflictos  entre  el  gobierno  na- 
cional y  los  gobiernos  de  Estado. 

«En  momentos  de  discutirse  la  Constitución,  se  propu- 
»so  dar  al  Congreso  'Federal,  el  derecho  de  veto  sobre 
»las  leyes  de  las  legislaturas  de  ios  Estados.  El  debate 
» puso  en  evidencia  los  inconvenientes  de  tal  sistema.  Su 
» adopción  hubiera  molestado  a  los  Estados  celosos  de  su 
» autonomía,  y  su  aplicación  habría  provocado  conflictos 
»con  los  mismos. 

«La  desaprobación  de  una  ley  de  Estado,  aún  en 
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» oposición  con  la  Constitución  federal,  hubiera  revestido 
»un  carácter  político,  y  entrañado  represalias  políticas. 

«Al  contrario,  dejando  a  las  Cortes  el  cuidado  de 
» decidir  estas  cuestiones,  el  amor  propio  de  los  Estados 
»no  es  herido,  y  la  resolución  declarando  inaplicables  sus 
» leyes,  no  es  sino  un  tributo  a  la  autoridad  superior  de 
»este  acto  legislativo  supremo,  que  ellos  han  contribuido 
»a  elaborar,  y  cuyos  respetos  serían  ellos  deseosos  de  ver 
» imponer  en  otras  circunstancias,  a  otros  Estados. 

«La  proposición  de  dar  al  Congreso  el  veto  fué  des- 
truida en  la  con  vención  por  Roger  Sherman,  quien  hizo 
» notar  hábilmente,  que  el  ejercicio  de  tal  derecho,  pare- 
» cía  implicar  la  validez  de  la  ley  de  Estado,  contra  la 
»cual  no  se  opusiera  aquel,  mientras  que,  si  esta  ley  no 
» estaba  en  armonía  con  la  Constitución,  ella  era  realmente 
»y  ante  todo  nula,  sin  exigir  ningún  veto  al  efecto». 

Las  demás  Constituciones  federales  de  países  ade- 
lantados, tampoco  exigen  el  requisito  de  la  aprobación 
de  las  constituciones  locales,  que  hoy  se  pretende  res- 
tablecer. En  efecto : 

La  Constitución  del  Brasil  de  1891,  en  su  artículo  63, 
dice :  «Cada  Estado  se  regirá  por  la  Constitución  y  las 
» leyes  que  adopte,  respetando  los  principios  constitucio- 
nales de  la  Unión». 

El  estatuto  federal  de  Suiza,  de  29  de  Marzo  de 
1874,  expresa  en  su  artículo  6.°:  «Los  Cantones  están  obli* 
» gados  a  pedir  a  la  Confederación  la  garantía  de  sus 
» constituciones,  la  que  se  concederá  con  las  condiciones 
»  siguientes : 

a)  «Que  estas  constituciones  no  contengan  nada  con- 
trario a  la  Constitución  federal. 

b)  «Que  aseguren  el  ejercicio  de  los  derechos  pHJÍ¿= 
» ticos,  con  arreglo  a  las  formas  republicanas,  represen- 
tativas o  democráticas. 

c)  «Que  hayan  sido  aceptadas  por  el  pueblo,  y  que 
» puedan  ser  revisadas,  cuando  lo  exija  la  mayoría  ab- 
» soluta  de  los  ciudadanos». 
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Nada;  pues,  de  aprobación  previa  por  el  gobierno 
federal. 

El  artículo  12  de  la  Constitución  de  Venezuela,  im- 
pone, como  única  condición:  «organizarse  conforme  a  los 
» principios  de  gobierno  popular,  electivo,  federal,  repre- 
»sentativo,  alternativo  y  responsable,  y  dictar,  para  esta- 
blecer las  reglas  de  su  régimen  y  gobierno  interior,  sus 
» constituciones,  de  conformidad  con  los  principios  de  este 
»  pacto  fundamental». 

Solo  en  la  organización  imperfecta  de  Sud  Africa, 
de  acuerdo  a  la  ley  constitucional  de  20  de  Septiembre 
de  1909,  se  establece:  «toda  ordenanza  hecha  por  un  con- 
»sejo  provincial,  deberá  ser  presentada  por  el  adminis- 
trador, al  gobernador  general  de  la  Unión,  en  consejo, 
»a  los  fines  de  su  aprobación.» 

Es  tan  evidente  que  la  facultad  de  dictarse  su  propia 
Constitución  representa  el  primer  atributo  de  una  orga- 
nización autónoma,  que  tal  sistema  ha  comenzado  a  apli- 
carse ya  en  los  Estados  Unidos,  aún  en  el  orden  munici- 
pal; y  así  tenemos,  que  el  artículo  9.°  sección  16  de  la 
Constitución  del  Estado  de  Missouri,  de  1875,  dice :  «Las 
» ciudades  de  100.000  o  más  habitantes  pueden  darse  sus 
» propias  cartas,  mediante  una  convención  especial;  la  car- 
»ta  una  vez  aceptada  por  el  pueblo,  entra  inmediatamente 
»en  vigor,  sin  intervención  alguna  de  parte  de  la  legislatura 
y>del  Estados 

Los  Estados  de  California  en  1879,  Washington  en 
1889  y  posteriormente  Minesota  y  Colorado  han  aceptado 
idéntico  sistema. 

*  * 

Considero  un  error  suprimir,  según  se  proyecta,  la 
parte  final  del  artículo  13,  que  dice:  «no  podrá  erigirse 
»una  provincia  en  el  territorio  de  otra  u  otras,  ni  de  va- 
»rias  formarse  una  sola,  sin  el  consentimiento  de  las  pro- 
vincias interesadas  y  del  Congreso.» 

Es  preciso  considerar  que  en  cualquier  aumento  o 
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disminución  de  las  provincias,  hay  un  doble  problema : 
el  de  índole  político  general,  cuya  resolución  debe  es- 
tar necesariamente  encomendada  al  Congreso ;  y  el  par- 
ticular que  afecta  a  la  autonomía  de  cada  una  de  aquellas, 
cuando  por  fraccionamiento  de  su  territorio  se  pretenda 
formar  alguna  otra,  o  por  la  conjunción  de  varias  cons- 
tituir una  sola. 

De  aquí  pues,  que  la  disposición  más  arriba  trans- 
cripta, consigna  un  principio  de  sana  organización  federa- 
tiva y  defensa  de  la  soberanía  incuestionable  de  las  provin- 
cias sobre  su  propio  territorio. 

* 

Los  artículos  45  y  51  que  reglan  las  atribuciones  de 
la  Cámara  de  Diputados  y  del  Senado  respectivamente, 
en  materia  de  juicio  político,  sufrirían  una  modificación 
de  importancia  de  acuerdo  al  pensamiento  del  autor  del 
proyecto,  doctor  Meló;  consistiría  aquella  en  el  agregacto 
que  somete  «a  los  gobernadores  de  provincia  al  juicio 
» político  del  Congreso),. 

Casi  podría  repetir  las  argumentaciones  y  concep- 
tos que  acabo  de  expresar,  en  relación  al  proyecto  de 
atribuir  al  Congreso  la  revisión  de  las  constituciones  de 
provincia:  el  agregado  a  que  ahora  aludo  estaba  como 
el  otro,  en  la  Constitución  del  53  y  en  las  Bases  de  Al- 
berdi,  y  fué  eliminado  por  la  Convención  del  60,  acep- 
tando la  proposición  de  la  Convención  de  Buenos  Aires 
del  59. 

Idéntica  consideración  corresponde  formular,  respecto 
al  agregado  que  se  proyecta  al  artículo  100,  diciendo: 
La  Suprema  Corte  resolverá  «en  los  conflictos  que  ocu- 
rrieren entre  los  poderes  públicos  de  una  provincia*. 

A  su  respecto,  dice  el  informe  de  la  Convención  del 
59,  bajo  las  firmas  de  los  eminentes  estadistas  antes  re- 
cordados : 

«El  artículo  97  de  la  Constitución,  entre  las  di  ver - 
»sas  atribuciones  que  da  a  la  Suprema  Corte,  establece 
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»  que  le  corresponde  el  conocimiento  y  decisión  de  los  con- 
y>flictos  entre  los  diferentes  poderes  de  una  misma  provincia. 

«Ese  artículo,  textualmente  copiado  de  la  Constitución 
» de  los  Estados  Unidos,  solo  ha  sido  innovado  en  esta 
» parte  y  con  tanto  desacierto  como  poca  meditación. 

«La  parte  relativa  al  conocimiento  y  decisión  de  los 
» conflictos  entre  poderes  de  una  misma  provincia,  atri- 
buidos a  la  Corte  Suprema,  desnaturaliza  completamente 
» el  poder  judiciario  de  la  nación.  La  misión  de  este  es 
» conocer  de  lo  que  es  privativo  de  la  nación,  en  lo  con- 
tencioso y  lo  que  define  las  dois  soberanías.  Lo  con- 
trario establecería  la  dependencia  inmediata  de  los  po- 
»  de  res  públicos  de  las  provincias,  sometidas  continuamente 
»a  las  decisiones  de  la  Suprema  Corte,  pues  unas  veces 
» la  legislatura  llevaría  al  gobernador  a  la  barra  de  ese 
» tribunal,  otras  veces  el  ¡ejecutivo  al  poder  judicial,  y  hasta 
»el  conflicto  entre  un  juez  de  pa,z  y  el  gobierno  provin- 
»cial,  sería  sometido  a  su  fallo.  Esto  que  es  atentatorio 
»a  la  soberanía  provincial,  importaría  una  subversión  com- 
» pleta  del  orden  constitucional  de  cada  localidad,  dando 
» lugar  a  mayores  conflictos  que  los  que  se  pretenden  evi- 
tar, cuando  hay  medios  fáciles  y  conocidos,  sin  salir 
»del  círculo  de  las  leyes  provinciales,  para  dirimir  tales 
»  conflictos.» 

El  doctor  Vélez  Sársfield,  fundando  las  supresiones 
que  hizo  la  Convención  del  60  y  que  hoy  se  quieren  res- 
tablecer, decía: 

«En  caso  de  conflicto  entre  los  poderes  provinciales, 
»debe  únicamente  estarse  a  la  Constitución  particular  de 
»  cada  Estado,  como  que  existe  una  soberanía  provincial,  tan 
» completa  comió  la  soberanía  nacional,  en  las  materias 
»  que  le  están  delegadas.  Destruiríamos  —  señores  —  de  otra 
» manera  las  constituciones  de  los  Estados  particulares, 
»y  la  independencia  interior  de  cada  provincia,  si  el  Poder 
» Nacional  Judicial,  va  a  resolver  las  cuestiones  políticas, 
» que  pueden  nacer  entre  los  poderes  públicos  de  una  pro- 
»  vincia. 


REFORMAS  A  LA  CONSTITUCION  NACIONAL  163 


«La  Constitución  de  los  Estados  Unidos  —  agrega  — 
» ¡está  basada  en  el  principio  de  la  absoluta  independencia 
» interior  de  los  Estados,  y  nunca  los  poderes  nacionales 
» tienen  nada  que  hacer  con  los  poderes  públicos  de  cada  Esta- 
ndo. Las  leyes  nacionales  son  meramente  para  los  indivi- 
»  dúos  y  no  para  los  poderes  públicos  de  los  Estados,  tan.  so- 
»  beranos  en  el  territorio  de  cada  uno,  como  el  Poder  Nació-' 
»  nal,  en  las  facultades  que  leejstán  delegadas.  Para  conservar, 
» pues,  la  independencia  de  cada  provincia  y  su  propia 
» Constitución,  es  de  toda  necesidad  hacer  la  supresión  que 
» la  Convención  ha  propuesto». 

Demás  está  decir  que  no  existe  organización  federal 
bien  constituida,  que  atribuya  a  las  cámaras  nacionales, 
ni  a  su  Poder  Judicial,  los  poderes  de  que  respectivamente 
se  intenta  investir  a  los  nuestros. 

Me  referiré  para  concluir,  a  los  términos  en  que  se 
proyecta  el  nuevo  inciso  8.°  del  artículo  67.  Diría  así, 
de  acuerdo  al  proyecto,  con  referencia  a  los  poderes  del 
Congreso :  «Acordar  con  cada  provincia,  el  régimen  de  los 
» impuestos  que  regirá  en  ella,  y  otorgarles  subsidio  del 
» tesoro  nacional,  en  cuanto  la  acción  impositiva  provin- 
» cial  no  alcanzare,  según  sus  presupuestos  organizados 
»y  administrados  rectamente,  a  cubrir  sus  gastos  ordina- 
»  rios.» 

Decir  que  las  provincias  no  pueden  establecer  im- 
puestos, sino  de  acuerdo  eon  el  Congreso,  importa  en  el 
hecho,  suprimir  en  absoluto  la  facultad  impositiva  de  las 
primeras.  Se  trata  de  una  disposición  desconocida  hasta 
hoy  en  organizaciones  federativas. 

La  facultad  de  la  Nación  y  de  las  provincias  para 
crear  impuestos,  surge  de  la  propia  naturaleza  del  gobierno 
creado  por  la  Constitución,  y  como  consecuencia  necesaria 
del  establecimiento  de  gobierno  central  y  gobiernos  seccio- 
nales, cada  uno  con  facultad  de  organizarse  y  desenvolverse 
por  sí  mismo,  y  con  autoridad  directa  sobre  las  personas 
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y  las  cosas,  colocadas  dentro  del  radio  de  sus  respectivas 
jurisdicciones. 

Crear  un  gobierno  —  dice  Albérdi  —  y  no  darle  rentas, 
significaría  tan  solo,  crear  un  nombre,  no  un  poder. 

Lo  que  conviene  hacer,  pues,  no  es  privar  a  las 
provincias  de  crear  con  perfecta  independencia  los  recur- 
sos necesarios  para  tener  vida  autónoma,  sino  asegurarles 
aquellos  y  suprimir  en  cambio  la  última  parte  de  la  cláu- 
sula a  que  me  vengo  refiriendo  ya  que  es  absurdo  hablar 
de  entidades  autónomas,  atadas  al  carro  del  presupuesto 
federal,  para  cubrir  los  gastos  ordinarios  de  su  adminis- 
tración. 

Los  conflictos  que  se  han  suscitado  y  puedan  pro- 
ducirse en  adelante,  en  materia  de  impuestos,  entre  la 
Nación  y  las  provincias,  son  susceptibles  de  subsanarse 
con  una  discreta  interpretación  de  los  principios  vigentes 
y  lo  serían  más  aún,  aclarando  en  los  textos,  las  dudas 
que  han  provocado  en  su  aplicación. 

No  puede  estar  jamás  el  remedio  en  atar  sin  limitación 
a  las  provincias  a  la  voluntad  del  Congreso  Nacional. 

*  * 

Lamento  que  la  premura  del  tiempo  me  haya 
impedido  dedicar  toda  la  atención  que  merece  el  examen 
de  un  proyecto  de  tanta  trascendencia,  como  el  del  ta- 
lentoso diputado  doctor  Mielo,  a  que  me  vengo  refiriendo. 

Vayan,  pues,  estas  líneas,  sólo  como  contribución  al 
estudio  prolijo  que  el  mismo  ha  de  provocar  de  parte  de 
su  autor  y  de  las  autoridades  en  materia  constitucional 
en  el  país. 


Julio  21  de  1917. 
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SU  REFORMA 


MINISTEEIO  DE  GOBIERNO  PARTICULAR 


Mendoza,  Octubre  5  de  1915. 
Señor  Doctor  Don  Arturo  M.  Bas. 

Buenos  Aires. 

Mi  distinguido  amigo  : 

Principio  por  pedirle  mil  disculpas  por  la  molestia 
que  le  proporciono;  pero  no  debe  extrañar  que  anhele- 
mos conocer  su  opinión,  cuando  estamos  empeñados  en 
una  obra  de  progreso  institucional. 

Le  adjunto  el  proyecto  de  Constitución  que  tenemos 
redactado  y  que  debe  ser  discutido  dentro  de  pocos  días. 

¡Concretando  mi  consulta  desearía  que  me  conteste 
las  siguientes  preguntas: 

1.  a  ¿Cuál  es  el  término  medio  de  duración  de  los 
gobernadores  en  la  Unión  Americana,  establecido  en  las 
constituciones  más  modernas  ? 

2.  a  ¿  Cree  usted  conveniente  el  término  de  dos  años 
para  evitar  que  los  gobernadores  ejerzan  influencia  ab- 
sorbente en  las  cámaras  legislativas? 

3.  a  ¿Si  el  sistema  proporcional,  a  base  del  cuocien- 
te electoral,  es  el  más  adecuado  para  evitar  las  unanimida- 
des legislativas? 

4.  a  ¿Si  estableciéndose  como  principio  fundamental 
el  sistema  proporcional  para  las  elecciones  de  los  legisla- 
dores, no  sería  una  oontradidciióín!  y  un  retroceso  institucional 
elegir  al  gobernador  por  elección  directa  y  a  simple  plu- 
ralidad de  votos? 
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5.  a  ¿Si  creo  conveniente  que  después  de  cinco  años 
de  promulgada  esta  Constitución,  se  niegue  el  voto  a  los 
analfabetos  y  se  les  otorgue  a  las  mujeres  mayores  de  edad 
que  sepan  leer  y  escribir? 

6.  a  ¿Qué  opina  sobre  el  sistema  del  artículo  87  para 
conjurar  los  peligros  de  las  mayorías  confabuladas  para 
rechazar  diplomas  de  las  'minorías? 

7.  a  ¿Si  cree  práctico  y  'conveniente  el  sistema  esta- 
blecido en  el  artículo  161  para  curar  el  mal  crónico  de  la 
lenta  justicia  argentina? 

Reiterando  mis  disculpas  por  la  molestia  que  mi  con- 
sulta le  proporcione  y  con  mi  más  profundo  agradecimien- 
to lo  saluda  su  afectísimo  y  S.  S. 

Julián  Barraquero. 

Señor  Dr.  Julián  Barraquero. 

Mendoza. 

Estimado  Dr.  y  amigo : 

Recibí  su,  para  mí  tan  honrosa  carta  por  la  que 
solicita  mi  opinión  sobre  la  reforma  constituciLonal  que 
ustedes  proyectan,  y  en  especial  sobre  algunos  puntos 
que  concretamente  especifica.  . 

He  demorado  algunos  días  en  contestarla,  porque  que- 
ría hacerle  personalmente  el  ícuadro  comparativo  que  le 
adjunto,  relacionado  con  el  término  del  mandato  de  los 
gobernadores,  senadores  y  diputados  en  los  distintos  esta- 
dos de  la  Unión  Americana:  punto  sobre  el  cual  deseaba 
conocer  usted  datos  concretos. 

Debo  ante  todo  manifestarle  que  conceptúo  sabia- 
mente inspirada  la  reforma  constitucional,  y  que  con  al- 
gunos ligeros  retoques  'presentarán  ustedes  sin  duda,  el 
más  completo  y  adelantado  ¡de  los  Estatutos  políticos  de  las 
provincias  argentinas 

Aparte  de  mi  opinión  Sobre  los  puntos  a  que  la  suya 
se  refiere,  paso  también  a  formularle  breves  observaciones 
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que  me  ha  sugerido  una  ligera  lectura  general  del  despa- 
cho de  la  comisión. 

Cesión  de  jurisdicción 

Creo  que  para  completar  el  pensamiento  del  artículo 
3;°,  y  dejar  bien  sentado,  que  dentro  de  nuestra  organiza- 
ción federativa,  ningún  poder  —  ni  el  nacional  —  puede  ad- 
quirir la  jurisdicción  privativa  de  gobierno  dentro  del  te- 
rritorio de  las  provincias,  «sin  su  expreso  c oas entimájento», 
distinguiendo  al  efecto  la  «cesión  de  jurisdicción»  de  la 
simple  «cesión  de  territorio»,  convendría  agregar  al  ar- 
tículo, referido,  «bastando  la  resolución  en  mayoría  para 
» autorizar  la  simple  transferencia  del  dominios  sobre  bie- 
nes pertenecientes  a  aquella.  . 

Contratación  de  empréstitos 

El  artículo  41  que  se  refiere  al  uso  del  crédito  de 
la  provincia  contiene  ya  algunas  restricciones  prudentes, 
dignas  del  mayor  elogio,  pero  estimo  que  les  convendría 
agregar  una  cláusula  muy  previsora  que  contiene  la,  Cons- 
titución de  Córdoba,,  y  que  dice  :  «En  ningún  caso  el  ser- 
»  vicio  «de  la  totalidad  de  los  empréstitos»  podrá  compromje- 
»ter  más  de  la  «cuarta  parte  de  la  renta  provincial.» 

Es  preciso  precaverse  contra  ¡soluciones  precipitadas, 
inspiradas  las  más  de  las  veces  en  intereses  transitorios, 
y  que  pueden  cegar  in;coin|sideradame,nte  las  fuentes  de 
rentas  del  Estado,  privándole  ¡de  los  recursos  necesarios 
para  la  atención  de  los  servicios  normales  de  la  adminis- 
tración. 

Un  25  por  ciento  de  la  renta  para  la  atención  de  em- 
préstitos, es  más  que  suficiente. 

Organización  electoral 

En  el  despajcho  de  la  mayoría  comió  en  la  disidencia, 
relativos  al  artículo  51  se  trata  de  precisar  el  concepto 
del  sufragio  popular. 

Estimo  que  los  términos  usados  en  amibos  son  ine- 
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xactos;  en  la  actualidad  ya  nadie  discute  el  concepto  del 
voto :  «no  es  un  derecho  inherente  al  ciudadano»,  sino 
una  función  pública,  cuyo  ejercicio,  el  Estado  «autoriza» 
o  «impone»  a  los  miembros  de  la  colectividad  que  a  su 
juicio  sean  aptos  para  desempeñarla: 

De  aquí  que  en  diferentes  países  se  califica  el  voto, 
privando  de  él  a  muchos  ciudadanos,  o  se  acuerda  a  ex- 
tranjeros aún  sin  nacionalizarse  cuando  por  ejemplo,  se 
casan  o  adquieren  propiedades  en  el  país  donde  residen. 
Todo  esto,  como  usted  comprenderá,  no  sería  admisible 
si  el  votó  «surgiera»  y  «fuera  inherente  a  la  calidad  de 
ciudadano. 

Si  el  sufragio  electoral  es  un  derecho  inherente  al 
carácter  de  ciudadano  argentino  como  dice  el  proyecto, 
¿  cómo  es  que,  según  él,  se  priva  del  mismo  a  dicho  ciu- 
dadano, cuando  no  sabe  leer  ni  escribir? 

De  aquí  que  yo  estime  como  fórmula  más  exacta, 
la  que  paso  a  indicarle,  que  permite  sancionar,  sin  con- 
tradicciones, el  voto  facultativo  o  el  obligatorio,  como  tam- 
bién decidirse  por  el  sufragio  universal,  el  voto  calificado 
o  el  de  las  mujeres:  Diría  así: 

«El  sufragio  es  una  función  pública  que  ejercerán 
»los  individuos  que  reúnan  las  condiciones  establecidas 
»en  esta  constitución.); 

«Deberán  sufragar  en  la  oportunidad,  forma  y  con- 
»diciones  que  determine  la  ley  de  la  materia  los  ciuda- 
r,  danos  argentinos  mayores  de  diez  y  ocho  años.  Des- 
» pués  de  cinco  años  de  dictada  la  presente  Constitución, 
»será  además  requisito  indispensable  para  el  ejercicio  del 
»voto,  saber  leer  y  escribir  en  idioma  nacional». 

Pienso  que  el  voto  de  las  mujeres  es  doblemente  in- 
conveniente :  por  la  irreflexión  e  impresionismo  que  lo 
habría  de  caracterizar,  dada  la  supeditación  de  la  mujer 
dentro  de  nuestra  organización  vigente,  y  por  cuanto  la 
substraería  de  su  misión  fundamental  en  el  seno  del  ho- 
gar; a  mi  juicio,  se  iría  a  pura  pérdida  por  múltiples  con- 
ceptos. 
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La  Constitución  de  San  Juan  consagra  el  enunciado 
concepto  del  voto;  y  en  cuanto  a  su  calificación  hay  di- 
versos Estados  americanos  que  la  tienen,  establecida :  Iowa, 
Georgia,  Pensylvania,  Dellaware,  Massaichussets,  Tennes- 
se  y  Mississipí  exigen  el  pago  de  impuestos ;  Massachus- 
sets,  Cocnecticut  y  otros  que  el  elector  sepa  leer  la  Cons- 
titución del  Estado  y  escribir  su  nombre,  llegando  M¿)s- 
sissipí  a  ordenar  que  toda  persona  que  quiera  hacerse 
inscribir  en  los  registros  para  votar  «debe  saber  leer  la 
» Constitución,  entenderla  cuando  la  lea  ante  el  funciona- 
rio encargado  del  registró,  e  interpretarla  convenientemente». 

Refiriéndome  al  artículo  54  debo  manifestarle,  que 
aunque  en  teoría  podría  considerarse  más  aceptable  dejar  a 
la  ley  la  atribución  de  elegir  el  sistema  que  deba  aplicarse 
dentro  del  principio  de  la  representación  proporcional  que 
se  impone,  creo  que  la  experiencia  de  nuestro  país  y  los 
peligros  que  a  diario  nos  ofrecen  nuestras  legislaturas  su- 
peditadas a  los  intereses  subalternos  de  la  política,  hacen 
más  juicioso  el  temperamento  seguido  por  la  comisión  con- 
sagrando el  sistema,  por  precepto  constitucional. 

Y  ya  que  me  refiero  a  un  punto  del  «régimen  elec- 
toral», me  ha  de  permitir  indicarle  la  conveniencia  de  es- 
tablecer en  la  reforma  una  disposición,  según  la  que  «en 
»los  casos  que  deba  realizarse  la  elección  complemen- 
taria, por  falta  de  instalación  o  por  anulación  de  me- 
» sas,  debe  suspenderse  el  escrutino  de  toda  la  sección,  has- 
»ta  la  celebración  de  aquella». 

Con  el  sistema  nacional  actual,  (1)  producida  la  prime- 
ra elección,  y  conocido  el  resultado  del  escrutinio  antes  de 
la  complementaria,  queda  a  míeroed  del  partido  que  hubiera 
obtenido  una  mayoría  apreciable,  decidir  el  triunfo  del 
partido  adversario  que  le  cuadre  (si  hay  más  de  uno)  o 
en  todo  caso  del  candidato  contrario  que  por  sus  condi- 
ciones negativas  le  haya  de  resultar  menos  dañoso. 


(1)  Modificado  ya  en  el  sentido  que  expreso,  a  la  fecha  de  aparecer 
esta  obra. 
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Esto  que  ha  sucedido  ya  en  el  orden  nacional,  veo 
que  ise  denuncia,  en  la  propia  elección  de  la  Convención 
que  tienen  ustedes  reunida,  a  estar  a  las  palabras  del 
convencional  socialista. 

El  poder  legislativo 

Las  ventajas  del  sistema  bicamarista  no  se  discuten, 
y  por  ello  considero  inaceptable  el  artículo  60  propuesto 
en  disidencia  por  ¡el  convencional  Moreg.  Como  usted  po- 
drá ver  en  el  cuadro  que  le  acompaño  los  Estados  ame- 
ricanos lo  adoptan  sin  excepción. 

Me  inclino  ¡sin  vacilar  al  sistema  de  elección  de  di- 
putados por  «secciones  electorales»  y  al  de  senadores  por 
«departamentos». 

Se  diversifica  más  así  ell  origen  y  la  composición 
de  los  dos  cuerpos,  haciendo  más  probable  y  útil  su  re- 
cíproco control  en  el  ejercicio  de  la  función  legislativa. 

Pienso  que>  seria  un  gran  error  elevar  a  términos 
tan  largos  el  mandato  de  senadores  y  diputados,  esto  es, 
a  6  y  4  años,  respectivamente,  como  en  el  despacho  se 
proyecta  ;  me  parece  que  4  y  3  años,  con  renovación  anual 
de  un  25  por  ciento  para  el  senado  y  un  tercio  para  la 
cámara  joven  es  más  que  suficiente. 

La  tendencia  moderna  se  orienta,  en  el  sentido  de  la 
disminución  del  término  al  mandato  de  los  legisladores,  a 
fin  de  ponerlos  m,ás  a  menudo  en  coirutacito  con  el  pueblo, 
permitiendo  a  éste  la  ratificación  o  rectificación  de  su 
juicio,  según  fuere  el  desempeño  de  los  elegidos. 

El  cuadro  adjunto  sacado  de  las  constituciones  de 
Estado  de  los  Estados  Unidos  confirma  tal  aseveración; 
pensando  por  otra  parte,  que  nuestra  misma  situación  po- 
lítica tan.  variable  por  falta  de  agrupaciones  orgánicas  que 
dirijan  con  permanencia  a  la  opinión,  aconseja  los  pe- 
ríodos breves. 

£1  juez  de  las  elecciones 

Es  indiscutible  que  nada  se  gana  en  orden  a  la  me- 
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jora  institucional,  si  la  libre  emisión  del  voto  en  el  com.- 
ció  es  burlada  después  por  resoluciones  partidistas  del 
cuerpo  a  que  el  electo  ha  de  pertenecer;  de  aquí  que 
conceptúe  de  sana  previsión  y  alto  patriotismo  toda  medii- 
da  que  tienda  ta  garantir  el  juicio  de  la  elección 

Veo  que  ustedes  han  ideado  al  efecto  en  el  artículo 
87  proyectado,  una  decisión  de  la  «Asamblea  Legislati- 
va,», cuando  la  opinión  de  la  cámara  fuese  contraria  a  la 
de  la  junta  electoral.    Es  sin  duda  una  garantía  más. 

Podría  también  adoptarse  la  siguiente :  «Cuando  cual- 
» quiera  de  las  Cámaras  a  que  hubiese  de  incorporarse 
»el  electo  esté  en  disconformidad  con  la  junta,  podrá  só- 
»lo  rechazar  con  dos  tercios  de  votos  el  diploma  otorgado 
»por  la  última,  pero  nunca  modificar  la  qpinjiión  de  aque- 
» lia,  acordando  el  título  a  distinta  persona.» 

En  tal  forma,  se  mantiene  el  «privilegio»  del  cuer- 
po, en  el  sentido  que  no  deben  incorporarse  a  su  seno, 
miembros,  que  ya  fsea  por  sus  calidades  personales  o  por 
razón  del  acto  electoral,  no  deben  a  su  juicio  pertenecier- 
le,  y  al  mismo  tieimpo  se  asegura  que  los  incorporados  son 
en  realidad  la  expresión  de  la  voluntad  popular. 

La  Constitución  de  Georgia  establece,  con  el  propó- 
sito indicado :  «Cada  Cámara  es  juez  de  la  elección,  re- 
» chazo  y  calificación  de  sus  miembros,  «ningún  miembro 
» puede  ser  rechazado  sino  por  dos  tercios  de  la  Cámara 
» a  que  ha  de  per  teme  oe¡r». 

Término  del  mandato  gubernativo 

Me  pregunta  usted  especialmente  mi  opinión  sobre  el 
término  del  mandato  de  gobierno  —  que  en  mayoría  acon- 
sejan de  «dos  años»,  como  así  mismo  cuál  es  el  acepta- 
do ¡generalmente  por  las  Constituciones  de  los  Estados 
Americanos. 

'Antes  de  referirme  a  los  últimos,  creo  conveniente 
hacerle  una  observación  de  carácter  general,  que  me  in- 
duciría a  aconsejarles  mantener  el  término  de  «tres  años», 
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aunque  sea  indudable  que  en  Norte  América  haya  gran 
número  de  Estados  que  fijan  un  plazo  menor. 

Entre  nosotros,  «la  función  ejecutiva»  llámese  «pre- 
sidencia» o  «gober  nación»  absorbe  de  tal  manera  el  «régi- 
men administrativo»  del  Estado,  por  el  cúmulo  de  facul- 
tades que  se  le  acuerdan,  que  casi  ambas  se  confunden. 

Be  aquí  que  a  cada  cambio  de  gobierno  correspon- 
de entre  nosotros  una  modificación  de  la  administración, 
con  las  perturbaciones  del  caso  y  la  exigencia  de  un  tiem- 
po relativamente  largo  para  encarrilar  el  nuevo  personal  de 
aquella;  de  ahí  surge  un  serio  inconveniente  para  esta- 
blecer períodos  muy  breves  de  gobierno. 

Los  Estados  Unidos,  por  el  contrario,  nos  ofrecen 
un  cuadro  de  gran  descentralización  administrativa^  ya  por 
el  sistema  de  funcionarios  electivos  en  las  distintas  ra- 
mas de  la  ¿administración,  o  ya  también  al  atribuir  las 
funciones  de  aquellas  a  los  condados  o  comunas. 

Es  tal  la  ¡limitación  de  los  poderes  administrativos 
del  gobernador  en  la  generalidad  de  los  Estados,  que  ha 
hecho  decir  a  Goodnow :  «El  gobernador  no  ha  logrado 
»ser  el  jefe  de  la  administración  regional,  porque  las  re- 
» gion.es  han  resuelto  que  sea  principalmente  un  funcio- 
»nario  político;  y  por  eso  han  cercenado  su  facultad  de 
»  nombramiento,  y  hian  amulado  casi  su  facultad  de  separar». 

En  tales  condiciones  únicamente  puede  concebirse, 
cómo  el  cambio  muy  frecuente  de  los  funcionarios  ejecuti- 
vos no  traiga  serias  perturbaciones  a  la  administración; 
y  sólo  así  se  explica  que  el  presidente  de  los  Estados  Uni- 
dos, dure  solo  cuatro  años,  y  que  el  gobernador  de  Ma- 
ssachussets,  Rodhe  Island  y  Connecticut,  por  ejemplo,  ejer- 
zan sus  funciones  tan  sólo  por  un  año. 

No  soy  tampoco  partidario  de  los  términos  muy  lar- 
gos  y  por  eso,  sin  vacilar,  me  inclino  entre  nosotros  a  la 
designación  de  los  miembros  del  Poder  Ejecutivo  por  tres 
años. 

Elección  directa  de  Gobernador 

Les  aplaudo  decididamente  la  idea  de  ir  a  la  «elec- 
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ción  directa»  del  gobernador.  La  elección  de  segundo  gra- 
do, por  medio  de  electores,  complica  el  sistema  sin  pro- 
ducir ningún  resultado  benéfico,  ni  teórico,  ni  práctico. 

Teóricamente  nada  se  gana,  ya  que  los  electores  son 
designados  invariablemente  con  «mandato  imperativo»,  lo 
que  excluye  la  única  ventaja  que  pudiera  resultar  de  su 
mejor  aptitud  para  elegir  el  funcionario ;  y  prácticamente, 
aparte  de  un  formulismo  inútil,  mantiene  la  agitación  en 
los  partidos  después  de  la  lucha,  temerosos  siempre  de 
que  la  mayoría  del  comido  sea  desacatada  o  destruida  por 
combinaciones,  obstruccionismo  o  cien  maniobras  de  di- 
verso orden,  realizadas  por  lois  miembros  del  Colegio  Elec- 
toral. 

No  encuentro  inconveniente,  ni  mueblo  menos  con- 
tradicción, en  que  establezcan  el  régimen  proporcional  pa- 
ra la  organización  del  Poder  Legislativo,  y  el  süistema  de 
la  elección  directa  para  la  designación  del  gobernador. 

En  este  doble  sistema  están  bien  representadas  y  pre- 
vistas, «la  unidad»  necesaria  en  el  Poder  Ejecutivo,  y  «la 
diversidad»  de  opiniones  que  deben  hallarse  representa- 
das en  el  cuerpo  legislativo. 

En  tal  forma,  la  agrupación  que  representa  la  opi- 
nión de  la  mayoría  de  la  provinda  debe  constituir  el  pri- 
mero; y  todos  llevar  sus  opiniones  y  su  acción  de  con- 
trol en  el  segundo. 

Por  otra  parte,  la  eliminación  del  Colegio  Electoral 
permitirá  también  acercar  lo  mas  posible  el  día  del  corna- 
do para  la  renovación  de  los  poderes  al  de  la  expiración 
del  mandato  gubernativo.  Seguramente,  a  ustedes,  com;o 
a  todos,  la  práctica  les  habrá  hecho  observar  el  gravísimo 
inconveniente  de  las  elecciones  con  mucha  anticipación, 
de  seis  meses  como  en  Córdoba,  por  ejem'plo,  a  la  expi- 
ración del  mandato  ;  ello  crea  una  verdadera  perturbación 
en  la  gestión  administrativa  y  política,  con  desmedro  de 
la  autoridad  del  funcionario  saliente  y  perjuicio  positivo 
para  los  intereses  generales. 

«No  existe  constitución  de  Estado  americano  «que  no 
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consagre  la  elección  directa»,  y  si  bien  en  la  designación 
del  presidente  de  los  Estajdos  Unidos  se  conserva  la  elec- 
ción de  segundo  grajdo,  se  le  conceptúa  allí  un  engranaje 
inútil,  conservado  únicamente  por  las  razones  de  orden 
histórico- constitucional  que  influyeran  en  su  consagración. 

El  poder  judicial 

La  sección  5a  referente  al  Poder  Judicial  me  pare- 
ce muy  completa  y  bien  pensada.  Estíralo  altamente  plau- 
sible la  forma  precisa  en  que  se  consignan  como  «atribu- 
ciones originarias  de  la  Corte»  entre  otras,  las  de  resolver, 
en  los  casos  de  incomstitucionalidald,  conflicto  de  pode- 
res, cuestiones  de  índole  conteinciosoi  ajdmiinistratfivo,  reduc- 
ción de  penas,  etc. 

Inamovilidad  judicial 

Debo  también  exteriorizarle  mi  opinión  francamen- 
te favorable  a  la  «inamovilidad  de  los  jueces»,  mientras 
dure  su  buena  conducta,  pues  considero  que  es  la  única 
forma  de  garantir  su  independencia,  cortaúdo  el  triste  es- 
pectáculo de  ver  a  muchos  da  ellos  rendir  homenajes  in- 
debidos y  aún  sacrificar  su  investi/dura  a  la  expira- 
ción de  cada  uno  de  los  per í oídos  porque  son  nombrados 
en  mucríajs  de  nuestras  provincias. 

La  retardada  justicia 

Pienso  que  la  verdadera  llaga  que  desprestigia  nues- 
tra justicia,  produciendo  lesión  considerable  a  los  intere- 
ses que  está  llamada  aquella  a  salvaguardar  es  «su  moi- 
rosidad».  Los  estadistas  'que-  encontraban  un  remedio  efi- 
caz contra  la  misma,  habrían  realizado  la  emlpr'esa  más 
seria  y  benéfica  entre  nosotros. 

Me  h!a  despertado  por  eso  especial  interés  la  lectu- 
ra del  artículo  161  proyectado  por  ustedes,  aparte  de  su 
novedad,  porque  creo  será  de  eficacia  positiva  para  Cu- 
rar ese  mal  endémico  <en  nuestro  país :  «la  retardada  jus- 
ticia». 
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En  la  forma  establecida,  quedarán  —  podríamos  de- 
cir —  automá tic amiente  consignados  las  «casas  de  mora  ju- 
dicial», cuya  acumulación  em  la  proporción  que  la  ley  es- 
tablezca significarán  ©1  mal  desemípeño<  a  los  efectos  del 
juicio  de  responsabilidad.  i 

La  sanción  de  nulidad  para  las  resoluciones  dictadas 
después  del  término  fi  jaldo,  determinará  fatalmente  el  co- 
nocimiento público  de  todos  los  casos  de  retardo,  sin  ne- 
cesidad de  investigaciones  difíciles  y  de  dudoso  resultado. 

Estimo  así  que  será,  muy  interesante  la  sanción  del 
artículo  proyectado  por  ustedes  y  que  sus  beneficios  no 
habrían  de  tardar  tein  hacerse  sentir. 

Lo  contencioso  administrativo 

Con  mucha  complacencia  he  visito  que  en  el  despa- 
cho de  la  comisión  ha;n  suplido  usiteídes  una  deficiencia 
muy  general  en  las  consititucioinjes  de  provincia,  cuando  re- 
glamentan la  forma  de  solucionar  las  cuestiones  de  índole 
contencioso-administrativo,  con.sagra.ndo  concretamente  la 
facultad  de  la  (Suprema  Corte  para  hacer  cumplir  «direc- 
tamente» los  fallos  que  dicte  sobre  esa  materia,  cuando  el 
poder  administrador  no  lo  ejecuta  en  el  término'  que  la 
misma  Constitución  determina.  Con  la  reglamentara  ón  re- 
ferida se  .evitan  dos  males  igualmente  graves  como  gene- 
ralizados :  la  tendencia  'del  Poder  Judicial  a  juzgar  y  re- 
solver con  el  'criterio  y  los  principios  del  derecho  priva,- 
do,  cuestiones  que  si  afectan  intereses  de  ese  orden  com- 
prometen también  la  vida  y  desenvolvimiento  del  Estado; 
y  la  inclinación  del  Poder  Ejecutivo  a  extender  indebida- 
mente su  campo  de  acción,  sin  respetar  los  derechos  pri- 
vados, y  descuidando  el  cumplir  las  resoluciones  judiciales, 
cuando  contrarían  disposiciones  de  la  administración. 

El  régimen  municipal 

Míe  parece  que  un  asunto  al  (fue  relativamente  le  han 
dispensado  ustedes  poca  atención  es  el  régimen  muiiici- 
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cipal.  «en  cuanto  se  refiere  a  garantir  su  «funcionamiento 
independiente»  del  P.  Ejecutivo. 

Creo,  por  lo  menos,  que  coinvendría  enumerar  «taxa- 
tivamente» los  casos  en  que  una  municipalidad  puede  con- 
siderarse acéfala,  para  autorizar  la  intervención  del  P. 
Ejecutivo,  de  acuerdo  al  Art.  211  del  proyecto. 

Se  trata  de  la  .cuestión,  que  más  perturba  la  vida  de 
los  municipios  argentinos,  y  no  se  puede  dejar,  por  lo  mis- 
mo, al  criterio  del  P.  Ejecutivo,  tan.  accesible  a  las  consi- 
deraciones e  influencias  de  índole  política. 

Con  estas  observaciones,  pongo  punto  final  a  lo  que 
ha  perdido  ya  el  carácter  de  carta,  para  convertirse  en 
una  disertación,  a  la  que,  sin  pensarlo,  me  ha  llevado  mi 
afición  a  cuestionéis  de  la  índole  a  que  la  suya  se  refiere. 

Disculpe,  pues,  y  ordene  a  su  affmo.  y  S.  S. 

Buenos  Aires,  Octubre  de  1915. 


La  nueva  Constitución  de  Mendoza,  sancionada  de- 
finitivamente en  Febrero  de  1916,  consagró  disposiciones 
concordantes,  casi  en  su  totalidad,  ooin  las  opiniones  que 
anteceden,  estableciendo  así  la  elección  directa  de  goberna- 
dor por  el  término  de  tres  años,  imponiendo  un  régimen  de 
elecciones  que  asegura  la  representación  de  las  minorías; 
garantizando  asimismo,  con  especial  cuidado,  la  iimparoia- 
lidad  en  el  juicio  de  la  elección,  de  legisladores,  como  la 
rapidez  de  la  justicia. 

En  el  Informe  de  la  «Comisión  de  la  reforma»,  al  fun- 
dar el  sistema  de  la  representación  proporcional  se  expresa : 

«El  principio  republicano  —  dice  el  doctor  Bas  —  en 
su  «Derecho  Público  Provincial»,  reclama  que  el  Poder  Le- 
gislativo de  un  Estado  sea  la  reproducción  todo  entero 
del  mismo,  una  imagen  fiel  de  sus  ideas,  sentimientos  e  in- 
tereses, y  que  las  diversas  opiniones  se  encuentren  en  él 
representadas  Cada  una  con  ;s¡u  importancia  relativa.  De 
aquí  la  conveniencia  de  adoptar  el  sistema  de  la  representa- 
ción proporcional» ; 
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Y  para  fundar  el  principio  de  la  inamovilidad  judicial, 
se  agrega  en  el  mismo  dictamen :  «No  puede  discutirse  en  el 
terreno  de  la  doctrina  ni  en  el  de  los  hechos — dice  el  Dr. 
Bas — que  la  independencia  de  los  jueces,  primera  condición 
exigible  en  el  desempeño  de  las  funciones  y  esencial  a  sis- 
tema de  la  división  de  los  poderes,  se  obtiene  con  mayor 
seguridad,  por  la  inamovilidad  mientras  dure  su  buena 
conducta,  que  con  su  periódica  renovación.  Puede  decirse, 
pues,  que  la  justicia  no  es  tal  si  no  es  independiiiente,  por- 
que el  pueblo  quiso  colocar  la  autoridad  de  sus  fallos  arri- 
ba de  las  sanciones  de  la  Legislatura  y  de  los  actos  del 
Poder  Ejecutivo». 

En  sesión  de  16  de  Diciembre  de  1915,  el  convencional 
doctor  Julián  Barraquero,  refiriéndose  a  la  disposición  cons- 
titucional sancionada  para  asegurar  el  juicio  de  la  elección 
de  los  miembros  de  la  Cámara  dijo :  «Acabamos  de  sancio- 
nar precisamente  un  artículo  que  contiene  una  reforma  muy 
fundamental,  que  no  la  posee  ninguna  provincia  argentina, 
y  que  solo  existe  en  Inglaterra,  y  sin  embargo  yo  hie  consul- 
tado al  formular  esa  proposición  a  los  catedrático,s  de  las 
Universidades  Nacionales  y  a  hombres  autorizados  del  país, 
como  por  ejemplo  al  profesor  de  la  Universidad  de  Córdoba 
doctor  Bas,  actual  Diputado  Nacional,  respecto  a  la  solu- 
ción que  hie  propuesto  para  evitar  el  abuso  de  las  mayorías 
parlamentarias,  y  me  (ha  contestado  que  la  solución  pro- 
puesta es  sencilla  y  corta  el  abuso  de  las  mayorías  parti- 
distas; es  decir,  esa  facultad  que  tienen  las  Cámaras  en 
todo  el  mundo  parlamentario,  de,  por  su  propia  cuenta, 
poder  rechazar  diplomas  ¡de  la  minorías,  sin  que  haya  juez 
que  pueda  evitarlo.» 

El  Convencional  Dr.  Contreras,  para  fundar  el  pro- 
yecto aprobado  de  elección  directa  de  gobernador,  dijo  en 
sesión  de  21  de  Diciembre  de  1915 : 

!«En  efecto,  señor  Presidente,  el  principio  de  la  elec- 
ción indirecta,  ventajoso  indiscutiblemente  en  teoría,  en 
cuanto  debiera  pensarse  que  el  Colegio  Electoral  formado 
con  personas  con  ¡mayor  capacidad  y  conocimiento  que  la 
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masa  electoral,  había  de  proceder  con  criterio  más  acertado 
en  la  designación  de  los  miembros  del  Poder  Ejecutivo,  es 
absolutamente  ineficaz  en  ¡el  hecho,  bajo  tal  punto  de  vista, 
porque  esos  electores  representantes  de  partidos  van  en 
la  práctica  con  mandato  imperativo  de  aquellos,  quienes  en 
una.  elección  directa  hubieran  consagrado  el  mismo  candi- 
dato.—  Bas.  Derecho  Público  Provincial,  página  178.» 

El  Convencional  Dr.  Barraquero,  autor  del  proyecto 
de  reforma  constitucional,  fundando  el  artículo  destinado 
a  corregir  el  mal  endémico  de  la  justicia  argentüna  —  su 
morosidad  —  dijo  (Sesión  de  24  de  Diciembre  de  1915) : 

«Tratándose  de  una  verdadera  novedad  diré  así,  pues- 
to que  no  se  encontraba  esto  en  ninguna  constitución  ar- 
gentina ni  americana,  algunas  dudas  tenía  yoi  a  este  respecto, 
sobre  su  eficacia  o  conveniencia.  Entonces  procuré  cono- 
cer previamente,  antes  de  librar  este  asunto  a  la  delibera- 
ción de  la  H.  Convención,  la  opinión  de  algunos  juristas  del 
país,  de  profesores  de  esta  materia  en  nuestras  Universida- 
des, y  con  este  motivo  consulté  al  señor  Bianco,  que  había 
sido  profesor  de  Derecho  Constitucional  en  la  primitiva 
Universidad  de  La  Plata,  y  al  doctor  Bas,  diputado  al 
Congreso  y  Profesor  de  Derecho  Público  Provincial  en  la 
Universidad  de  Córdoba,  a  quien  el  Convencional  doctor 
Contreras  ha  tenido  la  oportunidad  de  citarnos  muchas  ve- 
ces como  una  verdadera  autoridad.  Consulté  también  al  doc- 
tor Dávila,  que  no  es  un  constitucionalista  pero  es  un  gran 
hombre,  versado  en  toda  clase  de  asuntos  de  interés  general 
y  director  de  uno  de  los  principales  diarios   del  país». 

Después  de  transcribir  el  párrafo  de  mi  carta  que  se 
refiere  a  la  retardada  justicia,  el  convencional  Barraquero, 
aceptando  sus  conclusiones,  propuso  el  artículo  destinado  a 
corregir  aquella,  el  que  con  pequeñas  modificaciones  fué 
aceptado  por  la  convención. 
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APÉNDICE 

ESTADOS  AMERICANOS 
Término  del  mandato  del  Gobernador 


Un  año  :  Maine,  Massachusisets,  New  Harmpshire,  Rodhe 
Islaad  y  Vormont. 

Dos  años :  Arkarusas,  Colorado,  Georgia,  Idhao,  lowa, 
Michigan,  Minessota,  Nebraska,  New  York  'Dakota  Norte, 
Ohio,  Carolina  del  Sud,  Dakota  Sud,  Tennesee,  Texas  y 
Wisconsin. 

Tres  años :  New  Jersey. 

Cuatro  años:  Alabama,  Delaware,  Florida,  Illinois,  In- 
diana, Kansas,  Kentucky,  Louisiana,  Maryland,  Mississipí, 
Missouri,  Montana,  Nevada,  Carolina  del  Norte,  Oklahoma, 
Oregon,  Pensylvania,  Utah,  Virginia,  Washington,  Virginia 
Oeste  y  Wyoming. 

Término  del  mandato  legislativo 

SENADORES 

Un  año :  Massachussets,  New  Hampshire,  New  Jersey. 

Dos  años :  Georgia,  Idhao,  Kentucky,  Maryland,  Mis- 
souri, Nebraska,  New  York,  Carolina  del  Norte,  Ohio,  Pen- 
sylvania,  Dakota  Sud,  Tennesee,  Vermont  y  Wysconsin. 

Cuatro  años :  Arkansas,  Colorado,  Delaware,  Florida, 
Illinois,  Indiana,  lowa,  Kansas,  Louisiana,  Mississipí,  Mon- 
tana, Nevada,  Dakota  Norte,  Oklahoma,  Oregon,  Carolina 
del  Sud,  Texas,  Utah,  Virginia,  Washington  y  Wyomihg, 

Representantes 

Un  año :  Massach'usisets,  New  Hampshire,  New  Jersey, 
New  York  y  WiiSiCOimsin. 

Dos  años :  Arkansas,  Colorado,  Delaware,  Florida, 
Georgia,  Idhao,  Illinois,  Indiana,  Kansas,  Kemtucky,  Loui- 
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siana,  Maryland,  Missouri,  Montana.,  Nebraska,  Carolina  del 
Norte,  Dakota  Norte,  Ohio,  Oclahoma,  Oregon,  Pensylva- 
nia,  Carolina  del  Sud,  Dakota  Sud,  Tennesee,  Texas,  Utah, 
Vermont,  Virginia,  Washington,  Virginia  Oeste  y  ^Wyoming. 
Cuatro  años :  Iowa,  Mississipí  y  Nevada 


INSTITUCIONES  Y  PARTIDOS 

Conferencia  en  el  Centro  Estudiantes 
de  Derecho;  Julio  20  de  1910. 

Señores : 

Pensar  en  las  instituciones  de  la  patria,  compene- 
trándose de  su  verdadero  concepto,  examinar  los  medios 
de  hacer  que  se  practiquen  si  son  buenas,  de  procurar  su 
corrección  si  fueren  defectuosas,  es  deber  elemental  d|e 
todo  ciudadano. 

Decir,  con  honrada  y  franca  lealtad  el  fruto  de  las 
investigaciones  al  respecto,  es  solo  consecuencia  de  ese 
mismo  deber,  más  sobre  todo,  para  quien,  desde  el  altísi- 
mo honor  de  una  cátedra  universitaria,  carga  con  la  respon- 
sabilidad de  señalar  esos  caminos  a  la  juventud,,  que, 
como  muy  bien  se  ha  dicho,  no  solo  es  la  esperanza  del 
porvenir  sino  también  el  fuego  del  presente,  y  en  cuyo 
noble  ardor  aviva  las  lentitudes  de  la  edad  madura,  arras- 
trando las  grandes  conmociones,  que  regeneran  a  los  pue- 
blos y  determinan  su  progreso. 

En  la  soledad  de  mi  retiro,  híe  dedicado  muchas  ho- 
ras a  pensar  sobre  estas  instituciones,  su  origen  y  su  espíriL- 
tu,  las  imperfecciones  de  que  ellas  adolecen,  y  los  vicios 
que  en  la  práctica  obstaculizan  su  desarrollo  o  amenguan 
los  beneficios,  que  de  ellas  habría  derecho  a  esperar.  Y 
hoy,  que  cediendo  a  una  gentil  y  honrosísima  invitación 
del  «Centro  Estudiantes  de  Derecho»,  debo  hablar  ante 
vosotros,  he  creído,  que  nada  mejor  podía  hacer,  como 
decir  lo  que  he  pensado,  y  decirlo  con  esa  noble  franqueza 
y  franca  valentía,  tan  propia  de  la  juventud  a  quien  va  diri- 
gida, a  quien  todavía  pertenezco,  aunque  hayan  acibarado 
ya  mi  espíritu  todas  las  amarguras  y  decepciones  de  la 
vida. 
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Señor  Rector: 

Jóvenes  universitarios : 
Señores : 

Las  instituciones  fundamentales  argentinas,  si  bien 
modeladas  por  los  antecedentes,  exigencias  y  peculiaridades 
del  país,  según  habremos  de  verlo,  responden,  en  su  fiso- 
nomía general,  al  tipo  de  organización  especialísima,  idea- 
da por  los  americanos  del  Norte,  en  las  memorables  se- 
siones de  su  Convención  de  Filadelfia.  De  ahí  hemos  be- 
bido esos  principios  de  esencia  democrática,  de  equilibrio 
de  los  poderes,  de  respeto  profundo  y  sincero  al  derecho 
y  a  la  libertad,  que,  al  decir  de  Vélez  Sársfield,  harán 
que  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  adquiera  universa- 
lidad e  inspire  a  todas  las  naciones  en  la  organización 
de  sus  poderes  sociales. 

Nació  allí  a  la  vida  de  la  ciencia  política,  el  concepto 
de  la  supremacía  de  la  constitución  federal,  como  ema- 
nación directa  de  la  soberanía  del  pueblo,  y  se  garantió 
la  conservación  incólume  de  aquella,  al  instituir,  con  ge- 
nial clarovidencia,  en  la  autoridad  judiycial  de  la  Nación, 
una  entidad  con  facultades  para  enervar  ía  eficacia  de 
los  actos  de  cualquiera  de  los  poderes,  contrarios  al  es- 
píritu de  sus  disposiciones ;  fueron  los  convencionales  del 
87.  quienes,  sin  encontrar  similar  en  las  organizaciones  an- 
teriores, constituyeron  la  Nación,  a  base  de  dos  centros 
de  autoridad  —  gobierno  federal  y  de  Estado  —  indepen- 
diente cada  uno  dentro  de  su  órbita  respectiva,  y  actuando 
sobre  los  mismos  individuos;  fué  la  Constitución  de  Fila- 
delfia la  que,  apartándose  del  sistema  de  todos  los  go- 
biernos confederados  creados  hasta  entonces,  considera  co- 
mo gobernados  de  la  Unión,  no  a  los  Estados  componentes 
sino  a  simples  ciudadanos  de  los  mismos,  salvando  así 
conflictos,  y  extendiendo,  en  forma  directa,  su  impeniio 
y  su  acción,  sobre  aquellos,  ya  sea  en  la  legislación  como 
al  ejercitar  la  función  administrativa^  o  al  decidir  las  cuestio- 
nes  de  interés  nacional  por  intermedio  de  los  tribunales 
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federales;  allí  surgió  este  concepto  nuevo  del  gobierno 
federal,  que,  limitando  los  poderes  de  la  autoridad  nacio- 
nal, a  materias  o  asuntos  enumerados,  deja  a  los  centros 
seccionales  facultades  indefinidas,  para  decidir  de  sus  pro- 
pios intereses,  haciendo  de  tal  manera,  que  el  crecimiento 
de  la  Nación  no  tenga  otros  términos  que  su  extensión 
territorial;  fué  allí,  en  fin,  que  el  genio  y  la  previsión  pa- 
triótica de  Francklin  concibieron  la  forma  de  consolidar 
la  Unión,  sin  romper  el  equilibrio  de  los  Estados,  creando 
un  senado  de  aquellos,  con  igual  representación,  y  una  Cá- 
mara de  Representantes  del  país,  formada,  por  miembros 
elegidos,  atendiendo  a  su  respectiva  población. 

Tales  principios  que  importan,  podemos  decir  con  pro- 
piedad, el  alma  del  Estatuto  Americano,  constituyen  tam- 
bién la  esencia  de  la  Carta  política  Argentina:  ellos  re- 
presentan la  expresión  más  cumplida  del  principio  repu- 
blicano federal. 

Las  instituciones  de  un  pueblo,  sin  emnargo,  para 
que  sean  duraderas  y  eficaces,  no  pueden,  no  deben  con- 
sistir en  meras  concepciones  abstractas,  en  simples  com- 
binaciones artificiales  ni  en  copias  serviles,  de  legislacio- 
nes de  países,  con  antecedentes,  caracteres  y  condiciones 
generales  diversas;  y  por  ello,  los  convencionales  argen- 
tinos del  53  organizaron,  en  la  Constitución,  un  federalis- 
mo más  centralizado  que  e]  federalismo  americano',  pero 
que,  como  dice  el  eminente  publicista  argentino  Estrada, 
estaba  radicado  en  la  índole  del  pueblo,  en  su  condición 
natura]  de  existencia,  en  la  ley  que  fluía  de  su  economía., 
de  su  territorio,  de  su  historia,  de  sus  tradiciones  glo- 
riosas, y  de  las  tristes  memorias  de  sus  angustias  en  la 
anarquía. 

Ahora  bien,  en  más  de  una  ocasión,  me  he  pregunta- 
do: Si  las  instituciones  americanas  y  argentinas  son  aná- 
logas, en  su  faz  fundamental,  y  si  las  diferencias  que  acu- 
san la  mayor  descentralización  federal  de  la,s  primeras, 
con  relación  a  las  segundas,  son  perfectamente  armóni- 
cas con  las  peculiaridades  de  cada  uno  de  los  países  en 
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que  deben  regir.  ¿Cuál  será  la  causa  de  que,  en  los  Es- 
tados Unidos  tengan  vida  y  calor  esas  instituciones,  se 
practiquen  los  principios  democráticos,  sea  desconocida  la 
presión  avasalladora  de  la.  autoridad,  y  la  abstención  sis- 
temática de  los  ciudadanos  en  el  convicio,  como  acontece 
entre  nosotros  ?  ¿  Por  qué  allí,  prescindiendo  de  las  múl- 
tiples imperfecciones  en  la  marcha  de  la  administración, 
el  pueblo  se  interesa  y  se  apasiona  en  la  elección  de  sus 
representantes,  al  punto  de  constituir  cada  campaña  pre- 
sidencial un  sacudimiento  total  de  la  Nación,  cuando  en- 
tre nosotros  no  despierta  interés  mayor,  que  la  elección 
de  un  juez  de  paz,  a  los  americanos  del  Norte  ? 

No  podría  negarse,  sin  incurrir  en  error,  que  los  Es- 
tados Unidos  al  organizarse  en  Nación,  se  encontraron  en 
condiciones  inmensamente  superiores  a  las  nuestras  para 
la  vida  regular  de  sus  instituciones :  Sus  Estados  habían 
practicado  la  vida  democrática  durante  la  colonia.  En 
cambio,  nuestras  provincias,  con  tendencia  a  la  descen- 
tralización y  aún  al  aislamiento  bajo  la  acción  de  los 
caudillos,  entraron  sin  embargo  a  la  práctica  de  los  ade- 
lantados principios  de  la  Constitución  del  53,  sin  el  apren- 
dizaje y  los  beneficios  de  una  vida  institucional  ordena- 
da anterior,  y  hasta  careciendo,  en  su  mayor  parte,  de 
hombres  competentes,  y  de  los  recursos  imprescindibles 
para  su  regular  ejercicio. 

Con  todo,  ha  transcurrido  desde  entonces  cerca  de 
medio  siglo,  y  a  pesar  de  contar  hoy,  con  experiencia, 
con  hombres  y  recursos,  nos  encontramos  como  en  el  pun- 
to de  partida,  indiscutiblemente  peor,  que  en  décadas  an- 
teriores, testigos  de  contiendas  democráticas  en  campa- 
ñas presidenciales,  y  siempre  a  la  espera  de  la  solución, 
que  haya  de  operar  la  transformación  fundamental  del 
país,  impulsándolo  por  la  vía  de  Ja  práctica  sincera  y 
ordenada  de  sus  instituciones. 

¿  Cuál  sería  esa  anhelada  solución  ?  ¿Qué  motivos 
dificultan  o  imposibilitan  llegar  hasta  la  misma?  A  mi 
juicio,  sería  aquella,  el  nacimiento    de  partidos  permanen- 
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tes  de  principios,  que  llevando  como  bandera,  la  modifi- 
cación en  las  instituciones  y  en  las  costumbres,  de  sis- 
temas y  corruptelas,  que  dificultan  su  vida  y  su  funcio- 
namiento, llegaran  a  asegurarles  su  permanencia. 

No  cabe  pensar,  siquiera,  en  el  normal  desarrollo  de 
un  organismo  democrático,  representativo,  sin  que  las  di- 
ferentes opiniones  del  país  se  encuentren  condensadas  en 
partidos,  que  fijen  orientaciones  a  las  mismas,  y  contri- 
buyan a  su  vida,  comenzando  por  la  base  imprescindible 
del  comido. 

«El  espíritu  y  la  fuerza  de  los  partidos  políticos  es 
tan  necesaria  al  funcionamiento  de  la  máquina  gubernati- 
va, ha  dicho  Brice,  como  el  vapor  para  la  locomotora»,  y 
«la  asociación  y  organización  de  los  partáidos,  son  para 
los  órganos  de  gobierno,  lo  que  los  nervios  motores,  para 
los  músculos,  tendones  y  huesos  del  cuerpo  humano». 

En  armonía  con  este  pensamiento  del  esclarecido  autor 
de  «La  república  americana»,  expresa  Azcárate,  que  «la 
opinión  pública,  el  sentimiento  común  y  la  voluntad  nacio- 
nal, se  determinan  y  concretan  en  corrientes,  tendencias 
y  aspiraciones  generales,  cuyos  órganos  en  el  seno  de 
la  sociedad  son  los  partidos,  sin  los  cuales  no  se  concibe 
el  régimen  representativo». 

Ahora  bien;  los  partidos  orgánicos  para  que  sean 
tales,  deben  ser  permanentes,  y  representar  diferencias  fun- 
damentales entre  sí,  con  relación  a  las  instituciones  mis- 
mas, su  práctica  y  forma  de  interpretación,  y  no  tan  solo 
por  su  relativa  posición  contraria,  según  que  el  uno  o  el 
otro,  se  encuentre  en  las  esferas  del  gobierno. 

«Los  partidos  permanentes  —  escribe  Rivarola — por 
lo  mismo  que  son  tradicionales,  mantienen  vivos  los  senti- 
mientos cívicos.  Se  llega  a  tener  la  satisfacción  y  aún 
el  orgullo  de  las  tradiciones  del  partido,  y  con  ello,  el 
estímulo  para  el  bien  común.  Los  sentimientos  políticos 
se  hacen  familiares,  y  son  las  familias,  más  que  individuos 
aislados,  los  que  participan  con  el  triunfo  de  una  idea. 
Los  rasgos  de  abnegación,  que  no  se  hallarán  en  los  parti- 
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dos  transitorios  aparecerán  en  los  permanentes.  Las  de- 
fecciones serán  menos  y  más  severamente  condenadas.  La 
vinculación  entre  los  miembros  del  partido  más  fuerte;  la 
unión  más  íntima,  porque  saben  que  será  de  toda  la  vi- 
da, en  la  buena  y  en  la  mala  fortuna,  El  celo  por  el  cré- 
dito del  partido  será  mayor,  en  beneficio  de  la  disciplina 
y  de  la  moralidad — y  formado,  así,  el  hábito  general  de 
ser  miembro  de  un  partido,  habrá  disminuido  el  número 
de  los  indiferentes  tan  útil  a  cualquiera  tiranía.» 

La  vida  de  los  partidos  americanos  y  argentinos,  con 
la  permanencia  y  espíritu  principiista  de  los  primeros,  al 
lado  de  la  instabilidad  y  personalismo  de  los  nuestros, 
constituye  la  mejor  enseñanza,  sobre  las  bases  que  deben 
cimentarlos,  en  perfecta  consonancia,  con  las  conclusio- 
nes que  acabo  de  formular. 

*  *  * 

Las  dos  tendencias  que  lucharon  en  la  Convención 
de  Filadelfia  del  87,  al  dictarse  la  constitución  federal — 
la  centrífuga  partidaria  de  un  gobierno  central  fuerte,  y  la 
centrípeta,  sostenedora  de  la  descentralización,  en  sentido 
de  la  amplitud  de  la  autonomía  de  los  Estad  os,  constitu- 
yeron las  banderas  principistas  de  los  partidos  federalista  y 
republicano  demócrata  que,  respectivamente,  bajo  la  pri- 
mera dirección  de  Hamilton  y  Jefferson,  continuaron  soste- 
niendo esas  teorías,  en  la  forma  de  interpretarse  y  aplicar 
la  constitución. 

Sucesivamente  en  el  poder  ambas  agrupaciones,  desa- 
parecen, disgregadas  por  contiendas  internas,  para  ser  in- 
mediatamente sustituidas  en  1830,  por  los  nuevos  par- 
tidos :  demócrata  que  adopta  la  bandera  y  principios  au- 
tonomistas de  Jefferson,  y  el  republicano  nacional  prime- 
ro, y  después  partido  Whig  inspirado  en  las  doctrinas 
centralizadoras  del  antiguo  federalista. 

El  nuevo  partido  republicano,  que  sucedió  al  Whig,  triun- 
fó con  Abraham  Lincoln  en  la  elección  presidencial  de 
1860,  y  con  él  la  teoría  abolicionista  de  la  esclavitud. 
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La  guerra  de  secesión,  que  provocaran  por  tal  causa 
los  demócratas,  al  hacer  levantar  en  armas  once  Estados, 
en  que  ellos  dominaban,  concluyó  con  el  triunfo  de  la  au- 
toridad federal,  acercándose  desde  entonces  los  principios 
opuestos  sobre  el  grado  de  centralización  en  el  gobierno, 
y  desapareciendo  en  absoluto  la  cuestión  relativa  a  la 
esclavitud,  sostenida  hasta  ese  acto,  con  ardimiento  tal, 
que  llegara  hasta  hacer  peligrar  la  unidad  de  la  nación. 

Hoy  continúan  todavía  en  plena  actividad,  y  trasmi- 
tiendo su  vida  a  las  instituciones  americanas,  esos  dos 
grandes  partidos :  demócrata  y  republicano,  y  si  bien  las 
doctrinas  que  les  inspiraron  en  su  origen  han  perdido  su 
importancia  práctica  primitiva,  continúan  aquellos  vivien- 
do de  sus  tradiciones,  e  invocan  respectivamente,  como  con- 
clusiones teóricas,  sus  banderas,  de  defensa  de  la  autori- 
dad central  o  de  la  autonomía  de  los  Estados.  Llevan  en 
su  seno  todos  los  principios  de  vida  que  antes  enunciara, 
como  base  de  los  partidos  permanentes,  sin  que,  en  los 
principios  orgánicos  m  en  los  hábitos  encuentren  los  gér- 
menes de  disolución,  que  obstaculizan  la  formación  y  de- 
sarrollo de  los  partidos  argentinos. 

*** 

Entre  nosotros,  desaparecida  la  lucha,  de  federales 
y  unitarios  al  dictarse  la  Constitución  del  53,  que  v¿no 
a  consagrar,  en  forma  irrevocable,  el  triunfo  de  los  pri- 
meros, podemos  afirmar  con  verdad,  que  los  partidos  pos- 
teriores, o  han  respondido  a  propósitos  puramente  perso- 
nales, o  a  circunstancias  accidentales  y  móviles  transito- 
rios, que,  desde  luego,  jamás  podrían  infundirles  una  savia 
de  vida  permanente. 

Los  liberales  y  federales,  que  lucharon  desde  el 
encumbramiento  de  Urquiza  hasta  el  triunfo  de  los  pri- 
meros en  los  campos  de  Pavón;  los  nacionalistas  o  mitristas 
en  oposición  a  los  autonomistas  o  alsinistas,  colocados  fren- 
te a  frente  en  la  lucha  presidencial  de  1868;  el  partido 
nacional  que  levantó  la  candidatura  del  doctor  Avellaneda 
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en  1874,  y  por  fin,  las  otras  agrupaciones  políticas  poste- 
riores, si  bien  cumplieron  muchas  de  ellas  las  exigencias 
de  su  hora,  o  llevaron  como  bandera  concepciones  abs- 
tractas levantadas,  han  carecido,  a  mi  entender,  de  ese 
principio  vital  y  orgánico  que  constituye  la  fuerza  y  per- 
manencia de  los  partidos  americanos,  caracterizándose  en 
contrario,  por  sus  fines  de  índole  accidental,  la  falta  de 
principios  concretos  como  bandera,  y  su  identificación  con 
el  destino  o  la  suerte  de  sus  jefes. 

Tócanos  pues,  examinar,  cuales  deben  ser  las  bases 
sólidas,  que  hayan  de  cimentar  con  carácter  de  estabilidad 
los  partidos  orgánicos  argentinos. 

*  *  * 

No  es  dable  siquiera  dudar,  y  espero  habré  de  com- 
probarlo, que,  dentro  del  principio  representativo  federal 
de  la  Constitución,  caben  diferencias  fundamentales,  so- 
bre el  concepto  de  la  estructura  orgánica  de  las  institu- 
ciones y  poderes  que  ella  crea,  en  orden  a  satisfacer  los 
fines  del  gobierno  político  y  el  normal  funcionamiento  de 
aquellas. 

De  aquí  que  hoy  me  proponga  desentrañar  esos  prin- 
cipios, que,  aptos,  en  mi  sentir  para  asegurar  la  vida 
regular  del  organismo  representativo,  puedan  .servir  de 
divisa  a  la  opinión,  concentrándola  en  agrupaciones  per- 
manentes, que  reclamen  su  incorporación,  en  la  ley,  y 
la  efectividad  de  su  ejercicio  en  la  práctica;  porque,  pen- 
sando hondo  sobre  las  soluciones  del  problema,  es  pre- 
ciso concluir :  que  esos  principios  y  procedimientos,  cuya 
implantación  conviene  perseguir,  presentándolos  como  ban- 
dera, deben  ser  lógicamente  aquellos,  que,  incorporados 
en  la  ley  y  en  las  costumbres,  faciliten  la  formación  y 
aseguren  la  estabilidad  de  los  partidos.  Cualquiera  otra 
divisa,  por  levantada  y  trascendental  que  pudiera  parecer, 
quedaría  en  el  catálogo  de  las  meras  concepciones  es- 
peculativas, al  no  asegurar,  como  base  primordial,  la  exis- 
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fcencia  y  acción  de  los  organismos  llamados  a  realizarlas 
en  la  práctica. 

Y  bien  ¿  Cuáles  deberían  ser,  esa  bandera  y  osos 
principios  ? 

No  podríamos,  desde  luego,  aceptar,  como  solución 
benéfica  al  país,  la  formación  de  partidos,  que  llevaran 
por  bandera,  teorías,  que  en  caso  de  triunfar,  contraríen 
las  verdaderas  exigencias  de  aquél,  y  los  propósitos  fun- 
damentales de  la  organización  nacional.  De  aquí,  que,  en 
mi  sentir,  la  solución  del  problema  que  examinamos  no 
pudiera  'encontrarse,  como  alguién  lo  sostiene,  en  la  fun- 
dación 'de  un  partido  orgánico  unitario,  que  encontraría 
inmediatamente  a  su  frente  a  los  sostenedores  de  la  ac- 
tual constitución,  congregados  bajo  la  teoría  federal;  ni 
tampoco  eligiendo  al  efecto,  los  principios  del  libre  cambio 
o  de  la  'protección  económica. 

* 

Lo  primero  es  evidente:  No  puede  concebirse,  ni 
mucho  'menos  aconsejarse  un  partido  de  tendencias  uni- 
tarias. El  principio  de  la  descentralización,  representado 
por  la  idea  federal  y  que  atribuye  a  cada  localidad  la 
dirección  de  los  negocios,  que  solo  a  ella  interesan,  re- 
presenta la  única  teoría  racional  del  gobierno,  cuya  au- 
toridad es  solo  legítima,  en  cuanto  conveniente  y  necesaria. 

El  sistema  federal,  con  la  forma  enunciada  de  dis- 
tribución de  poderes  de  la  Constitución  Americana,  y  que 
tenemos  adoptada  en  la  nuestra,  resolvió  el  magno  pro- 
blema, que  los  publicistas  juzgaron  imposible,  de  organi- 
zar bajo  una  misma  autoridad  general,  formando  un  solo 
Estado,  y  en  relaciones  regulares  y  pacíficas,  a  grandes 
cuerpos  de  hombres,  desparramados  en  dilatados  territo- 
rios, con  origen,  tendencias  y  necesidades  diferentes. 

Y  así,  el  renombrado  autor  de  «Ideas  políticas  ame- 
ricanas», Fiske,  hia  podido  expresar  con  verdad :  «Si  llegasen 
las  poblaciones  americanas  a  ser  gobernadas  alguna  vez, 
por  prefectos  designados  desde  Washington,  y  si  los  Es- 
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tados  Americanos  llegasen  alguna  vez,  a  ser  gobernados 
como  los  departamentos  de  Francia,  o  aún  como  los  con- 
dados de  Inglaterra  de  nuestros  días  —  entonces  habría 
llegado  el  momento  en  que  los  hombres  podrían  predecir 
con  toda  seguridad,  el  desgarramiento  del  sistema  político 
americano,  por  razón  de  sus  dimensiones  excesivas,  y 
la  diversidad  de  intereses  entre  sus  partes  componentes— 
Estados  tan  distintos  unos  de  otros — agrega — como  Maine, 
Loussiana  y  California,  no  pueden  mantenerse  unidos,  por 
los  vínculos  rígidos  de  un  gobierno  centralizador.  La  du- 
ración de  la  unión  federal  descansa  en  su  flexibilidad, 
y  es  esta  flexibilidad  la  que  le  hace  el  único  género  de 
gobierno,  de  acuerdo  con  las  ideas  modernas,  que  es  per- 
fectamente aplicable  a  todo  un  continente». 

El  sistema  federal,  es,  por  otra  parte,  el  que  mejor 
responde  a  la  garantía  de  los  derechos  e  intereses,  sea 
que  las  instituciones  se  practiquen  lealmente,  sea  que 
se  pervierta  su  ejercicio ;  y  así,  si  suponemos  que  el  go- 
bierno sea  ejercido  por  mandatarios  infieles  a  la  ley,  las 
ventajas  del  sistema  federal  se  nos  presentan  con  re- 
lieves especiales,  porque  dividiendo  el  funcionamiento  de 
aquel,  ofrece  necesariamente  mayores  dificultades  y  resis- 
tencias que  el  principio  consolidado,  al  absolutismo  del 
poder,  sepulcro  de  toda  libertad. 

No  merece  siquiera  los  honores  de  la  crítica,  la  ten- 
dencia que  pregona  el  gobierno  unitario,  fundado  en  la 
baratura  de  su  costo,  ya  porque,  como  dice  Webster,  todo 
gobierno  libre  es  ne  oes  ariamente  costoso  y  complicado, 
ya  también,  porque  la  aplicación  del  criterio  financiero, 
a  la  solución  de  problemas  institucionales,  y  a  la  orien- 
tación de  las  ideas  políticas,  constituye  el  origen  de  tan- 
tas abstenciones  egoístas  y  de  tantos  servilismos  depri- 
mentes. 

Y  si  en  el  orden  de  los  principios,  no  cabe  dis- 
cutir ¡siquiera,  la  exigencia  del  sistema  federal,  para  paí- 
ses como  el  nuestro,  es  preciso  meditar,  en  que,  la  im- 
plantación del  régimen  unitario  significaría,  reabrir  para 
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el  país,  una  lucha  de  horrores,  apenas  bosquejada  en 
la  negra  noche  de  caudillaje. 

* 

*  * 

«El  libre  cambio  y  el  régimen  protector  no  pueden 
tampoco  proponerse,  como  banderas  de  partido  en  el  país. 
La  dilatada  extensión  del  territorio,  su  diferente  situa- 
ción geográfica  y  condición  climatérica,  la  proximidad  o 
alejamiento  de  los  puertos,  vías  de  comunicación  etc.,  orien- 
tarán necesariamente,  hoy,  como  ayer  y  mañana  a  cada 
una  de  las  provincias,  en  corrientes  opuestas  a  su  res- 
pecto, de  tal  manera  entonces,  que,  colocados  tales  prin- 
cipios económicos,  como  bandera  de  lucha  de  los  par- 
tidos argentinos,  nos  encontraríamos  con  que,  supuesto 
realizado  el  ideal  de  su  formación,  ello  sería  a  precio 
del  ¡sacrificio  de  la  unión  federal,  al  colocar  en  estado 
de  guerra  permanente  a  las  diversas  entidades  políticas, 
componentes  de  la  nacionalidad. 

Los  principios  recordados,  que  llegaron  alguna  vez 
a  incluirse  al  lado  de  muchos  otros,  en  el  programa,  de 
los  partidos  americanos,  se  han  practicado  casi  en  igual- 
dad de  términos  por  ellos,  en  forma  de  recíprocas  tran- 
sacciones, cuando  les  ha  tocado  decidir  a  su  respecto, 
desde  las  alturas  del  poder,  y  los  órganos  de  publicidad, 
y  los  hombres  dirigentes  de  uno  como  de  otro  partido, 
han  defendido  indistintamente  uno  y  otro  sistema,  sin  que 
pueda  empero  desconocerse,  la  inclinación  teórica  de  los 
demócratas,  al  libre  cambio,  y  de  los  republicanos  al  sis- 
tema protector. 

Y  es  preciso  considerar,  que  si  ninguna  de  dichas 
agrupaciones  se  atrevió  a  hacer  de  esas  teorías  el  punto 
culminante  de  sus  orientaciones,  ni  mucho  menos  toda- 
vía a  su  aplicación  en  las  esferas  del  gobierno,  ha  sido 
precisamente  por  los  motivos  fundamentales,  señalados 
de  idéntica  importancia  en  ambos  países,  ya  que,  las 
causas  que  determinarán  siempre  una  tendencia  protec- 
tora en  las  provincias,  vinícola  y  azucarera  respectiva- 
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mente,  de  Mendoza  y  de  Tucumán,  por  ejemplo,  son  las 
mismas  que  han  impulsado  en  tal  sentido  a  Pensilvania 
y  Cfeorgia  por  sus  fraguas  y  a  Loussiana  por  sus  azú- 
cares, en  oposición  a  los  motivos,  que  por  su  situación 
privilegiada  para  el  comercio,  encontrarán  en  Rodhe  Island 
New  Yok,  Buenos  Aires  como  Santa  Fe,  inclinación  al 
libre  cambio. 

*** 

Después  del  procedimiento  eliminativo  que  antecede, 
ha  llegado  la  oportunidad  de  que  exteriorice  en  concreto, 
mi  pensamiento,  sobre  los  principios  y  propósitos  que 
deben  condensarse  en  el  programa  de  un  partido  polí- 
tico, que  capaz  de  conseguir  la  eliminación  de  las  causas 
que  han  perturbado  hasta  hoy  su  nacimiento  y  desarrollo, 
asegure  con  su  vida,  la  vida  de  las  instituciones  del  país. 

Ellos  podrían  ser  en  mi  sentir: 

Io — Promover  las  reformas  conducentes,  para  hacer 
desaparecer  la  omnipotencia  del  Poder  Ejecutivo,  resultante 
del  exceso  de  facultades,  que  la  carta  fundamental  de 
la  nación,  acuerda  al  presidente  y  las  constituciones  lo- 
cales, a  los  gobernadores  de  provincia. 

2o — Combatir  en  las  instituciones  y  en  su  desenvol- 
vimiento práctico,  la  acción  absorbente  del  Estado,  que, 
a  pretexto  de  ejercitar  la  función  administrativa,  destruye, 
en  absoluto  la  iniciativa  y  la  acción  de  los  goberna- 
dos; e  inculcar  en  los  pueblos  el  concepto  de  su  pro- 
pia capacidad  individual  y  colectiva  sin  la  tutela  del  Es- 
tado, que  limitada  a  lo  estrictamente  necesario,  asegure 
su  independencia. 

3o — La  formación  del  criterio  público,  sobre  el  ver- 
dadero concepto  del  honor  en  todo  hombre  de  partido,  que 
debe  permanecer  con  él,  bregando  por  su  credo,  en  sus  ine- 
vitables fluctuaciones  de  ascenso  y  descenso  del  poder. 
4o —  El  principio  moral,  como  norma  invariable  de 
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conducta,  de  gobernantes  y  gobernados,  políticos  y  par- 
tidos. 

Ocupémonos  de  cada  uno  de  ellos,  en  el  orden  consig- 
nados : 

* 

La  omnipotencia  de  los  presidentes  y  gobernadores 
argentinos,  a  mérito  de  la  extensión  de  facultades  adminis- 
trativas y  políticas,  que  les  confieren  las  cartas  respectivas, 
en  nada  inferiores  a  las  atribuidas  a  sus  jefes,  en  las  viejas 
monarquías  de  la  Europa,  se  nos  presenta  en  resaltante  antí- 
tesis, con  la  descentralización  que  informan  las  institu- 
ciones americanas,  en  todas  las  gerarquías  del  gobierno 
de  la  nación. 

El  presidente  argentino  nombra  y  remueve,  sin  más 
norma  que  su  voluntad,  todo  el  inmenso  ejército  de  fun- 
cionarios de  la  administración  federal,  y  solo  con  acuerdo 
del  Senado  el  reducido  número  de  los  que  la  constitución 
expresamente  determina.  En  cambio,  el  jefe  del  Poder  Ejé- 
cutivo  en  los  Estados  Unidos,  carece  de  facultad  constitu- 
cional, para  producir  un  solo  nombramiento  por  sí  mis- 
mo, ni  aún  siquiera  el  de  sus  ministros  o  jefes  de  despa- 
cho, desde  que  allí  «todos  los  empleados  deben  ser  desig- 
nados con  acuerdo  del  Senado,  a  menos,  que  la  ley  faculte 
a  tal  efecto,  al  presidente,  las  cortes  o  jefes  de  departa- 
mento s.v 

Reglamentado  tal  principio,  el  Congreso  Americano  dic- 
tó la  célebre  ley  de  1883,  sobre  el  «servicio  clasificado», 
que  basado  en  exámenes  de  actitud,  determina  la  forma 
de  provisión  de  puestos  federales  en  número,  que  en  1901 
alcanzaba  alrededor  de  45.000,  representando  la  mitad  del 
monto  total  de  los  sueldos  pagados  por  e!  gobierno.  La 
facultad  de  nombramiento  y  remoción  queda  así  fuera  de 
la  arbitraria  voluntad  del  gobernante. 

Y  si  de  la  organización  federal,  pasamos  a  los  gobier- 
nos locales,  esa  antítesis  resulta  mucho  más  evidente  to- 
davía.  Las  constituciones  de  las  provincias  argentinas, 
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salvo  raras  excepciones  de  detalle,  imposibles  de  enume- 
rar en  este  estudio  (sintético,  acuerdan  a  sus  gobernadores 
a  más  de  todas  las  facultades  de  nombramiento  y  remo- 
ción correlativas  a  las  que  la  constitución  nacional  atribuye 
al  presidente,  otras  innumerables,  solo  posibles  dentro  del 
gobierno  local:  designación  de  jefes  políticos,  justicia  de 
paz,  comisionados  municipales,  etc.,  etc. 

Los  estados  americanos  nos  ofrecen  en  cambio,  un 
cuadro  de  verdadera  descentralización,  ya  en  la  forma  de 
nombramiento  de  los  empleados  con  jurisdicción,  en  todo 
el  territorio  de  los  mismos,  ya  también,  en  cuanto  atribuye 
a  cada  una  de  las  circunscripciones  locales  —  condados  y 
comunas — la  designación  de  sus  propios  funcionarios. 

Los  gobernadores,  excluidos  en  muchos  Estados  de 
la  facultad  de  nombramiento  y  remoción  de  gran  número 
de  empleados,  privados  en  casi  todos  de  la  designación 
de  los  miembros  del  poder  judicial,  tienen  aquella  en  al- 
gunos otros,  como  Main©,  Massachus&ets  y  New  Hamps- 
hire,  sujeta,  en  todo  caso  a  la  aprobación  de  su  consejo 
de  ¡gobierno,  lo  que  ha  permitido  decir  a  Goodnow,  con 
toda  exactitud:  que  «el  gobernador  no  ha  logrado  ser  el 
jefe  de  la  administración  regional  porque  las  regiones  han 
resuelto,  que  sea  principalmente  un  funcionario  polítlko; 
y  por  eso  han  cercenado  su  facultad  de  nombramiento,  y 
han  anulado  casi  su  facultad  de  separar.» 

Y  si  de  allí  pasamos  al  condado,  o  circunscripción  de- 
partamental, con  sus  autoridades  electivas,  y  llegamos  has- 
ta la  comuna,  sobre  todo  ©n  la  nueva  Inglaterra,  nos  en- 
contraremos con  la  Asamblea  Municipal,  que  elige  anual- 
mente las  personas  encargadas  de  las  múltiples  funciones 
de  aquella. 

Los  peligros  de  la  omnipotencia  en  los  ejecutivos  na- 
cional y  de  provincia,  manifestada  sobre  todo  en  la  fa- 
cultad ilimitada  de  nombramiento  y  remoción,  no  caben 
discutirse:  la  autonomía  y  libre  determinación  de  l  o  s  su- 
bordinados, en  orden  a  una  orientación  política  definida, 
no  pueden  sino  encontrar  graves  obstáculos  en  ella;  los1 
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americanos  así  lo  comprendieron,  y  en  obsequio  a  esa  in- 
dependencia de  pensar,  de  decir  y  de  obrar,  imprescindible 
a  la  existencia  y  funcionamiento  de  los  partidos  políticos, 
aniquilaron  el  centralismo  administrativo. 

Tocqueville,  en  esa  joya  de  la  literatura  política  — 
«La  democracia  Americana»,  que  como  expresara  el  gene- 
ral Mitre,  ha  inspirado  a  todos  los  estadistas  argentiiinos, 
lo  ha  dicho  en  estos  términos  :  «Hay  un  medio  para  dismi- 
nuir la  omnipotencia  de  la  autoridad :  no  consiste  en  despo- 
jar a  la  sociedad  de  sus  derechos,  o  en  paralizar  sus  es- 
fuerzos, sino  en  dividir  el  uso  de  sus  fuerzas  entre  varias 
manos,  en  atribuir  directamente  a  cada  funcionario  todo  el 
poder  que  necesite  para  hacer  lo  que  se  le  destine  a 
ejecutar.  Lo  que  más  admiro  en  América — agrega,  no  son 
los  efectos  administrativos  de  la  descentralización  sjiíno  sus 
efectos  políticos,  y  con  su  virtud,  los  Estados  Unidos  han 
conseguido,  que  la  autoridad  sea  grande  y  pequeño  el  fun- 
cionario, a  fin  de  que  la  sociedad  continué  estando  bien 
arreglada  y  sea  siempre  libre.» 

Agravan  las  naturales  pero  deletéreas  consecuencias 
del  error  expresado,  que  consagran  las  propias  institucio- 
nes del  país,  la  tendencia  manifestada  en  la  legislación 
y  en  la  doctrina,  de  extender  la  acción  y  la  tutela  del  Es- 
tado, a  todas  las  manifestaciones  de  su  actividad  econó- 
mica y  social,  aprovechándose  sin  duda  de  un  defecto  de 
raza :  el  espíritu  inactivo  y  poco  emprendedor  de  los  pue- 
blos latinos,  en  abierta  oposición  al  crjiberio  individualista 
y  francamente  independiente  de  la  raza  sajona. 

El  exceso  de  legislación  del  Estado  y  su  intervención 
tutelar,  en  todo  acto  relacionado  con  la  vida  del  país,  colo- 
ca entre  las  manos  de  sus  autoridades,  los  resortes  de  un 
organismo  que  envuelve  y  absorbe  todas  las  actividades 
y  las  libres  determinaciones  de  la  voluntad,  y  al  fundar  su 
prepotencia,  crea  la  más  segura  valla  al  juego  regular  de 
los  organismos  populares,  encargados  de  trasmitir  savia 
de  vida  a  las  instituciones. 

Nada  más  comprensivo,  que  el  pensamiento  de  Arhens 
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juzgando  tendencias  semejantes :  «el  espíritu  del  absolutis- 
mo, que,  en  los  siglos  anteriores  se  había  enseñoreado 
en  las  altas  regiones  del  poder,  aparece  al  presente  refu- 
giado en  los  dominios  de  la  administración». 

El  avance  de  la  acción  tuitiva  del  Estado,  en  su  afán 
inmoderado  de  legislación  y  dirección,  se  ha  extendido  de 
tal  manera  en  el  país,  que  invadiendo  los  dominios  de  la 
actividad  individual,  la  ha  hecho  desaparecer  en  machos 
órdenes,  debilitándola  en  todos. 

Y  ya  que  nos  encontramos  bajo  las  bóvedas  sagradas 
de  una  casa  de  enseñanza,  no  vayamos  más  lejos,  echemos 
una  ojeada  sobre  el  concepto  del  Estado,  entre  nosotros, 
acerca  de  la  misma,  los  derechos  e  intervención  que  se 
abrroga  a  su  respecto — tan  distintos,  por  cierto,  al  espí- 
ritu que  orienta  sus  caminos,  en  los  pueblos  donde  crece 
vigorosa,  la  planta  de  la  libertad  republicana. 

La  educación  primaria  se  encuentra  organizada  en 
Norte  América,,  bajo  el  sistema  denominado  de  la  educación 
común,  en  el  que  la  iniciativa,  la  responsabilidad  y  el  go- 
bierno corresponde  a  los  padres  de  familia  de  cada  cir- 
cunscripción escolar,  constituida  en  entidad  jurídica,  con 
personal  electivo,  funciones  y  capacidad  civil  y  administra- 
tiva reconocidas  por  la  ley;  y,  a  tal  punto  se  ha  conside^ 
rado  aquella,  como  una  función  eminentemente  social,  co- 
mo una  prolongación  del  propio  hogar,  que  en  algunos  Es- 
tados, como  el  de  Kansas,  por  ejemplo,  se  ha  llegado  a 
conceder  el  voto  a  la  mujer,  en  la  elección  de  los  miem- 
bros del  distrito  escolar. 

Entre  nosotros,  por  el  contrario,  existe  la  oficialización 
más  completa  de  la  instrucción  primaria.  Son  exclusiva- 
mente funcionarios  del  Estado,  quienes  preparan  y  aprue- 
ban los  planes  de  enseñanza,  gobiernan  su  disciplina,  ad- 
ministran sus  recursos  financieros,  y  proceden  a  la  desig- 
nación, desde  el  presidente  del  Consejo  Nacional  de  Edu- 
cación, hasta  el  último  maestro  de  una  escuela  de  munici- 
pio. Hemos  retrocedido  así,  en  materia  educacional,  a  la 
teoría  imperealista  de  los  antiguos,  negando  intervención  en 
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la  misma  a  quien  más  directamente  interesa,  y  descono- 
ciendo en  tal  forma,  inconsideradamente,  los  principios 
de  un  régimen  de  libertad,  universalmente  reconocidos  por 
los  pueblos,  que  marchan  a  la  cabeza  de  la  civilización. 

Todas  las  sociedades  sólidamente  organizadas,  lejos 
de  monopolizar,  como  entre  nosotros,  la  enseñanza  supe- 
rior hasta  convertir  en  último  término  al  Estado,  en  único 
expedidor  de  grados  y  títulos  científicos,  la  han  conside- 
rado como  una  función  propia  de  las  corporaciones  cientí- 
ficas llamadas  universidades,  nacidas  y  organizadas  con 
personalidad  propia,  de  acuerdo  a  la  ley,  siguiendo  la  tra- 
dición de  Roma,  donde  la  universidad  era  el  más  genuino 
y  elevado  tipo  de  la  persona  jurídica. 

Y  así,  no  solo  la  Inglaterra  noiS  ofrece  sus  célebres 
universidades  independientes  de  Oxford,  Cambridge  y  Lon- 
dres :  Bélgica  las  de  Lovaina  y  Bruselas,  Estados  Uni- 
dos la  infinidad  de  establecimientos  libres  de'  esa  ín- 
dole como  corporaciones  reconocidas  por  la  ley,  sino  que 
ya  el  Imperio  del  Japón,  entrado  mucho  después  que  noso- 
tros, al  concierto  de  la  civilizacsiión  europea,  nos  asombra 
con  el  magnífico  espectáculo  de  seis  facultades  libres  en 
solo  la  ciudad  de  Tokio,  al  lado  de  una  sola  universidad  ofi- 
cial. Y  entre  tanto  las  nuestras,  que  monopolizan  la  ense- 
ñanza para  el  Estado,  conservan  el  carácter  de  oficinas 
administrativas,  sin  verdadera  independencia  económica  ni 
docente,  acordándose  los  títulos,  no  a  nombre  de  los  cuer- 
pos científicos,  sino  en  el  de  la  autoridad  nacional  que 
inviste  su  personal  directivo. 

Y  si  de  la  enseñanza  pasamos  al  terreno  económi- 
co, nos  encontramos,  con  el  Estado  banquero,  industrial, 
constructor  de  vías  férreas,  colonizador,  ejecutor  de  obras 
públicas  de  índole  provincial  y  municipal,  y  empresario  ad- 
ministrador de  servicios  de  todo  orden. 

Nada  debe  extrañarnos,  pues,  que  esa  enorme  absor- 
ción por  el  gobierno,  de  toda  la  actividad  individual  y  colec- 
tiva, que  esa  red  de  funcionarios  que  abarcan  toda  la  vida 
nacional,  se  traduzcan  y  resuelvan,  en  el  monopolio  del  pen- 
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Sarniento  y  de  la  actividad  política,  de  los  individuos  direc- 
ta o  indirectamente  afectados  por  aquella. 

Es  preciso  modificar  la  .orientación  desde  la  escuela: 
Escucha  se  le  decía  al  alumno  de  otra  época;  escucha  y 
mira  decimos  nosotros  al  de  hoy ;  escucha  mira,  pero  sobre 
todo,  obra  recomiendan  los  Norte  Americanos. 

Y  así;  bregar  por  la  desaparición  de  las  instituciones 
que  amparan  la  marcha  .absorbente  del  Estado,  luchando 
con  espíritu  perseverante  por  limitar  su  tendencia  expan- 
siva en  la  legislación;  y  propender  por  medio  de  una  ac- 
ción educadora,  enérgica,  continuada  y  metódica,  a  infun- 
dir en  nuestro  pueblo  el  concepto  americano  de  la  capaci- 
dad individual  y  colectiva,  sin  la  tutela  del  gobierno,  pue- 
den y  deben  ser  dos  principios  fundamentales,  inscriptos 
en  la  bandera  de  una  agrupación  política,  capaz  de  salvar 
los  destinos  nacionales. 

* 

La  formación  del  criterio  público,  sobre  el  verdadero 
concepto  del  honor  en  todo  hombre  de  partido,  que  acom- 
pañando al  mismo  cuando  gobierna,  debe  descender  con 
él,  si  fuere  derrotado  en  los  comicios — es — sin  duda,  una 
de  las  más  fundamentales  exigencias  de  la  hora  presente, 
si  aspiramos  a  que  nazcan  y  actúen  con  carácter  perma- 
nente y  principios  definidos,  los  organismos  políticos,  des- 
tinados a  dar  vida  y  calor  a  nuestras  instituciones  demo- 
cráticas. 

Jamás  he  llegado  a  comprender,  dentro  de  la  noción 
científica  y  moral  de  un  partido  de  principios,  cómo  los 
hombres  que  enarbolan  su  bandera  y  defienden  su  credo 
cuando  con  él  actúan  en  las  esferas  del  poder,  puedan  ho- 
nestamente abandonar  sus  filas  para  empuñar  el  estan- 
darte del  contrario,  en  la  hora  misma,  que  alcanza  este  la 
supremacía  política,  y  con  ella,  la  dirección  de  los  desti- 
nos generales. 

No  he  alcanzado  tampoco  a  explicarme,  apesar  de  ha- 
ber apurado  las  cerebraciones  de  mi  mente,  qué  causa  fun- 
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da,mental  pineda  determinar  a  los  partidos  vencedores  a 
dar  asilo  entre  sus  filas  a  los  tránsfugas  de  lois  partidos 
vencidos,  que  si  fueron  honrados  en  sus  primeras  convic- 
ciones dejaron  ya  de  serlo  al  abandonarlos,  en  los  momen- 
tos de  la  prueba. 

No  es  dable  concebir  la  existencia  de  agrupaciones  par- 
tidarias, sin  la  solidaridad  y  coesiÜón  de  los  distintos  com- 
ponentes, necesaria  más  que  nunca  en  la  hora  del  descenso, 
cuando  se  impone  el  redoblamiento  de  la  lucha  en  defensa 
de  su  credo,  y  privada  ya  de  las  ventajas  y  beneficios  del 
poder. 

Los  Americanos  del  Norte,  no  han  sospechado  siquiera 
la  posibilidad  de  esta  gangrena,  que  despedaza  a  toda  ho- 
ra, los  llamados  partidos  argentinos :  castigarían  con  el 
anatema  de  la  pública  reprobación,  «al  demócrata,  que 
al  descender  su  partido  del  gobierno  ofreciera  sus  servi- 
cios al  contrario,  llamado  a  desarrollar  en  el  poder  la 
política  republicana. 

El  día  que  la  conciencia  pública  haga  caer  el  peso  de 
su  sanción  condenatoria,  sobre  el  hombre  de  partido  que 
lo  abandone  en  su  caída;  cuando  los  hombres  de  gobier- 
no, obligados  más  que  nadie,  a  infundir  en  la  masa  ciu- 
dadana el  sentimiento  de  la  lealtad,  lejos  de  favorecer,  re- 
pudien esas  abdicaciones  humillantes,  habrá  llegado  en- 
tonces el  momento  de  pensar  en  la  posibilidad  de  que  pros- 
pere un  partido  permanente  de  principios. 

* 

La  moralidad,  como  norma  invariable  de  conducta,  de 
gobernantes  y  gobernados,  políticos  y  partidos,  debe  ser 
desde  luego  la  base  imprescindible  de  todo  programa  de 
los  últimos,  si  es  que  han  de  ser  capaces  del  altísimo 
destino,  que  la  ciencia  política  les  señala,  como  nervios 
motores  de  las  instituciones  de  gobierno. 

«Cuando  se  parte  sin  embargo  de  la  distinción,  ense- 
ña Azcárate  —  entre  la  moralidad  política  y  la  moralidad 
común,  cuando  las  gentes  hacen  en  la  vida  pública,  con 
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tranquilidad  y  desenfado,  cosas  de  que  serían  incapaces 
en  la  vida  privada,  -entonces,  como  decía  Tucídides  de  Gre- 
cia, la  impudencia  se  llama  celo  en  favor  de  los  amigos, 
la  cordura  y  moderación  cobardía,  y  el  engaño  cuando  logra 
su  objeto,  una  prueba  de  talento. 

Es  preciso  infiltrar  con  la  educación,  con  la  pré- 
dica de  toda  hora,  que  la  falta  de  sinceridad,  la  venta 
por  un  plato  de  lentejas,  el  engaño,  el  soborno,  la  mentira, 
la  violencia...  son  actos  tan  indignos  de  hombre  honrado,  en 
la  esfera,  de  la  política,  como  en  cualquiera  de  las  otras 
manifestaciones  de  la  actividad ;  que  el  hombre  d'jigno  de 
ser  escuchado,  es,  como  decía  Fenelón,  el  que  no  pone 
su  palabra  sino  al  servicio  del  pensamiento  y  el  pen- 
samiento al  servicio  de  la  verdad  y  la  virtud. 

Y  este  concepto,  de  una  moralidad  especial  en  la 
política,  por  desgracia  tan  popularizado  entre  nosotros,  no 
solo  envuelve  a  las  instituciones  de  esa  índole  en  una 
atmósfera  malsana,  que  las  corroe  y  degenera,  sino  que 
acaba  por  arrastrar  en  su  caída  a  los  propios  principios 
morales,  en  las  relaciones  de  índole  privada 

El  escritor  Passy  lo  ha  dicho : 

«No  hay  posibilidad  de  que  la  ley  moral  se  doblegue 
en  ninguna  de  sus  aplicaciones,  sin  doblegarse  al  mismo 
tiempo  en  todos  las  demás :  el  desprecio  de  sus  pres- 
cripciones en  la  vida  pública,  acarrea  necesariamente  des- 
precio igual  en  la  vida  civil.  Las  armas  de  que  se  valen 
los  gobiernos  y  los  partidos  para  llegar  a  sus  fines,  acaban 
por  parecer  de  uso  lícito  a  los  individuos  para  el  logro 
de  los  bienes  que  codician.  La  corrupción  desciende  de 
la  región  donde  estallan  los  conflictos  políticos,  a  aquella 
en  que  se  rozan  las  rivalidades,  las  pretensiones,  los  in- 
tereses privados,  y  a  medida  que  se  extiende  en  ella  sus 
extragos,  corroe  los  cimientos  en  que  estriban  las  liber- 
tades sociales». 

* 

*  * 

Esbozados  ya,  los  principios  salientes  de  un  partildo 
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político  de  verdad,  ocurre  ahora  preguntar  ¿Quién  opon- 
dría entonces  contienda  saludable,  a  esa  agrupación,  franca 
y  decididamente  reformista?.... 

Un  partido  conservador,  que  inspirado  en  idénticos  con- 
ceptos del  honor  y  la  moral,  opusiera,  sin  embargo,  en 
la  consagración  de  las  instituciones  y  en  la  práctica  de 
sus  principioiS„:su  fuerza  correctiva  y  moriqerante,  a  la 
acción  productiva  y  creadora  de  primera. 

Jóvenes  amigos : 

La  obra  que  acabo  de  bosquejaros  no  es  la  obra 
de  un  día,  ni  la  empresa  de  voluntades  menos  enérgicas 
que  las  vuestras : 

Es  solo  la  juventud,  incontaminada  todavía  con  la 
práctica  del  vicio  y  los  egoísmos  de  la  vida,  a  qu¡iien 
no  agobia  la  fatiga  porque  apenas  principia  la  jornada, 
y  capaz  de  inmolarse  en  aras  de  los  grandes  ideales, 
quien  podría  acercarnos,  arrastrando  sin  duda  conmocio- 
nes, a  la  práctica  efectiva  y  sincera  de  la  verdad  repu- 
blicana, a  impulsos  de  un  partido,  que  uniera  a  la  pu- 
janza de  su  brazo,  las  orientaciones  de  su  cerebro  y  las 
sinceridades  de  su  corazón. 

Las  causas  que  hasta  hoy  han  retardado  la  reali- 
zación de  esos  ideales,  hasta  presentar  en  antítesis  mor- 
tificante, los  progresos  materiales  del  país,  al  lado  de  su 
atraso  en  la  vida  institucional,  bien  pudieran  condensarse, 
en  el  predominio  de  sentimientos  egoístas,  repugnantes  a 
las  normas  del  deber,  que  marca  como  precepto  ineludi- 
ble,' una  honrada  lealtad  en  el  cumplimiento  de  las  leyes 
del  Estado,  un  patriótico  desprendimiento  en  la  orienta- 
ción de  sus  destinos, 

Toca  a  la  juventud  enderezar  esas  torcidas  tenden- 
cias ;  rtiás  que  a  nadie  a  la  juventud  ilustrada,  a  quien 
hoy  me  dirijo,  y  en  cuyo  corazón  deseara  esculpir  las 
palabras  de  Tennison,  a  la  muerte  del  duque  de  Wellington. 

«La  senda  del  deber,  es  el  camino  de  la  gloria-». 
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EL  PROYECTO  DE  LEY  ORGÁNICA  DE  INSTRUCCIÓN  PÚBLICA 

«Todos  los  habitantes  de  la  Nación 
«  gozan  de  los  siguientes  derechos... 
«  de  enseñar  y  aprender.  (Art,  14  C. 
«  Nacional). 

♦Los  extrangeros  gozan  en  el  to- 
«  rritorio  de  la  Nación  de  todos  los 
«  derechos  civiles  del  ciudadano:  pue- 
«  den  ejercer  su  industria,  comercio 
«  y  profesión.  (Art.  20  de  la  C.  Na- 
«  cional). 

«No  podrán  funcionar  colegios,  es- 
«  cuelas,  liceos  o  academias  particu- 
«  lares,  sin  previa  autorización  del 
« Ministro  de  Instrucción  Pública'. 
«  (Art.  63  del  proyecto  del  Ministro 
«  Dr.  Salinas.) 

«Desde  la  promulgación  de  la  pre- 
«  senté  ley,  no  se  acordará  a  ios  es- 
«  tablecimientos  particulares,  incor- 
« poración  a  las  escuetas  normales 
«  y  demás  institutos  encargados  de 
«  formar  el  profesorado  nacional. 

«Los  que  en  la  fecha  gocen  de  ese 
«  privilegio,  funcionarán  hasta  que 
« terminen  su  último  curso,  los  últi- 
«  mos  maestros».  (Del  mismo  proyecto). 

Propóngome  considerar  en  estudios  sucesivos,  el  pro- 
yecto sobre  ley  orgánica  de  la  enseñanza,  del  Ministro 
de  Instrucción  Pública  doctor  Salinas,  enviado  a  la  consi- 
deración del  Congreso,  con  fecha  2  de  Agosto  de  1918; 
pudiendo  adelantar :  que  en  cuanto  a  la  enseñanza  'universi- 
taria se  refiere,  olvida  las  normas  universalmente  aceptadas 
sobre  la  materia  y  los  principios  que  han  determinado  sus 
éxitos  en  los  países  más  adelantados;  ofreciendo  verdade- 
ros peligros,  y  aún  representando  la  negación  de  los  dere- 


206 


EDUCACION 


chos  más  fundamentales,  cuando  entra  a  legislar,  sobre 
educación  primaria  y  enseñanza  normal. 

El  proyecto  se  inspira  en  el  monopolio  del  Estado, 
con  la  consiguiente  negación  de  la  libertad  de  enseñar  y 
aprender,  garantida  expresamente  a  todos  los  habitantes 
por  los  artículos  14  y  20  de  la  Constitución. 

Ha  olvidado  también,  que  es  la  educación  mucho  más 
que  la  mera  instrucción,  quien  modela  el  carácter  indivi- 
dual y  forma  el  alma  colectiva  de  los  pueblos,  dependiendo 
de  su  orientación,  el  florecimiento  o  decadencia  de  los 
mismos. 

La  educación  es  el  género,  la  instrucción  la  especie. 

La  instrucción  propiamente  dicha,  es  decir,  la  cultura 
de  las  facultades  intelectualets,  el  desenvolvimiento  de  los 
conocimientos  no  son  sino  una  parte  de  la  educación.  Esta 
itene  por  fin  primordial,  como  dice  Spencer  «reprimir  las 
malas  inclinaciones,  corregir  los  vicios,  ennnoblecer  los 
sentimientos,  formar  el  carácter,  y  desenvolver  la  perso- 
nalidad». 

¿Puede  ser  esa  acaso  únicamente  una  función  oficial, 
o  se  encuentra  por  el  contrario  radicada  primariamente,  por 
su  propio  fundamento  y  objetivo  en  otra  fuente  de  auto- 
ridad ? 

El  derecho  y  el  deber  de  educación  de  los  padres  está 
escrito  en  la  conciencia  de  los  mismos,  resulta  de  la  natu- 
raleza y  de  la  constitución  del  hombre  y  de  la  familia. 
¿No  es  esta  acaso  el  organismo  natural  de  trasmisión  de 
la  vida  intelectual  y  moral,  como  de  la  vida  física? 

Los  códigos  fundamentales  de  todos  los  países,  al 
organizar  la  familia  así  lo  consagran  expresamente,  en 
términos  análogos  a  nuestra  ley  civil,  que  en  su  artículo 
265  dice :  «Los  padres  tienen  la  obligación  y  el  derecho 
de  criar  a  sus  hijos,  elegir  la  profesión  que  han  de  tener, 
alimentarlos,  y  educarlos  conforme  a  su  posición  y  fortuna». 

¿  Cómo  podrían  los  padres  ejercitar  el  derecho  y  el 
deber  de  educar  a  sus  hijos,  por  sí  mismos  o  valiéndose 
de  los  maestros  que  le  inspiren  confianza,  si  el  Estado,  no 
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solo  no  facilita  con  subsidios  a  escuelas  pnivadas,  la 
bertad  de  elección  de  aquella  para  el  pobre,  sino  que  por 
el  contrario  y  valiéndose  de  reglamentos  prohibitivos,  solo 
permite  la  enseñanza  oficial,  cuya  orientación  atea,  por 
ejemplo,  tortura  la  conciencia  de  quienes  disienten  funda- 
mentalmente de  la  misma? 

¿Se  repetirá  acaso,  con  alguien  de  entre  los  que  sin 
embargo  endiosan  la  soberanía  individual  que  los  padres  no 
tendrán  capacidad  suficiente  para  elegir  la  escuela  o  el 
maestro  de  sus  hijos?  Sí?...  «Se  les  declara,  dice  el 
mismo  Herber  Spencer,  incapaces  de  velar  por  la  cultura 
moral  y  mental  de  sus  hijos,  y  se  les  encarga  al  mismo 
tiempo  de  decidir  con  su  voto,  cuál  será  el  régimen  de  en- 
señanza conveniente  a  toda  la  Nación». 

La  misión  del  Estado  es  perfectamente  clara  en  lo 
que  a  la  educación  respecta:  velar  porque  los  padres  cum- 
plan el  deber  que  en  relación  a  ella  les  imponen  la  natura- 
leza y  la  ley;  hacer  que  se  abran  escuelas  en  proporción 
a  las  necesidades,  sea  por  iniciativa  privada  que  él  secunde 
o  por  su  acción  directa;  asegurar  por  un  régimen  bien  or- 
ganizado de  subsidios  a  la  enseñanza,  que  cada  padre  de 
familia  pueda  libremente  enviar  sus  hijos  a  la  escuela  de 
su  elección,  respetando  la  libertad  de  conciencia  que  no 
permite  se  le  imponga  una  contraria  a  sus  ideas  fundamen- 
tales ;  eliminar  en  ñn  toda  medida  preventiva  sobre  la 
educación  privada,  y  toda  intervención  oficial  que  no  se 
refiera  a  la  represión  de  actos  calificados  delictuosos  por 
ley,  o  que  se  relacionen  con  la  seguridad  o  higiene  de  los 
locales  y  del  personal  de  enseñanza. 

Solo  así  podríamos  ver  realizada  la  hermosa  concep- 
ción de  Charles  Rogier,  cuando  dijo:  «Una  bella  parte  de 
la  misión  del  Estado  es  prestar  un  apoyo  franco  y  sistemá- 
tico a  toda  empresa  que  tenga  por  fin  la  extensión  de  la 
instrucción  pública  y  el  perfeccionamiento  de  los  estudios». 

Es  preciso  cuidar  y  distinguir  bien  los  problemas  en 
que  solo  existe  un  interés  público  de  por  medio,  de  aque- 
llos en  que,  aunque  comprometido  el  Estado  en  su  acertada 
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solución,  se  refieren  primor  di  almente  a  deberes  y  derechos 
del  individuo  en  sus  relaciones  personales  o  de  famiEa; 
En  el  primer  caso  el  ejercicio  de  los  poderes  del  Estado  no 
tiene  otro  límite  que  aquel  interés ;  en  el  segundo  sólo 
pueden  ponerse  en  ejecución,  respetando  el  libre  desenvolvi- 
miento de  ese  conjunto  de  derechos  y  deberes:  Tal  el 
caso  de  la  educación. 

El  régimen  de  libertad  en  la  enseñanza,  es  por  lo  demás 
el  único  que  cuadra  a  un  país  de  vida  republicana: 

Ribot — ex  Ministro  de  Francia,  y  Presidente  de  la  co- 
misión de  30  miembros  designada  en  1898  para  estudiar 
la  causa  del  desastre  educacional  en  dicho  país,  la  expresa 
en  los  siguientes  términos : 

«Nuestro  sistema  de  educación  es  responsable  de  los 
males  de  la  sociedad  francesa». 

«Es  en  los  estudios  donde  una  mayor  libertad  acor- 
dada a  los  colegios,  tendría  los  más  felices  resultados». 

«Todos  los  hombres  de  Estado,  que  ven  las  cosas  por 
encima  del  vulgo,  piensan  que  la  libertad  de  enseñanza 
debe  quedar  fuera  de  nuestras  querellas  de  partido,  y  qué 
restringirla  sería  una  suprema  imprudencia. 

Es  preciso  vivir  con  ella,  termina,  por  las  grandes 
ventajas  que  ella  tiene,  y  porque  un  régimen  de  libertad 
como  es  el  de  la  República,  no  pueda  poner  en  sus  funda- 
mentos otra  cosa  que  la  libertad,  so  pena  de  hacerlos  ruino- 
sos». 

Completa  admirablemente  este  pensamiento  el  cons- 
titucionalista  belga  Orbán,  diciendo :  «La  libertad  de  ense- 
ñanza ofrece  hoy  más  que  nunca  como  una  garantía  nece- 
saria, como  la  salvaguarda  eficaz,  sin  la  cual  los  derechos 
de  los  padres  de  familia  en  materia  de  educación  serían 
absolutamente  aniquilados.  No  estando  la  enseñanza  ofi- 
cial organizada  siempre,  en  forma  de  satisfacer  a  las  di- 
versas opiniones,  la  libertad  debe  quedar  dueña  de  crear 
establecimientos  que  respondan  a  las  .orientaciones  partir 
culares. 

Sería  difícil  concebir  un  proyecto  que  más  que  el  mi- 
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nisterial  que  analizo  contradiga  los  evidentes  principios 
•recordados,  ni  que  signifique  una  absorción  mayor  por 
parte  del  Estado. 

¿Con  qué  derecho,  el  Ministro  de  Instrucción  Pública 
de  la  Nación,  ha  de  intervenir  con  facultades  para  impo- 
sibilitar la  creación  de  establecimientos  particulares  de  en- 
señanza, a  donde  puedan  los  padres  enviar  libremente  a 
sus  hijos  ? 

Que  con  un  exagerado  concepto  de  las  atribuciones  del 
Estado  docente  no  se  atribuya  eficacia  a  los  estudios  que 
se  realicen  en  establecimientos  particulares  de  enséñanza 
— que  no  acepten  ningún  control  ni  reglamentación  del  Es- 
tado, en  buena  hora;  pero  de  allí  a  prohibir  a  cualquier 
particular  o  asociación  el  fundarlos  libremente  y  a  los  pa- 
dres a  que  envíen  a  ellos  sus  hijos  va  una  inmensa  dis- 
tancia, e  implica  una  teoría  inadmisible :  es  la  violación 
más  flagrante  de  atributos  esenciales  de  derecho  natural, 
expresamente  reconocidos  a  todos  los  habitantes  por  la 
Constitución  del  país. 

Y  e¡s  también  el  golpe  de  muerte  más  eficaz  al  pro- 
greso de  la  enseñanza  misma,  que  marcha  siempre  en  razón 
directa  a  la  libre  y  saludable  emulación,  entre  los  diferen- 
tes institutos  que  la  dispensan. 

Por  eso  ha  dicho  con  toda  la  profundidad  de  su  ta- 
lento el  eminente  Estrada: 

«La  enseñanza  requiere  ser  gobernada  por  la  autoridad 
de  la  ciencia  y  no  por  la  autoridad  del  poder ,  Una  escuela 
por  ser  del  Estado,  no  tiene  ninguna  racional  precedencia 
ni  ventaja  alguna  legítima.  El  predominio  en  estas  mate- 
rias corresponde  al  mejor  y  no  al  privilegiado». 

«La  validez  de  los  títulos  y  grados  que  expiden  los 
colegios  y  universidades  de  los  Estados  Unidos,  se  funda 
en  su  autoridad  científica  y  social,  y  el  mérito  relativo 
de  los  que  expiden  dependen  del  crédito  que  cada  cuerpo 
docente  se  grangea,  en  razón  de  su  importancia  y  de  su 
competencia.  Así  se  vé  iel  interés  social  libre  de  las  com- 
plicaciones del  interés  político,  y  la  ciencia  exenta  de  la 
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tutela  oficial:  distintos  órdenes  en  distintas  órbitas;  cada 
cosa  en  su  quicio  y  en  su  punto  de  equilibrio». 

Se  propone  por  otra  parte  el  proyecto  monopolizar 
la  formación  del  maestro,  exigiéndole  que  ha  de  seguir  im- 
prescindiblemente los  cursos  en  las  escuelas  del  Estado, 
todas  laicas,  y  la  mayor  parte  de  ellas  mixtas,  con  los  pe- 
ligros consiguientes. 

La  disposición  pertinente  del  proyecto  ministerial  de- 
terminaría la  clausura  de  varias  importantes  Escuelas  Nor- 
males de  instituciones  privadas  que  funcionan  en  Buenos 
Aires,  Rosario,  Tucumán  y  otras  provincias,  donde  míiles 
de  alumnos  —  varones  y  mujeres  —  cursan  los  estudios 
correspondientes,  rindiendo  sus  exámenes  ante  tribunales 
mixtos,  como  en  el  caso  de  los  establecimientos  particula- 
res de  segunda  enseñanza  incorporados  a  los  colegios  na- 
cionales. 

¿  Con  qué  derecho  y  propósito  se  quiere  imponer  a  los 
padres  que  aspiran  para  sus  hijos  la  carrera  del  magisterio, 
el  que  han  de  'Concurrir  necesariamente  a  las  Escuelas 
Normales  del  Estado,  llenas  de  inconvenientes  bajo  múl- 
tiples aspectos  ?  . . .  ¿  Por  qué  be  lia  de  violentar  así  la  con- 
ciencia de  los  mismos  ? 

Exíjanse  todas  las  pruebas  y  condiciones  de  aptitud 
que  se  quieran  a  lois  alumnos  en  el  desarrollo^  de  los  pro- 
gramas oficiales,  pero  importará  siempre  un  despotismo 
inaceptable  y  contrario  a  la  Constitución,  negar  el  de- 
recho de  enseñar  y  de  aprender,  por  medio  de  los  maes- 
tros que  elija  el  padre,  única  autoridad  soberana  en  lo 
que  atañe  a  la  formación  de  sus  hijos. 

A  título  de  toque  de  alarma,  y  en  términos  genera- 
les, he  querido  referirme1  por  ahora  tan  solo  a  dos  dispo- 
siciones del  proyecto,  que  no  dudo  merecerán  un  franco 
repudio  del  Congreso,  si  es  que  el  voto  popular  permite 
suponer  que  flota  allí  un  ambiente  de  libertad. 

Al  ocuparme  en  adelante  de  los  detalles,  se  verá,  có- 
mo la  unidad  de  pensamiento  del  proyecto  es  indiscuti- 
ble en  todo  lo  que  atañe  a  monopolizar  la  enseñanza  por 
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el  Estado,  hiriendo  de  muerte  a  los  establecimientos  pii- 
vados  que  hoy  la  dispensan  en  forma  generalizada  y 
completa. 

II 

EL  MONOPOLIO  EN  LA  ENSEÑANZA  PRIMARIA 

«Todos  los  habitantes  de  la  Nación 
«gozan  de  los  siguientes  derechos... 
«  de  enseñar  y  aprender.  (Art.  14  de 
«la  C.  Nacional). 

« Cada  provincia  dictará  para  sí 
«  una  constitución,  bajo  el  sistema  re- 
«  presentativo...  que  asegure  la  edu- 
«  catión  primaria» .  (Art.  5  de  la  C. 
«  Nacional.) 

«No  podrán  funcionar  escuelas,  co- 
« legios,  liceos  o  academias  sin  pre- 
«  vía  autorización  del  Ministro  de- 
«  I.  Pública».  (Art.  163  del  proyecto). 

Antes  de  iniciar  el  examen  especial  de  cada  uno  de 
los  grados  de  enseñanza  que  abarca  el  proyecto  de  ley 
orgánica,  cuyo  estudio  entro  a  abordar,  debo  referirme 
al  concepto  y  espíritu  general  de  monopolio  que  campea 
en  el  mismo,  invadiendo  sin  miramientos,  tanto  el  cam- 
po de  inviolables  garantías  individuales  aseguradas  por 
la  Constitución  Federa],  como  facultades  indiscutjibles  que 
ella  reconoce  a  las  provincias.  Nada  se  ha  respetado  pa- 
ra crear  la  omnipotencia  docente  del  estado,  siguiendo  a 
este  efecto  la  inspiración  de  los  apóstoles  más  avanza- 
dos del  socialismo. 

¿Acaso  no  significa  el  proyecto  ministerial  traducir 
en  la  ley  el  pensamiento  del  socialista  alemán  Kaustky, 
cuando  dice  :  «Todos  los  niños  deben  ser  educados  exclu- 
sivamente por  la  sociedad,  y  es  la  escuela  del  estado 
quien  debe  decidirlos  y  enseñarlos  para  las  diversas  fun- 
ciones sociales,  y  no  como  es  hoy  por  el  capricho  indivi- 
dual» ? 


212 


EDUCACION 


Por  lo  demás,  tal  es  el  concepto  de  Jaurés,  condensado 
en  los  siguientes  términos : 

«Tenéis — dice —  vosotros  la  singular  pretensión  de  pen- 
sar por  vosotros  mismos  y  no  queréis  que  el  gobierno 
elegido  por  la  mayoría  de  la  Nación  piense  por  vosotros; 
y  ¿es  eso  lo  que  llamáis  libertad  de  pensamiento  y  ense- 
ñanza? Esto  es  simplemente  negar  el  derecho  que  tiene 
la  mayoría  de  hacer  todo  uno  en  el  estado,  para  que  no 
haya  desperdicio  de  fuerzas». 

Y  agrega:  «Nosotros  los  socialistas,  estamos  por  el 
monopolio  de  la  enseñanza,  porque  es  una  socialización 
del  pensamiento,  y  porque  la  socialización  del  pensamiento 
conduce  poco  a  poco  a  la  socialización  de  las  personas,  y 
a  la  socialización  de  los  bienes». 

No  eis  sin  embargo  de  monopolio  y  despotismo  el  am- 
biente que  flota  en  las  cláusulas  de  nuestra  Constitución 
política,  sino  que  ella  está  saturada  de  principiios  inviola- 
bles de  democracia  y  libertad.  Todas  las  disposiciones  los 
consagran,  y  en  lo  que  atañe  a  la  enseñanza  los  aseguran 
los  arts.  14  y  20  arriba  mencionados. 

Con  razón  pudo  pues,  decir  el  eminente  Achával  Ro- 
dríguez, en  debate  memorable  : 

«Una  de  las  más  preciosas  garantías  establecidas  en 
nuestra  Constitución,  una  de  las  declaraciones  que  consti- 
tuye para  nosotros  la  esperanza  de  los  más  positivos  pro- 
gresos, es  precisamente  ese  derecho  sagrado,  consignado 
en  nuestra  carta  fundamental  en  favor  de  todos  los  habi- 
tantes del  país,  la  libertad,  el  derecho  de  enseñar  y  aprender 
libremente.-» 

«La  escuela  particular — agregó — es,  pues,  sagrada  pa- 
ra el  Estado.  El  Estado  no  tiene  el  derecho  de  ir  a  ella 
a  cerrar  sus  puertas  so  pretexto  de  que  allí  se  enseña  la 
bondad  del  sistema  unitario,  cuando  en  la  constitución 
se  establece  el  sistema  federal.  No  tiene  el  Estado  el  de- 
recho de  entrometerse  en  la  escuela  privada  para  proscri- 
bir su  programa  de  enseñanza,  so  pretexto  de  que  en  esa 
escuela  se  suministra  a  los  alumnos  lo  que  el  gobierno 
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quiere  llamar  veneno  contra  las  instituciones  democráticas». 

«Ese  es  nuestro  sistema  constitucional  en  materia  de 
enseñanza;  esa  es  nuestra  doctrina  que  tiene  algo  más  que 
las  cien  puertas  de  Tebas  a  que  hacía  alusión  el  señor 
diputado  por  Entre  Ríos ;  que  no  tiene  puertas,  digo  yo,  por- 
que no  tiene  murallas  contra  la  escuela  y  la  enseñanza  par- 
ticular». 

«Caben  bajo  estos  principios,  todas  las  enseñanzas, 
todas  las  doctrinas,  para  que  de  ellas  surja  siempre  lumi- 
nosa la  verdad». 

El  proyecto  presentado  el  año  1917  a  la  consi- 
deración de  la  Cámara  de  Diputados,  por  el  gobernador 
actual  de  la  provincia  de  Entre  Ríos,  doctor  Celestino 
Marcó,  inspira  todas  sus  disposiciones,  como  habremos  de 
verlo  en  adelante,  en  esos  principios  de  democracia  y  li- 
bertad, que  no  temen  la  libre  discusión  de  las  ideas,  ni 
aceptan  su  encadenamiento  al  despotismo  del  Estado. 

Bástanos  referirnos,  por  ahora,  a  los  primeros  artícu- 
los del  proyecto  de  Marcó,  que  define  el  doble  carácter 
de  la  educación: 

«Art.  l.° — La  enseñanza  de  la  República  será  oficial 
y  libre. 

Art.  2.° — «La  enseñanza  oficial  será  dada  en  estable- 
cimientos sostenidos  por  la  Nación,  las  provincias  y  las 
m  uni  ci  p  al  i  d  a  des  » . 

Art.  3.° — «La  enseñanza  libre  será  dada  por  estable- 
cimientos de  carácter  legal,  por .  asociaciones  de  enseñan- 
za, o  por  particulares». 

El  proyecto  presentado,  por  lo  demás,  no  sólo  ataca  y 
hace  desaparecer  las  libertades  de  enseñar  y  aprender,  si- 
no que  usurpa  una  facultad  constitucional  privativa  de  las 
provincias  para  traspasarla  al  Ministro  de  I.  P.  de  la  Nacíión. 

Ya  nadie  podrá  establecer  una  escuela  particular  en 
una  provincia,  sin  autorización  del  Ministro  de  I.  P.  de 
la  Nación;  ya  en  adelante  las  provincias  y  municipalidades 
carecerían  de  derechos  para  fijar  rumbos  a  la  instrucción 
primaria,  ni  formular  sus  planes  y  programas!! 
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¿Y  es  acaso  este  el  fruto  de  la  libertad  política?  ¿Es 
esto  federalismo,  democracia  y  libertad  ?  ¿  0  nos  encontra- 
mos quizás  en  los  prolegómenos  de  la  transformación  de 
nuestras  instituciones  políticas  y  sociales,  en  el  unitaris- 
mo, y  el  Estado,  fuente  y  regulador  único  de  todos  los 
derechos  y  deberes? 

Al  discutirse  la  ley  de  educación  del  año  84  se  fijaron 
y  aceptaron  sin  discrepancia  los  principnos  recordados  so- 
bre la  facultad  de  las  provincias  en  materia  de  enseñanza; 
y  así  uno  de  los  sostenedores  de  la  misma,  el  Dr.  Legui- 
zamón,  pudo  decir : 

«Las  provincias,  han  entendido  hasta  ahora  de  una 
manera  uniforme  que  tienen  el  derecho  de  legislar  sobre 
instrucción  primaria  en  sus  respectivas  j  unís  di  ociones  y 
que  pueden  organizaría  a  su  manera,  con  arreglo  á  sus  pro- 
pias convicciones ;  y  la  Nación  lejos  de  contradecir  estos 
derechos ;  lejos  de  estorbar  su  ejercicio,  ni  en  lo  general 
ni  en  lo  particular,  ha  reconocido  de  una  manera  explícita,, 
y  por  actos  legislativos  que  esa  iniciativa  corresponde  ex- 
clusivamente a  las  provincias;  y  es  así,  señor  presidente, 
— agrega —  que  las  únicas  leyes  de  instrucción  primaria  que 
ha  sancionado  el  Congreso  se  han  limitado  en  su  alcance, 
a  subvencionar  la  educación  común  en  las  provincias». 

Hoy  en  cambio  lo  que  se  propone  es,  monopolizar  la 
educación  primaria ;  que  las  provincias  se  sometan  a  su 
reglamentación,  y  negar  todo  subsidio  a  aquellas!! 

A  nombre  del  federalismo^  de  la  democracia  y  de  la 
libertad ! 

I  III 

ENSEÑANZA  RELIGIOSA  Y  LIBERTAD  SUBSIDIADA 

El  propósito  bien  caracterizado,  el  resultado  evidente 
del  proyecto  ministerial,  hábilmente  articulado  al  efecto, 
sería  monopolizar,  en  el  hecho,  la  instrucción  primaria 
en  todo  el  país  por  parte  de  la  Nación,  dando  a  la  misma 
un  carácter  esencialmente  laico,  o  mejor  dicho,  ateo. 
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Olvida  ©n  primer  término  el  consejo  de  Alberdi — por 
cierto  nada  sospechoso  en  materia  de  ortodoxia  religiosa, 
quien  en  sus  inmortales  bases  para  la  organización  de  la 
República  dice: 

«Si  queréis  pobladores  morales,  no  fomentéis  el  ateismo». 

Antes  de  entrar  a  juzgar  ese  concepto,  ya  ante 
los  preceptos  de  la  Constitución,  como  de  los  verdaderos 
principios  de  la  moderna  pedagogía  al  respecto,  es  conve- 
niente referirse  concretamente  a  algunas  disposiciones  del 
proyecto  en  cuestión. 

Dice  el  artículo  12 :  «Modifícase  la  ley  1420  en  la 
forma  expresada  en  los  siguientes  artículos. . . » 

Bien  pues ;  dicha  ley  1420  establecía  en  su  artículo  8 : 
«La  enseñanza  religiosa  solo  podrá  ser  dada  en  las  escue- 
las públicas,  por  los  ministros  autorizados  de  los  diferen- 
tes cultos,  a  los  niños  de  su  respectiva  comunión,  y  antes 
o  después  de  las  horas  de  clase». 

El  proyecto  del  doctor  Celestino  Marcó  a  que  me  ven- 
go refiriendo,  mantenía  la  disposición  en  los  siguientes 
términos : 

«Art.  28 — La  enseñanza  en  las  escuelas  oficiales  se 
dará  por  los  ministros  del  culto,  de  acuerdo  con  la  volun- 
tad del  padre  de  familia  y  costeada  por  el  Estado». 

El  proyecto  a  consideración  del  Congreso,  supri- 
me en  absoluto  la  enseñanza  religiosa  en  las  escuelas, 
sin  aceptarla  ni  con  el  carácter  voluntario  en  que  estaba, 
y  dada  por  los  ministros  de  los  distintos  cultos  religiosos, 
antes  o  después  de  la  clase.  Basta  ello  para  caracterizar 
el  pensamiento  informativo  de  la  reforma. 

Se  quiere  imponer  a  los  padres  la  enseñanza  de  los 
hijos  en  escuelas  antirreligiosas  del  Estado,  ya  que  como 
habré  de  demostrarlo  no  cabe  la  instrucción  neutra,  y 
puesto  que  por  diversas  cláusulas  del  proyecto'  se  trata  de 
llegar  al  cierre  de  los  establecimientos  de  asociaciones  o 
de  particulares. 

Aparte  de  la  prohibición  general  aeí  artículo  163  cuan- 
do dice  que:  «No  podrán  establecerse  ni  funcionar  escue- 
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las,  colegios,  liceos  o  academias  particulares  sin  previa 
autorización  del  Ministro  de  I.  Pública»  debemos  ref erar- 
nos al  79,  que  impone,  entre  otras,  a  las  colegios  particu- 
lares de  primera  enseñanza  las  siguientes  restricciones : 

Io)  Que  ha  de  darse  aquella  en  6  o  más  grados. 

2o)  La  reglamentación  interna,  sobre  asistencia,  pena, 
lidades,  etc.,  etc. 

3o)  El  tener  su  director  y  personal,  diploma  expedido 
por  autoridades  del  país,  ajustarse  a  los  programas  y  re- 
glamentos que  se  dicte  por  la  autoridad  pública  respectiva. 

¿  Con  que  derecho  el  Estado  ha  de  prohibir  a  los  pa- 
dres de  familia  que  elijan  los  educadores  de  sus  hijos,  lle- 
vándoles a  establecimientos  regenteados  por  maestros  a  su 
juicio  de  notoria  competencia  y  moralidad?  ¿Desde  cuando 
aquí,  la  capacidad,  la  ilustración  y  la  competencia  son  pa- 
trimonio de  los  habilitados  por  el  Estado  con  un  diploma 
que,  en  regla  general,  no  es  más  que  el  salvo-conducto  de 
las  medianías,  cuando  no  el  fruto  del  favoritismo  y  de  la 
inmoralidad?  ¿Quien  puede  reconocer  al  estado,  mayor 
celo  y  capacidad  que  a  los  propios  padres  para  elegir  las 
personas  que  han  de  modelar  el  alma  de  sus  hijos?  ¿Con 
qué  facultad  el  Estado  tortura  la  conciencia  de  un  padre 
con  ideales  religiosos,  obligándole  a  enviar  sus  hijos  a 
una  escuela  atea,  al  entorpecer  el  libre  funcionamiento  de 
los  establecimientos  particulares  de  las  respectivas  con- 
fesiones ? 

La  sola  enunciación  de  estas  cuestiones  importa  re- 
solver los  problemas  que  ellos  plantean. 

La  libertad  de  conciencia  de  que  tanto  se  habla  a 
nombre  del  liberalismo,  pero  a  la  que  se  tortura  a  cada 
hora  por  sus  secuaces,  exige  imprescindiblemente  un  sis- 
tema diametralmente  opuesto  al  que  sigue  el  proyecto. 

La  regla  debe  ser,  la  enseñanza  privada  subsidiada 
por  el  Estado,  y  solo  en  su  defecto  debe  venir  la  escuela 
oficia],  que,  neutra,  es  necesariamente  antirreligiosa,  en 
sus  diversas  disciplinas. 

Este  concepto  de  libertad  de  enseñanza,  que  tan  bien 
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cuadra  a  nuestras  instituciones  democráticas  y  que  debié- 
ramos ver  floreciente  en  esta  hora  en  que  tanto  se  invo- 
ca la  vida  republicana,  constituye  a  la  vez,  la  última  pa- 
labra de  los  escritores  más  acreditados  sobre  la  materia. 

No  he  de  recurrir  para  fundar  la  afirmación  a  publi- 
cistas que  pudieran  ser  tachados  de  parciales ;  lo  he  de 
hacer  con  opiniones  de  escritores  de  ideas  filosóficas  muy 
distantes  de  las  mías. 

El  afamado  sociólogo  belga  Mr.  Hostelet,  .reconocido 
racionalista  y  anticatólico  declarado,  ha  escrito  sobre  la 
materia  bellas  páginas  de  las  que  transcribiremos  algunas 
en  apoyo  de  las  conclusiones  enunciadas.  Dice  así : 

«Si  se  quiere  realizar  la  plena  justicia  social  en  su 
régimen  político  y  garantizar  a  cada  uno  el  máximum 
de  libertad  y  de  autonomía,  el  papel  ideal  del  Estado  en 
materia  escolar  sería  fácil  de  definir». 

«Su  método  de  acción  no  sería  el  substituirse  a  la  ini- 
ciativa de  los  individuos  sino  el  de  ayudarles  a  apartarse 
de  una  suerte  desgraciada  teniendo  la  firme  voluntad  de 
hacer  su  tutela  cada  vez  más  inútil».  Debería  pues,  alen- 
tar, estimular  la  acción  individual  y  no  intervenir  sino 
para  remediar  la  insuficiencia  de  esta  o  corregir  sus  ex- 
cesos». 

«En  cuestión  escolar,  el  Estado  debería  fomentar  la 
enseñanza  privada  y  no  crear  escuelas  públicas  sino  en  la 
medida  que  aquellas  resultasen  insuficientes». 

(En  cuanto  a  su  intervención  en  los  establecimientos 
privados  debería  limitarse  a  garantizar  a  los  niños  que  los 
frecuentan,  junto  con  las  condiciones  de  higiene  colectiva, 
el  mínimum  de  instrucción  general  reconocida  como  indis- 
pensable para  que  cada  niño  pueda  producirse  al  despertar 
de  las  vocaciones.  Además,  dado  que  la  libertad  de  elec- 
ción no  existiría  para  el  indigente,  que  estuviera  en  la  im- 
posibilidad, de  pagar  el  estipendio  fijado  por  las  institu- 
ciones privadas,  el  Estado  debería  acordarle  el  derecho  de 
una  subvención.  Todo  niño  indigente,  cualquiera  que  fuese 
el  establecimiento  de  educación  que  frecuentara,  estaría 
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así  autorizado  a  aprovechar  de  todas  las  asistencias  esco- 
lares que  la  Nación  hubiera  creado». 

Refiriéndose  enseguida  el  afamado  escritor  a  la  impo- 
sibilidad de  dar  la  enseñanza  neutra,  expresa: 

«La  neutralidad  de  la  enseñanza  no  es  posible;  en  cuan- 
to se  trata  de  tocar  la  realidad  viene  la  convicción  del 
carácter  falaz  de  la  neutralidad.  En  primer  lugar,  lo  esen- 
cial del  saber  general,  ,el  origen  del  desarrollo  de  los  seres 
y  de  las  cosas  descansará  siempre  forzosamente  sobre  un 
gran  número  de  apreciaciones  cuyas  pruebas,  no  podrán 
ser  presentadas  sino  mucho  más  tarde». 

«Del  lado  de  la  formación  intelectual  tropezamos,  pues, 
con  grandes  dificultades  pedagógicas  para  dar  una  ense- 
ñanza neutra.  Cuanto  más  grandes  son  las  que  surgen  cuan- 
do se  encara  la  formación  moral ! !  Porque  aún  cuando  cier- 
tos escritores  pretenden  conformar  el  papel  de  la  escuela 
pública  a  la  formación  técnica  de  los  niños  que  le  son 
confiados,  la  tarea  de  la  educación  en  una  escuela  no  se 
reduce  a  suministrar  un  saber  práctico .  Debe  también  ilus- 
trar los  espíritus  y  formar  las  voluntades  vara  los  rum- 
bos de  la  vida»,. 

«Y  bien :  examinando  ahora  la  cuestión  desde  el  pun- 
to de  vista  moral,  ¿  es  realmente  necesario  detenerse  a  de- 
mostrar la  imposibilidad  de  la  neutralidad  en  materia  de 
enseñanza?  Que  se  tenga  ten  cuenta,  pues,  el  inmenso  es- 
fuerzo de  reformas  qup  se  hace  actualmente  para  consti- 
tuir métodos  de  educación  que,  no  deformen  ni  el  ser  mo- 
ral ni  el  ser  físico  así  como  lo  hicieron  hasta  ahora  los 
métodos  en  uso !  Qué  se  consideren  también  las  grandes 
tormentas  del  pensamiento  contemporáneo,  que  trastornan 
y  derriban  las  doctrinas  y,  tras  ellas  los  valores  sociales 
y  morales.  ¿Qué  puede,  entonces,  sin  ceguera,  pretender- 
se que  todos  los  niños  se  sometan  a  un  tipo<  único  de 
educación  y  hablar  del  respeto  a  la  libertad,  cuando  ja- 
más hubo  incertidumbre  mayor  respecto  a  la  elección  de 
métodos  ?» 

«No  son  únicamente  los  espíritus  retrógrados  los  que 
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se  manifiestan  sectarios;  también  lo  son  algunos  de  los 
que  se  dicen  proigresista¡s.  Rara  vez  se  encuentra  entre 
estos  un  espíritu  conservador,  un  espíritu  respetuoso  de  las 
convicciones  contrarias  a  las  suyas.  So  color  de  libre  exa- 
men, los  hay  que  dan  a  su  juicio  sobre  todas  las  cosas 
una  forma  tanto  más'  decisiva  cuanto  mayor  es  su  igno- 
rancia. Combaten  todo  lo  que  ultrapase  su  entendimiento, 
y  para  afirmar  bien  su  autonomía,,  se  complacen  en  afir- 
mar al  revés  de  lo  que  los  otros  dicen». 

«Que  se  declare  pues — agrega — la  libertad  de  la  ense- 
ñanza, y  para  que  la  elección  de  las  escuelas  sea  permiti- 
da a  todos,  que  se  acuerde  a  los  indigentes  — ■  pero,  sólo  a 
ellos,  puesto  que  solo  ellos  no  son  libres — la  subvención  reco- 
nocida como  estrictamente  necesaria  para  enviar  a  sus  hijos 
a  las  escuelas  privadas,  confesionales  o  nó,  que  respondan 
bajo  contralor  a  las  exigencias  generales  establecidas.» 

Así  se  habla  por  quien  honradamente  trata  de  ga- 
rantir la  libertad  de  conciencia,  por  medio  de  la  libertad 
subsidiada  de  la  enseñanza»  ! ! 

«Lo  que  nosotros  pedimos,  decía  el  eminente  escri- 
tor francés  Lamarzalle  en  correspondencia  de  10  de  Fe- 
brero de  1911,  nosotros  católicos  franceses  es  la  intro- 
ducción del  sistema  de  la  libertad  subsidiada;  como  se  ve, 
bajo  este  régimen  —  agrega  —  el  pueblo  vierte  en  las 
cajas  del  Estado  la  parte  de  contribución  correspondien- 
te a  los  establecimientos  escolares ;  y  los  dineros  de  cada 
contribuyente  son  empleados  en  mantener  la  escuela  de  su 
elección.  El  católico,  por  ejemplo,  no  se  encuentra  obli- 
gado así  a  pagar,  como  entre  nosotros  (también  en  la  Re- 
pública Argentina)  integramente  el  presupuesto  de  la  es- 
cuela pretendida  neutra  que  él  repudia,  porque  no  es  tal, 
y  de  lcf  cual  no  usa;  y  por  otra  parte  el  presupuesto  de 
la  escuela  católica  que  él  quiere,  lo  que  es  una  verdadera 
monstruosidad» . 

Al  instituir  la,  enseñanza  oficial  obligatoria  antirreli- 
giosa, y  más  aún,  al  obstaculizar  la  fundación  y  desarrollo 
de  establecimientos  particulares,  se  impone  a  los  padres 
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creyentes  la  peor  de  las  tiranías,  la  que  tortura  las  concien- 
cias, al  obligarlos  a.entregar  la  formación  de  sus  hijos  a  pro- 
fesores ateos,  que  en  su  sentir  jamás  llegarán  a  forjar  aus- 
teros ciudadanos. 

IV 

EL  EJEMPLO  DE  BÉLGICA  Y  DEL  PROYECTO  MARCO 

La  Constitución,  en  su  artículo  14  ha  colocado  la  li 
bertad  de  enseñar  y  aprender  en  las  mismas  condicio- 
nes y  bajo  las  mismas  garantías,  que  la  de  profesar  li- 
bremente el  culto  y  publicar  las  ideas  por  la  prensa. 

Y  así  como  a  nombre  de  la  libertad,  se  atronarían  los 
aires  con  voces  de  protesta  al  solo  anuncio  de  una  ley  que 
exigiera  la  previa  autorización  ministerial  para  fundar  un 
diario,  o  el  examen  anticipado  de  los  artículos,  o  la  necesi- 
dad de  títulos  de  capacidad  expedidos  por  el  estado  para 
su  dirección,  de  igual  modo  debería  resonar  la  protesta  na- 
cional contra  una  ley  que  impida  el  libre  ejercicio  de  la  li- 
bertad constitucional  de  enseñar  y  aprender. 

La  enseñanza,  puede  y  debe  ser  considerada  como  un 
factor  de  la  opinión  pública,  como  un  procedimiento  para 
exteriorizar  las  ideas ;  entra  en  las  libres  manifestaciones 
del  pensamiento,  al  mismo  título  que  la  palabra  y  que  lo 
prensa. 

Los  países  que  como  Bélgica  pueden  ser  presentados 
como  modelos  de  instituciones  escritas  y  practicadas ;  que 
se  encuentran  en  primera  línea  en  la  cultura  general,  al  pun- 
to de  presentar  solo  un  9.55  o/0  de  analfabetos,  según  lo  con- 
signa el  <{Anuario  Estadístico  de  la  Bélgica»  publicado  por 
el  ministerio  respectivo  en  1906,  deben  precisamente,  sus 
progresos  a  la  libertad  de  enseñanza,  habiéndose  observa- 
do, como  dice  el  eminente  publicista  de  aquel  país,  Paul 
Errera  que  «La  emulación  entre  la  enseñanza  libre  y 
la  enseñanza  oficial  llevada  muy  lejos  en  todos  los 
grados    y   hasta    la    pasión    en    la    enseñanza  prima- 
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ría,  produce  evidentemente  los  efectos  habituales  de  la  con- 
currencia :  La  instrucción  es  distribuida  por  poco  precio  o 
gratuita  y  se  mejora  sin  cesar.  Con  razón  se  ha  podido 
afirmar  que  el  número  de  analfabetos  está  siempre  en  dis- 
minución y  que  las  escuelas  están  en  progreso,  las  profe- 
sionales y  técnicas,  porque  ellas  responden  a  las  tendencias 
prácticas  del  pueblo  belga,  que  los  gobiernos  están  lejos 
de  contradecir». 

Sacudieron  los  belgas  la  dominación  Austríaca  en  1790 
y  la  de  Holanda  en  1830,  abanderando  el  principio  de  la 
libertad  de  enseñanza. 

Los  primeros  s íntimas  de  la  revolución  contra  la  última 
se  dejaron  sentir  a  raiz  del  decreto  del  Rey  de  Holanda, 
de  fecha  25  de  Julio  de  1822  que  «prohibía  ejercer  el  car- 
go de  maestro  en  la  instrucción  primaria,  a  todos  los  que 
no  hubieran  sido  aprobados  y  autorizados  por  un  jurado  de 
instrucción  designado  por  el  gobierno»,  cuyos  términos  apa- 
recen reproducidos  casi  a  la  letra  en  el  artículo  79  del  pro- 
yecto ministerial  a  que  me  vengo  refiriendo. 

Tal  disposición,  ratificada  y  agravada  por  la  de  Io 
de  Febrero  de  1824,  provocó  la  liga  de  católicos  y  liberales, 
que  se  unieron  contra  el  dominador  extmajero,  bajo  el  com- 
promiso de  que  el  primer  acto  en  caso  de  triunfo  sería  'de- 
cretar la  restauración  de  la  libertad  de  enseñanza,  lo  que 
la  junta  revolucionaria  cumplió,  dictando  el  decreto  de  3 
de  Octubre  de  1830,  que  decía: 

«Queda  abolida  toda  ley  o  disposición  que  trabe  la 
propaganda  de  las  doctrinas,  por  la  palabra,  la  prensa  o  la 
enseñanza». 

El  artículo  17  de  la  actual  Constitución  Belga  que  se 
inspiró  en  sus  precedentes ,  precisa,  en  forma  admirable  los 
conceptos  que  anteceden,  que  son  también  los  de  la  Cons- 
titución Argentina;  dice  así: 

«La  enseñanza  es  libre;  toda  medida  preventiva  está 
prohibida;  la  represión  de  los  delitos  no  es  reglada  sino  por 
la  ley ;  la  instrucción  pública  dada  con  los  fondos  del  Estado 
es  igualmente  reglada  por  la  ley». 
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Bajo  estos  principios  se  explica  fácilmente  la  formaqión 
del  carácter  y  el  amor  a  la  libertad,  que  ha  podido  presen- 
tar a  los  hijos  de  la  Bélgica  como  la  encarnación  del  de- 
ber y  el  heroísmo  en  estas  horas  de  la  hecatombe  universal. 

La  consagración  de  la  tiranía,  del  Estado  desde  las 
primeras  horas  de  la  vida,  no  es  ambiente  apropiado  para 
cultivar  la  planta  de  la  altivez  ciudadana,  que  solo  florece 
al  amparo  de  la  libertad  de  conciencia,  fortaleciendo  la  liber- 
tad individual  y  los  derechos  del  hogar. 

De  acuerdo  con  las  normas  constitucionales  y  princi- 
pios referidos,  la  característica  del  régimen  belga  es  como 
lo  hemos  manifestado  anteriormente  la  libertad  subsidiada, 
preconizada  por  Hostelet,  y  la  equivalencia  casi  absoluta 
entre  la  enseñanza  libre  y  la  enseñanza  oficial,  dando  co- 
mo resultados  el  enorme  incremento  de  la  primera,  des- 
cargando en  forma  considerable  los  presupuestos  del  Es- 
tado. 

i  Cuánta  diferencia  por  cierto  con  el  proyecto  a  que 
me  vengo  refiriendo  que  deja  la  apertura  de  establecimien- 
tos de  educación  particulares  a  la  voluntad  del  ministro, 
imponiendo  infinidad  de  exigencias  preventivas,  como  el 
título  oficial  para  directores  y  maestros,  número  de  gra- 
dos, programas,  sistema  disciplinario,  etc.,  etc. ! ! ! 

Hay  todavía  felizmente  entre  los  hombres  de  gobierno 
del  país  quienes  piensan  en  materia  de  enseñanza  con  un 
criterio  armónico  al  principio  de  libertad  que  a.  su  respecto 
informa  nuestras  instituciones. 

Lo  comprueba,  por  de  pronto  el  proyecto  recordado, 
del  gobernador  de  Entre  Ríos  Dr.  Marcó : 

Después  de  reconocer,  por  ley,  ¡a  enseñanza  libre  (art. 

dividía,  con  un  concepto  de  sana  pedagogía,  la  ense- 
ñanza primaria,  en  escuelas  iniciales,  infantiles,  elemen- 
tales, superiores  y  jardín  de  infantes  (art.  26) ;  declara, 
que  la  obligación  puede  cumplirse  en  las  escuelas  públicas, 
en  las  particulares  o  en  el  hogar  de  los  niños  (art.  36) ;  per- 
mitiendo las  escuelas  mixtas,  en  las  inicíales,  infantiles,  o 
jardines  de  infantes ;  y  dando  validez  a  los  estudios  de  los 
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establecimientos  particulares  en  los  siguientes  términos: 
Art.  45  «los  alumnos  de  cualquier  establecimiento  primario, 
provincial,  municipal  o  libre,  que  deseen  ingresar  a  los 
oficiales,  deberán  presentar  el  ¡certificado  correspondiente 
do  las  diferentes  direcciones,  y  en  caso  de  no  corresponder 
la  distribución  de  las  asignaturas  serán  sometidos  a  un 
examen  de  competencia  cuya  aprobación  les  dará  derecho 
a  ser  inscriptos  en  el  grado  correspondiente». 

En  vez  del  organismo  'netamente  oficial  y  dependiente 
del  ministerio,  que  para  la  dirección  de  la  instrucción  pri- 
maria crean  los  artículos  37  a  39  del  proyecto  ministerial, 
el  del  doctor  Marcó,  organiza  el  Consejo  Nacional  de  en- 
señanza primaria,  con  un  concepto  de  mayor  amplitud  y  en 
mayor  armonía  con  nuestras  instituciones  democráticas,  al 
establecer  (art.  10);  que  el  debería  formarse:  de  un  presi- 
dente nombrado  por  el  jP.  E.  con  acuerdo  del  Senado,  y  cua- 
tro vocales  designados :  dos  por  el  ministerio  de  I.  P.,  uno 
por  las  instituciones  oficiales,  y  uno  por  las  instituciones 
libres. 

¡Se  acerca  más  así  al  régimen  imperante  en  los  Esta- 
dos Unidos  e  Inglaterra,  donde  en  general  los  cuerpos  di- 
rectivos de  la  enseñanza  son  constituidos  por  elección  de 
los  padres  de  familia  del  distrito  respectivo,  reconociéndo- 
se en  muchos  de  ellos  la  capacidad  electoral  activa  y  pasi- 
va a  la  mujer;  y  mucho  se  parece  al  sistema  belga,  que 
como  habremos  de  ver  al  tratar  de  las  universidades,  hace 
intervenir  a  miembros  de  los  institutos  libres,  para  el  pro- 
pio control  de  los  establecimientos  oficiales. 

Comprenden  esas  viejas  y  adelantadas  naciones,  que 
no  es  bajo  la  tutela  absorbente  del  Estado,  sino  bajo  la 
dirección  de  los  padres  y  madres  de  familia,  que  la 
educación  primaria  ha  de  llegar  a  cumplir  su  objetivo  pri- 
mordial :  la  formación  del  alma  del  niño  para  la  ver- 
dad y  para  el  bien. 

En  vez  del  propósito  dominante  en  el  proyecto  minis- 
terial de  debilitar  la  enseñanza  privada,  el  del  Dr.  Marcó 
la  fortifica  acercándose  al  sistema  de  la  libertad  subsidiada 
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de  la  Bélgica.  Los  artículo  3  157  al  160  del  último,  regla- 
mentan en  forma  conveniente,  el  concurso  del  Estado  a  la 
enseñanza  particular,  en  términos  análogos  a  las  disposi- 
ciones de  la,s  leyes  de  20  de  Septiembre  de  1884  y  15  de 
Septiembre  de  1895  de  aquel  país. 

No  es  pues  un  espíritu  prevenido  el  que  inspira  nuestra 
crítica  al  pensamiento  ministerial  contrario  a  la  libertad 
de  enseñanza.  Nos  acompañan  las  disposiciones  expresas  y 
el  espíritu  general  de  nuestra  Constitución  política;  el  ejem- 
plo y  resultados  en  los  pueblois  de  civilización  más  perfecta; 
y  la  opinión  de  ciudadanos  descollantes  en  la  actualidad 
nacional,  que  han  sabido  armonizar  en  proyectos  de  ley,  un 
elevado  concepto  del  régimen  'educacional  por  el  Estado, 
con  los  inviolables  principios  de  la  libertad  individual  de 
enseñanza  y  de  conciencia 

Es  de  esperar  que  el  Congreso  de  la  Nación  se  ha  de 
sentir  más  satisfecho  al  ¡pronunciarse  sobre  la  materia,  con- 
cordando con  los  preceptos  ¡constitucionales  y  las  opiniones 
irrecusables  que  han  llegado  a  formar  mi  juicio  en  la  ma- 
teria. 

V 

LA  LIBERTAD  DE  ENSEÑANZA  EN  E.  UNIDOS 

Me  he  referido  ya  al  concepto  y  resultado  magnífi- 
co de  la  libertad  de  enseñanza  en  Bélgica,  donde  en  to- 
dos los  órdenes  ¡se  ha  establecido  una  saludable  emula- 
ción entre  la  escuela  oficial  y  los  establecimientos  libres, 
debiendo  ahora  recordar,  que,  tan  solo  para  la  enseñan- 
za superior  cuenta  aquel  país,  con  las  célebres  Universi- 
dades libres  de  Lo  vaina  y  Bruselas  émulas  de  las  de 
igual  carácter  de  Oxford,  Glasgow  y  Cambridge,  en  In- 
glaterra, y  de  los  seis  institutos  análogos  que  ofrece  la 
ciudad  de  Tokio,  en  el  Japón,  al  lado  de  un  solo  esta- 
blecimiento oficial. 

Esos  pueblos  han  pensado,  que  en  materia  de  en- 
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señaliza  como  en  todos  los  órdenes,  el  único  principio 
salvador  es  el  de  la  libertad ;  que  el  monopolio  y  el  pri- 
vilegio sólo  puede  sustentarlo,  quien  no  estando  seguro 
de  los  principios  que  profesa  teme  fundadamente  some- 
terlos al  control  de  la  concurrencia  de  las  escuelas  y  de 
la  libre  discusión  de  las  ideas. 

Los  que  titulándose  liberales  proclaman  a  todas  ho- 
ras la  libertad  de  pensamiento,  incurren  en  absurda  con- 
tradicción al  negar,  con  el  monopolio  del  Estado,  el  derecho 
de  los  particulares  o  asociaciones,  de  todas  las  creen- 
cias u  opiniones,  para  fundar  libremente  establecimien- 
tos educacionales  de  cualquier  jerarquía,  donde  libremen- 
te concurran  también  los  que  han  de  modelar  en  ellos  su 
espíritu  para  las  luchas  por  la  vida. 

Y  ya  que,  quizás  con  razón,  acudimos  a  cada  ins- 
tante, buscando  el  molde  de  la  libertad,  a  los  americanos 
del  Norte,  voy  a  referirme  especialmente  a  aquel  gran 
país,  cuyas  instituciones  por  otra  parte,  en  materia  de 
enseñanza,  como  en  muchas  otras,  sirvieron  de  modelo 
a  los  constituyentes  argentinos. 

La  simple  enunciación  de  los  hechos,  bastará  a  de- 
mostrar, cómo  el  monstruoso  monopolio  implantado  en  el 
proyecto  ministerial  a  que  me  vengo  refiriendo  ofrece  un 
desconsolador  contraste  con  el  magnífico  ambiente  de  li- 
bertad en  que  se  desarrolla  la  instrucción  pública  en  Es- 
tados Unidos,  donde,  como  dice  Bryce :  «La  medida  del 
saber  es  más  elevada  y  el  hábito  de  leer  y  de  pensar 
más  difundido  que  en  ningún  otro  país». 

La  educación  primaria  se  encuentra  organizada  en 
Norte  América  bajo  el  sistema  denominado  de  la  Educa- 
ción Común,  en  el  que  la  iniciativa,  la  responsabilidad  y 
el  gobierno  corresponden  a  los  padres  de  familia  de  cada 
sección,  escolar,  constituida  en  entidad  jurídica,  con  perso- 
nal electivo,  funciones  y  capacidad  administrativa  recono- 
cida por  la  ley ;  y  considerándola  a  tal  punto  prolongación 
del  hogar  que  ha  llegado,  según  dijéramos  en  algunos  es- 
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tados  como  Kansas  a  conceder  el  voto  a  la  mujer  en  la  elec- 
ción de  los  miembros  del  distrito  escolar. 

Nada  mejor  podemos  presentar  como  juicio  sobre  la 
libertad  de  enseñanza  en  los  Estados  Unidos  que  el  infor- 
me de  Hippeau,  enviado  por  el  gobierno  Francés,  a  estu- 
diar la  instrucción  de  aquel  país. 
'  -Dice  así : 

v  «No  puedo  disimular  los  sentimientos  de  admiración 
que  ha  hecho  nacer  en  mí,  el  espectáculo  de  una  gran  Na- 
ción que,  considera  su  educación  como  el  primero  y  más 
indispensable  de  sus  debieres,  y  en  el  cual  los  ciudadanos 
se  imponen  voluntariamente,  los  más  enormes  sacrificios 
para  darle  una  organización  que  no  tiene  igual  en  el  mundo». 

«La  libertad  de  enseñanza  en  todos  sus  grados  salva- 
guarda allí  los  derechos  de  la  familia ! ! 

«Todo  está  establecido  allí  de  manera  que  el  Estado  no 
puede  bajo  ningún  aspecto  entorpecer  la  independencia  in- 
dividual y  la  iniciativa  privada.  En  la  enseñanza  como  en 
todo,  la  raza  anglosajona,  para  conservar  su  independencia 
no  deja  al  Estado  sino  la  autoridad  necesaria  para  proteger 
el  libre  desenvolvimiento  de  la  energía  individual,  al  revés 
de  nuestra  raza  latina  que  ha  considerado  como>  el  ideal  de 
los  gobiernos  una  administración  central  que  envuelve  en 
sus  redes  toda,s  las  fuerzas  vitales  de  un  pueblo,  en  que 
todo  se  mueve  bajo  el  imlpulso  de  un  motor  único.  Nada 
es  más  extraño  al  espíritu  amlericano,  que  esa  concepción 
del  Estado  docente,  según  el  cual  se  ha  fundado  nuestra 
Universidad  Francesa,  y  que  ha  ido  ahogando  la  libertad 
en  la  enseñanza  como  en  las  instituciones  políticas.» 

«De  ahí  esa  indiferencia  y  esa  apatía  que  se  nota  por 
la  educación  en  nuestras  poblaciones,  desprovistas  de  todo 
espíritu  de  iniciativa.  De  ahí  también,  que  en  este  punto 
no  hay  nación  alguna  que  pueda  sostener  la  comparación 
con  los  Estados  Unidois». 

«El  resultado  de  mis  estudios  sobre  la  instrucción  pú- 
blica en  los  Estados  Unidois — agrega  Hippeau — es  habler 
palpado  el  admirable  poder  que  posee  la  iniciativa  privada 
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en  un  país  en  que  los  ciudadanos  sin  pedir  nada  al  gobierno 
contrajeron  desde  su  origen,  el  habito  de  proveer  ellos 
mismos  libremente  a  las  necesidades  de  su  educación». 

«Así  se  han  creado,  termina,  los  colegios  y  las  univer- 
sidades del  orden  más  elevado.  Jamás  se  ha  dado  un  ejem- 
plo más  feliz  para  un  pueblo  liblre,  jamás  se  ha  producido 
una  prueba  más  brillante  de  la  excelencia  de  las  institu- 
ciones democráticas.  Los  progresos  maravillosos  realizados 
durante  los  últimos  veinte  años  en  los  Estados  Unidos,  ha- 
brían sido  imposibles  si  la  vida  intelectual,  se  hubiera  con- 
centrado, bajo  la  presión  de  una  administración  fuerte- 
mente organizada,  dispensando  a  los  pueblos  mantenidos 
constantemente  bajo  la  tutela  del  Estado,  del  cuidado  de 
pensar  y  obrar  por  sí  mismos  y  para  ellos  mismos». 

Los  hechos  comprueban  plenamente  las  conclusiones 
del  eminente  comisionado  del  gobierno  francés.  Dan  admi- 
rable testimonio  de  los  resultados  de  la  libertad  de  ense- 
ñanza, las  trescientas  veinticinco  universidades  o  facultades 
universitarias,  nacidas  en  los  Estados  Unidos  con  el  peculio 
y  bajo  la  iniciativa  individual,  y  de  las  cuales  51  pertene- 
cen a  fundaciones  católicas. 

Las  hay  de  todas  las  confesiones  y  tendencias,  figu- 
rando, al  lado  de  la  universidad  de  Haward,  unitaria,  la  de 
Yale  congreigacionista ;  y  junto  a  la  liberal  de  Lafayette 
en  Filadelfia  la  erigida  y  fundada  por  los  jesuítas. 

Los  efectos  de  la  libertad,  en  cuanto  a  la  iniciativa 
individual  en  dio  de  la  enseñanza,  son  realmente  prodi- 
giosos. 

Peabody  emplea  quince  millones  de  dollars  de  su  pe- 
culio para  crear  una  facultad  de  medicina  en  Boston  y  una 
de  derecho  en  Filadelfia. 

Arturo  Stweet,  construye  y  dota  en  New-Hawen  su 
magnífica  Escuela  de  Bellas  Artes. 

Vassat  construye  la  suntuosa  universidad  para  mujeres 
a  las  orillas  del  Hudson ;  Astor  dota  la  espléndida  bibliote- 
ca pública  de  Nueva  York  y  Corcoran  la  escuela  de  escul- 
tura y  pintura  de  .Washington. 
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La  Universidad  de  Nuestra  Señora  en  Indiana,  que 
cuenta  con  más  de  4.000  alumnos,  es  obra  de  la  iniciativa 
individual,  y  para  no  continuar  una  interminable  enumera- 
ción diremos,  que  Ja  rica  heredera  de  Mr.  Phoebo  A.  Hearst, 
se  obligó  en  1896  a  dar  a  la  Universidad  de  California 
cincuenta  millones  de  dóllars,  para  hacer  de  esa  univer- 
sidad la  primera  del  mundo. 

Comparemos  este  magnífico  ejemplo  de  la  gran  Na- 
ción que  asombra  al  mundo  en  todos  los  órdenes  de  la  ac- 
tividad, con  la  política  educacional  de  los  gobiernos  ar- 
gentinos. Mientras  en  Estados  Unidos,  se  abren  de  par 
en  par  las  puertas  a  la  iniciativa  individual  en  materia  de 
enseñanza,  y  la  propia  oficial  se  entrega  al  manejo  y  di- 
rección de  los  padres  de  familia  de  cada  distrito,  entre  no- 
sotros, se  implanta  el  monopolio  del  Estado,  cada  vez  más 
cerrado,  pues  si  hasta  ayer,  era  posible  aunque  con  trabas 
excesivas  la  concurrencia  educacional  en  la  instrucción 
primaria,  secundaria  y  normal,  hoy  se  intenta  dificultar 
más  la  primera  y  prohibir  la  última,  manteniéndose  siem- 
pre la  clausura  de  la  enseñanza  superior,  apesar  de  que 
desde  hace  años  se  viene  golpeando  a  las  puertas  del  Con- 
greso, en  procuras  de  una  ley  que  ampare  los  institutos 
privados  de  esa  índole,  inspirándose  en  el  régimen  de  li- 
bertad de  la  Constitución,  que  honradamente  aplicado  ha 
llevado  a  la  cumbre  del  progreso  educacional  a  los  ameri- 
canos del  Norte. 

Nada  mejor  para  caracterizar  el  criterio  del  proyecto 
ministerial  que  tiene  como  apologistas  a  los  que  a  sí  mis- 
mos se  intitulan  con  el  nombre  de  liberales,  como  recordar 
las  palabras  del  eminente  escritor  chileno  Cifuentes,  cuan- 
do en  las  cámaras  de  su  país  decía : 

«Yo  entendía  que  el  verdadero  liberalismo  consistía  en 
disminuir  los  monopolios  y  privilegios;  y  la  tolerancia  en 
ese  sentimiento  generoso  y  benévolo  que  siembra  la  con- 
cordia y  la  paz  entre  adversarios  y  enemigos.  Los  discí- 
pulos del  primero  nos  han  enseñado  sin  embargo  que  en- 
tienden tales  cosas  a  la  inversa:  que  la  libertad  consiste 
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en  el  privilegio  y  en  el  monopolio;  al  adversario  todo  debe 
negarse;  es  decir:  libertad  y  tolerancia  para  mí  y  para 
los  míos,  mordaza  y  grillete  para  los  adversarios. 

Tal  es  también,  sin  duda,  el  concepto  del  llamado  libe- 
ralismo argentino ;  tal  el  pensamiento  educacional  del  pro- 
yecto enviado  a  la  aprobación  del  Congreso  por  el  Minis- 
tro de  Instrucción  Pública,  doctor  Salinas, 

VI 

LA  ENSEÑANZA  SECUNDARIA,  NORMAL  Y  ESPECIAL 

La  enseñanza  secundaria,  dada  en  el  país  en  los  co- 
legios ¡nacionales,  que  salvo  fugaces  ensayos  han  servido 
de  único  eslabón  entre  la  enseñanza  primaria  y  la  superior 
o  universitaria,,  tiende  a  sufrir  una  notoria  y  sin  duda  sa- 
ludable modificación  en  el  proyecto  del  Ministro  de  Ins- 
trucción Pública 

Consiste  ella  en  dividirla,  si  así  pudiéramos  decir,  en 
dos  ciclos :  el  de  4  años,  cursados  en  los  colegios  y  liceos 
(arL  92  y  94  del  proyecto),  que  dá  derecho  al  título  de 
bachiller  y  el  curso  especial  preparatorio  de  la  enseñanza 
universitaria,  que  se  dará  en  las  respectivas  facultades  (Art. 
132). 

Este  sistema  distinto  del  actual,  según  puede  obser- 
varse, se  aparta  también  del  implantado  por  decreto  del 
Superior  Gobierno  de  la  Nación,  con  fecha  Marzo  Io  de 
1916,  al  organizar  la  escuela  intermedia,  en  la  que  al  esta- 
blecerse el  curso  preparatiorio  se  creaba  un  nuevo  engra- 
naje, entre  la  instrucción  primaria  y  la  secundaria,  siguien- 
do así  el  plan  de  instrucción  belga,  que  distribuye  la  en- 
señanza de  segundo  grado,  en  las  escuelas  medias  y  los 
ateneos  reales,  estos  últimos  semejantes  a  nuestros  colegios 
nacionales  y  que  abren  la  puerta  a  los  estudios  superiores. 

Mucho  se  parece  el  propuesto  al  régimen  norteamJe- 
ricano,  que  divide  la  instrucción  secundaria  en  dos  grados, 
la  que  se  da  en  los  high-chools  de  tipo  parecido  a  nuestros 
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colegios  y  liceos,  y  en  los  Colleges  generalmente  anexos  a 
las  universidades,  y  que  algún  parecido  presentan  con  el 
«curso  preparatorio»,  aunque  más  amplios,  ya  que  uno¡s  y 
otros  son  los  que  en  los  respectivos  países  dan  entrada  a 
las  universidades  y  escuelas  profesionales. 

Es  innegable  que  nuestra  actual  enseñanza  secundaria 
es  recargada  e  insuficiente  al  mismo  tiempo  ;  ya  que  acu- 
mula un  sin  número  ide  materias  inútiles  para  que  se  de- 
senvuelvan eficazmente  en  la  vida  la  generalidad  de  los 
que  a  ellas  las  cursan,  y  no  comprende  sin  embargo  otras 
disciplinas  indispensables  para  el  aprovechamiento  en  los 
altos  estudios  universitarios,  cuales  serían  entre  otras,  por 
ejemplo,  la  enseñanza  obligatoria  y  completa  de  dos  o  más 
idiomas,  sin  los  cuales  es  absurdo  hablar  en  estas  horas 
de  una  preparación  superior. 

Ya  en  la  época  en  que  escribiera  sus  bases  el  genio 
de  Alberdi  expresaba  la  necesidad  de  los  idiomas  en  los 
siguientes  términos : 

«No  debiera  darse  diploma  ni  título  universitario  al 
joven  que  no  hable  y  escriba  el  idioma  inglés.  Esa  sola 
innovación  obraría  un  cambio  fundamental  en  la  educa- 
ción de  la  juventud.  ¿  Cómo  recibir  el  ejemplo  y  la  acción 
civilizadora  de  la  raza  anglo-sajona,  sin  la  posesión  gene- 
ral de  su  lengua»? 

Por  eso  hemos  mirado  con  simpatía  el  proyecto',  en 
cuanto  que  una  conveniente  aplicación  de  sus  principios 
podría  determinar  la  mejora  positiva  en  la  enseñanza  que 
se  da  en  nuestros  colegios  nacionales :  se  realizaría  sin  du- 
da así  el  objeto  de  la  instrucción  secundaria,  que  en  su  pri- 
mera etapa  debe  consistir  en  una  cultura  general,  para  la 
formación  de  la  inteligencia  y  los  sentimientos. 

El  proyecto  del  P.  E.  mantiene  la  enseñanza  secun- 
daria, bajo  la  dependencia  directa  'del  Ministerio  de  I.  P. 
reservándose  para  aquél  el  nombramiento  y  remoción  del 
personal  docente  (Art.  140). 

Bastaría  recordar  nuestra  historia  política,  para  com- 
prender, que  no  cabe  la  formación  de  un  sano  y  competente 
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personal  de  educación,  si  él  no  ha  de  conservar  sus  cargos 
con  altivez  y  a  base  del  cumplimiento  del  deber,  sino  por 
el  contrario,  siguiendo  las  inspiraciones  y  sometiéndose 
a  la  voluntad  de  los  que  mandan.  No  hay  régimen  educa- 
cional que  pueda  ser  respetable  y  benéfico,  mientras  a 
su  personal  directivo  falte  estabilidad  e  independencia. 

De  aquí  que,  en  nuestro  sentir  sea  más  aceptable  el 
sistema  propuesto  por  el  diputado  Marcó  para  el  gobierno 
de  la  enseñanza  secundaria ;  esto  es,  un  consejo  formado  por 
un  presidente  designado  por  el  P.  E.  con  acuerdo  del  Se- 
nado; y  cuatro  vocales:  dos  nombrados  por  el  Ministerio 
de  I.  P.,  uno  nombrado  por  las  instituciones  oficiales  y  otro 
por  las  libres  (Arts.  10  y  12  del  proyecto). 

El  proyecto  ministerial  no  da  lugar  a  observaciones 
de  mayor  importancia  en  cuanto  a  la  organización  y  méto- 
do de  la  enseñanza  normal  y  especial;  pero  en  lo  que 
respecta  a  la  primera,  se  consagra,  según  io  tengo  mani- 
festado, el  monopolio  más  intolerable  del  Estado,  destinado 
directamente  a  producir  el  cierre  de  numerosas  escuelas 
normales  privadas,  de  amibos  sexos,  que  incorporadas  a  las 
oficiales  funcionan  con  todo  éxito  en  la  Capital  Federal, 
provincia  de  Buenos  Aires,  Rosario  y  Tucumán. 

Si  todos  los  monopolios  en  materia  de  enseñanza  son 
malos,  ninguno  como  el  que  se  refiere  a  la  formación  del 
maestro,  ya  que  es  este  de  quien  depende  la  orientación 
y  el  éxito  de  aquella. 

Con  toda  razón  pues,  ha  podido  decir  Orbán:  «Hay  un 
monopolio  sobre  todo,  que  sería  insoportable  :  el  de  la  forma- 
ción de  los  maestros,  directores  o  profesores,  es  decir,  el 
de  la  enseñanza  normal». 

Por  eso  mismo  he  de  reproducir  nuevamente  aquí  el 
texto  del  artículo  161  del  proyecto  en  cuestión,  para  pa- 
tentizar mejor  así  el  atentado  educacional  y  constitucional 
que  propone ;  dice  en  efecto : 

«Desde  la  promulgación  de  la  presente  ley  no  se  acor- 
dará a  los  establecimientos  particulares  incorporación  a  las 
escuelas  normales  y  demás  institutos  encargados  de  for- 
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mar  el  profesorado  nacional.  Los  que  en  la  fecha  gocen  de 
este  privilegio  funcionarán  hasta  que  terminen  su  último 
curso  los  alumnos  maestros». 

Me  he  referido  con  anterioridad  al  agravio  que  a 
nuestra  carta  política  comporta  tal  principio,  presentando 
su  antítesis  en  las  instituciones  y  en  la  práctica  de  los 
Estados  Unidos;  por  eso  nos  limitaremos  hoy  a  recordar 
a  Paul  Errera  cuando  en  ¡su  notable  tratado  sobre  el  de- 
recho público  de  la  Bélgica,  y  refiriéndose  a  su  país  (pá- 
rráfo  348)  expresa : 

«El  Estado,  las  provincias  y  las  comunas  pueden  es- 
tablecer escuelas  normales.  Demás  está  decir,  agrega,  que 
en  virtud  del  principio  de  la  libertad  de  enseñanza,  es 
permitido  a  todo  particular  y  asociación  establecerlas  igual- 
mente». 

«Al  lado  de  la  enseñanza  oficial,  la  enseñanza  libre 
goza  de  un  rol  muy  importante;  ciertos  colegios  dirigidos 
la  mayor  parte  por  religiosos  y  religiosas,  ocupan  un  lugar 
muy  señalado  en  esta  parte  de  la  enseñanza». 

Más  aún ;  el  art.  13  ele  la  ley  orgánica  de  la  enseñanza, 
de  20  de  Septiembre  de  1884,  atribuye  al  gobierno  el  dere- 
cho de  acordar  subsidios  a  las  escuelas  normales  de  las 
provincias,  de  las  comunas  y  de  particulares. 

La  misma  ley  fija  las  condicionéis  de  la  anexión  y  para 
el  reconocimiento  oficial  de  los  títulos  que  expidan. 

El  espíritu  general  de  libertad  que  informa  el  proyecto 
monopolio  de  la  enseñanza  que  encarna  el  ministerial.  Ello 
se  revela  en  todos  sus  puntos  fundamentales. 

Y  así,  mientras  el  último  exige  habar  cursado  los  seis 
Marcó,  ofrece  un  clarísimo  contraste,  con  la  oficialización  y 
grados  de  las  escuelas  oficiales  de  aplicación  para  poder 
ingresar  en  los  liceos  o  escuelas  de  enseñanza  especial, 
el  del  diputado  y  hoy  gobernador  electo  por  Entre  Ríos 
considera  suficiente,  un  examen  de  ingreso. 

En  esta  última  forma  es  posible  la  concurrencia  de  los 
alumnos  a  las  escuelas  privadas,  sin  que  en  nada  se  perju- 
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dique  la  instrucción,  ya  que  queda  al  arbitrio  de  las  ins- 
tituciones oficiales  fijar  la  extensión  y  condiciones  de  las 
pruebas  de  ingreso. 

El  proyecto  de  legislación  orgánica  de  la  enseñanza 
secundaria,  es,  pues,  en  general,  más  ventajoso  que  el  régi- 
men imperante,  pero  en  cuanto  a  la  instrucción  normal,  se 
propone  un  monopolio  tan  cerrado,  como  no  ofrece  semejante 
ninguno  de  los  países  de  organización  democrática,  cuyos 
progresos  materiales  marchan  paralelos  con  la  cultura  de 
su  pueblo* 

Estados  Unidos,  y  la  Bélgica  principalmente,  deben  ins- 
pirar a  nuestros  legisladores  al  respecto. 

VII 

LA  ENSEÑANZA  UNIVERSITARIA 

La  autonomía  directiva  y  didáctica,  es  base  indispen- 
sable de  éxito  en  el  régimen  de  la  enseñanza  superior;  sólo 
ella  permite  mantenerla  desvinculada  y  por  encima  de  otros 
intereses  extraños  a  su  alta  misión  y  colocar  a  cada  Uni- 
versidad, por  la  diferenciación  de  planes,  de  orientación  y 
de  métodos  en  condiciones  de  servir  eficazmente  a  las  dis- 
tintas regiones  del  país  donde  actúan,  cuyo  progreso  en 
gran  parte  depende  de  esta  acertada  adaptación  de  la  ense- 
ñanza universitaria,  encargada  de  formar  los  individuos, 
que  han  de  impulsar  y  fijar  rumbas  a  sus  progresos. 

La  opinión  de  nuestras  autoridades  científicas  sobre 
la  materia  coincide,  al  respecto,  con  los  hombres  de  estado, 
extranjeros,  que  han  profundizado  la  cuestión;  y  abona 
más  que  todo  la  conclusión  al  principio  enunciada,  el  resul- 
tado obtenido  en  todos  Jos  países  que,  sin  discusión,  se 
ofrecen  como  modelo,  a  la  consideración  de  los  pue- 
blos de  la  tierra:  Inglaterra,  Alemania,  Estados  Unidos  y 
Bélgica. 

La  propia  historia  nuestra  lo  confirma  ampliamente, 
ya  que  la  autonomía  directiva  y  didáctica,  ha  sido  la  base 
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sobre  la  que  se  levantaron  y  engrandecieron  Jas  universida- 
des argentinas,  sobre  todo  la  de  Córdoba,  la  primera  en 
fundarse. 

Al  discutirse  en  el  Senado  Nacional,  con  fecha  23 
de  Junio  de  1883,  la  ley  universitaria,  que  lleva  su  nom- 
bre, el  doctor  Avellaneda,  pronunció  un  breve  pero  mag- 
nífico discurso,  que  obligó  a  decir  a  su  contendor  en  al- 
gunos puntos  del  proyecto,  el  señor  Ministro  de  Instrucción 
Pública  de  la  Nación:  «El  señor  Senador  por  Tucumán, 
en  la  expresión,  en  ¡el  tono,  en  la  forma  de  su  discurso, 
en  sus  palabras,  en  sus  frases,  tiene  algo  de  colosal  aue 
aplasta  a  su  adversario)? 

Bien  pues ;  en  esa  oportunidad,  decía  el  doctor  Ave- 
llaneda : 

«Nuestras  universidades  fueron  autónomas.  Esta  es 
nuestra  tradición  mantenida  aún  en  las  épocas  más  acia- 
gas.» 

«Puedo  decirlo  —  yo  me  he  educado  en  la  antigua 
y  tan  combatida  Universidad  de  Córdoba.  He  alcanzado 
a  penetrar  en  sus  claustros,  en  días  por  cierto  muy  oscu- 
ros;  Rosas  acababa  de  caer;  pero  aún  continuaba  su  go- 
bierno con  el  último  de  sus  tenientes  en  Córdoba.» 

«Bien  pues,  señor  Presidente;  yo  puedo  dar  testimonio 
de  esta  verdad:  aquel  gobierno  que  todo  lo  conculcó,  que 
hizo  desaparecer  todas  las  formas  de  una  civilización,  que 
era  juez  porque  juzgaba  en  apelación  de  todas  las  causas, 
que  había  resumido  en  sí  todos  los  poderes,  ese  gobierno 
absolutamente  personal,  ese  gobierno  de  tribu,  sin  embargo 
se  encontraba  detenido  delante  de  la  Universidad.  No  ha- 
bía invadido  su  recinto,  y  yo  mismo  y  muchos  otros  hemos 
visto  que  durante  el  gobierno  de  López  Quebracho  se  reunían 
los  doctores  tranquilamente,  prestaban  su  voto  y  nombraban 
rector,  con  entera  libertad. . .  Este  era  tal  vez  el  único  res- 
to de  autonomía  y  de  libertad  que  había  quedado  subsisten- 
te en  la  República  Argentina.» 

«Por  lo  demás  —  agrega  —  este  es  el  carácter  de  todas 
las  Universidades,  y  el  verdadero  y  esencial  carácter :  los 
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gobiernos  pueden  costear  sús  gastos,  pero  aunque  los  cos- 
teen en  todas  sus  partes,  se  ha  consagrado  a  los  estableci- 
mientos universitarios  su  autonomía  propia,  respetando  el 
libre  desarrollo  de  las  ciencias.» 

El  ilustrado  hombre  público,  doctor  Joaquín  V.  Gon- 
zález, en  su  hermoso  discurso  sobre  la  «Nueva  Universi- 
dad» pronunciado  en  «La  Plata>  en  28  de  Mayo  de  1905, 
al  referirse  a  aquella,  cuyo  carácter  habría  de  ser  esencial- 
mente experimental,  fija  de  una  manera  concluyente,  los 
múltiples  motivos  que  imponen  la  diferenciación  de  los 
diversos  institutos  universitarios  dentro  del  mismo  país, 
en  cuanto  a  su  fisonomía  general,  métodos,  programas  y 
disciplina  en  los  estudios. 

Refiriéndose  a  la  orientación  de  las  Universidades  de 
Buenos  Aires  y  de  Córdoba,  dice : 

«Las  dos  beneméritas  universidades  de  la  República  que 
hasta  ahora  han  mantenido  el  fuego  de  los  altos  estudios, 
y  lo  han  renovado  en  proporción,  siguiendo,  sin  grandes 
retardos  las  transformaciones  de  la  ciencia  en  el  mundo, 
han  echado  raíces  profundas  en  el  carácter  y  en  los  hábitos 
institucionales  del  país,  y  ninguna  fuerza  nueva  por  vio- 
lenta o  seductora  que  aparezca  podrá  derribarlas  de  su 
pedestal  conquistado.  Y  no  necesitan  alterar  su  espíritu, 
ni  menos  cambiar,  en  brusca  sacudida  su  sistema  y  su 
desarrollo  propios ;  porque  la  obra  colectiva  de  la  alta  cultura 
de  la  Nación  requiere  esa  influencia,  y  no  puede  prescindir 
de  esas  direcciones  superiores. . .  ?» 

Y  continúa  en  seguida: 

«La  diferenciación  es  ley  substantiva  del  Universo»..., 
de  aquí  que  «con  tanta  más  razón  en  un  Estado  tan  ex- 
tenso como  el  nuestro,  donde  todas  las  variedades  climaté- 
ricas, geológicas,  y  étnicas  tienen  su  relación  material  e 
histórica,  las  Universidades  destinadas  a  elaborar,  en  con- 
currencia, un  tipo  nacional  de  cultura,  no  deben  desconocer 
este  carácter  fundamental  de  la  sociedad  argentina,  y  menos 
empeñarse  en  mantener  una  uniformidad  de  todo  punto 
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antitética  y  contradictoria  con  las  condiciones  esenciales  del 
país. y. 

«El  federalismo  de  la  constitución,  agrega,  es  una  for- 
ma congénita  de  la  Nación  misma,  que  lejos  ele  contra- 
riar en  los  propósitos  y  trabajos  de  la  enseñanza  será 
necesario  estudiar  y  penetrar  más,  para  descubrir  sus  le- 
yes más  precisas,  y  concurrir  así  a  consolidarlo  en  la 
conciencia  colectiva  del  pueblo. . .  ;  un  federalismo  natu- 
ral o  social  será  la  base  del  escrito  en  la  constitución; 
y  si  las  universidades  han  de  concurrir  a  la  consolidación 
de  las  instituciones,  como  fórmula  de  paz  y  de  orden  jurídi- 
co, han  de  sentarse  sobre  las  mismas  bases  diferenciales 
que  informaron  el  proceso  constitutivo  de  los  Estados;  debe 
tener  cada  uno  su  estatuto  propio,  correlativo  con  singulares 
caracteres,  y  estos  serán  revelados  por  la  diferenciación 
regional,  que  engendró  las  varias  entidades  del  federalismo 
nacional:» 

De  aquí  concluye,  que  «las  universidades  modernas 
deben  tomar  en  cuenta  la  historia  interna  del  país,  y  adop- 
tar para  la  enseñanza  un  sistema  concordante  con  aquellas 
leyes»,  y  «también  armónico  con  la  fisonomía  geográfica 
y  la  comunidad  étnica  de  cada  región,  donde  se  desenvuel- 
ven». 

Esa  autonomía  y  diferenciación,  que  según  el  sentir 
de  Avellaneda  y  de  González  han  de  permitir  el  cum- 
plimiento de  su  misión  directiva  a  las  universidades  ar- 
gentinas, son  las  que  han  hecho  la  grandeza  de  las  más 
reputadas  universidades  extranjeras. 

Las  leyes  orgánicas  de  'las  universidades  belgas,  de 
15  de  Julio  de  1849  y  31  de  Julio  de  1891,  no  sólo  no 
obstaculizan  la  diferenciación  de  los  estudios  entre  las  dos 
únicas  universidades  oficiales  -  -  de  Gante  y  de  Lieja  — 
sino  que  por  el  conlrario,  la  imponen  en  materia  cientí- 
fica, por  los  artículos  2.°  y  4.°  de  la  primera  de  las  le- 
yes recordadas,  teniendo  en  cuenta  las  necesidades  eco- 
nómicas, y  la  naturaleza  de  la  producción  explotable  en 
las  diversas  regiones  donde  actúan. 
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Y  a  ese  efecto  establece,  que  en  la  Facultad  de  Cien- 
cias de  Gante  la  enseñanza  se  referirá  especialmente  a 
aplicaciones  concretas,  a  máquinas,  caminos,  canales,  cons- 
trucciones náuticas  e  hidráulicas,  etc...;  y  en  la  de  Lieja 
a  minas  y  metalurgia. 

Quien  conozca  la  topografía,  necesidades  y  produc- 
ción natural  de  las  regiones,  asiento  de  las  Universidades' 
de  Lieja  y  Gante  respectivamente,  comprenderá  la  razón 
de  ser  de  la  diferenciación  y  el  objetivo  esencialmente 
práctico  de  la  enseñanza  universitaria  belga. 

En  Inglaterra  o  en  Escocia,  no  hay  caso  de  hablar 
de  diferenciación  por  ley,  ya  que  ella  surge  de  los  organis- 
mos absolutamente  autónomos  que  gobiernan  cada  Univer- 
sidad, en  todos  sus  aspectos:  ni  tampoco  en  los  Estados 
Unidos,  donde  las  instituciones  oficiales  o  privadas,  autori- 
zadas por  los  respectivos  estados  federales,  reciben  la 
diferenciación  de  los  centros  donde  emergen,  como  de  las 
tendencias  y  necesidades  a  que  responde  su  fundación, 
favorecida  aquella  todavía  por  el  espíritu  esencialmente 
particularista  que  caracteriza  la  legislación  de  cada  uno 
de  los  Estados  Americanos. 

De  aquí  que  entre  las  distintas  universidades  de  Es- 
dos  Unidos — oficiales  o  libres  —  impere  una  diferencia 
completa  en  los  sistemas,  planes  y  programas  de  enseñanza, 
llegándose  en  muchos  establecimientos,  y  entre  ellos  en 
el  de  Yale,  por  ejemplo,  a  permitir  a  los  mismas  alumnos 
la  elección  de  materias,  dentro  de  un  número  mayor  estable- 
cido, después  de  haber  cursado  el  segundo  año  de  los 
estudios. 

Bien  pues.  ¿Responde  el  proyecto  ministerial  a  ese 
doble  concepto  de  diferenciación  y  autonomía,  o  mejor  dicho, 
de  una  amplia  autonomía  didáctica  y  directiva,  que  per- 
mita la  diferenciación  entre  las  diversas  universidades,  y 
su  gobierno  desvinculado  de  intereses  extraños,  que  per- 
turban la  enseñanza? 

Indudablemente  no. 
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Por  los  artículos  133  al  145  de  aquel,  se  enumeran 
minuciosamente  todas  y  cada  una  de  las  materias  que 
deben  comprender  los  planes  de  estudios  de  las  diversas 
facultades  que  se  establezcan  en  las  distintas  universida- 
des, imponiendo  así  la  más  absoluta  uniformidad  de  la  en- 
señanza en  todos  ellas,  en  abierta  oposición  al  principio 
de  la  diferenciación,  reclamado  más  que  en  otro  alguno, 
en  nuestro  país,  en  atención  a  la  diversidad  histórica,  y 
geográfica,  a  la  distinta  capacidad  productiva  y  hasta  la 
orientación  filosófica  de  las  varias  regiones  donde  de- 
ben actuar  esos  centros  directivos  de  la  alta  cultura  y 
progreso  nacional. 

No  basta  a  permitir  una  eficaz  diferenciación,  el  con- 
tenido del  artículo  156  del  proyecto,  cuando  dice  que  «las 
universidades  podrán  crear  nuevas  ramas,  nuevas  de- 
pendencias o  especialidades  profesionales,  las  que  no  podrán 
funcionar  como  tales  ni  constituir  consejos  ó  autoridades 
propias,  sino  obtienen  la  aprobación  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional.» 

Aparte  de  que,  con  los  ramos  de  enseñanza  uniforme- 
mente impuestos  por  ley,  difícilmente  quedarían  a  las  uni- 
versidades recursos  para  producir  alguna  diferenciación 
apreciable  por  la  introducción  de  algunos  complementarios, 
nos  encontramos  siempre,  que  es  la  ley  o  un  decreto  del 
P.  E.,  y  no  los  cuerpos  científicos  de  cada  instituto,  quie- 
nes en  definitiva  fijan,  el  carácter  y  extensión  de  la  ense- 
ñanza superior. 

Lejos  de  ampliar  el  principio  de  la  autonomía,  el  pro- 
yecto extrema  la  tendencia  hacia  la  oficialización;  Las 
atribuciones  de  que  hoy  gozan  por  ley  los  diversos  institu- 
tos universitarios  para  determinar  los  planes  de  estudios, 
con  prescindencia  de  !as  autoridades  políticas  del  país, 
son  transferidas  íntegramente  a  las  últimas  por  el  proyec- 
to sometido  a  la  consideración  del  Congreso.  Lo  único  que 
puede  decirse  en  su  obsequio,  es,  que  la  iniciativa  minis- 
terial, en  lo  que  respecta  a  la  enseñanza  superior,  armoni- 
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za  con  la  tendencia  al  monopolio  de  la  enseñanza  por  el  Es- 
tado, que  campea  en  todas  las  disposiciones  del  proyecto' 
de  ley. 

He  manifestado,  con  anterioridad,  mi  opinión  favo- 
rable a  la  creación  de  los  cursos  preparatorios;  y  noto 
que  en  la  organización  de  los  distintos  cuerpos  directi- 
vos, el  proyecto  se  inclina  a  la  tendencia  dominante  de 
ampliar  el  campo  del  electorado  que  ha  de  servil  de  ba- 
se para  constituirlos,  aunque  no  tanto  como  las  univer- 
sidades inglesas  y  la  generalidad  de  las  americanas,  por 
ejemplo :  En  ellas,  como  era  en  la  Universidad  de  Cór- 
doba, con  anterioridad  a  la  ley  imperante,  el  cuerpo  elec- 
toral para  la  designación  de  las  autoridades  lo  forman 
todos  los  graduados  en  el  respectivo  instituto. 

El  proyecto  ministerial  que  examino,  establece  en  su 
artículo  156  que  «los  Consejos  directivos  de  las  faculta- 
des estarán  formados  por  seis  miembros :  tres  profesores 
titulares,  un  profesor  suplente  y  un  graduado  en  la  fa- 
fultad,  profesor  o  nó,  elegidos  por  la  asamblea  respectiva 
(profesores  titulares,  suplentes  y  adjuntos)  y  uno  gradua- 
do en  la  facultad,  profesor  o  nó,  como  representante  de 
los  estudiantes  y  elegido  por  estos». 

La  participación  que  se  da  a  los  alumnos  en  el  gobierno 
de  las  universidades,  y  en  la  forma  moderada  del  proyecto 
tiene  sus  antecedentes  en  algunos  establecimientos  aná- 
logos de  los  Estados  Unidos,  sin  llegar  al  extremo  del 
régimen  vigente  por  decreto  del  P.  E.  en  que  se  coloca 
en  igualdad  de  condiciones  a  los  profesores  titulares  y  a  los 
alumnos  para  elegir  las  personas  que  han  de  fijar  rumbos 
a  la  enseñanza  superior  del  país. ...!!! 

En  definitiva,  pienso,  que  el  proyecto  es  maio,  en 
cuanto  oficializa  los  planes  de  estudio  e  impide  la  diferen- 
ciación de  la  enseñanza  en  las  distintas  universidades  ;  cre- 
yendo que  el  cuerpo  electoral  para  la  designación  de  las 
autoridades  de  cada  instituto,  debe  formarse,  con  todos 
los  graduados  en  el  mismo,  sin  perjuicio  de  alguna  pe- 
queña participación  que  pueda  darse  a  los  alumnos. 
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Con  cuerpos  científicos  así  designados,  y  que  gocen 
de  amplia  autonomía  directiva  y  didáctica,  podrán  llegar 
nuestras  universidades  a  cumplir  la  elevada  misión  que 
su  carácter  les  señala:  En  otra  forma,  serán  simples  ofi- 
cinas oficiales  expedidoras  de  títulos. 

Analizado  ya,  a  grandes  rasgos  el  proyecto  del  Minis- 
tro de  Instrucción  Pública,  en  materia"  universitaria,  ba- 
jo el  doble  aspecto  de  su  orientación  técnica  y  el  de  la 
organización  de  su  cuerpo  directivo,  consideraría  ha- 
ber dejado  incompletas  esta?  ligeras  notas  críticas,  si  no  se- 
ñalara un  vacío,  que,  viene  desde  hace  tiempo  revelando 
el  atraso  de  la  instrucción  superior  argentina,  con  relación 
al  régimen  implantado  en  la  legislación  de  países  que,  a 
cada  paso  queremos  imitar,  presentándolos  como  los  mejo- 
res modelos:  Me  refiero,  a  la  falta  de  una  disposición  en 
la  ley  universitaria  que  'permita  y  aún  auspicie  la  funda- 
ción de  universidades  libres,  <con  facultad  de  otorgar  títulos 
profesionales  o  académicos,  aunque  fuera  imponiendo  el 
plan  de  estudios  oficial  y  tribunales  examinadores  mixtos 
para  la  recepción  de  las  pruebas  de  competencia,  por  más 
que,  en  esos  modelos  a  que  acabo  de  referirme,  la  legis- 
lación se  inspira  en  un  criterio  de  mucha  mayor  amplitud 
todavía,  en  orden  a  la  libertad. 

En  este  como  en  todos  los  grados  de  la  enseñanza 
la  libertad,  es  la  base  de  su  mejoramiento. 

Lo¡s  pueblos  de  la  humanidad,  nos  ofrecen,  con  la 
evidencia  irrecusable  de  los  hechos  registrados  en  su  his- 
toria, la  relación  constante,  de  sus  progresos  en  el  orden 
superior  de  las  especulaciones  científicas  y  del  espíritu  de 
libertad  flotando  en  sus  instituciones,  con  la  mayor  o  me- 
nor amplitud  del  criterio  imperante  para  la  creación  y  ré- 
gimen de  los  institutos  de  enseñanza  destinados  a  cimen- 
tarlos: La  emulación  y  libre  concurrencia,  nacidas  bajo  el 
imperio  del  más  absoluto  régimen  de  libertad  convirtieron 
a  Atenas  en  la  maestra  del  mundo,  en  antítesis  con  Esparta 
que  llevara  a  sus  extremos  el  principio  del  Estado  docen- 
te, sin  dejar,  quizás  por  eso  mismo,  ni  un  nombre,  ni  un 


LIBERTAD  DE  ENSEÑANZA 


241 


recuerdo,  de  los  que  abriendo  surcos  en  el  campo  de  las 
ciencias,  las  artes  o  las  letras  se  conservan  imborrables, 
más  allá  de  los  pueblos  testigos  de  su  acción. 

En  Roma  el  monopolio  de  la  enseñanza,  a  base  del 
Estado  docente  se  inicia-  con  un  primer  decreto  de  Nerón, 
y  en  Francia,  en  las  'horas  de  imperio  sin  control  del  qué 
fuera  después  el  prisionero  de  Santa  Elena;  la  libre  Ingla- 
terra, la  heroica  Bélgica,  y  los  Americanos  del  Norte  hoy 
asombro  de  la  humanidad  jamás  lo  conocieron;  y  los  de- 
más países  de  la  Europa  nos  ofrecen,  como  el  índice  mejor 
para  apreciar  el  grado  de  libertad  o  despotismo  en  mate- 
ria de  enseñanza,  el  florecimiento  o  eclipse  alternativo  de 
sus  hombres  de  pensamiento  superior,  o  de  las  obras  tras- 
cendentales de  progreso. 

Bastaríame  recordar  a  Alemania,  con  Gutemberg,  Kep- 
ler  y  Copérnico,  como  el  mejor  exponente  de  un  sistema 
de  libertad,  seguida  de  la  decadencia  por  la  revolución  po- 
lítico-religiosa que  apoderada  de  las  universidades  las  con- 
virtiera en  instrumento  de  dominación  oficial,  para  resur- 
gir nuevamente  con  brillo  extraordinario  cuando  en  el  siglo 
pasado,  bajo  el  aura  vivificante  de  la  libertad,  surgieron 
entre  otras  las  Universidades  de  Berlín  y  de  Bonn  y  la  reor- 
ganización de  la  Universidad  Católica  de  Leopoldina  tras- 
ladada a  Breslau. 

Es  que,  como  dice  el  afamado  orador  chileno  Sif tien- 
tes :  «las  ciencias  y  las  letras  huyen  de  sus  opresores,  y 
se  elevan  o  sucumben,  según  es  mayor  o  menor  la  presión 
que  reciben  del  Estado». 

No  es  raro  así  entonces,  que  refiriéndose  a  la  deca- 
dencia de  la  instrucción  superior  en  Francia,  que  antes 
de  ser  esclavizada  por  el  monopolio  oficial,  produjera  el 
siglo  de  Luis  XIV  y  sabios  como  Cuvier,  Fenelón,  Racine 
y  tantos  otros,  se  expresen  escritores  distinguidos  de  aquel 
país,  en  los  términos  que  voy  a  recordar: 

Hippeau  (L.instruction  publique  en  Allemagne  Pág. 
274),  refiriéndose  al  florecimiento  de  las  universidades  de 
dicho  país,  dice : 

16 
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«No  me  detendré  a  deplorar  el  penoso  contraste  de 
estas  magníficas  reacciones  de  Alemania  con  la  defi- 
ciencia de  nuestros  establecimientos.  Nuestra  inferiori- 
dad sería  muy  penosa,  si  no  hubiese  esperanza  de  re- 
medio. Será  indispensable  reconstruir  nuestras  univer- 
sidades de  otros  tiempos,  devolviéndoles  su  autonomía.)') 

Y  el  célebre  químico  Dumas,  en  el  informe  pasado  al 
Instituto  de  enseñanza  de  Francia,  su  patria,  expresa:  «Si 
las  causas  de  nuestro  atraso  parecen  múltiples,  ellas  se 
reducen  a  una  sola:  la  centralización  administrativa  apli- 
cada a  la  Universidad,  ha  enervado  la  enseñanza  superior.)) 

«En  Suiza,  en  Suecia,  en  Alemania,  en  Inglaterra, 
en  los  Estados  Unidos — agrega — numerosas  universidades, 
diversas  en  su  origen  y  en  sus  tendencias,  con  recursos 
propios,  prosperan  con  vida  propia,  con  verdadera  autono- 
mía, y  ofrecen  un  espectáculo  de  envidiable  progreso». 

«Volvamos  —  termina  diciendo  —  a  nuestras  univer- 
sidades la  independencia  de  que  gozaban  antes  de  nuestra 
primera  revolución :  Los  grandes  hombres  que  surgieron 
de  aquella  época,  son  gloriosos  testigos  que  manifiestan  la 
fuerza  de  los  estudios,  y  el  vigor  de  la  disciplina  de  la 
libre  enseñanza  de  nuestros  padres.)) 

Bien  pues;  en  presencia  de  las  lecciones  de  la  his- 
toria, y  de  las  precisas  conclusiones  extraídas  de  las  mis- 
mas por  las  autoridades  más  respetables  en  materia  de 
enseñanza,  nada  necesitaría  agregar  para  dejar  patentizada 
como  contraria  a  todo  principio  de  libertad  y  a  los  progre- 
sos científicos  en  el  país,  la  absorción  absoluta,  que  de 
la  instrucción  universitaria  ha  hecho  hasta  hoy  la  legisla- 
ción argentina,  convirtiéndola  en  un  monopolio  del  Esta- 
do. Quiero  sin  embargo  reforzar  la  argumentación,  compa- 
rando primero  tan  funesto  sistema  con  el  de  los  pueblos 
más  adelantados,  para  referirme  en  seguida  a  diversas  le- 
yes vigentes  en  el  país,  que  hacen  aquél  todavía  más  odio- 
so e  incongruente. 

Comenzaré  por  los  Estados  Unidos :  Se  le  puede  lla- 
mar con  razón,  «el  país  de  las  universidades  libres».  Baste 
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decir,  que  entre  los  icentenares  de  establecimientos  de  en- 
señanza superior,  entre  los  que  figuran  228  Escuelas  de 
Medicina,  63  de  Ciencias  y  54  de  Derecho,  la  mayoría  son 
privadas,  con  sistemas,  planes  y  programas  de  enseñanza 
propios  y  diversos  entre  sí,  funcionando  en  gran  parte 
con  personería  reconocida  por  los  Estados,  lo  que  los  ha- 
bilita para  conferir  grados  y  expedir  títulos  de  carácter 
legal. 

Figuran  entre  las  más  renombradas  fundaciones  pri- 
vadas :  Harward  en  Massachusetts,  Y  ale  en  Connecticut, 
Ithaca  en  New  York  y  Hopkins  en  Baltimore. 

Más  aún;  muchas  de  las  universidades  creadas  por  el 
Estado,  tienen,  como  el  «Columbia-College»,  en  el  Esta- 
do de  New  York,  por  ejemplo,  plena  independencia  en  ma- 
teria de  enseñanza  y  en  la  organización  de  sus  consejos 
de  gobierno,  al  punto  que  puede  aplicarse  muy  bien  a 
ellas  lo  que  Bryce  dice,  refiriéndose  a  las  universidades 
oficiales,  de  Inglaterra  y  Escocia:  «que  aunque  institu- 
ciones públicas  no  han  experimentado  jamás,  sin  embar- 
go, la  inter vencí óm  del  Estado,  siendo  considerada  como 
compuesta  de  sus  graduados  y  de  sus  estudiantes,  y  cuya 
autonomía  consiste  en  que  ella  es  gobernada,  bajo  todos 
sus  aspectos  por  los  graduados.» 

Los  frutos  del  sistema  de  enseñanza  de  los  America- 
nos del  Norte,  para  la  formación  de  un  pueblo  patriota,  la- 
borioso, de  recursos  y  de  pujanza  ni  remotamente  sos- 
pechados hasta  hoy,  no  necesito  recordarlos:  Allí  está  su 
Presidente,  dictando  la  ley  de  la  justicia  al  mundo,  des- 
de la  Conferencia  de  la  Paz. 

N  oso  tros  que  a  cada  paso  habí  amos,  y  con  razón,  del 
pueblo  Americano,  cantando  entusiastas  sus  progresos, 
imitémosle  en  el  criterio  que  informan  Jas  instituciones 
fundamentales  que  elaboran  y  afianzan  su  grandeza  :  Le- 
vantemos el  edificio  de  la  educación  nacional,  cimentán- 
dolo como  aquel,  en  el  más  amplio  régimen  de  libertad. 

En  Inglaterra  es  tal  el  concepto  que  domina  sobre  el 
libre  desenvolvimiento  de  las  universidades,  que  ni  el  Par- 
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lamento  mismo,  que  como  es  sabido  concentra  todos  los 
poderes  constituyentes  y  legislativos  de  la  Nación,  y  de 
quien  se  ha  dicho  que  sus  facultades  no  tienen  otro  límite 
que  el  de  «no  poder  hacer  de  un  hombre  una  mujer», 
no  tiene  autoridad  alguna  sobre  aquellas,  las  que  por  su 
carácter  oficial  envían  sin  embargo  su  representación 
a.  la  Cámara  de  los  Comunes ;  Caso  ha  llegado  en  que 
la  Universidad  de  Oxford  se  ha  negado  a  dar  informe  al 
cuerpo  legislativo,  sobre  sus  rentas.  Y  siempre,  como  dice 
un  pensador  argentino :  «El  Parlamento  inglés,  se  detiene 
con  respeto  ante  el  claustro  universitario.» 

Siento  la  necesidad  de  referirme  con  alguna  detención 
a  Bélgica,  país  que  en  mi  sentir  ha  culminado  en  lo  que 
respecta  a  sus  instituciones  políticas,  económico-sociales  y 
educacionales :  Solo  un  conjunto  tan  completo  de  facto- 
res ha  podido  modelar  el  carácter  de  un  pueblo,  que  ha 
llenado  aJ  mundo  de  asombro  por  su  heroísmo  en  la  re- 
ciente conflagración  de  los  pueblos  casi  todos  del  universo. 

Y  bien;  la  base  de  todas  las  libertades  y  de  todos 
los  progresos  de  Bélgica,  es  la  libertad  de  enseñanza:  Ini- 
ciada en  ella  desde  Jas  primeras  horas  de  su  historia,  ya 
que  la  fundación  de  la  Universidad  libre  de  Lovaina  se  re- 
monta al  año  1426,  sólo  la  ha  visto  desaparecer  en  tres 
períodos  tristes  para  la  misma:  Bajo  la  dominación  Na- 
poleónica, durante  el  régimen  Austríaco  que  sacudiera  en 
1790,  o  bajo  la  dominación  del  rey  de  Holanda,  desapareci- 
da a  raiz  de  la  revolución  de  1830. 

Pero  lo  digno  de  especial  recordación  es,  como  re- 
firiéndome a  la  instrucción  general  dijera  que  esas  dos 
revoluciones,  que  cimentaron  la  independencia  nacional 
fueron  hechas  llevando  como  bandera  la  libertad  de 
enseñanza  contra  el  monopolio  del  estado  docente,  im- 
plantado como  arma  de  dominación,  a  tal  punto  que  la 
campaña  contra  el  Rey  de  Holanda  fué  iniciada  por  libe- 
rales y  católicos,  unidos  bajo  el  compromiso,  de  que 
el  primer  acto  en  caso  de  triunfo  sería  decretar  la  restau- 
ración de  la  libertad  de  enseñanza,  como  en  realidad  se 
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hizo  por  la  junta  revolucionaria,  que  en  decreto  de  16 
de  Octubre  de  1830  declaraba  abolida,  «toda  ley  o  dispo- 
sición que  trabe  la  propaganda  de  las  doctrinas,  por  la 
palabra,  la  prensa,  o  la  enseñanza» 

Al  dictarse  la  Constitución  belga  se  consagraron  tales 
principios,  en  términos  análogos  al  actual  artículo  17  de 
la  Constitución  de  aquella,  y  cuyo  preciso  significado:  lo 
dió  con  claridad  admirable  el  diputado  Haerne  al  decir  en 
1862,  en  sesión  de  la  Cámara  de  que  formaba  parte:  «El 
espíritu  de  la  Constitución  y  la  letra,  consisten,  en  dar 
ante  todo  a  la  libertad,  todo  el  desenvolvimiento  posible, 
y  en  seguida  hacer  un  llamado  a  la  ley,  para  que  venga 
ella  a  llenar  las  lagunas  que  ha  dejado  la  libertad,  pero 
no  para  que  venga  a  atrofiarla,  directa  o  indirectamente». 

«Nada  de  centralización,  pero  sí  de  recursos,  apoyo 
moral  y  material  a  la  libertad:  Tal  es  la  Constitución.» 

Amoldándose  a  tales  conceptos,  Bélgica  ha  reglamen- 
tado la  enseñanza  universitaria,  en  forma  que  puede  ser 
presentada  como  un  modelo  de  progreso  y  de  libertad. 

Funcionan  en  aquél  país,  cuatro  uni  versidades :  dos 
oficiales,  Lieja  y  Gante  al  lado  de  dos  libres,  Lovaina  y 
Bruselas,  católica  la  una  y  liberal  la  otra. 

Rigen  la  enseñanza  superior  y  la  expedición  consi- 
guiente de  títulos,  las  leyes  de  15  de  Julio  de  1849  y  31 
de  Julio  de  1891. 

Esta  última,  determina  en  forma  precisa  las  faculta- 
des relativas  a  la  expedición  de  títulos,  y  así  dice: 

Art.  31. — «Los  títulos  relativos  a  los  grados  premen- 
cionados  (los  universitarios)  se  expedirán  ya  por  una 
Universidad  del  Estado,  ya  por  una  Universidad  libre.» 

Art.  32.  —  «Para  la  aplicación  de  la  presente  ley  se 
considerará  como  Universidad,  todo  establecimiento  de  ins- 
trucción superior,  compuesto  de  cuatro  facultades  por  lo 
menos,  y  cuyo  programa  abrace  las  materias  prescriptas 
por  la  ley  para  los  exámenes  en  cada  uno  de  sus  ramos.» 

Pero  lo  que  ha  de  asombrar  sin  duda,  a  más  de  un 
espíritu  estrecho  de  los  que  tanto  abundan  en  el  país, 
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y  que  a  título  de  liberalismo  son  los  factores  de  todas  las 
tiranías,  es  que  la  ley  belga  referida,  no  solo  autoriza 
la  expedición  de  títulos  y  grados  por  las  universidades  li- 
bres, sin  someterla  a  la  vigilancia  oficial,  sino  más  aún^ 
que  coloca  a  las  universidades  oficiales  y  libres,  bajo  un 
pié  de  perfecta  igualdad  y  de  recíproco  control. 

En  efecto,  el  decreto  reglamentario  de  21  de  Julio  de 
1894  establece: 

a)  Un  «Jurado  Central»,  compuesto  de  igual  número 
de  profesores  de  la  enseñanza  superior  del  Estado  y  de  la 
enseñanza  libre,  pudiendo  cualquier  persona  presentarse 
ante  el  Jurado  Central,  y  obtener  Jos  grados,  sea  cualquiera 
el  lugar  donde  hubiese   estudiado.  (Arts.  l.Q  y  5.°). 

b)  {{Jurados  especiales»  para  cada  establecimiento,  los 
que  se  limitarán  exclusivamente  al  examen  de  los  alumnos 
número  de  profesores  de  la  enseñanza  oficial,  y  del  esta- 
blecimiento cuya  enseñanza  se  haya  de  recibir.  (Arts.  l.° 
y  2.0). 

Es  tal  la  amplitud  del  criterio  belga  en  materia  de 
enseñanza  superior,  que  por  el  artículo  54  de  la  referida 
ley  de  31  de  Julio  de  1891,  se  autorizó  al  gobierno  a 
conceder  anualmente  becas  a  jóvenes  belgas  pobres  que 
hayan  dado  pruebas  de  aptitud  en  un  concurso,  bajo  condi- 
ciones fijadas  por  el  gobierno,  quedando  los  agraciados  en 
libertad  para  seguir  sus  estudios,  en  cualquiera  de  los  esta- 
blecimientos oficiales  o  libres». 

Ahora  bien;  en  presencia  de  los  principios  consagra- 
dos por  la  Constitución  argentina,  en  materia  de  ense- 
ñanza, a  que  nos  hemos  referido  ya  con  anterioridad,  y 
que  por  cierto  nada  tienen  de  menos  en  orden  a  la  liber- 
tad, con  relación  a  las  cláusulas  análogas  de  la  Constitu- 
ción de  Estados  Unidos,  ¿como  se  explica  la  «tiranía 
estatista  argentina»  al  lado  de  la  «libertad  belga  o  ameri- 
cana» ? 

¿Acaso  pensamos  haber  tenido  mejores  resultados, 
o  no  nos  damos  cuenta,  que  la  educación  oficial  argentina, 
sobre  todo  la  universitaria  se  encuentra  en  plena  crisis  ? 
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Es  rara  y  realmente  sorprendente  la  resistencia  pasiva, 
pero  no  menos  eficaz  observada  por  los  poderes  públicos  de 
la  Nación,  para  oponerse  a  todo  lo  que  implique  reconocer 
a  establecimientos  privados  de  enseñanza  universitaria, 

Y  es  tanto  más  original  e  injustificada  tal  agresión, 
cuanto  que  nuestra  legislación  ha  llegado  a  extremos  desco- 
nocidos, al  acordar  eficacia,  a  títulos  expedidos  por  uni- 
versidades extranjeras,  sin  exigir  condiciones,  ni  en  los 
establecimientos,  ni  en  los  beneficiarios  de  los  títulos  acep- 
tados. 

Se  repudia  la  cooperación,  en  la  enseñanza  pública, 
de  establecimientos  de  instrucción  superior  como  la  «Univer- 
sidad Católica  de  Buenos  Aires»,  fundada  y  sostenida  con 
recursos  propios,  dotada  de  una  ejemplar  dirección  y  de 
profesorado  selecto,  y  que  solo  reclama  una  migaja  de 
libertad,  la  que  ni  el  nombre  de  tal  por  cierto  merecería, 
la  de  que  bajo  el  control  del  Estado  y  por  tribunales  mixtos 
se  reciban  exámenes  para  la  expedición  dé  títulos  y  grados. 

Y  vivimos  en  cambio,  como  antes  insinuara  bajo  el  im- 
perio de  leyes  como  la  4416  de  30  de  Septiembre  de  1904, 
según  la  cual :  «Las  personas  contratadas  por  el  P.  E. 
Nacional,  o  por  las  autoridades  dirigentes  de  las  Universi- 
dades Nacionales,  para  desempeñar  funciones  relacionadas 
con  la  enseñanza,  podrán  ejercer  libremente  su  profesión, 
si  tienen  diplomas  de  universidades  extranjeras». 

.  Basta  así  un  simple  decreto  del  P.  E.  para  conferir  tí- 
tulo profesional,  con  libre  ejercicio  en  toda  la  República, 
al  egresado  de  cualquiera  universidad  extranjera,  pero  se  re- 
chaza, sin  discusión,  todo  sistema  o  condicionéis  para  acep- 
tar los  que  expidan  universidades  que  funcionan  en  el  país, 
y  respecto  a  las  que  es  posible  el  control  más  completo, 
en  lo  que  se  refiere  a  planes,  programas,  disciplina,  exa- 
men, etc. . .  ! ! ! 

Más  todavía ;  de  conformidad  al  tratado  de  Montevideo, 
aprobado  por  ley  núm.  3192  de  11  de  Noviembre  de  1894, 
quedó  estipulado  el  siguiente  convenio  de  reciprocidad  de 
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títulos  entre  nuestro  país  y  Chile,  el  Brasil,  Bolivia.  Para- 
guay. Perú  y  República  Oriental  del  Uruguay: 

Art.  1 .°— Los  nacionales  o  extranjeros,  que  en  cual- 
quiera de  los  Estados  signatarios  de  este  Tratado,  hubiesen 
obtenido  título  o  diploma  expedido  por  la  autoridad  nacio- 
nal competente,  para  ejercer  profesiones  liberales  o  cien- 
tíficas, se  tendrán  por  habilitados  para  ejercerlos  en  los 
otros  Estados. 

Art.  '2.° — Los  grados  académicos  conferidos  por  cual- 
quiera de  las  Universidades  Nacionales  de  los  Estados, 
tendrán  en  las  Universidades  de  los  demás,  el  mismo  va- 
lor que  si  hubiesen  sido  conferidos  por  sus  propias  Uni- 
versidades. 

No  es  del  caso  ni  he  de  entrar  a  discutir  las  ventajas 
o  inconveniencias  de  tal  tratado,  pero  sí  afirmo,  con  plena 
convicción,  que  es  sencillamente  anacrónico  y  absurdo,  el 
reconocer  títulos  de  Universidades  extranjeras,  de  muchas 
de  las  cuales  ni  la  existencia  siquiera  se  conoce,  y  el  negar 
toda  posibilidad  de  reconocimiento  a  los  que  expidan  Uni- 
versidades argentinas,  que  por  todos  conceptos  ofrecen  ple- 
nas garantías 

En  obsequio  pues  a  ¡a  libertad  —  palabra  que  se  pro- 
fana tantas  veces  como  se  pronuncia  —  por  Jos  que  se 
pretenden  con  el  monopolio  de  la  misma,  creo  ha  llegado 
la  hora,  que  al  discutirse  por  el  Congreso  la  Ley  Orgánica 
de  las  Universidades  Argentinas,  se  agreguen  al  proyecto 
ministerial  disposiciones  análogas  a  las  recordadas  de  la 
ley  belga 

La  competencia  de  la  enseñanza  privada  es  la  única 
capaz  de  levantar  el  nivel  de  la  enseñanza  oficial  en  las 
Uni  vers  i  da  de  s  A  r  gent  ¡ñas. 

Xos  colocaríamos  recién  así,  por  lo  demás,  dentro 
del  terreno  de  la  Constitución. 
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FACULTAD   DE    LAS  PROVINCIAS 

Contestación  a  una  consulta  sobre  el 
incidente  suscitado  en  Catamarca  en- 
tre el  Interventor  Nacional  y  el  Sr. 
Obispo  Diocesano,  con  motivo  de  la 
ley  de  enseñanza  religiosa  en  las 
escuelas  de  aquella  provincia. 

(Junio  26  de  1918). 

Me  pregunta  usted  si  la  ley  de  educación  de  Cata- 
marca,  análoga  a  la  de  Córdoba,  en  cuanto  autoriza  la 
enseñanza  religiosa  en  las  escuelas  por  los .  ministros  del 
culto,  puede  ser  dejada  de  cumplir,  fundándose  como  se 
ha  efectuado:  1.°  En  que  debiendo  armonizarse  con  la  ley 
nacional  de  educación  común  del  año  1884  no  lo  hace,  y  a 
la  inversa  la  contraría.  2.°  En  que,  estableciendo  la  Cons- 
titución Nacional  libertad  de  cultos  y  de  conciencia,  las 
provincias  no  pueden  legislar  en  materia  de  religión. 

Debo  contestar  a  usted,  que  la  solución  dada  en  contra 
de  la  enseñanza  religiosa  en  las  escuelas  no  puede  apo- 
yarse, ni  en  la  Constitución  y  ley  argentinas  mencionadas, 
ni  en  las  instituciones  y  prácticas  de  los  pueblos,  que  nos 
han  servido  de  modelo,  existiendo  además  una  sanción 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  que  la  desautoriza. 

Aún  con  el  temor  de  resultarle  fatigoso,  he  de  recor- 
dar los  principales  antecedentes  que  abonan  las  anterio- 
res conclusiones: 

La  ley  de  educación  del  año  84 

Fué  ella  dictada  por  el  Congreso  en  su  carácter  de  le- 
gislatura local,  exclusivamente  para  la  capital  y  territorios 
nacionales,  y  en  consecuencia  nada  tiene  que  hacer  con 
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la  enseñanza  en  las  provincias.  No  cabe  duda  alguna  a 
este  respecto.  El  texto  oficial  del  proyecto  que  se  san- 
cionó, presentado  por  el  doctor  Absalón  Rojas  lo  estable- 
ce en  los  siguientes  términos:  «Proyecto  de  ley  de  edu- 
cación común  para  la  capital  y  territorios  nacionales»,  con- 
ceptos corroborados  por  diferentes  artículos,  de  manera 
categórica. 

Fundándolo  uno  de  los  firmantes,  diputado  Onésimo 
Leguizamón,  se  expresaba  así : 

«Las  provincias  han  entendido  hasta  ahora,  de  una 
manera  uniforme,  que  tienen  el  derecho  de  legislar  sobre 
instrucción  primaria  en  sus  respectivas  jurisdicciones,  y 
«que  pueden  organizarías  a  su  manera,  con  arreglo  a  sus 
propias  convicciones  ;  y  la  nación  lejos  de  contradecir  este 
derecho,  lejos  de  estorbarlo  en  su  ejercicio,  ni  en  lo  general, 
ni  en  lo  particular,  ha  reconocido  de  una  manera  explícita 
y  por  actos  legislativos,  que  «esa  iniciativa  corresponde 
exclusivamentee  a  las  provincias».  Y  es  así,  señor  Presi- 
dente, agrega,  que  las  únicas  leyes  sobre  la  instrucción  pri- 
maria que  ha  sancionado  el  Congreso,  se  han  limitado, 
en  su  alcance  a  subvencionar  la  educación  común  de  las 
provincias.» 

La  enseñanza  religiosa  y  la  ley  del  84 

Por  otra  parte,  fuera  de  que  la  lox  referida,  nada 
tiene  que  hacer  con  el  régimen  imperante  en  las  escuelas 
de  la  provincia  de  Catamarca,  conviene  sin  embargo  hacer 
notar,  que  el  último  no  presenta  oposición  alguna  al  con- 
cepto de  la  primera,  de  acuerdo  a  la  interpretación  autén- 
tica establecida  por  quienes  la  sancionaron  y  a  la  que  paso 
a  referirme. 

Es  bien  sabido,  que  fué  el  ministro  doctor  Wilde  y 
el  diputado  Delfín  Gallo,  quienes  con  los  anteriormente  re- 
cordados sostuvieron  el  debate  en  el  Congreso  hasta  san- 
cionar la  ley  de  educación  el  año  84. 

Y  bien:  el  doctor  Wilde  Colección  de  leyes  sobre 
educación  común,  tomo  II,  pág.  625)  dijo,  sosteniendo  el 
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proyecto,  como  ministro  del  Poder  Ejecutivo  :  «Es  inexacto 
que  se  quieran  hacer  escuelas  sin  Dios ;  «lo  único  que  se 
quiere  es  esto  simplemente  :  que  no  sea  el  maestro  quien 
enseñe  la  religión,  sino  el  sacerdote.  Nadie  quiere  escuelas 
sin  Dios,  nadie  quiere  escuelas  ateas». 

Ya  vé  usted,  mi  distinguido  amigo,  cómo  la  ley  de  edu- 
cación de  Catamarca,  se  encuadra  por  completo  en  el  con- 
cepto con  el  que  el  doctor  Wilde  fundara  la  llamada  de 
educación  común  para  la  capital  de  la  República. 

El  talentoso  legislador  doctor  Gallo,  defendiendo  la 
ley,  se  expresaba  en  estos  términos :  «No  puede  haber  una 
sociedad  civilizada  que  no  se  incline  reverente  ante  la 
divinidad»,  cobijándose  bajo  su  amparo,  y  pidiéndole  sus 
inspiraciones.  Pero  si  esta  convicción  que  parte  de  mi 
alma  no  bastara,  ella  ¡se  fortalecería  con  los  ejemplos  que 
se  arrancan  de  la  historia  del  desenvolvimiento  humano. 
Estudiad  la  historia,  agrega,  estudiad  la  vida  de  los  pue- 
blos, en  los  tiempos  modernos,  y  ¿  qué  encontraréis  ?  La 
desesperación,  la  ruina,  la  decadencia  de  todas  aquellas 
sociedades  que  no  supieron  conservar  el  sentimiento  reli- 
gioso en  su  seno,  o  que  lo  dejaron  extraviarse  por  rumbos 
equivocados». 

«En  los  Estados  Unidos,  dijo,  (pág.  563)  se  enseña 
en  las  escuelas  comunes  lo  que  nosotros  queremos :  la 
moral  fundada  en  Dios  y  en  la  inmortalidad  del  alma.» 

El  Congreso  argentino,  por  lo  demás,  ai  legislar  sobre 
educación  primaria,  sin  inmiscuirse  en  la  que  distribuyen 
las  provincias,  de  acuerdo  a  las  leyes  locales,  no  ha  hecho 
sino  amoldarse  a  los  preceptos  de  nuestra  Constitución, 
interpretados  a  la  luz  de  clarísimos  antecedentes  que  pro- 
porciona su  historia. 

Bien  sabemos  que  la  Constitución  del  53,  inspirada 
principalmente  en  las  Bases  de  Alberdi,  estaba  orientada 
en  el  espíritu  centralista  del  último  ;  y  nadie  ignora  tampoco 
que  precisamente  el  paso  avanzado  de  nuestra  Constitución 
hacia  el  sistema  descentralizado  americano,  ampliando  no- 
tablemente las  facultades  de  las  provincias,  se  debió  a  las 
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reformas  propuestas  el  año  59  por  la  célebre  con- 
vención de  Buenos  Aires,  donde  estaban  sentadas  las  emi- 
nencias argentinas,  y  entre  ellas  Vélez  Sársfield,  Mármol. 
Mitre,  Sarmiento  y  Frías. 

Bien  pues ;  la  Constitución  del  año  53,  al  hablar  en 
el  artículo  5.°  de  las  condiciones  bajo  las  cuates  la  nación 
garantía  a  las  provincias  el  goce  y  ejercicio  de  sus  institu- 
ciones locales,  establecía  entre  otras,  que  darían  la  ins- 
trucción primaria  gratuita. 

Al  tratarse  esta  cuestión  el  año  59  se  suprimió  el 
concepto  de  gratuidad,  dejándose  establecido  en  forma  ca- 
tegórica, por  los  que  intervinieron  en  los  debates,  «que 
la  nación  no  debía  bajo  concepto  alguno  intervenir  en  el  ca- 
rácter de  la  enseñanza  que  dieran  las  provincias»,  porque  ella 
debía  responder  ajas  modalidades  propias  de  cada  Estado. 

De  aquí  que  si  se  revisa  la  Constitución  Federal  ac- 
tual, se  encontrará,  que  ese  precepto  imperativo  sobre  la 
educación  primaria  gratuita  ha  desaparecido,  y  que  hoy, 
la  única  condición  que  se  impone  por  la  nación  a  las 
provincias,  para  garantir  el  goce  y  ejercicio  de  sus  institu- 
ciones locales,  es  que  dén  la  instrucción  primaria,  «sin 
fijar  ni  su  concepto,  ni  su  carácter». 

No  cabe  discutir  que  las  autoridades  que  forman  el 
gobierno  federal  no  pueden  ejercitar  otras  ni  más  exten- 
sas facultades  que  las  que  la  misma  Constitución  les  acuer- 
da, pues  de  conformidad  al  artículo  104  de  la  misma,  di- 
cho gobierno  «es  de  poderes  enumerados»,  correspondiendo 
en  cambio  a  las  provincias  un  vasto  e  indefinido  campo 
de  legislación. 

Así  lo  entendió  nuestro  Congreso  Nacional  al  legislar 
sobre  la  materia. 

Al  discutirse  la  que  fué  luego  ley  número  2737,  de 
Octubre  de  1890,  sobre  «subvención  nacional  para  fomen- 
to de  la  instrucción  primaria  en  las  provincias»,  a  base 
del  proyecto  presentado  por  el  doctor  Benjamín  Zorrilla, 
y  en  un  debate  que  duró  más  de  15  días,  presentáronse 
numerosas  proposiciones  tendientes  a  fijar,  entre  las  con- 
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diciones  que  debían  llenar  la  educación  primaria  en  las 
provincias,  varias  que  se  referían  al  carácter  de  la  ense- 
ñanza, como  por  ejemplo  la  que  debía  ser  graduada.  Todas 
las  indicaciones  en  tal  sentido  fueron  rechazadas,  predo- 
minando la  conclusión  de  que  «la  fijación  del  carácter 
de  la  enseñanza  primaria  era  una  atribución  privativa  de 
las  provincias»,  respecto  de  los  establecimientos  que  ellas 
fundan  y  costean. 

Y  en  tal  concepto  solo  se  exigen  para  otorgar  el  sub- 
sidio, condiciones  relativas  a  la  capacidad  de  la  inspección 
y  a  la  administración  de  los  recursos. 

Siguiendo  la  exposición,  paso  a  otros  puntos  que  roe 
había  señalado : 

La  Constitución  Federal  y  las  facultades  de  las  provincias 
legislando  sobre  religión 

Lo  he  dicho  anteriormente :  el  gobierno  federal  es 
de  poderes  enumerados,  correspondiendo  a  las  provincias 
todas  las  facultades  inherentes  a  la  soberanía  que  no  es- 
tuvieran comprendidas  en  aquéllas,  o  cuyo  ejercicio  no 
fuere  repugnante  o  contrario  a  declaraciones  o  derechos  ga- 
rantidos por  la  constitución  general. 

Bien  pues :  ¿cuáles  son  las  disposiciones  de  la  Constitu- 
ción Nacional  más  directamente  vinculadas  a  ia  cuestión? 

Sin  duda  las  de  los  artículos:  2.°,  según  el  cual  «él 
gobierno  federal  sostiene  el  culto  católico»,  y  el  del  14 
que  asegura  a  todos  los  habitantes  del  país  la  libertad 
de  conciencia  y  de  culto. 

No  puede  desde  luego  pensarse  que  el  primero  impli- 
que una  prohibición  a  las  provincias  para  dictar  reglamen- 
tos en  materia  de  religión,  pues  más  pareciera  contener 
un  estímulo  a  que  lo  hagan  en  favor  de  las  creencias, 
cuyo  culto  el  país  mismo  sostiene. 

En  lo  que  respecta  a  la  libertad  de  conciencia,  na- 
die podrá  honradamente  sostener  que  se  violenta,  cuando 
en  las  escuelas  se  enseña  religión  a  los  niños  cuyos  pa- 
dres hayan  expresado  su  consentimiento  al  respecto. 
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La  facultad  de  las  provincias  para  legislar  amplia- 
mente en  materia  de  religión,  fuera  de  que  aparece  clara- 
mente de  los  antecedentes  recordados,  tiene  en  su  favor 
la  interpretación  auténtica  de  los  autores  de  la  Constitu- 
ción, por  boca  de  uno  de  sus  inspiradores  eminentes. 

El  doctor  Vélez  Sársfield,  al  discutirse  la  cuestión 
en  la  convención  de  Buenos  Aires  del  59,  cuyas  conclusio- 
nes fueron  aceptadas  sin  observación  en  la  nacional  del 
60,  se  expresó  en  estos  términos : 

«Señores,  no  estamos  bajo  un  gobierno  unitario. . . 
desde  que  Buenos  Aires  va  a  entrar  al  sistema  federal, 
queda  como  un  gobierno  independiente,  y  con  todos  los 
poderes  suficientes  para  darse  la  religión  que  quiera». 

«Digo,  pues,  que  las  leyes  de  religión  son  leyes  que 
puede  dictarse  la  provincia  de  Buenos  Aires». 

«Esta  ha  sido,  señores,  la  razón  por  qué  la  conven- 
ción no  ha  querido  toicar  la  cuestión  religiosa,  porque  el 
poder  federal,  repito,  es  un  poder  enteramente  indepen- 
diente del  de  los  Estados». 

«Yo  le  digo  al  señor  Frías,  que  con  hombres  como 
él,  y  con  pueblos  como  Buenos  Aires,  se  obtendrá  muy 
fácilmente  la  declaración  de  sus  instituciones  religiosas, 
y  pueden  hacerlo  todos  los  pueblos  de  la  confederación 
como  h'a  dicho  el  señor  Acosta.  Por  consecuencia,  las  pro- 
vincias tienen  el  remedio  en  sus  manos  y  pueden  darse 
las  instituciones  religiosas  que  quieran. . . » 

Se  vé,  pues,  cómo  la  facultad  de  legislar  en  materia 
de  religión  es  un  atributo  privativo  de  las  provincias. 

Aunque  sobran,  por  cierto,  para  fundar  mi  tesis  las 
disposiciones  de  nuestra,  carta  política  y  la  opinión  de 
nuestros  hombres  eminentes  que  la  inspiraron,  es  siempre 
conveniente  reforzar  las  ideas  icón  los  antecedentes  de 
otros  pueblos  de  instituciones  similares. 

Si  ante  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  que 
en  su  enmienda  1.a  establece  :  «El  Congreso  no  hará  leyes 
respecto  al  establecimiento  de  religión»,  no  se  discute  la 
facultad  de  los  Estados  para  legislar  ampliamente  sobre 
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la  materia,  fácilmente  se  deduce  la  sin  razón  de  los  que 
niegan  a  las  provincias  argentinas  el  poder  para  permitir  la 
enseñanza  religi  osa  en  las  escuelas,  cuando  la  propia  nación 
se  halla  obligada  al  sostenimiento  del  culto. 

Story,  el  más  autorizado  comentarista  de  la  Constitu- 
ción americana  dice  al  respecto  :  «Los  más  distinguidos  en- 
tre los  más  celosos  partidarios  de  un  gobierno  libre,  lo 
mismo  que  entre  los  defensores  de  los  gobiernos  arbitra- 
rios, han  sostenido  que  la  intervención  era  para  el  go- 
bierno un  derecho  y  un  deber.  En  efecto,  el  derecho  de 
una  sociedad  o  de  un  gobierno  para  intervenir  en  las 
materias  que  interesan  a  la  religión,  no  puede  ser  puesto 
en  duda  por  todos  los  que  piensan  que  la  piedad,  la  mora! 
y  la  religión  están  enteramente  ligadas  al  bien  del  Estado. 
La  propagación  de  las  grandes  doctrinas  de  la  religión,  la 
existencia,  los  atributos  de  un  Dios  omnipotente,  nuestra 
responsabilidad  hacia  El  por  todas  nuestras  accionéis,  y  la 
protección  de  las  virtudes  personales  y  sociales,  no  pue- 
den ser  objeto  de  indiferencia  para  una  sociedad  bien  or- 
ganizada.» r 

El  verdadero  objeto  de  la  enmienda  no  era  procurar 
el  abajamiento  de  la  religión  cristiana,,  sino  impedir  toda 
rivalidad  entre  las  diferentes  comuniones  del  cristianismo, 
y  prevenir  el  establecimiento  de  una  religión  nacional, 
que  colocaría  una  gerarquía  bajo  la  protección  exclusiva 
del  gobierno.  La  posición  de  los  diferentes  Estados  de 
la  Unión  proclamaba  la  conveniencia  política  y  ia  necesidad 
de  esta  exclusión». 

«Por  eso  es,  termina,  que  todos  los  reglamentos  en 
materia  de  religión  se  han  dejado  a  los  gobiernos  particu- 
lares de  cada  Estado  ;  a  ellos  toca,  proveer  según  su  senti- 
miento de  justicia  y  su  constitución.» 

Consecuentes  con  este  concepto  de  la  carta  política, 
según  la  interpretación  de  Story,  los  estados  americanos 
han  legislado  en  materia  de  religión,  en  la  forma  más 
variada. 

Garantizando  todas  sus  constituciones  locales  la  li- 
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bertad  absoluta  de  opiniones  religiosas  y  de  culto,  y  la 
igualdad  ante  la  ley  de  las  denominaciones  religiosas  y 
de  sus  miembros,  difieren  fundamentalmente  en  las  re- 
glamentaciones especiales  sobre  la  materia. 

En  efecto;  Delaware,  por  ejemplo,  considera  que  «es 
deber  de  todos  los  hombres  reunirse  a  menudo  para  orar 
en  conjunto»;  Vermont  expresa:  que  «todas  las  denomi- 
naciones cristianas  deben  observar  el  sábado  o  día  del 
Señor».  En  Arkansas,  Maryland,  Mississipí,  Carolina  del 
Norte  y  Carolina  del  Sur  es  prohibido  nombrar  para  cual- 
quier función  pública  a  un  hombre  que  niegue  la  exis- 
tencia de  Dios;  y  en  Pensilvania  y  Tennesee  es  necesario 
que  crea  en  la  existencia  de  Dios  y  en  la  de  recompensas 
y  castigos  futuros ;  en  Arkansas  y  Maryland,  el  hombre 
que  no  cree  en  Dios  no  puede  ser  testigo  ni  jurado». 

La  Constitución  de  Mississipí  de  1890,  después  de 
declarar  la  libertad  de  cultos  y  conciencia,  dice:  «Que 
esas  cláusulas  no  implican  que  el  uso  de  la  Biblia  esté 
prohibido  en  las  escuelas». 

Se  vé  pues  claramente,  cómo  dentro  del  régimen  fe- 
deral de  la  Constitución,  las  provincias  poseen  la  facultad 
privativa  para  legislar,  en  la  forma  que  lo  ha  hecho  la 
legislatura  de  Catamarca  en  lo  que  atañe  a  la  enseñanza 
religiosa  en  las  escuelas.  Por  lo  demás,  según  expresara 
al  principio  de  esta  comunicación,  el  caso  ha  sido  resuelto 
ya  por  el  Congreso  de  la  Nación.  En  sesión  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  de  fecha  21  de  Diciembre  de  1914 
el  diputado  Palacios  propuso,  fundándose  en  las  mismas 
razones  aducidas  hoy  en  Catamarca,  que  se  negara  el 
subsidio  a  las  provincias  que  dieran  enseñanza  religiosa 
en  las  escuelas.  Tuve  el  honor  de  oponerme,  e  inclinar 
el  voto  de  la  gran  mayoría  de  la  cámara,  que  rechazó  la 
enunciada  moción. 

En  el  deseo  que  estas  líneas  puedan  ser  de  alguna 
utilidad,  para  rectificar  errores,  me  complazco  en  ofrecer 
a  usted  las  seguridades  ele  mi  especial  consideración. 


IV 


PROBLEMAS  SOCIALES 


EL  IDEAL  SOCIALISTA 


ORIENTACIÓN  NECESARIA 

Publicación  aparecida  en  el  núme- 
ro de  «El  Trabajo»  de  Buenos  Aires, 
destinado  a  preparar  la  manifestación 
de  los  Círculos  de  Obreros  el  12  de 
Octubre  de  1913. 

En  los  días  que  corremos,  la  acción  social  y  la  legis- 
lación obrera  deben  ser  la  preocupación  fundamenta]  de 
todo  hombre,  que  en  presencia  de  sucesos  y  aspiraciones 
que  flotan  en  el  ambiente  nacional,  sea  capaz  de  medir 
las  responsabilidadeis  que  sobre  todos  y  sobre  cada  uno 
pesa  en  la  obra  del  engrandecimiento  colectivo. 

De  eisa  acción  y  de  esas  leyes;  de  quien  desarolle  la 
primera;  del  espíritu  y  el  concepto  de  quien  inicie  y  san- 
cione las  últimas,  dependerá,  la  orientación  definitiva  de 
la  fuerza  democrática,  que  es  torrente  irresistible  llamado 
a  provocar  las  soluciones  finales,  que  salven  o  perturben 
los  destinos  del  país. 

Y  por  ello,  ante  la  acción  socialista,  que^  con  bande- 
ras desplegadas,  se  dirige  a  la  conquista  de  los  poderes  del 
gobierno,  invocando  el  interés  del  proletario1,  es  llegado  el 
momento  de  descorrer  la  venda  que  cubre  los  ojos  del 
obrero.  Es  preciso  mostrarle  que  sólo  la  abnegación  cris- 
tiana es  capaz  de  acudir  a  compartir  con  el  sus  dolores  y 
sus  martirios ;  debemos  recordarle  que  sólo  ella  ostenta  a 
la  Hermana  de  la  Caridad,  velando  en  el  lecho  del  mori- 
bundo o  curando  las  heridas  en  los  hospitales ;  a  la  dama 
cristiana  sirviéndole  a  la  mesa  en  las  Cocinas  de  pobres, 
o  también  en  el  mísero  tugurio  donde  lleva,  junto  con  el 
bálsamo  para  el  cuerpo  en  alimentos  y  remedios,  la  alegría 
y  el  consuelo  en  los  enqantos  de  su  alma  delicada;  que  es 
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ese  amoi  cristiano  el  fuego  sagrado  que  alimenta  a  miles 
de  sociedades,  donde  personas  de  todo  sexo,  edad  y  con- 
dición proporcionan  en  la  escuela,  hasta  los  últimos  con- 
fines del  país,  luz  al  espíritu,  a  base  de  conceptos  mo- 
rales, solos  capaces  de  señalar  con  criterio  seguro,  las  nor- 
mas del  deber. 

Conviene  demostrar  cómo  la  obra  que  informa  la  ten- 
dencia socialista  no  puede,  no  debe  ser  la  aspiración  de 
nuestro  hombre  de  trabajo,  ya  que  la  mejora  en  la  condi- 
ción social  no  habrá  de  producirse,  a  base  del  odio  de  cla- 
ses que  envenena  y  que  (destruye,  sino  del  amor  y  la  ar- 
monía que  serena  y  edifica. 

No  me  alarman  en  lo  que  particularmente  me  respec- 
ta, las  nuevas  modalidades  de  la  acción  pública  en  mi  país, 
donde  nadie  podrá  ya  conservar  lo  que  no  sea  capaz  de 
defender,  y  digo  que  no  me  alarman,  porque  forjado  en  el 
yunque  del  trabajo,  he  sabido  luchar  para  vencer. 

Ni  puede  preocuparme  tampoco  el  libre  paso  a  las 
fuerzas  populares,  porque  con  ellas  y  para  ellas  he  lucha- 
do y  he  vencido,  y  debo  tan  solo  a  sus  favores,  mi  posi- 
ción actual  en  el  Congreso  de  la  Nación. 

Es  en  mi  carácter  de  argentino  amante  del  porvenir 
feliz  de  nuestra  patria,  es  como  miembro  de  su  sociedad,  es 
creyendo  defender  los  intereses  morales  y  materiales  de 
nuestro  pueblo  que  doy  esta  llamada  de  alarma,  cumplien- 
do, en  mi  sentir,  con  un  deber  ineludible. 

La  indiferencia,  para  la  mejora  social  en  esta  hora  de 
grandes  responsabilidades,  constituye  una  criminal  aposta - 
sía,  y  la  acción  hasta  el  sacrificio  se  impone  para  nosotros 
como  un  imperativo  categórico. 

El  socialismo  tiene  como  finalidad,  la  destrucción  de 
los  conceptos  fundamentales  de  la  sociedad  en  que  vivimos. 

Táctica 

Me  parece  acaso  oír  que  alguien  habla  de  programa 
máximo  y  mínimo  del  partido  socialista,  de  grados  dife- 
rentes en  su  gestión  económica,  para  concluir,  que  el  so- 
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cialismo  en  el  país  se  habrá  de  detener  a  la  mitad  del  ca- 
mino, que  le  señalan  (el  imperativo  de  sus  fundadores  y  sus 
apóstoles  como  forma  esencial  para  llegar  a  la  felicidad 
de  sus  adeptos. 

Se  puede  afirmar  sin  embargo,  que  esos  diferentes 
grados  constituyen  únicamente  la  división  táctica  de  las 
operaciones,  adaptándolas  progresivamente  al  terreno  en  que 
deben  ir  sucesivamente  operando.  Son  las  primeras  avan- 
zadas, para  seguir  destruyendo  por  parte  los  distintos  ba- 
samentos de  la  actual  sociedad,  hasta  llegar  como  corona- 
miento de  su  obra,  al  reducto  central :  la  propiedad. 

Es  la  táctica,  y  es  el  consejo  de  ios  maestros :  vamos 
a  verlo. 

Jaurés,  el  apóstol  más  caracterizado  de!  socialismo,  en 
el  presente,  acababa  de  ser  electo  diputado  a  las  Cámaras 
francesas.  Su  partido,  bajo  las  inspiraciones  de  Guesde, 
Brousse  Allemane  y  Vaillant,  mantenía  en  todo  su  furor 
la  guerra  de  clase  y  la  lucha  contra  la  propiedad. 

Jaurés,  a  pesar  de  la  opinión  de  sus  amigos,  prescin- 
dió de  la  división  de  las  clases  y  buscó  para  actuar  con- 
juntamente al  partido  liberal  burgués  •  del  parlamento,  a 
quien  tranquilizó  sobre  la  extensión  de  su  programa,  y 
enardeció  colaborando  o  dirigiendo  mejor  dicho,  en  su  obra 
sectaria. 

Contestando  la  ardiente  oposición  de  sus  correligio- 
narios exaltados,  a  esta  política  al  parecer  contraria  a  su 
doctrina,  él  les  dijo,  a  poco  de  iniciar  su  acción  parlamen- 
taria: «En  la  táctica,  la  intransigencia  altiva  y  estéril,  se- 
ñal de  la  impotencia,  debe  hacer  lugar  a  un  oportunismo 
productor  de  resultados.» 

Y  cuando  después  de  haber  conseguido  con  ayuda 
de  los  jefes  y  ministerios  liberales  burgueses,  llámense  aque- 
llos Waldeck-Roussoau,  Combes,  o  Rouvier,  la  obra  des- 
tructora de  la  Francia  de  1902  a  1906,  se  separó  de  ellos 
para  realizar  con  sus  amigos,  Guesde,  Allemane  y  otros, 
la  obra  definitiva,  bajo  la  bandera  del  partido  socialista 
francés  unificado. 
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Pero  al  momento  de  separarse,  dijo  con  entera  ver- 
dad y  con  terrible  ironía  a  sus  aliados  burgueses : 

«  Hemos  eliminado  ya  el  peligro  militar,  atacando  los 
« prestigios  del  ejército,  disminuyendo  Ja  confianza  que 
«  él  creía  tener  en  sí  mismo ;  no  hay  más  peligro  clerical, 
«puesto  que  la  separación  de  la  Iglesia  del  Estado  está 
«hecha:  las  viejas  fuerzas  conservadoras  que  residen  sobre 
«todo  en  la  Iglesia  y  en  el  ejército  están  reducidas  ala 
«impotencia;  no  queda  más  en  pie,  despreciando  la  mise- 
«  ria  de  los  proletarios,  que  la  propiedad  capitalista.  Ata- 
«  quemos  este  último  reducto  de  la  vieja  sociedad ». 

« Después  del  sable  y  del  hisopo  queda  por  destruir 
« la  causa  última  y  más  eficaz  de  la  servidumbre  de  la  ma- 
« yor  parte  de  los  hombres,  que  es  la  riqueza  indi  vidual, 
«la  propiedad  privada:  vamos  allí». 

Situación  del  país 

La  situación  actual  de  nuestro  país  es  semejante  a 
la  que  ofrecía  la  Francia,  cuando  Mr.  Jaurés  se  incorpo- 
raba al  parlamento:  los  dirigentes  socialistas  siguiendo  la 
táctica  del  maestro,  dan  lugar  a  un  oportunismo  produc- 
tor de  resultados,  y  llaman  a  capitalistas  sectarios  para 
que  colaboren  en  sus  campañas  de  avanzada. . . 

Esos  diferentes  grados  de  actuación,  fueron  perfec- 
tamente caracterizados  por  el  diputado  doctor  Palacios, 
cuando  en  su  discurso  fundando  un  proyecto  derogatorio  , 
de  la  ley  de  residencia,  decía  ante  la  Cámara:  «En  la 
«  lucha  de  ciaseis,  los  métodos  de  transformación  social  admi- 
«tidos  por  el  socialismo  son  dos:  «la  evolución  y  la  revo- 
«lución».  La  evolución  como  transformación  lenta,  cons- 
« tan  te,  imperceptible,  y  la  revolución,  como  período  ál- 
«  gido,  como  crisis  final  de  ese  período  evolutivo». 

El  programa  mínimo  representa  «el  período  evoluti- 
vo», es  la  obra  socialista  del  presente  entre  nosotros ;  con- 
sentida su  realización  se  levantará  bajo  su  base,  «como  cri- 
sis final  de  ese  período  evolutivo»,  la  revolución,  el  pro- 
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grama  máximo,  el  aniquilamiento  de  la  sociedad  actual 
en  sus  ideas  fundamentales. 

Ahora  bien ;  cuando  he  visto  que  desde  el  primer  ma- 
gistrado de  la  Nación,  niucha  parte  de  la  prensa  del  país 
y  hasta  hombres  llamados  conservadores  presentaban  al 
partido  socialista  en  avance,  .como  fuerza  ordenada  y  sa- 
ludable, ante  ios  únicos  fines  que  confiesa,  por  un  opor- 
tunismo productor  de  resultados  ;  cuando  miro  su  constante 
invitación  a  los  capitalistas  de  ideas  extremas  para  que 
auspicien  su  programa  de  descristianización,  destrucción 
de  la  familia  y  del  [ejército,  contrafuertes  de  la  sociedad 
actual,  según  la  propia  expresión  de  Jaurés,  yo  me  permi- 
to formular  un  llamado  ¡a  su  patriotismo,  dentro  y  fuera 
del  parlamento  y  del  gobierno  de  mi  patria,  yo  me  atrevo 
a  exigirles  unas  horas  de  'meditación,  para  que  al  andar  de 
unas  pocas  jornadas,  su  sentimiento  argentino  conserva- 
dor no  vaya  a  ser  mortificado  como  el  de  la  recordada 
Francia. . .  Habéis  colaborado  en  Ja  destrucción  de  los  pri- 
meros contrafuertes. . .  no  os  necesitamos  ya. . .  solos  ire- 
mos a  destruir  los  últimos  reductos  de  la  vieja  sociedad. 

Evidenciado  así  el  concepto  de  la  táctica  socialista, 
veamos  cual  sea  la  finalidad  de  sus  aspiraciones,  cual  la 
esencia  de  su  doctrina. 

Abolición  de  la  propiedad 

Constituye  fin  esencial  inseparable  del  socialismo,  la 
abolición  de  la  propiedad  individual  y  su  transformación 
en  propiedad  colectiva. 

Entre  nosotros,  el  más  inteligente  y  eficaz  de  los  di- 
putados del  partido,  decía  en  la  misma  oportunidad  de  las 
palabras  arriba  reproducidas :  «El  partido  socialista  ar- 
« gentino  llama  al  pueblo  trabajador  a  alistarse  en  sus 
« filas  de  partido  de  clases,  y  desarrollar  sus  fuerzas  y 
«preparar  la  emancipación,  sosteniendo  el  programa  mí- 
« nimo  aprobado  por  el  V  Congreso  Socialista»...  Y  agre- 
gaba: «Como  se  ve,  el  partido  socialista  argentino  tiene 
como  aspiración  final,  la  sustitución  de  la  propiedad  priva- 
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da  por  la  propiedad  colectiva».  Es  la  de  todos  los  parti- 
dos socialistas  del  mundo ;  es  decir  pues,  que  no  está  pros- 
cripto de  las  ideas  ¡de  Jaurés  o  de  cualquier  otro  socia- 
lista, este  principio  de  la  revolución,  que  va  a  traer  la 
transformación  social  proclamada». 

El  diputado  Justó  en  un  escrito  que  corre  impreso, 
y  contestando  las  opiniones  del  socialista  italiano  Ferri, 
sobre  la  sin  razón  de  ese  partido  en  nuestro  país,  expresa 
igualmente  que  «él  también  piensa  que  sin  la  propiedad 
colectiva  no  hay  doctrina  socialista»;  y  en  sesión  del  19 
de  Junio  pasado,  lo  ratificaba  al  enunciar  como  «única»  pro- 
piedad que  los  socialistas  reconocen  y  respetan:  el  «salario». 

Karl  Marx,  que  según  la  expresión  de  Palacios  «con 
su  poderosa  dialéctica  ha  basado  el  socialismo  sobre  fun- 
damentos inconmovibles»,  en  su  obra  «El  Capital»,  tradu- 
cida y  recomendada  por  el  diputado  Justo,  ha  dicho  ¡«Nues- 
tra doctrina  puede  resumirse  en  esta  proposición:  «aboli- 
ción de  la  propiedad  individual». 

Babeuf,  verdadero  fundador  del  socialismo,  Henry 
George  y  Engel  en  Inglaterra,-  Guesde  en  Francia,  Ferri  en 
Italia,  Kaustsky  y  Bebel  en  Alemania,  todos  los  congre- 
sos y  todos  los  escritores  socialistas,  coinciden  sin  discre- 
pancias en  idéntico  concepto. 

Cuestión  social  y  cuestiones  sociales 

El  socialismo  no  tiene  como  finalidad  el  mejorar  la 
condición  de  la  clase  obrera  bajo  el  régimen  de  la  socie- 
dad actual,  sino  por  el  contrario,  destruir  fundamental- 
mente ésta  última. 

De  aquí,  pues,  la  divergencia  esencial  e  irreductible 
que  nos  separa:  Para  nosotros,  según  ]a  feliz  expresión 
de  Gambetta,  no  hay  cuestión  social,  hay  solamente  cues- 
tiones sociales. 

No  hay  cuestión  social  porque  ella  es  la  cuestión  de 
la  existencia  de  la  sociedad  sobre  su  base  actual,  o  sea,  el 
derecho  de  cada  individuo  a  la  adquisición  de  la  propiedad 
privada,  cuestión  para  nosotros  indiscutida  e  intangible. 
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Pero  hay  cuestiones  sociales,  es  decir,  problemas  cu- 
yo estudio  y  conveniente  solución  tengan  por  resultado 
el  mejoramiento  de  la  sociedad  actual,  por  la  consagración 
de  leyes  de  armonía  entre  los  diversos  factores  de  la  pro- 
ducción: energía  acumulada,  que  se  convierte  en  capítol: 
dirección,  inteligente  que  multiplica  los  resultados  del  ca- 
pital y  del  trabajo;  y  brazo  del  obrero,  trabajo,  que  apor- 
ta Ja  fuerza  del  presente,  para  contribuir  con  la  ayuda 
de  los  primeros  al  bienestar  común. 

De  aquí  también,  que  los  hombres  de  ideas  conser- 
vadoras nos  dediquemos  con  empeño,  y  con  eficacia  a  la 
solución  de  esas  cuestiones  sociales  que  procuran  la  mejo- 
ra moral  y  material  del  obrero. 

Si  se  recorre  el  diario  de  sesiones  de  nuestras  Cá- 
maras, encontraremos  que  fueron  los  Círculos  de  Obreros 
los  primeros  que  reclamaran  las  leyes  de  descanso  domi- 
nical y  reglamentación  del  trabajo  para  mujeres  y  ñiños 
en  las  fábricas;  que  sobre  la  base  de  un  proyecto  de  un 
diputado  cristiano  social,  el  doctor  Cantilo,  se  organizó 
el  Departamento  Nacional  del  Trabajo ;  que  a  la  jubilación 
ferroviaria  me  ha  cabido  el  honor  de  dedicar  la  labor  in- 
tensa de  más  de  un  año,  hasta  encontrarla  en  estas  ho- 
ras próxima  a  su  completa  realización;  que  ha  sido  el 
diputado  doctor  Cafferata  quien  presentó  a  la  Cámara  sus 
benéficos  proyectos  de  Casas  para  Obreros  y  Represión 
del  alcoholismo;  que  con  él  hemos  fundado  los  proyectos 
de  Protección  a  la  agricultura  y  al  salario  y  el  de  Agen- 
cias gratuitas  de  colocaciones,  que  ya  es  ley  de  la  Na- 
ción; que  no  hace  mucho  tiempo,  como  miembro  infor- 
mante de  la  comisión  de  legislación  tuve  la  satisfacción 
de  sostener  y  hacer  triunfar  un  nuevo  régimen  de  ventas 
a  plazo  que  asegura  el  ahorro  del  obrero  argentino. 

Ahora  bien;  para  los  sostenedores  de  las  bases  fun- 
damentales de  la  actual  sociedad  no  hay  sino  cuestiones 
sociales,  para  el  socialismo  no  hay  sino  la  cuestión  social, 
o  sea,  el  aniquilamiento  de  aquella  como  finalidad,  ad- 
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mi  tiendo  el  ocuparse  de  los  problemas  actuales,  como  tác- 
tica de  su  acción  evolutiva. 

El  socialismo  y  la  acción  de  solidaridad  social,  con- 
densad a  ésta  última  en  leyes  de  la  índole  recordada,  son 
cosas  fundamentalmente  diversas,  dice  Lebond. 

Es,  pues,  indispensable,  alguna  vez,  aclarar  esos  con- 
ceptos, que  los  hombres  de  trabajo  y  muchos  capitalistas, 
ignoran  por  completo,  dejando  consignado  :  cómo  todas  las 
leyes  dictadas  con  el  fin  de  resolver  las  cuestiones  so- 
ciales en  beneficio  del  proletariado,  se  deben  en  primer 
término,  a  la  llamada  clase  conservadora,  para  quien  sa 
le  enseña  el  odio  y  la  guerra  sin  cuartel. 

La  Patria 

El  socialismo  desconoce  el  concepto  de  la  patria; 
Marx  y  Engel  dicen:  «Los  obreros  no  tienen  patria,  no  se 
« les  puede  quitar  un  concepto  que  no  tienen». 

La  mayoría  de  los  socialistas,  dice  Faguet,  «son  hos- 
« tiles  más  o  menos  a  la  idea  de  la  patria.  Ellos  sien- 
« ten  que  en  el  fondo,  la  patria  es  su  enemiga,  y  que 
«  aquéllos  que  quieran  la  patria  fuerte,  no  serán  socialistas». 

Los  esfuerzos  de  los  pueblos — enseña  Lebond — «de- 
« ben  concentrarse  en  la  defensa  de  la  patria,  que  im- 
«  plica  toda  una  organización  moral,  noción  combatida  por 
«  la  doctrina  socialista,  porque  comprende  claramente  que 
«  una  vez  destruida  esta  idea,  base  del  sentimiento  social, 
«éste  se  arruina  de  un  solo  golpe,  lo  que  es  su  fin». 

A  este  concepto  en  realidad  hostil,  pero  si  se  quiere 
todavía,  indiferente  para  la  idea  de  la  patria,  sus  tradi- 
ciones y  sus  glorias,  responde  leí  hecho  único  en  las  ma- 
nifestaciones públicas  entre  nosotros,  la  abolición  comple- 
ta de  la  bandera  azul  y  blanca,  sustituida  por  el  emblema 
rojo,  conducido  entre  los  acordes  de  marchas  extranjeras, 
sin  que  una  nota  se  escuche  de  las  estrofas  armoniosas  del 
himno  nacional. 

Y  por  eso  también,  al  ver  desfilar  una  manifestación 
socialista  por  las  calles  de  nuestra  capital,  hemos  llegado 
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a  dudar  en  donde  nos  hallábamos :  había  allí  letreros  que 
anunciaban  el  paso  de  (sociedades  árabes  y  rusas,  . . .  pero 
ninguna  argentina. . . . 

Disolución  de  la  familia 

El  socialismo  propicia  la  disolución  de  la  familia  den- 
tro del  principio  del  amor  libre  que  preconiza. 

Dice  al  respecto  el  catecismo  de  Marx :  « La  base  de 
« la  familia  burguesa  en  muestra  época  es  el  capital,  la 
«ganancia  individual;  la  familia  ¡no  existe  en  el  estado 
«  completo  sino  por  la  burguesía,  pero  encuentra  su  com- 
« plemento  en  la  prostitución  pública  y  en  la  supresión 
«de  las  relaciones  de  familia  para  el  proletario».  '<La  fa- 
«  mili a  burguesa — agrega — desaparece  con  la  desaparición 
« de  su  complemento  necesario ;  y  lo  uno  y  lo  otro  mue- 
« ren  con  la  desaparición  del  capital». 

Resulta  así  dentro  de  los  conceptos  consignados  y 
la  finalidad  del  socialismo  hacia  la  supresión  del  capital, 
como  idea  fundamental  también,  la  supresión  de  la  familia. 

El  diputado  Justo  en  Ja  sesión  de  la  Cámara  que  an- 
tes recordara,  reconoció  como  único  respetable  en  el  con- 
cepto de  familia  el  amor  firme  a  los  efectos  del  desarro- 
llo de  la  especie,  rechazando  todo  principio  de  autoridad 
en  esa  organización  primaria  de  las  sociedades  humanas, 
todo  vínculo  que  mantenga  y  fortifique  las  relaciones  y  de- 
beres fundamentales  que  de  ella  se  desprenden. 

Acepta  así  la  idea  de  la  familia,,  tan  sólo  como  reía,* 
ción  de  sexos  a  los  fines  de  la  procreación,  mientras  a  ellos 
vincule  un  sentimiento  de  amor  firme,  mientras  el  honb 
bre  no  haya  perdido  las  ilusiones  por  la  mujer  que  eligió 
por  compañera,  mientras  la  última  no  prefiera  las  caricias 
y  los  halagos  de  un  nuevo  seductor. 

Los  deberes  para  con  la  mujer  que  vió  marchitarse 
sus  encantos,  para  con  el  hombre  que  sacrificó  su  tranqui- 
lidad, sus  energías  y  su  fortuna  en  holocausto  a  la  com- 
pañera ;  para  con  los  hijos  que  no  tuvieron  la  culpa  de 
nacer. . . .  todo,  todo  desaparece. . .  cuando  el  amor. . .  cuan- 
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do  la  pasión  o  el  interés  fijaron  nuevos  rumbos  a  cualquie- 
ra de  los  seres  que  vivían  en  comunidad. 

Si  esta  no  es  la  teoría  del  amor  libre,  la  negación 
del  concepto  fundamental  de  la  familia,  no  sé,  dónde  po- 
dríamos hallarla  sostenida  en  términos  más  claros,  y  fun- 
dada en  ideas  más  definidas.  ¡ 

Industria  y  comercio 

El  partido  socialista  proclama  la  abolición  de  «la  li- 
bre concurrencia  en  la  industria»  particular,  como  igual- 
mente de  la  «libertad  de  comercio». 

Niega  la  libre  concurrencia,  fruto  de  ese  industria- 
lismo, porque  ella  nos  conduce  en  su  sentir,  por  causa  de 
la  guerra  de  competencia,  al  cumplimiento  de  la  llamada 
«ley  de  bronce»,  formulada  por  Las  salle,  a  base  de  las  os- 
cilaciones del  salario ;  y  combate  la  libertad  de  comercio, 
porque  considera  al  comerciante,  agente  inmoral  e  inne- 
cesario. 

Marx  llama  al  industrial  parásito  de  la  producción  y 
al  comerciante  parásito  del  consumo;  y  Kaustky,  el  gran 
doctor  del  socialismo  alemán  en  el  presente,  dice  al  res- 
pecto : 

« La  confiscación  por  medio  de  un  impuesto  permi- 
« te  llegar  a  la  supresión  de  la  propiedad  capitalista,  con 
« procedimiento  lento ;  la  confiscación  pierde  así  lo  que 
« tiene  de  violento,  se  irán  habituando  a  ella  y  parecerá 
«  menos  dolorosa.  El  estado  tendrá  así  sus  funciones  esen- 
« cíales  de  orden  económico :  «producción  agrícola,  pro- 
« ducción  industrial  y  función  de  repartición».  Es  decir, 
propiedad  colectiva  y  monopolio  de  las  industrias  y  co- 
mercio por  el  Estado. 

Y  agrega:  «El  comerciante  es  un  vampiro  que  chu- 
« pa  glotonamente  la  sangre  de  los  hombres,  pero  esta 
«  odiosa  casta  desaparecerá ». 

Libertad  de  conciencia  y  de  enseñanza 

El  socialismo,  es  la  más  completa  negación  de  las 
libertades  de  conciencia  y  de  enseñanza. 
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Desconoce  no  ya  tan  sólo  la  libertad  de  enseñar  y 
aprender  en  escuelas  que  no  sean  las  del  Estado,  sino  que 
también  niega  al  individuo  el  derecho  para  orientarse  en 
la  ciencia,  arte  u  oficio  que  le  plazca. 

Y  así  a  este  respecto,  el  ya  nombrado  Kaustky,  di- 
ce :  « Todos  los  niños  deben  ser  educados  exclusivamente 
«  por  la  sociedad,  y  es  la  escuela  del  Estado  quien  debe 
«  decidirlos  y  enseñarlos  para  las  diversas  funciones  socia- 
« les,  y  no  como  es  hoy,  por  el  capricho  individual». 

Concuerda  en  absoluto  la  doctrina  enunciada,  con  la 
de  Jaurés,  cuando  dice:  «Tenéis  vosotros  la  singular  pnev 
«tensión  de  pensar  por  vosotros  mismos,  y  no  queréis  que 
«  el  gobierno  elegido  por  la  mayoría  de  la  Nación  piense 
«por  vosotros,  y  ¿es  esto  lo  que  llamáis  libertad  de  pen- 
« Sarniento  y  de  enseñanza?...  Esto  es  simplemente  negar 
«  el  derecho  que  tiene  Ja  mayoría  de  hacer  todo  uno  en  el 
« Estado  para  que  no  haya  desperdicio  de  fuerzas». 

Y  agrega :  « Nosotros  los  socialistas  estamos  por  el 
« monopolio  de  la  enseñanza,  porque  es  una  socialización 
«  del  pensamiento,  y  porque  la  socialización  del  pensamiento 
«  conduce  poco  a  poco  a  la  socialización  de  las  personas, 
« y  a  la  socialización  de  los  bienes ». 

La  progresión  paulatina  dentro  de  esta  tendencia  al 
monopolio  de  la  enseñanza  y  el  pensamiento,  por  el  Estado, 
es  lo  que  informa  también  el  criterio  socialista  en  el  país : 
a  ella  responde  el  concepto  que  expresara  el  diputado  Jus- 
to :  «de  que  la  dirección  y  orientación  científica  de  las 
universidades  debía  estar  bajo  la  inmediata  voluntad  de  los 
ministerios»,  y  de  allí  también  su  anunciado  proyecto  so- 
bre «nacionalización  de  la  enseñanza  primaria»,  a  pesar 
de  la  expresa  disposición  del  artículo  5.°  de  la  carta  fun- 
damental, que  lo  establece  como  derecho  y  como  deber  de 
las  provincias  autónomas. 

¿Qué  nos  espera? 

Ahora  yo  pregunto :  ¿  qué  quedaría  en  pie  de  la  actual 
sociedad,  en  presencia  de  un  hipotético  triunfo  general  del 
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partido  socialista,  en  caso  de  la  expropiación  política  de 
las  clases  capitalistas  por  parte  de  los  trabajadores,  hablan- 
do en  el  lenguaje  de  sus  congresos  ?  ¿Qué,  después  de 
la  guerra  de  clases,  la  confiscación  del  capital:  tierra,  in- 
dustrias y  comercio ;  el  desconocimiento  de  los  conceptos 
de  religión,  de  patria  y  de  familia,  el  desprestigio  del  ejér- 
cito, la  negación  de  la  libertad  de  enseñanza  y  de  concien- 
cia? ¿Qué  quedaría  en  pie,  a  no  ser  la.  más  horrible  tira- 
nía estatista,  y  qué  libertad  a  salvo,  que  no  fuera,  como 
dice  el  célebre  sociólogo  Lebond,  que  la  libertad  de  odiar- 
nos? 

Es  preciso  que  el  pueblo  sepa,  que  en  presencia  de 
un  hipotético  triunfo  general  del  partido  que  halaga  sus 
instintos  y  sus  pasiones,  le  será  desconocida  la  propiedad 
de  la  tierra  que  adquirió  economizando  sobre  el  fruto  de 
sus  sudores ;  que  no  podrá  ya  más  asegurar  un  bienestar 
para  la  vejez  a  base  de  legítimas  utilidades  en  las  indus- 
trias o  el  comercio,  monopolizados  por  el  Estado,  al  socia- 
lizar los  medios  de  producción  y  de  consumo  ;  que  no  ha- 
brán de  participar  de  las  ventajas  que  ofrece  nuestro  suelo 
ni  crear  su  riqueza,  los  compañeros  de  otros  pueblos,  por- 
que en  el  sentir  socialista,  la  inmigración  encarece  la  vida 
y  disminuye  el  salario  perturbando  el  bienestar  del  prole- 
tario; que  no  podrá  pensar,  querer,  trabajar  y  consumir 
sino  de  acuerdo  a  la  voluntad  omnipotente  del  Estado ;  que 
sólo  podrá  mirar  en  la  patria  una  sección  del  mundo  eco- 
nómico internacional  a  cubierto  de  la  bandera  roja,  y  no 
la  entidad  sagrada,  fuente  de  su  civilización  y  libertades, 
idealización  de  las  tradiciones  y  glorias  de  sus  mayores, 
simbolizada  en  la  bandera  bicolor  que  las  encarna. 

No  he  de  concluir  sin  recordar  que  tratándose  de  la 
realización  de  los  principios  fundamentales  que  encarnan 
el  ideal  y  la  existencia  misma  de  un  credo  o  de  un  partido, 
es  ingenuo  pensar  que  se  les  detiene  en  su  camino  con 
condescendencias  indebidas,  que  importan  muchas  veces 
desgarramientos  irreparables,  porque  los  partidos  como  las 
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multitudes  jamás  agradecen  lo  que  conquistan  por  la  vio- 
lencia moral  o  material. 

En  una  campaña  donde  se  juegan  los  más  caros  de 
nuestros  intereses,  y  las  bases  fundamentales  de  la  socie- 
dad en  que  vivimos,  no  caben  abstenciones:  presentemos, 
pues,  batalla,  sin  debilidades  que  se  desprecian,  con  ener- 
gía que  se  respeta  y  sin  omitir  sacrificios,  ni  recursos  le- 
gítimos para  vencer. 


(Nota) — Cuando  hace  seis  años  escribiera  estas  pá- 
ginas, muchos,  y  quizás  la  mayoría  de  los  hombres  diri- 
gentes del  país,  las  clasificaron  de  «alarmismo  infundado». 

Los  sucesos  de  Enero  y  la  situación  actual  de  la  re- 
pública dirán  mejor  que  yo,  a  quien  acompañaba  la  razón. 
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CONSTITUCIONALIDAD  DE  LA  CAJA  DE  GARANTÍA 

Señor  Asesor  de  Menores  de  la  Capital  Federal,  doc- 
tor Félix  Luna  Valdés. — Buenos  Aires. 

Estimado  amigo : 

Me  envía  Vd.  la  «Revista  Jurídica  y  de  Ciencias  So- 
ciales», correspondiente  al  pasado  trimestre  del  corrien- 
te año,  en  la  que  «do¡s  distinguidos  abogados»  ñrman  una 
publicación  donde  se  hacen  varias  y  fundamentales  ob- 
servaciones al  art.  10  de  la  Ley  núm.  9688,  sobre  Acci- 
dentes del  trabajo  llegando  hasta  incitar  se  oponga  por 
las  empresas  industriales  la  tacha  de  inconstitucionalidad. 

Me  hace  además  el  honor  de  consultarme  invocando 
mi  carácter  de  autor  de  la  ley  referida,  en  su  nombre 
y  en  el  de  algunos  colegas  suyos  en  el  ministerio  público 
que  con  tanto  acierto  desempeña,  sobre  los  fundamentos 
de  dichas  observaciones,  y  los  que  tuvieron  el  autor  del 
proyecto,  la  comisión  y  el  Congreso  para  establecer  la 
disposición  enunciada. 

Lo  haré  con  el  mayor  placer,  siguiendo  por  su  or- 
den las  afirmaciones  o   argumentos  formulados. 

Ellos  se  refieren  principalmente,  como  antes  expre- 
sara, al  art.  10.  según  el  que :  «Los  patrones  o  asegura- 
dores deberán  depositar  en  caja  especial  de  dicha  repar- 
tición (Caja  de  Jubilaciones)  que  se  denominará  Caja  de 
garantía : 

a.)  «Las  indemnizaciones  que  correspondan  por  cau- 
sa de1  fallecimiento  de  la  víctima,  que  no  deja  herederos 
con  c  erecho  a  la  misma,  en  los  términos  de  los  artícu- 
los 8  y  14  de  la  presente  ley». 
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Ante  todo  conviene  determinar  la  base  en  que  reposa 
la  ley  argentina  de  que  hablamos :  Según  se  puede  com- 
probar en  los  fundamentos  aducidos  por  el  autor  del  pro- 
yecto sancionado,  el  informe  de  la  comisión  y  las  discu- 
siones en  el  Congreso,  aquella  se  funda  en  el  principio 
del  riesgo  profesional  aceptado  dentro  de  la  teoría  de  Sa- 
chet,  tan  citado  por  los  impugnadores  del  art.  10,  el  que 
con  toda  claridad  lo  precisa,  diciendo  (pág.  10) :  «Un  ac- 
cidente cuya  causa  es  impersonal,  no  puede  en  buena  jus- 
ticia, dejarse  o  ponerse  a  cargo  de  una  persona,  ni  del 
patrón  ni  del  obrero».  Producido  por  una  empresa  o  una 
explotación,  aquél  debe  en  definitiva  recaer  sobre  ella. 
Ahora  bien,  ¿  qué  es  una  empresa  o  una  explotación,  abs- 
tracción hecha  del  patrón  y  de  los  obreros,  del  jefe  y  de 
Jos  subordinados?  «Es  un  valor  propio  cuya  administra- 
ción comporta  entradas  y  salidas,  beneficios  brutos  y  gas- 
tos generales.  Las  cargas  pecuniarias  que  resultan  de  los 
accidentes  corporales,  son  uno  de  los  elementos  del  pa- 
sivo periódico,  como  la  reparación  de  la  herramienta,  la 
remuneración  del  trabajo  y  de  la  dirección,  etc ...» 

Bien  pues,  con  este  criterio,  aparte  de  hacer  a  los 
patrones  más  cuidadosos  de  la  vida  de  los  obreros,  por 
temor  a  la  responsabilidad,  las  legislaciones  modernas  en 
materia  de  accidentes,  se  proponen,  colocar  entre  los  gas- 
tos de  explotación  industrial  el  valor  de  las  indemnizacio- 
nes en  caso  de  accidentes,  y  asegurar  el  pago  de  aquellas 
en  caso  de  posible  insolvencia  de  los  patrones. 

Los  países  que  adoptan  tal  criterio,  o  imponen  el  prin- 
cipio del  seguro  obligatorio,  como  Alemania,  Austria,  etc.,  o 
crean  la  Caja  de  Garantía,  para  los  casos  ele  insolvencia 
paironal,  como  Francia,  Bélgica  e  Italia,  y  en  los  términos 
de  la  última  el  art.  10  de  la  ley  argentina  que  hoy  se  discute. 

Me  he  de  ocupar  -en  seguida  de  cada  uno  de  los  siste- 
mas, cuando  examine  la  crítica  que  se  hace  a  nuestra  ley, 
como  contraria  a  la  libertad  de  los  contratos  y  al  régimen 
de  la  propiedad;  paso  ahora  a  referirme  por  su  orden  a 
las  distintas  objeciones. 
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Refiriéndose  a  la  disposición  del  artículo  10,  arriba 
reproducido,  dicen  sus  impugnadores  /pág.  66) :  «dicho  prin- 
cipio no  lo  encontramos  reproducido  en  las  leyes  extran- 
jeras :  en  ninguna  de  ellas  encontramos  esta  obligación 
del  patrón,  de  indemnizar,  aún  en  el  caso  de  que  el  obrero 
haya  fallecido,  y  no  deje  herederos  necesarios  o  derecho- 
habientes», 

Es  lástima,  que  en  una  publicación  destinada  a  circu- 
lar entre  los  que  se  inician  en  la  ciencia  del  derecho,  se 
formulen  afirmaciones  tan  inexactas,  que  pueden  llegar  a 
perturbar  su  criterio. 

La  disposición  del  art.  10  no  es  creación  lírica  ni  ha 
sido  colocada  al  acaso,  sino  por  motivos  fundamentales, 
que  acreditan  grandemente  la  previsión  del  legislador  ar- 
gentino. ¡ 

Ella  no  tuvo,  en  momento  alguno,  en  vista,  el  concepto 
del  contrato  colectivo  como  los  impugnadores  gratuitamen- 
te lo  afirman  para  darse  en  seguida  el  lujo  de  combatirla. 

Entremos  a  la  comprobación  de  nuestras  conclusio- 
nes :  La  disposición,  no  es  un  invento,  pues  tiene  respetabi- 
lísimos precedentes  en  la  legislación  y  en  la  doctrina. 

Precisamente  el  art.  10  de  la  ley  Italiana  de  31  de  Ene- 
ro de  1904,  después  de  determinar  los  diversos  herederos 
a  quienes  acuerda  el  derecho  de  percibir  las  indemnizacio- 
nes en  caso  de  accidentes  que  produzcan  la  muerte  del 
obrero,  dice :  «A  falta  de  derecho  habientes  de  los  citados 
en  las  letras  a,  b,  c  y  d,  se  adjudicará  la  indemnización 
al  fondo  especial  creado  por  el  art.  37». 

Y  el  artículo  37  dice :  «Las  cantidades  que  se  perciban 
por  infracciones  de  la  presente  ley,  ingresarán  en  la  «Ca- 
ja de  Depósitos  y  Préstamos»,  y  tanto  ellas  como  las  que 
se  recauden  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  penúltimo  pá- 
rrafo del  artículo  10  (el  arriba  citado),  serían  destinadas  por 
el  Ministerio  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  a  los 
objetos  siguientes : 

1.° — «A  socorrer  a  los  obreros  que  por  insolvencia 
de  los  patrones  designados  en  el  art.  31  (patrones  que  no 
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hubieran  asegurado  a  los  obreros)  no  hubieran  percibido 
indemnización». 

Ya  ve  Vd.  la  inexactitud  de  la  afirmación  de  que  no 
existe  legislación  extranjera,  que  acepte  el  principio  de 
nuestro  artículo  10 :  es  casi  a  la  letra  el  artículo  10  tam- 
bién de  la  Ley  Italiana  vigente. 

Le  decía  igualmente,  que  la  disposición  impugnada  de 
la  Ley  Argentina,  tiene  antecedentes  respetabilísimos  en 
la  doctrina. 

El  afamado,  sociólogo  y  estadígrafo  francés  Bertillon, 
en  una  de  sus  más  reputadas  obras,  «La  Depopulation  de 
la  France»,  trae  interesantísimas  consideraciones,  que  im- 
presionaron eficazmente  al  que  suscribe  para  proyectar  el 
artículo  análogo  al  de  la  Ley  Italiana,  y  que  hoy,  sin 
ningún  conocimiento  de  los  motivos  que  lo  determinaron 
se  intenta  combatir. 

Dice  en  dicha  obra  el  sabio  publicista: 

«El  legislador  francés  no  debería  jamás  redactar  una 
ley,  sin  fijarse  en  la  influencia  que  ella  podrá  tener  sobre 
la  natalidad». 

«Se  falta  constantemente  a  este  deber :  la  ley  sobre 
accidentes  del  trabajo,  no  solamente  no  ha  contribuido  a 
mejora]'  la  natalidad  sino  que  ella  hía  contribuido  a  dismi- 
nuirla :  Se  sabe  que  Ja  ley  pone  a  cargo  del  patrón  las 
pensiones  a  pagar  a  la  viuda  y  a  los  hijois  de  un  obrero 
muerto  en  un  accidente,  mientras  que  la  muerte  acciden- 
tal de  un  obrero  célibe  no  cuesta  absolutamente  nada  a  su 
patrón,  si  este  obrero  no  tiene  ascendientes,  y  muy  poca 
cosa  aunque  los  tenga». 

«La  consecuencia  de  este  error  de  la  ley  francesa — 
Jice — se  impone  al  espíritu:  el  industrial  tiene  interés  en 
no  emplear  sino  célibes  y  muy  amenudo  él  obra  en  con- 
secuencia. 

«Ved  aquí-  -agregó — el  extraño  anuncio  que  la  casualidad 
nos  hace  leer  en  un  diario  local : 

«Se  necesitan  obreros  ajustadores,  célibes.  Dirigirse 
a  M.  Charmois-Dowil,  mecánico  de  Poligny». 
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Después  de  comprobar  con  diversos  cuadros  estadís- 
ticos este  criterio  de  las  empresas,  agrega:  «El  defecto 
de  la  ley  ha  sido  señalado  constantemente  desde  su  pro- 
mulgación». 

«M.  Dübisson,  diputado,  había  propuesto  su  reforma 
en  23  de  Junio  de  1898.  La  reforma  de  M.  Mirmau,  pre- 
ferible todavía,  prescribía:  «que  en  caso  de  accidente  mor- 
tal a  un  célibe  el  patrón  tenía  siempre  que  pagar  la  in- 
demnización, la  cual  beneficiaría  a  la  «Caja  de  Garantía» 
establecida  por  Ja  ley  de  9  de  Abril  de  1898». 

«En  Italia — termina  diciendo — esta  enmienda  no  fué 
olvidada.  La  Ley  Italiana  de  29  de  Junio  de  1903,  que 
revisa  la  Ley  sobre  accidentes  profesionales,  resulta  ins- 
pirada en  ella». 

Y  precisamente  la  Ley  Italiana  que  antes  recordara 
de  31  de  Enero  de  1904,  es  la  ratificación  plena  de  la 
disposición  referida  y  del  principio  reclamado  por  Bertillon. 

Y  si  en  países  densamente  poblados  como  Jos  de 
Europa  se  considera  imprescindible,  fijarse  y  prevenir  en 
la  legislación  todo  aquello  que  pudiera  influir  en  el  des- 
censo de  la  natalidad.  ¿Cómo  no  habíamos  de  preocu- 
parnos nosotros,  tratándose  de  un  país  semi  desierto  co- 
mo el  nuestro,  donde,  aunque  resulte  vulgar  el  repetirlo, 
con  tanta  verdad  se  ha  dicho ;  gobernar  es  poblar. 

¿No  se  piensa  acaso  lo  que  hubiera  resultado  si 
sancionando  la  Ley  de  accidentes  sin  el  art.  10,  los  em- 
presarios no  ocuparan  obreros  con  familia,  ya  que  tra- 
tándose de  los  célibes,  quedarían  libres  de  toda  respon- 
sabilidad por  los  accidentes,  en  caso  de  fallecimiento  de 
la  víctima?» 

Ya  ve  pues  Vd.,  cómo,  no  es  por  crear  un  contrato 
colectivo  de  trabajo,  como  arbitrariamente  se  afirma,,  sino 
por  motivos  fundamentales  de  previsión,  vinculados  a  la 
vida  misma  del  país,  que  se  ha  proyectado  y  sancionado 
el  art.  10  de  la  Ley  Argentina,  sobre  accidentes  del  trabajo. 
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«Todos  las  habitantes  ele  la  Nación — dice  el  art.  14 
de  la  Carta  Fundamenta;! — gozan  de  los  siguientes  dere- 
chos, conforme  a  las  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio; 
a  saber:  trabajar  y  ejercer  toda  industria  lícita,  etc..» 

Precisamente,  a  mérito  de  ese  principio  y  de  los  po- 
deres que  confiere  al  Congreso  el  artículo  67,  inciso  11, 
•  de  la  misma  Constitución,  para  dictar  el  Código  Civil, 
qúe  entre  otros  contratos  regla  el  de  locación  del  trabajo, 
se  dictó  la  ley  sobre  «accidentéis  del  trabajo»,  que  mo- 
dificando fundamenta] mente  los  conceptas  vigentes,  se  pro- 
puso dos  objetiváis  fundamentales:  elimina?"  la  culpa  del 
obrero  para  colocar  el  accidente  a  cargo  de  la  empresa,  y  ase- 
gurar el  pago  de  la  indemnización  aún  en  el  caso  de  in- 
solvencia del  patrón:  Debió  prever  también  como  lo  hizo 
que  la  nueva  legislación  no  condujera  a  afectar  la  vida 
misma  del  país,  fomentando  como  la  ley  francesa  la  dis- 
minución de  la  natalidad. 

De  aquí  sus  diversas  disposiciones,  que  si  bien  es 
cierto  restringen  la  libertad  absoluta  de'  contratar,  la  ha- 
cen dentro  de  las  facultades  constitucionales  y  los  prin- 
cipios uniformes  de  la  legislación,  ya  que  ante  unos  y 
otros,  y  como  consecuencia  necesaria  de  la  vida  de  .so- 
ciedad, no  existen,  ni  "pueden  existir  derechos  absolutos. 

Bien  pues,  dentro  de  esa  facultad  amplia  de  legis- 
lación, para  regular  la  vida  nacional  y  prevenir  males 
serios  que  pudieran  afectar  su  organismo,  caben,  como 
dice  el  doctor  Joaquín  V.  González  «las  más  inesperadas 
formas  de  sociabilidad  y  ídel  trabajo  obrero». 

A  pesar  de  esa  latitud  de  ponderes,  el  legislador  ar- 
gentino se  ha  colocado,  en  el  límite  mínimo  de  restric- 
ción a  la  libertad  de  contratar  y  de  obligaciones  a  cargo 
de  las  empresas,  en  lo  que  respecta  a  la  legislación  de 
accidentéis. 

En  efecto  :  las  leyes  que  como  la  Alemana,  Austríaca, 
etc.,  imponen  el  seguro  obligatorio  establecen  una  carga 
uniforme  para  los  patrones,   con  anterioridad  a  los  ac- 
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cidentes,  carga  que  subsiste  permanentemente,  se  produz- 
can o  no  aquellos. 

Frajiicia  y  Bélgica,  que  no  imponen  el  seguro  obli- 
gatorio, crearon  la  «Caja  de  Garantía».  En  Francia  por 
Ley  9  de  Abril  de  1898  se  crea  la  «Caja  de  Garantía», 
bajo  la  administración  de  la  «Caja  Nacional  de  Retiros», 
«para  suplir  la  falta  de  pago  o  insolvencia  de  los  pa- 
trones», a  cuyo  efecto  se  establece  un  recargo  de  3'  a 
4  o/0  «sobre  las  patentes,  a  todas  las  industrias  sometidas 
al  régimen  de  la  Ley.» 

El  Art.  20  de  la  Ley  Belga  de  24  de  Diciembre  de 
1903  instituye  también  la  «Caja  de  Garantía»,  para  res- 
ponder a  los  accidentes,  en  caso  de  insolvencia  patronal, 
formándose  aquella,  «por  contribuciones  de  todos  los  jefes 
de  empresas  que  no  hubieran  asegurado  a  sus  obreros». 

Italia,  como  hemos  visto,  a  pesar  de  instituir  el  se»- 
guro  obligatorio  creó  también  la  «Caja  de  Garantía»  para 
responder  a  la  insolvencia  patronal,  en  caso  de  no  haberse 
cumplido  la  referida  obligación  del  seguro. 

Como  se  ve,  las  referidas  legislaciones,  colocan  a  cargo 
de  todos  los  ■  empresarios  la  obligación  de  asegurar  la 
efectividad  del  pago  de  las  indemnizaciones,  en  caso  de 
accidentes,  ya  sea  por  medio  del  seguro  obligatorio,  o 
por  la  contribución  imperativa  y  permanente  en  la  «Caja 
de  Garantía». 

En  cambio,  la  ley  argentina  es  mucho  más  liberal 
y  menos  gravosa  para  las  empresas,  pues  excluye  el  se- 
guro obligatorio,  y  no  les  exige  contribución  alguna  con  an- 
terioridad al  accidente  y  prescindiendo  del  mismo  :  Solo 
una  vez  que  se  produce  el  hecho  generador  de  la  res- 
ponsabilidad, esa  partida  de  gastos  generales  de  las  em- 
presas, la  exige  uniformemente  para  todos-,  precisamente 
teniéndose  en  cuenta  las  sabias  medidas  de  previsión  acon- 
sejadas por  Bertillon,  y  el  principio  constitucional  de  que 
la  «igualdad  es  la  base  de  las  cargas  públicas,  y  de 
la  regulación  de  las  obligaciones  y  derechos». 

Resulta  entonces  inexplicable,  que  quienes  no  obje- 
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tan  como  inconstitucional — porque  sería  ridículo — el  princi- 
pio del  seguro  obligatorio  proyectado  tantas  veces  en  la 
República  Argentina,  y  que  aún  aplauden  el  sistema  Belga 
de  contribución,  combaten  la  ley  argentina  que  deja  ple- 
na libertad  al  respecto,  y  solo  crea  la  obligación,  cuan- 
do se  ha  producido  el  hecho  generador  de  la  responsabi- 
lidad. 

Por  Jo  demás,  es  ipreciso  recordar,  que  la  ley  libera 
a  la  empresa  de  la  responsabilidad  ante  el  hecho,  si  hu- 
biera tomado  un  seguro  en  Compañía  autorizada  (Art.  7.°), 
Jo  que  colocaría  ai  patrón  en  la  situación  de  las  leyes  que 
imponen  el  seguro  obligatorio,  y  que  pareciera  auspiciarse 
por  los  abogados  a  que  vengo  refiriéndome. 

Con  mucha  mayor  razón  todavía,  que,  cuando  el  Có- 
digo Civil,  dice,  que,  después  de  cierto  grado  de  parentesco 
Jos  bienes  pasan  al  Estado  como  herencia  vacante,  ha 
podido  la  Ley  de  que  hablamos  establecer:  que  cuando 
no  hubiere  herederos  de  la  víctima  en  el  grado  que  aquella 
misma  determina,  pasará  a  la  «Caja  de  Garantía»  a  Te- 
sorería o  a  cualquiera  otra  parte,  la  indemnización  que 
impone  uniformemente  a  las  empresas  a  consecuencia  de 
ios  accidentes  que  destruyen  una  vida  humana,  con  el 
doble  propósito  de  que  se  adopten  medidas  preventivas 
para  evitar  aquellos,  por  temor  de  la  responsabilidad,  y 
para  que  no  sean  eliminados  del  trabajo  los  obreros  con 
familia,  lo  que  acontecer í a,  como  en  Francia,  si  la  exis- 
tencia de  la  última  determinara  responsabilidad  mayor  para 
el  patrón  que  la  ocupación  de  los  obreros  célibes. 

Muy  original  resulta  la  cita  de  un  fallo  de  la  Suprema 
Corte  (Tomo  96,  pág.  51),  para  tratar  de  justificar  con 
tan  alta  autoridad,  la  inconstitucionalidad  de  la  «Caja  de 
¿Garantía». 

El  fallo  aludido  se  produjo  en  el  juicio  seguido  por 
los  señores  Hileret  y  Rodríguez  contra  la  provincia  de 
Tucumán,  y  el  caso  era  el  siguiente  : 

La  referida  provincia,  por  ley  de  14  de  Junio  de 
1902,  con  el  propósito  de  evitar  la  superproducción  de 
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azúcar,  y  con  ella  la  baja  del  artículo,  con  la  posible 
ruina  de  los  productores,  «fijó  como  máximum  de  pro- 
ducción para  la  cosecha  de  1902,  71.500  toneladas,  que 
prorrateó  entre  los  distintos  industriales». 

Para  impedir  una  producción  mayor,  fijó  el  impues- 
to de  1/2  centavo  por  kilo  de  azúcar  comprendida  en  el 
prorrateo,  y  40  centavos  el  kilo  por  el  exceso. 

Este  último  impuesto  era  en  el  hecho  prohibitivo  en 
absoluto  de  la  facultad  constitucional  de  ejercer  la  indus- 
tria, ya  que  el  impuesto  era  superior  al  valor  del  pro- 
ducto. 

La  Corte  lo  declaró  inconstitucional,  como  violato- 
rio  a  los  artículos  14  y  16  de  la  Constitución,  porque 
con  ello  la  vida  económica  de  la  Nación  y  las  libertades 
que  la  fomentan,  quedarían  confiscadas  en  manos  de  las 
legislaturas  y  Congreso. 

Francamente,  no  acabo  de  comprender  cómo  ha  po- 
dido recordarse  la  resolución  que  antecede,  que  bajo  .nin- 
gún concepto  ofrece  la  menor  semejanza  con  el  caso  en 
cuestión. 

Dejando  de  lado  una  serie  de  citas  impertinentes, 
relativas  al  contrato  colectivo  de  trabajo  que,  como  an- 
tes dijera,  nadie  ha  mencionado  ni  tenido  en  cuenta  al 
dictar  la  ley  de  accidentes,  rae  ocuparé  para  terminar, 
de  otras  observaciones,  hechas  casi  al  pasar,  por  no  ha- 
berse detenido  los  impugnadores  del  Art.  10,  a  fundarlas. 

Las  disposiciones  de  la  ley  en  cuanto  destinan  al 
fondo  de  garantía  las  indemnizaciones  que  hubieran  co- 
rrespondido a  derecho-habientes  de  la  víctima  que  no 
residieran  en  el  país  cuando  el  accidente  se  produjo,  o 
las  pensiones  de  obreros  extranjeros  que  gozando  de  las 
mismas  abandonaren  nuestro  suelo,  se  impugnan  como 
contrarias  a  las  cláusulas  constitucionales  que  protejen 
al  extranjero,  su  entrada  y   salida  en  el  país. 

En  cuanto  a  lo  primero,  ningún  derecho  puede  re- 
conocer ni  reconoce  la  Constitución  a  extranjeros  que  no 
habitan  en  el  país,  cuando  se  produce  el  hecho  que  lo  ' 
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genera:  de  aquí  pues  que  la  cláusula  constitucional  que 
acuerda  ciertas  garantías  a  los  extranjeros  que  habitan 
nuestro  suelo,  carece  de  aplicación  en  absoluto. 

Por  lo  demás,  bastaría  recordar,  que  no  hay  una  so- 
la legislación  que  no  consagre  el  principio  para  compren- 
der que  debíamos  nosotros  haberlo  establecido  como  lo 
hemos  hecho,  aunque  más  no  fuera,  por  reciprocidad  de- 
fensiva de  la  situación  de  los  argentinos  en  el  extranje- 
ro, que  en  tai  forma  podrían  ampararse  por  medio  de 
tratados  especiales  celebrados  al  efecto,  según  lo.  han  rea- 
lizado ya  varias  naciones. 

La  pérdida  de  la  pensión,  por  causa  de  abandono 
del  país,  es  también  una  regla  uniformie,  no  solo  en  le- 
gislaciones de  accidentes,  sino  en  las  de  todo  orden :  la 
tiene  establecida  nuestra  Ley,  tratándose  de  las  pensio- 
nes a  herederos  de  empleados  públicos  de  la  Nación. 

Es  sencillamente  ridículo,  pues,  dar  a  estas  dispo- 
siciones el  carácter  de  gravamen  al  extranjero,  por  su  en- 
trada o  salida  en  el  país. 

Agradeciéndole  que  me  haya  dado  la  oportunidad  pa- 
ra explicar  el  alcance  y  los  propósitos  de  una  ley,  a  la 
que  me  ha  cabido,  el  honor  de  ligar  mi  nombre,  y  que 
considero  la  más  adelantada  en  la  actualidad,  tengo  el 
gusto  de  reiterarle  las  seguridades  de  mi  especial  consi- 
deración. 

Córdoba,  Julio  12  de  1917. 


Poco  tiempo  después  de  evacuada  la  consulta  que 
antecede,  se  produjo  el  primer  caso  judicial  sobre  la  ma- 
teria: ! 

En  los  autos  seguidos  por  el  asesor  Dr.  Luna  Valdez 
contra  el  Ferro-Carril  Oeste  pidiendo  se  le  condenara  a 
depositar  en  la  caja  de  garantía  (artículo  10  de  la  ley 
9688),  el  importe  de  la  indemnización  debida  por  el  acci- 
dente fatal  de  que  fué  víctima  el  obrero  Manuel  Gonzá- 
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tez,  sin  familia  con  derecho  a  indemnización,  de  acuer- 
do a  las  disposiciones  especiales  de  la  ley  referida,  la 
Empresa  sostuvo  la  inconstitucionalidad  de  aquella. 

El  representante  del  ministerio  público  rebatió  lumi- 
nosamente ios  argumentos  del  demandado,  obteniendo  que 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  Capital  Federal  Dr. 
Arturo  Seeber  dictara  su  pronunciamiento  con  fecha  13 
de  Abril  de  1918,  rechazando  las  excepciones  opuestas 
y  condenando  al.  Ferro-Carril  del  Oeste  a  depositar  el  va- 
lor de  la  indemnización,  dentro  del  término  de  diez  días 
en  la  caja  de  garantía,  con  costas. 

Refiriéndose  a  la  cuestión  constitucional  dice  el  fallo: 

«Admitida  la  no  existencia  de  herederos  y  el  dere- 
cho del  ministerio  de  incapaces,  para  intervenir  en  re- 
presentación del  Estado,  no  puede  decirse  que  la  dispo- 
sición legal  invocada,  viola  las  garantías  fundamentales 
que  nuestra  Constitución  consagra  en  su  artículo  17,  por- 
que la  ley  de  accidentes  del  trabajo,  si  bien  establece  pa- 
ra los  patrones  la  obligación  de  responder  por  ios  acci- 
dentes ocurridos  a  sus  empleados  y  obreros,  es  una  ley 
de  carácter  general  y  social,  que  proteje  al  obrero  en 
general  a  fin  de  hacer  efectiva  una  indemnización  que 
no  ha  podido  obtenerse  del  patrón,  asegurándola  por  me- 
dio en  la  Caja  de  Garantía,  formada  con  el  producto  de 
las  indemnizaciones  que  corresponden  a  la  víctima  que 
no  deja  herederos  y  cubriendo  ios  gastos  de  la  «Sección 
accidentes»,  estableciéndose  así  una  igualdad  para  los  pa- 
trones en  las  cargas  que  el  riesgo  profesional  impone-. 

Por  otra  parte,  la  libertad  absoluta  de  contratar  que 
ha  podido  restringirse)  por  la  ley  de  accidentes  del  tra- 
bajo, no  viola  el  principio  consagrado  en  el  artículo  14 
de  la  Constitución  Nacional,  desde  que  todos  los  dere- 
chos de  que  gozan  los  habitantes  del  país  se  ejercitan 
conforme  a  las  leyes  que  reglamentan  su  ejercicio,  en  la 
forma  y  modo  más  adecuados  para  cumplir  los  altos  fi- 
nes de  bienestar  y  de  previsión  social. 

«Por  lo  tanto,  no  existiendo  herederos  con  derecho 
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a  las  indemnizaciones  que  correspondan  por  causa  del 
fallecimiento  de  la  víctima,  en  los  términos  del  artículo 
8.°,  ni  habiéndose  presentado  los  que  por  su  condición 
de  tal,  pueden  ejercer  la  acción  de  indemnización  que 
les  acuerda  el  Código  Civil,  debe  entenderse  que  el  Es- 
tado percibe  las  sumas  respectivas,  a  falta  de  herederos 
del  obrero  fallecido,  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de 
la  ley  especial  que  rige  el  caso  ocurrente». 

Apelada  esta  sentencia,  sólo  el  Asesor  de  menores 
presentó  ante  la  Cámara  Segunda  de  lo  Civil  el  memo 
rial  correspondiente,  que  dice  así: 

«Excma,  Cámara:  Muy  poco  debo  agregar  a  los  só 
lidos  fundamentos  de  la  sentencia  recurrida  y  a  las  con- 
sideraciones que  el  suscripto  hizo  en  primera  instancia, 
para  solicitar  de  V.  E.  la  confirmación  de  aquella  sen- 
tencia, con  costas. 

«Ante  todo  oon viene  advertir  que  las  acciones  de  in- 
demnización derivadas  de  la  ley  9688  o  las  derivadas 
del  derecho  común  son  excluyentes  en  la  forma  abso- 
luta que  lo  prescribe  el  artículo  17  de  la  citada  ley,  por 
lo  que  la  argumentación  que  se  hace  en  la  expresión  de 
agravios  sobre  este  punto  no  es  exacta. 

La(  ley  9688  tiene  por  fundamento  el  riesgo  profe- 
sional. En  esa  forma  fué  propuesta  por  su  autor,  acep- 
tada por  la  comisión  y  sancionada  luego  por  el  Congre- 
so. Venía  propiciada  por  la  alta  autoridad  de  Sachet,  el 
que  expresaba:  «un  accidente  cuya  causa  es  impersonal 
no  puede  en  buena  justicia  dejarse  o  ponerse  a  cargo  de 
una  persona,  ni  del  patrón  ni  de  otro.  Producido  por  una 
empresa  o  una  explotación,  aquél  debe  en  definitiva  re- 
caer sobre  ella.  Ahora  bien;  ¿qué  es  una  empresa  o  una 
explotación,  abstracción  hecha  del  patrón  y  de  los  obre- 
ros, del  jefe  y  de  los  subordinados?  Es  un  valor  pro- 
pio, cuya  administración  comporta  entradas  y  salidas,  be- 
neficios brutos  y  gastos  generales. 

«Las  cargas  pecuniarias  que  resulten  de  los  acciden- 
tes corporales,  son  uno  de  los  elementos  del  pasivo  pe- 
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rió  d  ico,  como  las  reparaciones  de  las  herramientas,  la  re- 
muneración del  trabajo  y  de  la  dirección. 

«Bien,  pues,  es  con  ese  criterio  que  fué  sancionada 
la  ley  9688  y  es  esa  la  tendencia  en  la  legislación  en 
materia,  de  accidentéis,  como  ya  se  expresó  en  primera 
instancia.  Sus  fines  no  son  otros  que  colocar  entre  los 
gastos  de  explotación  industrial,  el  valor  de  las  indem- 
nizaciones y  asegurar  el  pago  de  aquellos  en  caso  de  po- 
sible insolvencia  patronal  y  limitación  de  previsión  so- 
cial, vinculada  a  la  vida  misma  del  país,  desde  que  fo- 
menta el  establecimiento  de  obreros  con  familia,  siem- 
pre necesario  en  un  país  como  el  nuestro  en  que,  como 
Alberdi  lo  dijo :  «gobernar  es  poblar». 

Se  ve,  pues,  que  no  se  trata  de  un  contrato  colec- 
tivo de  trabajo.  Quedan  expresados  cuales  fueron  los  mo- 
tivos fundamentales  por  los  que  se  dictó  esta  ley. 

«Más  aún,  el  artículo  10,  tan  combatido,  tiene  an- 
tecedentes respetables  que  influyeron  favorablemente  pa- 
ra que  fuera  sancionado,  en  la  obra  del  sociólogo  fran- 
cés Bertillon,  quien  en  una  de  sus  obras  (La  Depopu- 
lation),  hace  estas  consideraciones  dignas  de  mencionar- 
se: «El  legislador  francés  no  debería  jamás  redactar  una 
ley  sin  pensar  en  la  influencia  que  ella  podrá  tener  so- 
bre la  natalidad». 

«Se  falta  constantemente  a  este  deber.  La  ley  som- 
bre accidentes  del  trabajo  no  solamente  no  ha  contribui- 
do a  mejorar  la  natalidad,  sino  que  ha  contribuido  a 
disminuirla . . .  «La  ley  pone  a  cargo  del  patrón  las  pen- 
siones a  pagar  a  las  viudas  y  a  los  hijos  de  un  obre- 
ro muerto  en  un  accidente,  mientras  que  la  muerte  acci- 
dental de  un  obrero  célibe  no  le  cuesta  absolutamente 
nada,  si  este  obrero  no  tiene  ascendientes  y  muy  poca  co- 
sa aun  en  el  caso  de  que  los  tenga, 

«El  resultado  de  este  error  de  la  ley  francesa,  se  im- 
pone al  espíritu:  el  industrial  tiene  interés  en  no  emplear 
sino  célibes,  y  muy  a  menudo  procede  en  consecuencia. 
Ved  aquí,  agrega,  el  extraño  anuncio  que  la  casualidad 
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nos  hace  leer  en  un  diario  local :  «Se  nececitan  obreros 
ajustadores  célibes.  Dirigirse  a  M.  Ch.  Loriat». 

«El  defecto  de  la  ley  ha  sido  señalado  constantemen- 
te desde  su  promulgación.  Dubisson,  diputado,  había  pro- 
puesto su  reforma  en  23  de  Junio  de  1898.  La  reforma 
proponía  que  en  caso  de  accidente  mortal  a  un  célibe,  el 
patrón  tenía  siempre  que  pagar  la  indemnización,  la  cual 
beneficiaría  a  la  caja  de  garantía  establecida  por  la  ley 
de  9  de  Abril  de  1898. 

«En  Italia  esta  enmienda  no  fué  olvidada  y  precisa- 
mente la  ley  de  31  de  Enero  de  1904  es  la  ratificación 
plena  de  la  disposición  del  artículo  10  y  del  principio 
que  reclamara  Bertillon. 

«Por  último,  cabe  agregar  que  si  a  todos  los  indus- 
triales o  a  todas  las  empresas  la  ley  exige  por  igual  el 
pago  de  las  indemnizaciones,  no  existe  violación  alguna 
al  principio  constitucional,  desde  que  esa  igualdad  es  la 
base  de  las  cargas  públicas  y  de  la  regulación  de  las  obli- 
gaciones y  derechos. 

«Es  de  notar,  finalmente,  que  el  Estado  en  virtud 
del  derecho  de  soberanía  o  facultad  tutelar  que  tiene  sobre 
todos  los  habitantes  del  país  está  facultado  y  aun  más, 
tiene  la  obligación  de  realizar  todos  aquellos  actos  ten- 
dientes a  promover  el  bienestar  general,  que  es  uno  de 
los  preceptos  que  consagra  la  constitución  en  su  preám- 
bulo. La  ley  9688,  tiende  precisamente  a  cumplir  ese  pro- 
pósito, de  tal  manera  que  todo  daño  causado  por  un  acci- 
dente del  trabajo  sea  rep arado  en  beneficio  de  los  obreros. 

«Por  consiguiente,  lo  que  recibe  el  Estado  a  título 
de  indemnizaciones,  no  significa  impuesto  o  entrada  pa- 
ra robustecer  las  arcas  fiscales,  sino  que  es  simplemen- 
te a  título  de  depósito  para  devolverlo  a  los  damnifica- 
dos cuya,  indemnización  no  ha  podido  hacerse  efectiva 
por  insolvencia  de  las  empresas  llamadas  a  responder  por 
el  accidente.  ■ 

«Dígnese  V.  E.  pronunciarse  en  la  forma  expuesta 
al  principio.  —  Junio  1.°  de  1918.  —  Félix  Luna  Valdés». 
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Con  fecha  11  de  Junio  de  1918,  la  Cámara  Segunda 
de  Apelaciones  en  lo  Civil  dictó  su  fallo,  confirmando 
por  sus  fundamentos  y  por  los  concordantes  del  dictamen 
de]  asesor  de  menores,  la  sentencia  apelada,  con  costas. 
Firman  esta  resolución  los  vocales  doctores  Pico,  Helguera 
y  Zapiola. 

De  todas  estas  piezas,  resulta  la  siguiente  doctrina: 

La  ley  9688  no  es  sólo  ampliatoria  del  Código  Ci- 
vil, sino  también  modificatoria  o  derogatoria  de  las  dis- 
posiciones en  contrario,  de  éste. 

'El  representante  del  Ministerio  Público  de  Incapa- 
ces, tiene  personería  para  ejercitar  y  percibir  los  valores 
destinados  a  ingresar  en  la  Caja  de  Garantía  constituida 
de  acuerdo  con  dicha  ley. 

Ese  representante  tiene  personería  y  acción  para  ejer- 
citar el  reclamo  judicicd  con  el  objeto  indicado  si  el  obre- 
ro víctima  del  accidente  fatal  no  ha  dejado  herederos  en 
el  grado  y  condiciones  que  establece  el  artículo  8.°  de  la 
ley  9688. 

Los  hermanos  de  la  víctima,  de  25  o  de  30  años  de 
edad,  están  excluidos  de  los  beneficios  que  aquella  ley  acuer- 
da a  la  familia  de  la  víctima. 

El  artículo  10  de  la  ley  9688  no  es  contrario  a  los 
preceptos  de  la  Constitución  Nacional  sobre  igualdad  en 
el  impuesto,  inviolabilidad  de  la  propiedad  y  libertad  de 
contratar. 

La  Empresa  vencida  en  el  juicio  de  referencia,  in- 
terpuso el  recurso  extraordinario  ante  la  Corte  Suprema 
de  la  Nación,  de  acuerdo  con  el  artículo  14,  inciso  2.° 
de  la  ley  número  48  de  14  de  Septiembre  de  1863 ;  se  pro- 
dujo con  tal  motivo  el  siguiente: 

Dictámen  del  Procurador  riscal 

Suprema  Corte. 

El  recurso  traído  a  V.  E.  por  la  empresa  del  Ferro- 
carril del  Oeste,  en  el  pleito  que  le  ha  promovido  el  mi- 
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misterio  de  incapaces,  prueba  la  tenacidad  con  que  los 
intereses  creados  al  amparo  de  leyes  defectuosas  y  an- 
ticuadas resisten  la  aplicación  de  los  principios  más  hu- 
manos que  la  civiLización  contemporánea  ha  introducido 
en  la  legislación  de  las  relaciones  entre  patronos  y  obreros. 

No  puede  ya  negarse  la  legitimidad  del  poder  del 
estado  para  organizar  esas  relaciones,  del  modo  que  es- 
time más  justo  y  conveniente  al  bienestar  general,  tenien- 
do en  cuenta  la  necesidad  de  proteger  a  los  débiles  con- 
tra los  fuertes. 

Las  naciones  más  respetuosas  del  derecho  y  de  la 
libertad,  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  han  adoptado 
francamente  el  sistema  de  la  protección  legal  de  los  tra- 
bajadores, sin  que  les  haya  asaltado  el  temor  que  el  re- 
currente manifiesta  de  quebrantar  la  libertad  de  contratar. 

No  hay  derecho  más  esencial  que  el  de  la  vida  y 
es  eso  Jo  que  tienen  en  vista  las  leyes  sobre  indemniza- 
ción de  los  accidentes  del  trabajo.  Una  larga  experien- 
cia ha  demostrado  que,  para  que  las  empresas  industria- 
les cuiden  no  sólo  'de  la  salud  de  sus  máquinas,  sino 
de  la  salud  de  sus  empleados,  es  necesario  que  tengan 
interés  en  evitar  los  accidentes  del  trabajo;  y  ese  inte- 
rés resulta  de  obligarlas  a  reparar  los  daños  que  el  ser- 
vicio industrial  cause  a  los  instrumentos  humanos  que 
ocupa. 

La  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  ha  puesto 
en  evidencia  esta  neoeisidad  de  la  legislación  en  las  lu- 
minosas sentencias  en  que  ha  declarado  válida  la  ley  so- 
bre accidentes  del  trabajo  ferroviario  dictada  por  el  Con- 
greso de  aquel  paíis  en  22  de  Abril  de  1908.  Me  refiero 
especialmente  a  lais  sentencias  recaídas  en  los  casos  Mon- 
dou  versus  New  York,  New  Haven  &  Hartford  Railroad 
Company;  Northíern  Pacific  Railroad  Company  versus  Bab- 
cook,  y  otros  (223  U.  S.  I:  224.  U.  S.  603). 

La  empresa  recurrente,  aunque  con  notoria  displi- 
cencia, acepta  la  validez  de  la  ley  argentina  N.°  9688  de 
11  de  Octubre  de  1915  en  cuanto  obliga  a  los  patrones 
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a  reparar  los  accidentes  ocurridos  a  sus  empleados  y  obre 
ros  durante  el  tiempo  de  la  prestación  de  los  servicios, 
ya  con  motivo  y  en  ejercicio  de  la  ocupación  en  que  se 
les  emplea,  o  por  caso  fortuito  o  fuerza  mayor  inheren- 
te al  trabajo. 

Acepta  igualmente  ía  obligación  de  indemnizar  a  la 
víctima,  o  en  caso  de  muerte  de  ésta,  a  sus  sucesores. 
Pero  niega  validez  a  la  disposición  del  inc.  a)  art.  10  de 
la  ley,  que  manda  depositar  en  la  Caja  de  Garantía  lajs 
indemnizaciones  que  correspondan  por  causa  del  falleci- 
miento de  la  víctima  que  no  deja  herederos  con  dere- 
cho a  ellas. 

Sostiene  la  empresa  recurrente,  que  dicha  disposición 
se  refiere  a  un  caso  en  que  no  existe  daño  y  autoriza  una 
confiscación  prohibida  por  el  art.  17  de  la  Constitución, 
sin  tener  los  caracteres  de  un  impuesto,  dentro  de  la  dis- 
posición del  art.  4.°  de  la  misma. 

Basta  enunciar  esta  pretensión  para  que  resalte  su 
absurdo.  ¿Cómo  puede  negarse  que  se  ha  causado  un 
daño  cuando  se  ha  causado  una  muerte?  Con  ese  crite- 
rio, sería  lícito  matar  a  todos  los  que  carezcan  de  he- 
rederos. La  ley,  que  ha  previsto  el  argumento,  ha  creído 
que  no  debía  dejar  en  la  caja  del  capitalista  el  precio 
de  la  vida  de  su  obrero,  muerto  por  incidente  imputable 
al  patrón,  y  ha  mandado  que  pase  a  la  Caja  de  Garan- 
tía, vale  decir,  que  pase  a  la  comunidad  social,  que  es 
la  heredera  de  quienes  no  tienen  otro  sucesor.  ¿Puede 
llamarse  eso  confiscación?  Razonablemente  no. 

Habría  confiscación  si  el  Estado  se  apropiara  sin 
causa  legítima  de  la  fortuna  del  empresario,  en  todo  o 
en  parte:  mas  no  se  trata  de  eso,  sino  de  hacer  efectiva 
una  sanción  establecida  por  razones  de  orden  público  y 
evitar  la  inmoralidad  de  que  las  vidas  de  las  víctimas  del 
trabajo  se  acumulen  a  las  ganancias  de  las  empresas. 

La  hipótesis  de  que  se  trata  de  un  impuesto  es  inad- 
misible. La  ley  de  accidentes  no  se  propone  establecer 
impuestos  cuando  establece  responsabilidades  a  cargo  de 
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los  patrones,  y  no  hay  por  consiguiente,  necesidad  de 
examinar  si  la  indemnización  que  la  empresa  recurrente 
se  niega  a  pagar  tiene  o  no  los  requisitos  indispensables 
para  ser  uno  de  ios  impuestos  autorizados  por  el  art. 
4.°  de  la  Constitución. 

Por  estas  razones,  pido  a  V.  E.  se  sirva  confirmar 
la  sentencia  apelada  en  cuanto  declara  que  la  disposición 
legal  objetada  es  constitucionalmente  válida.  —  Buenos 
Aires,  Agosto  14  de  1918. — José  Nicolás  Matienzo. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1918. 
Y  vistos,  considerando : 

Que  el  recurso  extraordinario  interpuesto  contra  la 
sentencia  de  fojas  46,  pronunciada  por  la  Cámara  2.a  de 
Apelaciones  en  lo  Civil  de  la  Capital,  es  procedente  con 
arreglo  a  lo  establecido  por  el  artículo  14,  inciso  2  de  la 
ley  número  48  y  6.°  de  la  número  4055,  por  cuanto  se 
ha  puesto  en  cuestión  que  el  artículo  10  inciso  a)  de  la 
ley  9688  es  repugnante  a  las  garantías  de  la  Constitución 
y  el  fallo  mencionado  es  contrario  al  derecho  fundado  en 
ellas.  Tomo  112,  página  32;  119,  página.  134;  120,  pági- 
na 170,  entre  otros. 

Que  por  lo  que  hace  al  fondo  del  asunto,  resulta  de 
autos,  que  el  Defensor  de  Menores  que  suscribe  el  escri- 
to de  fojas  2,  en  uso  de  las  atribuciones  que  le  acuerda 
la  ley  9688,  artículo  15  y  16  se  presentó  ante  el  Juzgado 
de  1.a  Instancia  en  lo  Civil  de  la  Capital  promoviendo  el 
juicio  sumario  que  expresa  a  fin  de  hacer  ingresar  a  l'a 
«Caja  de  Garantía»,  el  importe  de  la  indemnización  que 
debe  abonar  la  Empresa  del  Ferrocarril  del  Oeste  con  mo- 
tivo del  accidente  sufrido  por  el  obrero  Manuel  Gonzá- 
lez que  trabajaba  por  cuenta  y  orden  de  la  citada  em- 
presa, contra  cuya  demanda  se  opusieron  las  excepcio- 
nes de  falta  de  acción  en  el  Ministerio  de  Menores  y  la 
de  inconstitucionalidad  de  la  disposición  contenida  en  el 
artículo  10  inciso  a)  de  la  citada  ley  en  que  se  fundaba 
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el  derecho  ejercitado  por  considerar  la  empresa  que  aque- 
lla disposición  viola  las  garantías  consagradas  por  la  Cons- 
titución en  su  artículo  17. 

Que  la  solución  que  se  ha  dado  a  esta  cuestión  en 
la  sentencia  del  juez  de  la  causa,  fojas  18,  que  confirma, 
por  sus  fundamentos  la  de  la  Cámíara,  fojas  46,  no  viola 
ni  es  repugnante  a  las  garantías  constitucionales  a  que 
se  ha  hecho  referencia  y  que  sirven  de  base  al  recurso 
extraordinario  deducido,  desde  que,  independientemente 
de  las  diversas  disposiciones  que  contiene  la  ley  mencio- 
nada número  9688  y  que  han  sido  dictadas  para  toda  la 
Nación  y  son  por  tanto  de  carácter  común  y  de  Ja  natu- 
raleza de  las  previstas  ¡'en  el  Código  Civil,  como  quedó 
establecido  en  la  discusión  parlamentaria  (Diario  de  Se- 
siones, tomo  3,  página  551  y  se  ha  declarado  por  esta 
Corte,  tomo  126,  página  315),  la  que  se  refiere  al  artícu- 
lo 10  en  cuanto  dispone  que  deben  depositarse  en  la  «Ca- 
ja de  Garantía»  las  indemnizaciones  que  correspondan  por 
cansa  del  fallecimiento  de  la  víctima  que  no  deja  here- 
deros con  derecho  a  las  mismas,  no  puede  decirse  que 
importa  una  confiscación,  ni  que  tenga  tampoco  el  carác- 
ter de  un  impuesto  prohibido  por  la  Constitución.  Esos 
fondos  y  otros  que  la  ley  manda  depositar  en  la  «Caja 
de  Garantía»  son  destinados  a  cubrir  los  gastos  de  la 
Sección  de  Accidentes  y  a  pagar  las  indemnizaciones  que 
dejen  de  abonarse  por  insolvencia  absoluta  de  los  patro- 
nes, judicialmente  declarada,  como  se  dispone  en  los  in- 
cisos 1.°  y  2.°  del  mismo  artículo  10. 

Que  lo  establecido  por  dicho  artículo  10  al  determi- 
nar el  destino  que  debe  darse  a  las  indemnizaciones 
que  corresponden  pagarse  por  causa  de!  fallecimiento  de 
Jas  víctimas  que  no  dejan  herederos,  no  importa  un  des- 
pojo, ni  es  violatorio  del  artículo  17  de  la  Constitu- 
ción, desde  que  partiendo  de  la  baise  del  daño  causado 
dispone  que  la  indemnización  que  le  hubiese  correspon- 
dido al  obrero  muerto  pase  a  formar  parte  de  un  tesoro 
común  con  el  que  deben  cubrirse  los  gastos  de  la  secr 
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ción  de  accidentes  y  pagarse  lo  que  haya  dejado  de  abo- 
narse por  insolvencia  absoluta  de  los  patrones  judicial- 
mente declarada. 

Que  por  otra  parte,  procede  observar,  que  el  artícu- 
lo 17  de  la  Constitución  no  ha  prohibido  dictar  leyes 
sobre  el  destino  que  deba  darse  a  los  bienes  de  una  su- 
cesión vacante  por  falta  de  herederos,  y  que  el  Congreso 
en  uso  de  las  atribuciones  y  facultades  que  le  han  sido 
acordadas  ha  establecido  que  a  falta  de  los  que  tengan 
derecho  a  heredar  ios  bienes  del  fallecido  sin  dejar  su- 
cesión sean  raices  o  muebles,  que  se  encuentren  en  el 
territorio  de  la  República,  ya  sea  extranjero  o  ciudadano 
argentino,  corresponden  al  fisco  provincial  o  nacional,  y 
que  los  derechos  y  obligaciones  del  Estado  en  general 
o  de  los  Estados  en  particular,  serán  los  mismos  que  los 
de  los  herederos.  Artículos  3588  y  3589  Código  Civil. 

Que  si  el  derecho  a  la  indemnización  del  daño  causado 
por  un  accidente  del  trabajo  pertenece  al  obrero  que  lo  ha 
sufrido  y  por  el  fallecimiento  de  éste  a  sus  herederos,  co- 
mo se  reconoce  por  la  empresa  demandada,  no  puede  des- 
conocerse que  a  falta  de  herederos  pueda  el  fisco  a  título 
del  dominio  eminente  que  ejerce  sobre  todas  las  cosas  que 
no  tienen  dueño,  disponer  de  la  indemnización  del  obrero 
fallecido  y  destinarla  a  los  objetos  que  estime  conveniente, 
como  lo  dispone  el  artículo  en  cuestión  y  como  se  ha  hecho 
en  otros  casos  -por  leyes  especiales  como  la  de  educación 
común  de  la  capital  y  la  do  la  provincia  de  Buenos  Ai- 
res, por  las  que  se  entregan  los  bienes  de  las  sucesiones 
vacantes  al  fomento  de  las  escuelas. 

Que  es  también  evidente  que  las  disposiciones  de  la 
citada  ley  que  han  sido  observadas,  y  su  cumplimiento,  no 
importan  una  confiscación  de  bienes,  pues  como  se  ha 
declarado  por  esta  Corte,  las  confiscaciones  prohibidas  por 
la  constitución,  son  medidas  de  carácter  personal  y  de  fi- 
nes penales  por  las  que  se  desapodera  a  un  ciudadano  de 
sus  bienes ;  es  la  confiscación  del  código  penal  y  en  el 
sentido  amplio  del  artículo  17  el  apodera  miento  de  bienes 
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de  otro,  sin  sentencia  fundada  en  ley  o  por  medio  de  re-' 
quisic iones  militares,  lo  que  no  ocurre  en  el  presente  caso, 
desde  que  sólo  se  trata  de  hacer  efectivas  las  responsabili- 
dades contraídas  por  la  empresa,  con  respecto  a  la  indem- 
nización que  adeuda  por  el  accidente  sufrido  por  uno  de 
sus  obreros.  (Fallos  tomo  ,105,  página  50;  tomo  115,  pá- 
gina 111). 

Que  la  ley  de  que  se  trata  no  constituye  tampoco  en  la 
acepción  técnica,  lo  que  se  conoce  como  una  ley  fiscal  de 
impuestos,  atentas  las  causas  que  le  han  dado  origen  y 
los  fines  inmediatos  que  persigue,  pues  no  ha  sido  dictada 
para  proporcionar  al  fisco  medios  de  vida  o  para  atender 
exigencias  ordinarias  de  la  administración,  sino  con  los 
propósitos  indicados,  de  lo  que  se  sigue  que  la  indemniza- 
ción cuyo  pago  se  pide  no  puede  afirmarse  que  tenga  los 
requisitos  necesarios  para  ser  considerada  como  uno  de  los 
impuestos  a  que  se  refiere  el  artículo  4o  de  la  Constitución. 

Por  ello  y  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo 
expuesto  y  pedido  por  el  señor  procurador  general,  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  en  la  parte  que  ha  sido  mate- 
ria del  recurso.  Ñotifíquese  original  debiendo  reponerse 
las  fojas  ante  el  Juzgado  del  Crimen.  — ■  A.  Bermejo.  — 
Nicanor  G.  del  Solar. — D.  E.  Palacio— J.  Figueroa  Alcorta. 

Esta  «Caja  de  garantía»  de  la  Ley  N°.  9688,  que  me 
cupo  el  honor  de  propiciar,  como  forma  de  asegurar  a  los 
obreros  el  pago  de  las  indemnizaciones  en  caso  de  insolven- 
cia patronal,  a  pesar  de  las  dudas  que  sugería,  en  cuanto 
a  su  capacidad  económica,  dado  que  era  la  primera  orga- 
nizada a  su  base,  ha  conseguido  un  éxito  magnífico: 

El  3  de  Abril  del  corriente  a-ño  1919,  tenía  a  su  favor  un 
saldo  de  Doscientos  treinta,  y  nueve  mil,  ciento  doce  pe- 
sos nacionales. 

Está  pues,  definitivamente  asegurado,  que  en  caso  al- 
guno, las  víctimas  de  accidentes  del  trabajo,  quedarán  sin 
la  indemnización  correspondiente,  fijadas  por  la  ley  y  de- 
cretos que  las  reglamentan.  ¡ 
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«  Después  de  la  ley  sobre  libertad 
«  comercial  de  cereales,  no  ha  habi- 
«  do  ninguna  otra  en  Inglaterra  que 
«  haya  contribuido  tanto  a  mejorar  la 
«  condición  de  las  clases  menos  favo- 
«  recidas)  y  acrecentar  la  riqueza  na- 
«  cional,  como  la  que  creó  la  Caja 
«  Postal  de  Ahorros» . 

(Oladstone) 

Si  durante  mi  actuación  pública,  como  miembro  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  la  Nación  no  hubiera  realizado 
otra  obra,  fuera  de  la  gestión  para  alcanzar  la  ley  de  reti- 
ros ferroviarios,  que  la  presentación  del  proyecto  de  crea- 
ción de  la  «Caja  Nacional  de  Ahorro  Postah  en  1914,  las 
eficaces  gestionéis  para  su  sanción  en  el  mismo  período 
parlamentario,  como  para  la  inmediata  promulgación  y  eje- 
cución por  el  P.  Ejecutivo,  al  punto  de  llegar  a  inaugurarse 
el  5  de  Abril  de  1915,  sentiríame  plenamente  satisfecho, 
pues  la  grandeza  de  aquella  institución  y  los  progresos  que 
ha  realizado  ya  entre  nosotros  están  llamados,  en  mi  sentir, 
a  transformar  hábitos  nacionales  de  imprevisión  y  despil- 
farro, por  la  virtud  del  ahorro,  a  base  de  frugalidad  y  de 
orden. 

No  es  sólo,  que  como  dijera  Guinard  en  Bélgica,  la 
institución  de  que  se  trata  sea  «el  mejor  medio  para  mejo- 
rar la  posición  material  e  intelectual  de  la  clase  obrera, 
si  se  le  educa  con  esa  tendencia  desde  la  infancia»;  o>  co- 
mo expresara  el  Ministro  Sella  al  iniciar  su  fundación 
en  Italia,  que  «con  el  ahorro  postal,  la  lotería  y  otros  jue- 
gois  análogos,  presentarían  en  pocos  años  un  pasado  de 
ignorancia  y  ofuscación  intelectual  de  la  clase  proletaria, 
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mientras  que  aquél  será  todo  un  porvenir  de  sapiente  y 
virtuosa  previsión  y  holgura  económica,  con  el  agregado 
de  la  regeneración  moral  de  la  plebe»;  sino  que  su  acción 
educativa  es  mucho  más  fecunda,  y  más  benéfica,  bajo 
aspectos  diferentes. 

Estimo  que  el  porvenir  económico  que  pueda  cimen- 
tarse con  el  hábito  del  ahorro,  adquirido  y  ejercitado  des- 
de la  infancia,  es  beneficio  no  superior  a  su  contribución 
para  formar  el  carácter,  acostumbrando  al  individuo  al  sa- 
crificio del  presente,  alejándole  del  vicio  o  aún  del  exceso 
de  legítimos  placeres,  para  fundar  así  en  la  frugalidad  y 
el  dominio  de  sí  mismo,  la  tranquilidad  del  futuro  :  El  es- 
píritu de  severidad  y  de  orden  que  llega  a  infundirse  en 
el  manejo  de  los  intereses,  trasciende  luego  a  todas  las  rela- 
ciones de  la  vida;  y  es  por  ello  indudable  que  la  adquisi- 
ción de  los  hábitos  de.  ahorro  desde  la  primera  edad,  son 
tan  necesarios  en  las  clases  acomodadas,  como  para  los 
hijos  de  las  masas  obreras. 

El  asunto  se  presenta  por  lo  demás,  en  estas  horas, 
con  singular  interés,  ante  la  ola  demoledora,  que,  surgida 
de  los  bajos  fondos  amenaza  de  muerte,  en  todos  los  paí- 
ses, la  obra  secular  de  las  instituciones  sociales  que  han 
creado  la  actual  civilización:  La  bandera  de  guerra  que 
se  enarbola,  es  la  de  la  desigualdad,  entre  el  que,  a  base 
de  la  propiedad  o  el  capital  puede  pasar  su  vida  sin  pre- 
ocuparse en  el  mañana,  y  los  que  perecerían  de  hambre  a 
falta  del  pan  conquistado  en  la  labor  de  cada  día;  sin  en- 
trar por  cierto  a  considerar  que  en  países  como  el  nuestro, 
en  la  mayor  parte  de  los  casos — propiedad  y  capital — son 
nada  más  que  el  fruto  del  trabajo  acumulado  a  costa  de  sa- 
crificios y  de  ahorros,  y  que  la  imprevisión  y  el  vicio  son 
las  más  de  las  veces  las  causas  generadoras  de  la  miseria. 

Es  ingenuo  sin  embargo,  contar  con  la  reflexión  de 
los  que  nada  tienen,  sólo  hambre,  cuando  se  les  incita  a 
la  rebelión,  ofreciéndoles  en  botín  el  ahorro  o  la  propiedad 
de  los  demás  Sería  necesario  un  altísimo  grado  de  ab- 
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negación,  de  cultura  y  de  respeto  al  derecho,  que  no  es 
dable  por  cierto  asegurar. 

La  obra  eficaz  está  pues,  en  otra  parte  :  en  llevar  a 
las  mayorías,  por  hábitos  de  moralidad,  previsión  y  hon- 
radez, a  la  acumulación  del  fruto  del  trabajo,  a  la  adqui- 
sición consiguiente  de  la  propiedad,  fácilmente  realizable 
en  nuestro  país,  ya  que  entonces  y  sólo  entonces  serían  ellas, 
por  espíritu  de  propia  conservación,  los  mejores  guardia- 
nes de  la  estabilidad  social,  y  los  centinelas  avanzados  con- 
tra las  asechanzas  de  agitadores  de  profesión,  que  cons- 
pirarían así  contra  su  tranquilidad  y  bienestar. 

Demás  está  recordar,  que  destinados  los  fondos  de  la 
Caja  de  Ahorro  Postal,  a  la  adquisición  de  títulos  nacio- 
nales, y  ateniéndonos  a  la  expansión  que  hace  presentir 
su  presente,  será,  como  sus  similares  de  otros  países,  la 
columna  más  sólida  para  el  engrandecimiento  económico 
del.  Estado,  y  la  base  para  su  paulatina  liberación  de  las 
obligaciones  con  acreedores  del  exterior.  . . 

Señaladas  así  las  grandes  líneas  que  revelan  la  fi- 
sonomía saliente  de  la  institución  a  cuyo  engrandecimiento 
he  dedicado  tantos  afanes  y  que  tanto  concentra  mi  cariño, 
paso  a  presentar  ligeramente  algunas  consideraciones  rela- 
cionadas con  su  desenvolvimiento  entre  nosotros. 

Pienso  que  ella,  si  bien  ha  marcado  progresos  muy 
superiores  a  los  que,  en  general,  se  suponían,  debido  en 
mucho  a  la  acción  inteligente  y  consagrada  de  su  dirección, 
podría  haber  llegado  bastante  más  lejos  todavía,  con  ma- 
yores recursos  para  la  propaganda  e  inspección  permanen- 
te de  las  sucursales— agregada  a  una  cooperación  más  fran- 
ca de  la  escuela. 

Van  felizmente  desapareciendo,  bajo  el  peso  irresis- 
tible de  la  verdad  que  acaba  siempre  por  imponerse,  los 
falaces  argumentos,  que  estudiadamente  se  intentaban  con- 
centrar en  contra  de  la  instalación  de  la  Caja  entre  nosotros. 

Espíritus  retardatarios,  cuando  no  divergencias  doc- 
trinarias con  el  autor  de  la  ley,  inspiraron  las  dos  únicas 


298 


PROBLEMAS  SOCIALES 


objeciones  que  llegaron  a  formularse,  al  discutirse  pri- 
mero, y  después  al  ponerse  aquella  en  ejecución.  La  falta 

de  hábitos  de  ahorro  en  los  habitantes  del  país;  y  el  costo 
exagerado  de  la  libreta  personal,  que  convertiría  a  la  insti- 
tución en  una  carga  permanente  para  el  Estado. 

Si  bien  las  leyes  son  impotentes,  por  sí  solas,  para 
hacer  o  transformar  las  costumbres  de  los  pueblos,  son 
sin  duda  un  factor  poderosísimo  a  ese  efecto,  cuando  res- 
ponden a  necesidades  de  aquellos  y  tiendan  a  remediar- 
las. El  Ahorro  Postal,  que  por  realizarse  hasta  en  ínfi- 
mas sumas,  y  en  oficinas  del  Correo  extendidas  en  todo 
el  país  es,  la  escuela  práctica  del  ahorro,  procura  preci- 
samente enseñar  esa  virtud  cuando  se  ignora,  cimentarla 
si  ella  fuera  ya  practicada. 

Nuestro  pueblo,  esencialmente  plasmable,  es  capaz 
de  todas  las  mejoras  y  de  todos  los  progresos,  si  se  le 
inculcan  con  inteligencia  y  con  perseverancia,  sobre  todo 
si  la  tarea  se  Inicia  desde  la  banca  de  la  escuela,  apoyan- 
do así  en  los  hábitos  del  niño  la  posterior  actitud  reflexi- 
va y  enérgica  del  hombre. 

Los  hechos,  relacionados  precisamente  con  la  Caja 
Nacional  de  Ahorro  Postal,  han  venido  a  comprobar  la 
exactitud  de  los  conceptos  anteriores,  y  de  cómo  esta  her- 
mosa, institución,  escuela  práctica  del  'ahorro,  como  he  di- 
cho, es  capaz  de  transformar  nuestros  hábitos,  inculcando 
en  los  argentinos  la  práctica  de  la  virtud  necesaria,  para 
salvar  la  economía  individual  y  colectiva. 

Tal  circunstancia  debiera  bastar  por  sí  sola,  para  de- 
terminar su  difusión  hasta  los  últimos  rincones  del  país, 
en  igual  forma  que  'los  demás  establecimientos  educacionales, 
aunque  ello  pudiera  haber  significado  un  costo  permanente 
para  el  erario. 

El  cuadro  que  va  en  seguida,  comprueba  plenamente 
mis  afirmaciones : 
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Movimiento  desde  su  fundación  5  de  Abril  de  1915  a  5  de  Abril  1919 


Fechas 

Libretas 
existentes 

Depósitos 
fe  intereses 

Reintegro 

Líquido 

Promed. 

por 
libreta 

$ 

$ 

$ 

Al  31  Dbre.  1915 

75.712 

2.701.171 

553.718 

2.167.453 

29. 

»    *       »  1917 

200.992 

19.285  831 

9.203.653 

10.082.248 

50.62 

»    »       »  1918 

256.754 

30.188.443 

15.849.443 

14.805.094 

57.66 

»    5  Abril  1919 

266.034 

33.989.691 

18.197.903 

15.791.767 

59.29 

Es  por  lo  demás  interesante  hacer  constar,  que  más 
de  un  70  o/o  de  los  depositantes  son  argentinos,  y  que  sus 
cuantiosos  valores  están  invertidos  en  títulos  del  país,  con- 
tribuyendo así  al  afianzamiento  del  crédito  nacional. 

Por  otra  parte;  el  'éxito  del  ahorro  postal  en  cuanto  a 
su  difusión  ha  marchado  en  armonía  con  la  parte  financiera 
del  organismo  llamado  a,  realizarlo,  al  punto,  que  al  lle- 
gar aquél  a  su  cuarto  "año  de  vida,  costea  completamente  sus 
gastos,  éxito  no  alcanzado  por  los  similares  de  otros  paí- 
ses, ya  que  la  más  aventajada  en  tal  sentido  que  lo  fué,  la 
caja  francesa,  cubrió  su  presupuesto  solo  a  los  cinco  años, 
habiéndose  convertido  después  en  fuente  importante  de  re- 
cursos para  la  atención  de  diversos  servicios  del  Estado. 

Va  en  seguida  como  ratificación  de  lo  afirmado,  el 
presupuesto  de  gastos  sometido  a  Ja  aprobación  del  Con- 
greso por  la  dirección  de  la  Caja. 

CAJA  NACIONAL  DE  AHORRO  POSTAL 
Cálculo  de  recursos  para  1919 

1  Rentas  apercibir  en  1919,  sobre  14.150.950 

pesos  en  títulos  del  5  y  6  o/0  $  787.660 

2  Rentas  a  percibir  en  1919  sobre  los  títulos 

que  se  adquieran  en  el  año,  calculando  un 
ingreso  líquido  de  depósitos  de  pesos 
5.000.000  »  270.000 


$  1.057.660 
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$  1.057.660 

3  Intereses  bancarios  a  percibir  en  1919       »  50.000 

4  Importe  a  percibir  por  valores  mayores  ex- 

traviados »  1.700 

5  Importe  a  percibir  por  cédulas  de  reem- 

bolso »   "  1.670 


Total  de  recursos  $  1.111.030 
A  deducir:  Intereses  a  acreditar  a  depositan- 
tes en  1919  »  621.000 


Saldo  de  recursos    »  490.030 
Monto  del  presupuesto  de  gastos  »  488.030 

Superávit  probable  $  2.000 

Es  interesante  recordar,  además,  que  en  ningún  mo- 
mento la  caja  sirvió  de  peso,  en  la  situación  angustiosa 
porque  ha  pasado,  al  Tesoro  Nacional ;  su  concurso  se  limi- 
tó a  la  entrega  de  títulos  en  préstamo,  por  valor  de  700.000 
pesos,  cuyo  servicio  le  representa  solo  un  desembolso  de 
35.000  pesos  anualmente;  mientras  queb  a  la  inversa,  aque- 
lla ha  invertido  muchos  millones  de  sus  fondos  en  títulos 
nacionales,  adquiridos  de  la  propia  Tesorería,  contribu- 
yendo a  desahogar  su  situación. 

Y  ya  que  nada  más  legítimo  ni  más  benéfico  para 
el  país  como  presentar  a  la  Caja  de  ilhorro  Postal  en 
todo  su  valer,  creo  que  lo  mejor  que  pueda  hacerse  en 
su  obsequio  para  prestigiarla  es,  traer,  al  lado  de  los  he- 
chos realizados,  la  palabra  autorizada  del  clarovidente  esta- 
dista, con  especial  versación  en  asuntos  económicos  doctor 
Adolfo  Dávila,  quien  al  informar  mi  proyecto  en  el  Senado 
de  la  Nación,  donde  fué  sancionado  sin  observación,  y 
por  unanimidad  de  votos,  se  expresó  en  los  siguientes  tér- 
minos : 

«Con  toda  propiedad  puede  afirmarse  que  este  asun- 
to viene  a  la  consideración  del  Senado,  retardado,  no  solo 
respecto  al  período  parlamentario,  sino  también  de  núes- 
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tra  civilización,  porque  se  trata  de  una  institución  que 
ha  debido  crearse  muchos  años  atrás». 

«Con  esta  simple  observación  podría  dar  por  demos- 
trado, en  genera],  que  la  conveniencia  del  proyecto  es 
superior  a  toda  controversia,  porque  su  idea  está  grabada 
en  la  conciencia  nacional,  y  aún  en  ia  conciencia  univer- 
sal». 

«En  la  América  del  Sud  existen  ya  funcionando  algu- 
nas instituciones  de  este  género,  y  por  eso  es  que  decía 
que  estamos  en  retardo  respecto  de  nuestra  civilización». 

«En  Chile  funciona  por  ejemplo  desde  hace  un  par 
de  años,  y  no  obstante  la  enorme  diferencia  económica 
de  nuestro  país  con  ta  de  aquél,  han  bastado'  dos  años 
para  que  híaya  adquirido  un  desarrollo  verdaderamente 
sorprendente». 

«La  influencia  moralizadora  del  Ahorro,  señor  Pre- 
sidente, considerada  de  cualquier  punto  de  vista  tiene  el 
poder  de  subyugar  el  espíritu  y  dominarlo.  El  ahorro  signifi- 
ca multiplicación  de  las  fuerzas  económicas  de  la  Na- 
ción; significa  el  estímulo  y  el  desarrollo  de  las  virtudes 
privadas,  inoculadas  en  el  hombre  desde  su  primera  in- 
fancia; significa  fundar  disciplinas  sobresalientes  en  la  vi- 
da íntima  de  los  hogares,  y  significa,  señor  Presidente, 
fundamentar  el  bienestar  social  por  los  efectos  de  la  pre- 
visión del  presente  y  para  lo  futuro  del  individuo,  de  la  fa- 
milia y  de  la  comunidad.  Sin  las  Cajas  de  Ahorro  Postal 
el  mismo  poder  financiero  de  las  primeras  naciones  del 
mundo  no  tendría  la  potencialidad  que  hoy  tiene». 

«Pero  sirvan  estas  palabras  de  homenaje  personal 
a  tan  gran  pensamiento,  a  tan  soberana  institución,  y  es- 
pero que  no  serán  interpretadas  por  los  señores  senadores 
como  una  pretensión  de  llevar  a  su  espíritu  el  convenci- 
miento de  la  bondad  de  la  institución,  porque  hablo  a 
convencidos,  pues  lo  son  todos  los  hombres  cultos  de  la 
tierra,  y  aún  cualquier  niño  que  haya  palpado  los  bene- 
ficios del  ahorro:,  por  la  posee  ion  de  una  modesta  libreta 
de  ahorro  postal». 
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«En  cuanto  al  proyecto  mismo,  puedo-  asegurar  a  los 
señores  senadores,  excusándoles  una  demostración  proli- 
ja, que  está  calcado  sobre  los  mejores  modelos  de  Europa 
y  América,  y  articulado,  además,  con  un  criterio  de  adap- 
tación digno  de  todo  encomio,  a  nuestro  medio  económico 
y  social». 

«En  la  Cámara  de  Diputados,  el  proyecto  ha  tenido 
las  tramitaciones  necesarias  para  su  mejor  preparación, 
pues  han  sido  consultadas  las  oficinas  competentes  del 
Poder  Ejecutivo,  y  especialmente,  la  Administración  Ge- 
neral de  Correos,  eje  de  la  institución». 

«Las  impresiones  que  dej^a  toda  esa  documentación 
no  pueden  ser  más  satisfactorias  y  con  Vicentes-,  de  suerte 
que  la  Comisión  del  Senado  ha  podido  prestar  su  apro- 
bación en  términos  abiso  lutos  e  íntegramente  a  la  sanción 
de  la  otr(a  'Cámara,  con  la  plena  conciencia  del  acierto 
con  que  se  ha  procedidoi». 

«No  debo  extender  más  este  informe,  porque  lo  con- 
sidero innecesario  y  hasta  ofensivo  para  la  ilustración 
de  los  señores  senadores ;  pero  no  puedo  omitir  el  aplau- 
so que,  como  senador  y  como  argentino  debo  ai  diputado 
iniciador  del  proyecto.  Su  informe  escrito  fundándolo  en 
la  honorable  Cámara  de  Diputados  es  un  modelo  de  eru- 
dición sobria  y  sólida;  de  tal  suerte  que  la  cuestión, 
considerada  técnica,  científica  y  experimentalmente,  con 
relación  a  la  práctica  universal,  queda  agotada  bajo  las 
bases  de  una  ilustración  plena.  Permítanme  los  señores 
senadores,  que  haga  público  mi  homenaje  a  la  labor  de 
aquel  diputado,  y  el  aplauso  que  le  tributo». 

«Considero  que  una  de  las  grandes  leyes  que  saldrá 
del  período  parlamentario  de  1914,  grande  por  sus  méritos 
intrínsecos  y  por  su  trascendencia  social  y  económica,  será 
la  que  los  señores  senadores  tienen  en  este  momento  a  su 
consideración;  e  invocando  tan  altos  intereses  públicos 
y  fundándome  en  la  experiencia  universal  aprovechada  por 
este  proyecto,  e  invocando  también  los  beneficios  inmen- 
sos que  a  las  generaciones  presentes  y  futuras  producirá 
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la  institución  del  ahorro,  entrego  el  despacho  de  la  comi- 
sión de  Hacienda  a  la  simpatía  del  Honorable  Senado». 

Ninguna  palabra  más  autorizada,  ni  conceptos  más 
verídicamente  encomiásticos  para  la  magna  institución  del 
Ahorro  Postal  podrían  recordarse,  con  el  fin  de  estimu- 
lar la  concentración  de  todos  los  factores  eficientes  del 
país,  en  orden  a  su  engrandecimiento. 


Abril  5  de  1919. 


JUBILACIÓN  DE  FERROVIARIOS 


LA  LEY  REGLAMENTARIA 

Hoy,  cuando  después  de  seis  años  de  ansiosa  espec- 
iad va  para  el  abnegado  gremio  ferroviario  del  país,  pa- 
rece llegar  por  fin  la  hora  anhelada,  con  la  sanción  defi- 
nitiva de  Ja  ley  orgánica,  que  ha  de  permitirle  comenzar 
a  gozar  los  beneficios  de  la  jubilación,  me  siento  natural- 
mente impelido,  a  volver  la  vista  al  pasado,  para  recordar, 
en  una  ojeada  retrospectiva,  la  historia  de  la  primera  ley 
argentina  de  retiros  de  empleados  y  obreros  de  empre- 
sas privadas. 

Circunstancias  felices  me  colocaron  desde  la  primera 
hora  como  abanderado  de  tan  simpática  iniciativa  en  la 
Cámara  de  Diputados  de  la  Nación,  y  en  comunicación  ca- 
si diaria  con  la  comisión  de  ferroviarios,  pro-jubilación, 
formada  como  sigue: 

Presidente:  E.  Bartoloni. 
Secretario:  R.  Pappuccio. 
Tesonero:  J.  B.  Raggio. 

Vocales:  J.  M.  González,  —  S.  Valle  Barraco.  — 
E.  Arias.  —  J.  Caff arena.  —  A.  R.  Cá- 
nepa. 

Supo  ella  desempeñar  su  misión  en  beneficio  del  gre- 
mio, con  tanta  actividad  y  acierto,  eficazmente  secundada 
por  sub-comisiones  como  la  que  con  tanta  inteligencia  pre- 
sidiera el  señor  Ramón  Ferreyra  en  Córdoba,  que  bien 
pronto  conquistó  en  su  favor  la  acogida  favorable  de  los 
poderes  públicos,  de  la  prensa  y  de  la  opinión  nacional. 

Fué  tan  frecuente  nuestro  trato,  y  tan  armónicas  mis 
vistas  con  la  enunciada  comisión,  respecto  a  la  anhelada 
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ley  de  retiros,  que  llegué  a  identificarme  con  sus  miem- 
bros en  el  propósito  y  en  la  adopción  de  todas  las  medi- 
das conducentes  a  su  realización. 

Sólo  los  obreros  del  riel  saben  bien,  cuántas  horas 
de  incertidumbres,  alegrías  y  contradicciones  he  compar- 
tido con  ellos,  durante  las  alternativas  del  largo  y  acci- 
dentado proceso,  de  la  combatida  ley  de  jubilaciones ! ! 

Pero,  hagamos  historia : 

El  talentoso  diputado  doctor  Carlés,  propuso  en  se- 
siones de .  la  Cámara  de  Diputados  de  1911  un  proyecto 
que  consistía  en  incorporar  el  personal  ferroviario  de  las 
empresas  particulares  a  la  «Caja  Nacional  de  Jubilacio- 
nes y  pensiones»,  en  los  siguientes  términos:  «Queda  com- 
prendido el  personal  de  los  ferrocarriles  de  empresas  parti- 
culares en  las  disposiciones  de  la  Ley  4349,  en  lo  refe- 
rente a  jubilaciones  de  funcionarios,  empleados  o  agentes 
civiles  de  la  Nación». 

Proponía  además  por  su  artículo  5o  que  «el  P.  Eje- 
cutivo trataría  con  las  empresas  de  los  ferrocarriles  par- 
ticulares, lo  referente  a  las  asignaciones  del  personal  de 
las  empresas  que  formarán  el  fondo  de  la  Caja,  como  así 
mismo  lo  tocante  a  la  reglamentación  y  administración  de 
la  entrega  periódica  de  las  asignaciones  a  la  Caja  Nacional, 
y  el  traspaso  a  esta  del  fondo  que  hayan  acumulado  las 
cajas  de  jubilaciones,  retiros  o  seguros  del  personal  de 
dichas  empresas,  con  el  mismo  objeto  determinado  en  la 
presente  ley». 

Considerado  el  asunto  por  la  comisión  de  legisla- 
ción, ella  desestimó  de  plano  la  idea  de  incorporar  a  em- 
pleados de  empresas  privadas  a  la  Caja  de  Jubilaciones 
de  funcionarios  y  empleados  nacionales,  entre  otras  ra- 
zones, atendiendo  a  la  situación  financiera  de  la  última; 
pero  resolvió  al  mismo  tiempo  encomendar  al  Dr.  Vicente 
C.  (Jallo  y  al  que  suscribe  el  proponer  a  su  consideración 
un  proyecto  de  jubilación  especial  de  ferroviarios,  proyecto 
que  aceptado  por  aquella  fué  luego  sometido  a  la  conside- 
ración del  cuerpo  a  que  pertenecíamos,  y  convertido  des- 
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pués  con  ligeras  modificaciones  introducidas  por  el  Sena- 
do, en  la  Ley  N°.  9653,  conocida  con  el  nombre  de  ley 
básica  de  la  jubilación  de  ferroviarios. 

Hasta  llegar  sin  embargo,  a  la  sanción  referida  hib 
bieron  de  vencerse  serios  obstáculos  y  tenaces  resistencias, 
para  salvar  los  cuales  hube  de  insistir  muchas  veces,  aún 
con  temor  de  resultar  fatigoso,  pero  inspirado  siempre 
en  la  nobleza  del  propósito  perseguido. 

Previas  algunas  mociones  de  preferencia,  para  que  el 
asunto  se  tratase,  cúpome  el  honor  de  informar  y  defen- 
der el  despacho  en  sesiones  del  10,  15  y  17  de  Enero  de 
1913,  obteniendo,  en  la  última,  la  sanción  correspondiente 
de  la  Cámara  de  Diputados. 

Vuelto  el  proyecto  del  Senado,  con  algunas  modifi- 
caciones al  finalizar  el  año  1913,  solicité  y  obtuve  de  la 
cámara  resoluciones  de  preferente  despacho  para  el  mis- 
mo, en  sesiones  de  Enero,  Mayo  y  Septiembre  de  1914, 
apesar  de  lo  cual  no  fué  él  considerado. 

Al  iniciarse  el  período  de  1915  formulé  nueva  mo- 
ción de  preferencia  que  fué  también  aceptada;  pero,  cuan- 
do el  proyecto  en  revisión  debía  entrar  a  considerarse  so- 
brevino una  dificultad,  indiscutiblemente  muy  grave,  a  tal 
punto  que  hizo  considerarla  a  muchos,  como  destinada  a 
dar  fin  con  la  obra  realizada  en  tres  años  de  labor  ince- 
sante. 

Se  sostuvo  por  el  ex-diputado  y  Ministro  de  Hacien- 
da, Dr.  Francisco  0 11  ver,  que  el  proyecto  de  la  comisión, 
como  todas  las  sanciones  obtenidas  habían  caducado,  por 
haber  transcurrido  en  el  trámite  más  del  tiempo,  que,  el 
que  bajo  esa  pena  establecía  la  ley  conocida  bajo  el  nom- 
bre de  «Ley  Olmedo». 

En  presencia  de  objeción  de  tanta  consecuencia  me 
opuse  tenazmente  en  sesión  de  19  de  Junio  a  la  decla- 
ración de  caducidad  solicitada;  y  pasada  la  consulta  a 
la  comisión  de  legislación  de  que  formaba  parte,  ella, 
por  unanimidad  se  expidió  de  acuerdo  a  la  tésis  que  ha- 
bía sostenido,  obteniendo  el  voto  de  la  cámara  en  tal  sen- 
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tido,  por  lo  que  se  entró  de  lleno  a  la  consideración  del 
asunto. 

Después  del  informe  que  produje  a  nombre  de  la 
comisión,  y  de  sostener  un  prolongado  debate  en  la  cáma- 
ra, se  obtuvo  la  sanción  de  la  misma,  quedando  el  pro- 
yecto convertido  en  ley,  con  fecha  21  de  Jun,io  de  1915. 

Tal  es  el  origen  de  la  ley  de  jubilación  de  ferroviarios 
que  lleva  el  N°.  9653. 

Ella  creó  por  su  artículo  1.°  «La  Caja  de  Jubilacio- 
nes y  Pensiones  de  empleados  ferroviarios,  con  sujeción 
a  las  disposiciones  de  la  ley  orgánica,  que  debía  dictar  en 
seguida  el  H.  Congreso». 

Después  de  precisar  por  sus  artículos  2o  y  3o  las  per- 
sonas que  quedan  comprendidas  en  la  ley,  crea  de  inme- 
diato por  su  artículo  4o  el  tesoro  de  la  Caja,  determinan- 
do los  recursos  que  deben  formarlo;  y  por  el  5o  organiza 
la  «Junta  de  Administración»  con  dos  representantes  de 
los  empleados  y  obreros,  dos  de  las  empresas  y  uno  de- 
signado por  el  P.  Ejecutivo. 

A  fin  de  preparar  las  bases  de  la  Ley  Orgánica,  crear 
una  institución  sin  peligro  de  contingencias  económicas 
en  el  futuro,  y  obtener  entretanto  la  acumulación  de  fon- 
dos necesaria  para  iniciar  en  oportunidad  el  pago  de  los 
retiros,  estableció  el  art.  8  de  la  Ley  N°.  9653 : 

«El  Poder  Ejecutivo  designará  a  la  mayor  brevedad 
una  comisión  técnica  que  informe  al  H.  Congreso,  en  las 
primeras  sesiones  del  año  próximo,  sobre  los  siguientes 
puntos,  y  que  al  sancionarse  la  ley  orgánica  de  la  institu- 
ción habrán  de  servirles  de  elementos  de  juicio,  para  fi- 
jar el  tiempo,  edad  y  demás  condiciones  del  retiro,  y  mon- 
to de  jubilación  y  pensión,  según  las  diversas  categorías 
de  empleados  y  obreros : 

a)  Número  de  empleados  de  ferrocarril,  comprendi- 
dos en  las  disposiciones  del  ¡art.  2o. 

b)  Clasificación  de  los  mismos  en  categorías,  tenien- 
do en  cuenta  y  especificando  el  tiempo  probable  de  aptitud 
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del  empleado  para  el  trabajo,  en  atención  a  la  naturaleza 
del  servicio. 

c)  El  importe  total  de  los  sueldos  de  los  empleados 
comprendidos  en  la  ley,  y  el  promedio  del  que  goz(a  cada 
una  de  las  categorías  que  de  los  mismos  deberá  formarse, 
de  conformidad  al  inciso  anterior. 

•d)  Cálculo  del  porcentaje  a  fijarse  para  ios  retiros 
sin  perjudicar  la  economía  de  la  Caja,  partiendo  de  los 
recursos  que  se  crean  en  La  misma,  y  del  número  y  catego- 
ría de  los  empleados  que  deben  gozarlos. 

e)  Edad  y  tiempo  de  servicio  de  los  empleados  al 
dictarse  la  ley. 

f)  Cálculo  de  previsión  de  la  marcha  de  la  Caja  con 
los  recursos  creados. 

De  conformidad  a  las  previsoras  disposiciones  que 
anteceden,  y  las  del  artículo  9o  de  la  misma  ley,  el  P.  E, 
organizó  La  comisión  encargada  de  producir  el  informe; 
encomendando  a  la  vez  a  la  Caja  Nacional  de  Jubilacio- 
nes, la  percepción  y  administración  de  los  fondos  crea- 
dos por  ley  para  atender  a  los  retiros  ferroviarios. 

El  informe  del  artículo  8  se  produjo,  y  a  su  base, 
acaba  de  sancionarse  la  ley  orgánica  a  que  el  mismo  se 
refiere. 

A  su  vez  la  Caja  de  Jubilaciones  procedió,  aunque 
parcialmente,  a  percibir  los  valores  a  que  se  refiere  el  art. 
4o  recordado,  para  la  formación  del  Tesoro. 

Bien  pues ;  las  empresas  se  han  negado  a  entregar 
el  aporte  del  3  o/o  sobre  los  sueldos  que  les  impone  el 
inciso  d  del  artículo  4o,  como  también  los  de  los  incisos 
a  y  b,  relativos  al  «impuesto  a  las  cargas  y  encomiendas» 
y  a  la  devolución  de  lo  «cobrado  de  más»  por  aquellas. 

'Así  pues,  y  aunque  deficientemente,  sólo  se  ha  co- 
brado, de  conformidad  al  inciso  c  de  la  disposición  re- 
ferida, el  3  o/o  sobre  los  sueldos  de  los  empleados  y  obre- 
ros, y  el  importe  de  ta  mitad  de  su  primer  sueldo,. 

Esos  valores,  depositados  en  la  Caja  Nacional,  «para 
la  jubilación  de  ferroviarios»,  ascendían  el  27  de  Marzo 
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ppdo.,  a  Trece  millones  setecientos  setenta  y  tres  mil  seis- 
cientos ochenta  y  seis  pesos,  con  veinte  y  cuatro  centavos 
nacionales. 

Si  a  esa  suma  se  agregaran  las  correspondientes  a  las 
de  los  incisos  a,  b  y  d,  los  fondos  depositados  en  la  ac- 
tualidad ascenderían  ya  a  más  de  cuarenta  millones  de 
pesos  nacionales. 

Y  entonces  se  habría  podido  rechazar  de  plano  toda 
objeción  fundada  en  el  porvenir  de  la  Caja,  para  acor- 
dar una  jubilación  racional,  en  cuanto  a  su  importancia, 
edad  y  tiempo  de  servicios. 

Sea  de  todas  maneras  bendita  esta  hora,  en  que  el 
C  ongreso,  por  medio  de  la  reglamentación  que  bajo  forma 
de  ley  acaba  de  dictar,  ha  dado  cumplimiento  por  fin,  a  la 
primera  ley  de  retiros  obreros  sancionada  por  aquel  con 
fecha  21  de  jimio  de  1915,  bajo  el  2V°.  9653,  con  respecto  al 
gremio  ferroviario,  y  a  la  que  me  cabe  el  honor  de  sentir- 
me tan  íntimamente  vinculado. 

Va  ahora  en  seguida  la  ley  que  acaba  de  sancionar- 
se por  el  Senado  para  poner  en  ejecución  lo  dispuesto 
en  Ja  N°.  9653,  sanción  que  se  prevé  tendrá  en  breves 
días  la  aprobación  de  la  Cámara  de  Diputados,  por  lo  que 
espero  será  ya  ley  de  la  Nación  cuando  este  libro  entre 
a  la  circulación. 

Dice  as  í : 

Artículo  Io — Créase  la  Caja  Nacional  de  Jubilacio- 
nes y  Pensiones  de  Empleados  Ferroviarios  con  sujeción 
a  las  disposiciones  que  establece  esta  ley. 

Art.  2o — Quedan  comprendidos  en  las  disposiciones 
de  esta  ley:  Los  empleados  u  obreros  permanentes  de  los 
ferrocarriles  de  jurisdicción  nacional,  incluso  los  de  los 
puertos  que  existen  actualmente  en  el  país  o  se  incorpo- 
ren al  régimen  de  los  mismos,  y  de  los  que  en  adelante 
se  establezcan,  sea  por  la  Nación  o  por  empresas  particu- 
lares y  los  del  ferrocarril  de  Chilecito  a  La  Mejicana. 

Quedan  también  comprendidos  en  las  disposiciones 
de  esta  ley,  los  empleados  de  confitería,  debiendo  compu- 
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társeles  los  servicios  prestados  bajo  la  dependencia  de 
compañías  arrendatarias  de  las  empresas. 

Art.  3o — Las  disposiciones  de  esta  ley  no  comprenden 
a  los  empleados  y  obreros  que  desempeñan  funciones  ac- 
cidentales o  de  carácter  transitorio. 

Art.  4o — La  administración  de  la  caja  estará  a  cargo 
de  un  directorio  formado  (por  el  director  general  de  fe- 
rrocarriles), tres  representantes  de  las  empresas  ferrovia- 
rias y  tres  de  los  empleados  y  obreros  de  las  mismas, 
bajo  Ja  presidencia  del  presidente  de  la  Caja  de  Jubila- 
ciones y  Pensiones  Civiles. 

Arl  .5° — Los  representantes  de  las  empresas  y  de 
obreros  y  empleados,  serán  los  mismos  que  forman  parte 
de  la  comisión  permanente  creada  por  el  artículo  3o  de  la 
ley  número...  sobre  reglamentación  del  trabajo  ferrovia- 
rio. Gozarán  del  estipendio  que  fije  el  directorio,  por  ca- 
da sesión  que  éste  celebre. 

Art.  6o — El  presidente  tendrá  voz  y  voto  en  las  deli- 
beraciones del  directorio,  prevaleciendo  su  voto  en  caso 
de  empate.  Es  el  ejecutor  de  las  resoluciones  del  direc- 
torio y  su  representante  legal.  Los  empleados  de  la  caja 
estarán  bajo  sus  inmediatas  órdenes,  pero  su  nombramien- 
to y  remoción  corresponderá  al  directorio. 

Art.  Io— En  ausencia  del  presidente  de  la  Caja  de 
JubiJ aciones  y  Pensiones  de  empleados  ferroviarios,  el  di- 
rectorio será  presidido  por  el  de  la  Caja  de  Jubilaciones 
y  'Pensiones  Civiles. 

Art.  8o — El  directorio  se  regirá  por  el  reglamento  in- 
terno que  dicte  al  efecto,  y  anualmente  fijará  su  presu- 
puesto de  gastos,  que  será  satisfecho  con  Jos  fondos  de 
la  caja  y  del  monto  de  las  jubilaciones  y  pensiones  que 
deban  ser  satisfechas  durante  el  año,  con  los  fondos  de 
la  caja. 

Cuando  los  recursos  calculados  no  alcancen  a  cubrir 
el  importe  total  de  las  jubilaciones  y  pensiones  que  debe- 
rán ser  satisfechas  durante  el  año,  la  Nación  contribuirá 
con  la  diferencia. 
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Arl.  9o — El  fondo  de  la  caja  se  formará  con  las  asig- 
naciones siguientes : 

Inciso  1.° — Con  los  aportes  de!  personal,  recaudados 
de  acuerdo  con  la  ley  número  9658,  hasta  la  promulga- 
ción de  la  presente  ley. 

2o — Con  el  descuento  forzoso  del  cinco  por  ciento  de 
los  sueldos  de  las  personas  comprendidas  en  el  artículo 
2o,  siempre,  que  no  excedan  de  mil  pesos  mensuales,  en 
cuyo  caso  el  descuento  se  hará  solamente  sobre  esta  úl- 
tima cantidad. 

3o — Con  el  importe  del  primer  mes  de  sueldo,  paga- 
dero en  veinte  y  cuatro  mensualidades  continuas,  de  la 
persona  que  por  primera  vez  entre  a  formar  parte  del 
personal  de  las  empresas  ferroviarias  o  se  reincorpore  a 
ellas,  siempre  que  no  hubiese  sufrido  ese  descuento  por 
imperio  de  esta  ley  u  otra  que  establezca  una  disposición 
análoga. 

4o — Con  la  diferencia  del  primer  mes  de  sueldo,  cuan- 
do el  empleado  u  obrero  pase  a.  ocupar  un  empleo  me- 
jor rentado  o  perciba  un  aumento  de  sueldo. 

5o — Con  la  suma  mensual  que  las  empresas  aporta- 
rán como  única  contribución,  equivalente  al  8  o/o  sobre 
los  sueldos  y  jornales  de  todos  sus  empleados  u  obreros, 
siempre  que  no  excedan  de  mil  pesos  mensuales,  en  cu- 
yo caso  la  contribución  se  pagará  solamente  sobre  esta 
última  cantidad. 

6.  °  —  Con  el  importe  de  las  sumas  pagadas  de  más 
y  no  reclamadas  por  el  público  dentro  del  término  de 
un  año,  quedando  prescriptos  los  derechos  de  los  car- 
gadores al  vencer  ese  término. 

7.  °  —  Con  las  multas  impuestas  con  arreglo  a  es- 
ta ley. 

8.  °  —  Con  las  donaciones  y  legados  hechos  a  la  caja. 

9  °  —  Con  los  intereses  de  los  fondos  acumulados. 

Art.  10.  —  Las  empresas  ferroviarias  cuyo  perso- 
nal está  comprendido  en  los  beneficios  de  esta  ley,  es- 
tán obligadas  a  practicar  los  descuentos  a  que  se  re- 
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fieren  los  incisos  2.°,  3.°  y  4.a  del  artículo  anterior,  en 
los  sueldos  del  personal  de  su  dependencia  y  a  deposi- 
tarlos todos  los  meses  conjuntamente  con  las  contribu- 
ciones fijadas  por  los  incisos  5.°  y  6.°  del  mismo  artícu- 
lo en  dinero  efectivo  en  el  Banco  de  la  Nación,  a  la 
orden  de  la  caja,  dentro  de  los  diez  primeros  días  siguien- 
tes a  cada  mes  vencido,  sin  descuidar  cantidad  alguna 
por  ningún  concepto. 

Art.  11:  —  Los  fondos  y  las  rentas  que  se  obtengan 
de  esta  ley  serán  de  exclusiva  propiedad  de  las  perso- 
nas comprendidas  en  sus  disposiciones  y  con  ello  se  aten- 
derá al  pago  de  las  jubilaciones  y  pensiones  que  se  acuer- 
den en  lo  sucesivo,  de  conformidad  a  la  misma. 

En  ningún  caso  podrá  disponerse  de  ellos  para  otros 
fines,  bajo  ta  responsabilidad  personal  de  los  miembros 
del  directorio,  que  se  hará  efectiva  judicialmente  en  sus 
bienes,  previa  decisión  del  P.  E. 

Art.  12.  —  Todos  los  fondos  de  la  caja  estarán  de- 
positados en  cuenta  especial  en  el  Banco  de  la  Nación 
Argentina,  salvo  las  sumas  que  fije  el  directorio,  como 
indispensable  para  los  pagos  corrientes. 

Art.  13.  —  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  los  fondos  de  1  a  ca,j  a,  descontadas  las  su- 
mas indispensables  para  los  pagos  corrientes,  serán  in- 
vertidos, previa  resolución  del  directorio,  en  cada  caso, 
en  la  adquisición  de  títulos  de  renta  nacional  o  que  ten- 
gan la  garantía  subsidiaria  de  la  Nación,  de  manera  que 
produzcan  el  mayor  interés  y  la  más  frecuente  capitali- 
zación. 

Art.  14.  —  Los  bienes  que  correspondan  a  esta  ley 
son  inembargables. 

Art.  15.  —  Los  empleados  y  obreros  a  que  se  re- 
fiere el  artículo  2.°,  que  hayan  contribuido  al  fondo  de 
la  caja  con.  los  descuentos  establecidos  en  el  artículo  9.°, 
salvo  las  excepciones  que  más  adelante  se  determinan, 
tendrán  derecho  a  la  jubilación  que  les  acuerda  esta  ley. 
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Art.  16.  —  La  jubilación  que  acuerda  esta  ley  es : 

1.  °  —  Ordinaria. 

2.  °  —  Invalidez. 

3.  °  —  Por  retiro  voluntario. 

Art.  17.  —  El  monto  de  la  jubilación  ordinaria  se 
calculará  con  relación  al  promedio  de  los  sueldos  per- 
cibidos durante  los  últimos  cinco  años  de  servicios  y  con 
sujeción  a  la  siguiente  escala: 

Sueldo  de  100  pesos,  95;  de  125  pesos,  115; 
de  150  pesos,  135;  de  175  pesos,  155;  de  200  pesos,  175; 
de  225  pesos,  195;  de  250  pesos,  215;  de  275  pesos,  235; 
de  300  pesos,  255;  de  350  pesos,  290;  de  400  pesos,  325; 
de  450  pesos,  360;  de  500  pesos,  395;  de  550  pesos,  430; 
de  600  pesos,  465;  de  700  pesos,  535;  de  800  pesos,  605; 
de  900  pesos,  675;  de  1000  pesos,  745. 

Art.  18.  —  Corresponde  la  jubilación  ordinaria  den- 
tro de  las  condiciones  establecidas  en  el  artículo  anterior : 

1 :  Integra :  al  empleado  u  obrero  que  habiendo  pres- 
tado 30  años  de  servicio  como  mínimo,  tenga  50  años 
de  edad. 

2:  Reducida  en  un  25  por  ciento:  el  empleado  u  obre- 
ro que  habiendo  prestado  30  años  de  servicios,  tenga  más 
de  45  y  menos  de  50  años  de  edad  y  desee  jubilarse. 

El  total  de  jubilación  por  invalidez  se  calculará  con 
relación  al  promedio  de  los  sueldos  percibidos  durante 
los  últimos  diez  años  de  servicios  y  con  sujeción  a  Ja 
escala  de  la  jubilación  ordinaria  a  razón  de  un  5  por 
ciento  en  el  monto  de  dicha  jubilación,  por  cada  año  de 
servicio,  hasta  su  máximum. 

Art.  20.  —  Corresponde  la  jubilación  por  invalidez, 
dentro  de  las  condiciones  establecidas  en  el  artículo  an- 
terior : 

1.°  —  Al  empleado  u  obrero  que  después  de  10  años 
de  servicios,  fuese  declarado  física  o  intelectualmente  im- 
posibilitado para  continuar  en  el  ejercicio  de  su  empleo 
o  de  otro  compatible  con  su  actividad  habitual  o  su  pre- 
paración comprobada. 
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2.°  —  Al  empleado  u  obrero  que,  cualquiera  que  fue- 
se el  tiempo  de  servicios  prestados,  se  incapacite  en  cual- 
quier forma  y  permanentemente  en  un  acto  del  servicio  y 
por  causa  evidente  y  exclusivamente  imputable  al  mismo 
servicio. 

Art.  21.  —  En  ningún  caso  se  podrá  acordar  jubila- 
ción por  invalidez  a  quien  la  gestione  después  de  haber 
dejado  de  formar  parte  del  personal  de  las  empresas  fe- 
rroviarias. 

Art.  22.  —  Corresponde  jubilación  por  retiro  volun- 
tario al  empleado  u  obrero  que  teniendo  más  de  10  años 
de  servicios  y  50  de  edad,  no  alcance  al  número  de  años 
de  servicios  exigiólos  por  el  artículo  18. 

Esta  jubilación  se  calculará  a  razón  de  2  por  cien- 
to de  la  jubilación  ordinaria,  por  cada  año  de  servicio. 

Art.  23.  —  Los  empleados  u  obreros  que  tenien- 
do menos  de  10  años  de  servicios  alcancen  los  50  años 
de  edad  y  deseen  retirarse,  tendrán  derecho  a  una  in- 
demnización igual  a  las  sumas  aportadas  por  ellos  al 
fondo  de  la  caja,  más  los  intereses  a  razón  de  5  por 
ciento  anual,  capitalizados  por  año.  En  ningún  caso  se 
calcularán  estos  intereses  don  posterioridad  a  la  fecha 
del  retiro. 

Art.  24.  —  Los  empleadlos  u  obreros  que  fuesen  de- 
clarados cesantes  por  no  requerirse  sus  servicios  o  por 
razones  de  economía  tendrán  derecho  a  una  indemniza- 
ción igual  a  la  fijada  en  el  artículo  anterior,  sin  inte- 
reses. 

Cuando  en  este  caso  el  empleado  u  obrero  optase 
por  renunciar  a  la  indemnización  y  reintegrar  posterior- 
mente al  servicio  ferroviario,  tendrá  derecho  a  los  efectos 
de  esta  ley,  a  que  se  le  computen  los  servicios  prestados 
con  anterioridad  a  la  cesantía. 

Los  empleados  u  obreros  comprendidos  en  la  ley 
9653,  que  hubieran  sido  declarados  cesantes  por  no  re- 
querir sus  servicios  o  por  razones  de  economía  y  reti- 
rados sus  aportes  de  la  caja  con  anterioridad  a  la  san- 
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ción  de  la  presente  ley,  podrán  acogerse  a  los  benefi- 
cios de  la  misma,  siempre  que  cumplieran  las  condicio- 
nes para  obtener  la  jubilación  dentro  del  servicio  ferro- 
viario y  previa  restitución  en  una  sola  vez  de  las  sumas 
que  hubieran  retirado  anteriormente. 

Art.  25.  —  Los  derechos  acordados  por  los  dos  ar- 
tículos anteriores  quedan  proscriptos  para  quienes  no  los 
hagan  valer  expresamente  dentro  del  término  de  tres  años 
a  contar  de  la  fecha  de  su  retiro  o  separación  del  ser- 
vicio. 

Los  acordados  por  el  último  apartado  del  artículo 
anterior  se  prescribirán  a  los  dos  años  a  partir  de  la 
promulgación  de  Ja  presente  ley. 

Art.  26.  —  A  los  efectos  de  la  jubilación  sólo  se 
tomarán  en  cuentfa  Jos  servicios  efectivos,  aunque  fuesen 
discontinuos  durante  el  número  de  años  requeridos. 

Cuando  la  retribución  del  trabajo  haya  sido  total 
o  parcialmente  por  jornal,  se  computará  un  año  de  ser- 
vicio por  cada  doscientos  cincuenta  días  de  servicio  efec- 
tivo, y  si  hubiese  sido  por  hora,  se  dividirá  por  8  el  nú- 
mero de  días  de  trabajo  efectivo. 

Art.  27.  —  La  fracción  que  en  el  término  total  de 
antigüedad  exceda  de  seis  meses  será  com'putada  por  un 
año  entero. 

Art.  28.  —  Las  jubilaciones  por  invalidez  se  acor- 
darán con  carácter  provisional  y  los  beneficiarios  que- 
darán sujetos  a  las  revisiones,  que  en  número  de  dos  anua- 
les, como  máximo,  disponga  el  directorio  de  l'a  caja  den- 
tro de  los  cinco  años  posteriores  a  su  otorgamiento,  a 
partir  de  cuya  fecha  se  considerarán  definitivas. 

Art.  30.  —  Unicamente  los  que  hayan  obtenido  ju- 
bilación ordinaria  podrán  volver  al  servicio  ferroviario. 
En  este  caso,  el  jubilado  cesará  en  el  goce  de  la  jubila- 
ción y  percibirá  solamente  el  sueldo  ¡asignado,  al  nuevo 
empleo.  Abandonado  éste,  volverá  ai  goce  de  la  jubi- 
lación sin  que  pueda  interponer  reclamación  alguna  pa- 
ra que  le  sea  aumentada.  Por  cuya  causa  no  se  exigirán 
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los  aportes  establecidos  en  el  artículo  9,  con  relación  al 
nuevo  empleo. 

Art.  31.  —  Exceptúase  de  lo  dispuesto  en  el  lartícu- 
lo  anterior  jal  jubilado  por  invalidez  cuyos  servicios  fue- 
sen utilizados  en  otro  empleo ;  en  este  caso  percibirá, 
además  del  sueldo,  la  fracción  de  la  jubilación  por  in- 
validez que  acuerde  el  directorio  de  la  caja  proporcio- 
nalmente  :a  la  disminución  sufrida  en  su  capacidad  de 
trabajo.  Si  alcanzase  los  años  de  servicio  para  obtener 
jubilación  ordinaria,  le  será  acordada  jubilación  definiti- 
va igual  al  monto  de  la  ordinaria  que  corresponda  al 
sueldo  de  su  nuevo  empleo,  más  la  fracción  de  la  jubi- 
lación por  invalidez  que  haya  percibido. 

Art,  32.  —  Las  jubilaciones  serán  acordadas  por  el 
directorio  de  la  caja,  ante  el  cual  deberán  solicitarse  y 
una  vez  concedidas  serán  pagadas  desde  el  día  en  que 
el  interesado  deje  el  servicio. 

En  caso  de  disconformidad  del  interesado,  la  reso- 
lución del  directorio  será  apelada  ante  el  juez  federal  en 
turno,  quien  con  las  constancias  del  expediente  adminis- 
trativo u  otros  que,  de  oficio  y  para  mejor  proveer  so- 
licite de  las  autoridades  de  la  caja,  resolverá,  sin  ulte- 
rior recurso,  sobre  la  correcta  o  incorrecta  aplicación  de 
la  ley. 

Art.  33.  —  Los  empieadoiS  u  obreros  que  no  tuvie- 
ran familia  que  sostener,  que  hubieran  llenado  las  con- 
diciones exigidas  para  tener  derecho  a  ser  jubilados,  y 
que  antes  de  serio  fueran  destituidos  por  mal  desempe- 
ño de  los  deberes  de  sus  cargos  o  por  abuso  de  bebidas 
alcohólicas  durante  el  ejercicio  del  mismo,  o  condenados 
por  sentencia  judicial  por  delito  que  haya  merecido  pena 
de  presidio  o  penitenciaría,  no  serán  jubilados,  pero  se 
les  devolverá  el  importe  de  los  descuentos  hechos  a  sus 
sueldos,  siempre  que  no  hubiera  lugar  a  aplicarlo  a  la 
indemnización  civil  del  daño  causado. 

En  caso  de  tener  familia  que  sostener  no  se  devol- 
verá al  peinado  el  importe  del  descuento  hecho  a  sus 
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sueldos,  pero  gozarán  de  la  pensión  que  corresponda  a 
la  jubilación  perdida,  las  personas  que  tengan  derecho  a 
ella  con  arreglo  a  esta  ley. 

Las  circunstancias  de  ia  jubilación  deberán  ser  com- 
probadas en  los  expedientes  —  ante  el  directorio  de  la 
Caja  —  que  se  promuevan  en  cada  caso  con  sujeción 
a  los  reglamentos  que  ei  P.  E.  deberá  dictar  al  efecto. 

Art.  34.  —  Ei  derecho  a  la  jubilación  se  extingue 
a  los  cinco  años  siguientes  ai  día  en  que  se  dejó  el  servicio. 

Art.  35.  —  La  jubilación  es  vitalicia  y  el  derecho 
de  percibirla  sólo  se  pierde  por  las  dos  causas  expresa- 
das en  esta  ley.  El  jubilado  perderá  todo  derecho  a  la  ju- 
bilación si  se  domiciliase  en  el  extranjero  sin  recabar 
previamente  permiso  al  congreso. 

Art.  36.  —  La  conmutación  o  ei  indulto  no  harán 
renacer  ios  derechos  perdidos  como  consecuencia  de  lo 
dispuesto  en  esta  ley. 

Art.  37.  —  No  podrá  reclamar  su  jubilación  el  que 
tenga  causa  criminal  pendiente  sobre  su  persona,  cuan- 
do el  hecho  que  motiva  el  proceso  merezca  pena  de  pre- 
sidio o  penitenciaría. 

Art.  38.  —  En  ios  mismos  casos  en  que  con  arre- 
glo a  esta  ley  haya  derecho  a  gozar  de  jubilación  y  ocu- 
rra el  fallecimiento  del  empleado  u  obrero,  tendrán  de- 
recho a  pedir  pensión  en  la  proporción  y  condiciones  es- 
tablecidas en  este  capítulo,  la  viuda,  los  hijos  o  en  su 
defecto  los  padres,  y  a  falta  de  éstos,  las  hermanas  sol- 
teras del  causante  hasta  la  edad  de  22  años  y  las  ma- 
yores de  edad  impedidas  para  el  trabajo. 

Si  el  fallecido  hubiese  sido  ya  jubilado,  las  perso- 
nas enumeradas  en  el  párrafo  anterior  tendrán  derecho 
a  pensión  en  las  condiciones  establecidas  en  ios  artícu- 
los siguientes,  sin  más  trámite  que  el  de  justificar  su  per- 
sonería, acreditar  la  existencia  de  la  jubilación  de  con- 
formidad ,a  esta  ley  y  observar  los  requisitos  por  ellos 
establecidos. 

Art.  39.  —  El  derecho  a  goz,ar  de  la  pensión  en- 
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tre  las  persogas  mencionadas  en  el  artículo  anterior  co- 
rresponderá desde  el  día  del  fallecimiento  del  causante 
y  se  otorgará  en  lua  forma  y  orden  siguiente : 

1.  °  —  A  la  viuda  o  viudo  inválido  en  concurren- 
cia con  los  hijos. 

2.  °  —  A  ios  hijos  solamente. 

3.  °  —  A  la  viudal  en  concurrencia  con  los  padres 
del  caucante  siempre  que  estas  estuviesen  exclusivamen- 
te a  qargo  de  aquel. 

4.  °  — -A  los  padres  que  se  encuentren  en  las  con- 
diciones del  inciso  anterior. 

5.  °  —  A  las  hermanas  solteras  del  causante  que  se 
encuentren  en  las  condiciones  de  los  padres. 

Los  hijos  naturales  reconocidos  o  declarados  tales 
por  sentencia  judicial  gozarán  de  la  parte  de  pensión  a 
que  tengan  derecho  con  arreglo  a  la  legislación  civil. 

Art.  40.  —  El  importe  de  la  pensión  será  equivalen- 
te al  50  por  ciento  del  total  de  la  jubilación  que  perci- 
bía o  a  que  tenía  derecho  el  causante. 

La  mitad  de  la  pensión  corresponde  a  la  viuda,  si 
concurren  los  hijos  o  los  padres  del  causante ;  la  otra 
mitad  se  distribuirá  entre  éstos  «per  cápita».  A  falta  de 
padres  e  hijos,  la  totalidad  de  la  pensión  corresponderá 
a  la  viuda, 

En  ios  casos  de  lo;S  incisos  1.°  y  2.°  del  artículo  38, 
si  se  extingue  el  derecho  a  la  pensión  de  alguna  de  las 
personas  mencionadas  en  ellos,  la  parte  correspondien- 
te acrecerá  a  los  hijos  sobrevivientes  comprendidos  en 
los  beneficios  de  esta  ley. 

Art.  41.  —  Si  la  esposa  del  empleado  quedase  viu- 
da hallándose  divorciada  por  su  culpa  o  hubiese  estado 
separada  de  hecho  sin  voluntad  de  unirse,  no  tendrá  de- 
recho a  pensión,  y  ésta  pasará  a  las  personas  que  con 
arreglo  a  esta  ley  tengan  derecho  a  ella. 

Art.  42.  —  Si  a  La  muerte  del  causante  de  una  pen- 
sión quedáran  hijos'  huérfanos  de  distintos  matrimonios, 
la  pensión  se  distribuirá  en  la  proporción  que  correspon- 
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da  a  los  mismos  y  será  entregada  a  sus  respectivos  re- 
p  resé  rítante  s  legales . 

Art.  43.  —  Las  pensiones  son  vitalicias  y  el  dere- 
cho a  percibirlas  solo  se  pierde  por  las  causas  estableci- 
das en  el  artículo  46. 

Art.  44.  —  No  se  acumularán  dos  o  más  pensio- 
nes o  jubilaciones  en  la  misma  persona.  Al  interesado 
je  corresponde  optar  por  la  que  le  convenga  y  hecha  la 
opción,  quedará  extinguido  el  derecho  a  las  otras. 

Art.  45.  —  Las  pensiones  serán  acordadas  por  el  di- 
rectorio de  la  caja  ante  el  cual  deberán  solicitarse,  acom- 
pañando los  recaudos  necesarios  para  justificar  que  el 
postulante  está  en  l[as  condiciones  de  esta  ley.  El  direc- 
torio acordará  o  desechará  en  definitiva  la  solicitud,  pe- 
ro sus  resoluciones  podrán  ser  apeladas  en  la  forma  y 
a  los  efectos  establecidos  en  el  artículo  32. 

Art.  46.  —  Las  personas  enumeradas  en  el  artícu- 
lo 37  tendrán  derecho  a  una  indemnización  igual  al  .  5 
o/o  de  las  sumas  recibidas  en  concepto  de  sueldos  por  el 
empleado  u  obrero  fallecido  que  no  deje  derecho  a  pensión. 

Art.  47.  —  El  derecho  de  la  pensión  se  extingue: 
1.°  Pai\a  la  viuda  y  viudo  inválido  o  madre  cuando  con- 
trajere nuevas  nupcias;  2.°  Para  los  hijos,  desde  que  lle- 
gasen ¡a  la  edad  de  18  años;  3.°  Para  las  hijas  o  herma- 
nas solteras  deis  de  que  contraigan  matrimonio;  4.°  En  ge- 
neral, por  vidia  deshonesta,  vagancia  o  por  domiciliarse 
en  el  extranjero  sin  permiso  previo  del  Congreso. 

Art.  48.  —  Los  empleados  y  obreros  con  derecho  a 
jubilación,  pero  que  por  haber  prestado  servicios  con  an- 
terioridad a  la  fecha  en  que  se  ordenó  el  descuento  forzo- 
so a  que  se  refiere  el  inciso  1.°  del  artículo  9.°  de  esta 
ley  o  por  cualquier  otro  motivo  no  hayan  concurrido!  a 
la  formación  del  fondo  de  la  caja  con  el  5  por  ciento 
de  todos  ios  sueldos  percibidos  durante  el  número  de 
años  ¡acreditado  para  acogerse  a  sus"  beneficios,  sufrirán 
un  descuento  del  10  por  ciento  en  sus  jubilaciones  hiasta 
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reintegrar  ¡al  fondo  de  la  caja  una  suma  igual  al  5  por 
ciento  de  los  sueldos  percibidos. 

A  este  efecto,  el  directorio,  al  acordar  las  jubilacio- 
nes, formulará  el  cargo  respectivo ;  en  la  misma  forma 
se  procederá  con  las  pensiones. 

Art.  49.  —  Los  empleados  y  obreros  que  con  ante- 
rioridad ¡al  vigor  de  esta  ley,  y  a  partir  del  1.°  de  Enero 
de  1913  hubiesen  sido  destituidos  por  caus;as  no  previs- 
tas por  esta  ley,  tendrán  derecho  a  los  beneficios  que  ella 
acuerd,a,  con  un  10  por  ciento  de  descuento. 

En  las  mismas  condiciones  podrán  obtener  pensión 
las  personas  a  que  se  refiere  el  artículo  38,  como  tam- 
bién cuando  los  pausantes  hubiesen  fallecido  con  poste- 
rioridad ;al  1.°  de  Enero  de  1913  y  antes  de  la  promulga- 
ción de  Ja  presente  ley. 

Art.  50  —  La  junta  de  la  Caja  Nacional  de  Jubila- 
ciones y  Pensiones  Civiles,  creada  por  la  ley  número  4349, 
a  los  efectos  de  la  jubilación  de  los  empleados  y  obreros 
del  Estado,  les  computará  los  servicios  que  hayan  pres- 
tado en  l(as  empresas  ferroviarias  particulares  a  que  se 
refiere  la  ley  9653. 

A  los  actujales  empleados  y  obreros  ferroviarios  se 
les  computarán  también  los  servicios  prestados  con  an- 
terioridad en  las  distintas  ramas  de  la  administración  na- 
cional. 

En  uno  y  otro  caso,  el  cómputo  se  h¡ará  sin  bonifi- 
cación de  tiempo. 

Art.  51.  —  En  los  casos  del  artículo  anterior  la  Ca- 
ja reclamará  de  la  Caja  Nacional  de  Jubilaciones  y  Pen- 
siones Civiles  o  reintegrará  a  la  misma,  las  sumas  que 
prop orcionalmente  correspon¡d;an. 

Art.  52.  i —  La  Caja  Nacional  de  Jubilaciones  y  Pen- 
siones civiles  transferirá  los  aportes  de  los  empleados 
en  la  presente  ley  a  la  Caja  que  ésta  crea,  en  las  condi- 
ciones que  convengan  las  respectivas  administraciones  o 
que  resuelva  el  P.  P.  si  no  hubiera  al  respecto  un  acuer- 
do expreso. 
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El  personal  de  los  ferrocarriles  del  Estado,  que  al 
promulgarse  la  presente  ley  tuviere  20  años  o  más  de 
servicios  en  la  administración  nacional,  continuará  suje- 
to al  régimen  de  la  ley  4349. 

Art.  53.  —  Las  jubilaciones  y  pensiones  son  inaliena- 
bles. Será  nula  toda'  venta,  cesión  o  constitución  de  dere- 
chos que  se  establezcan  sobre  ellas  y  que  impida  su  libre 
disposición  por  el  titular  de  la  misma. 

Art.  54.  ¡ —  Las  empresas  ferroviarias  estarán  obli- 
gadas a  suministrar  al  directorio  de  la  Caja  todas  las  in- 
formaciones que  solicite  sobre  su  personal  y  a  permitir 
las  comprobaciones  que  juzgue  pertinentes,  bajo  aperci- 
bimiento y  pena  de  multa  variable  entre  500  y  2.000  pesos. 

Art.  55. — Las  empresas  ferroviarias  que  no  deposita- 
ran en  el  tiempo  y  forma  establecidos  por  el  artículo  10 
de  esta  ley,  las  sumas  a  que  están  obligadas  con  sujeción  a 
la  misma,  previa  intimación  del  presidente  del.  directorio 
de  la  caja,  incurrirán  en  una  multa  de  1.000  pesos  por 
cada  día  de  demora  hasta  tanto  efectúe  el  depósito,  con 
el  interés  del  7  por  ciento  anual,  a  contar  desde  el  primer 
día  de  la  demora. 

El  presidente  del  directorio  tendrá  personería  sufi- 
ciente para  promover  ante  el  P.  E.  o  los  tribunales  de 
justicia,  por  vía.  de  ¡apremia,  las  acciones  ejecutivas  que 
correspondan  hasta  hacer  efectivas  las  obligaciones  y  pe- 
nalidades de  esta  ley. 

Las  resoluciones  del  directorio  asentadas  en  el  libro 
de  actas  y  aprobadas,  constituyen  instrumento  público. 

Art.  56.  —  Podrán  acogerse  a  los  beneficios  y  obliga- 
ciones de  la  presente  ley  los  empleados  y  obreros  de  las 
empresas  ferroviarias  de  jurisdicción  provincial,  cuyos  re- 
presentantes lo  solicitaren  con  intervención  de  los  respec- 
tivos gobiernos  locales,  siempre  que  las  empresas,  los  em- 
pleados y  dichos  gobiernos  hagan  los  aportes  y  se  sujeten 
a  las  condiciones  fijadas  en  esta  ley. 

Art.  57. — El  directorio  de  la  caja  reglamentará  esta 
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ley  y  someterá  la  reglamentación  a  la  aprobación  del  Po- 
der Ejecutivo. 

Art.  58.— Los  beneficios  de  esta  ley  se  acordarán  a 
partir  de  los  tres  meses  de  su  promulgación. 

Art.  59. — A  los  efectos  de  la  contribución  que  esta 
ley  fija  a  las  empresas  en  el  inciso  4  del  artículo  9,  que- 
dan éstas  autorizadas  para  aumentar  sus  tarifas,  en  la  pro- 
porción necesaria  a  satisfacer  el  aporte  que  respectivamen- 
te les  corresponda,  abriendo  una  cuenta  especial  cuyo  mo- 
vimiento deberán  hacer  conocer  anualmente  de  la  dirección 
general  de  ferrocarriles,  la  que  será  examinada  y  confirma- 
da por  ésta  a  los  efectos  del  artículo  53  de  la  presente  ley. 

Las  empresas  de  ferrocarriles  que  no  estén  regidas 
por  los  artículos  8  y  9  de  la  ley  número  5315,  y  que  ten- 
gan un  régimen  diferente  de  tarifas  que  el  establecido  en 
dicha  ley,  podrán  también  aumentarlas  hasta  alcanzar  los 
límites  autorizados  por  la  misma,  quedando  así  sujetas  a 
las  disposiciones  contenidas  en  los  citados  artículos. 

Art.  60. — La  caja  formulará  un  censo  de  los  emplea- 
dos comprendidos  en  la  presente  ley,  y  un  estudio  mate- 
mático sobre  la  base  de  la  técnica  actuaría!,  dentro  de 
los  tres  primeros  años  de  su  funcionamiento,  cuyos  re- 
sultados elevará  al  P.  E.  proponiendo  las  modificaciones 
que  creyera  conveniente. 

Art.  61. — Derógase  toda  disposición  que  se  oponga 
a  las  de  esta  ley. 
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Adversario  decidido  de  los  «Sindicatos  de  resistencia», 
que  sin  temer  en  miras,  en  realidad,  el  bienestar  de  sus 
afiliados,  solo  buscan  explotar  las  necesidades  y  excitar 
las  pasiones,  para  alcanzar  su  finalidad  declarada:  la  huelga 
general  revolucionaria  que  los  lleve  al  desplome  de  la  so- 
ciedad, soy  en  cambio,  y  precisamente  como  medio  de 
evitar  la  afiliación  de  los  trabajadores  en  aquellos,  entu- 
siasta partidario  de  la  agremiación,  única  capaz  de  ase- 
gurarles, por  la  fuerza  de  la  unión  y  del  derecho,  la  uti- 
lización de  los  múltiples  y  eficaces  recursos  que  ellos  pro- 
porcionan, hasta  obtener  el  logro  de  las  legítimas  aspira- 
ciones anheladas,  el  establecimiento  de  un  régimen  de 
mayor  justicia  en  el  mundo  del  trabajo  y  como  fruto  de  la 
producción:  mejoras  del  salario  y  condiciones  de  trabajo, 
aumento  del  capital  intelectual  y  material  de  sus  adhieren- 
tes  por  los  medios  de  cultura  que  proporciona,  y  benefi- 
cios generales  en  las  condiciones  de  vida,  por  la  coopera- 
ción, cajas  de  préstamos,  asistencia  médica  y  otros  múlti- 
ples recursos  análogos,  solo  posibles  a  base  de  la  aso- 
ciación. 

De  aquí,  que,  durante  el  trámite  de  la  Ley  N°.  9653, 
sobre  jubilación  de  ferroviarios,  y  más  todavía  después 
de  su  sanción,  expresé  reiteradamente  mis  convicciones 
a  la  comisión  de  empleados  que  interviniera  y  triunfara 
con  aquella,  sobre  la  necesidad  de  constituir  una  socie- 
dad que  uniera  a  todos  los  empleados  y  obreros  del  riel, 
con  prescindencia  y  desvinculada  de  todo  partido  político. 

Este  criterio,  de  des  vinculación  absoluta  de  las  aso>- 
ciaciones  de  obreras  y  empleados,  respecto  de  los  par- 
tidos  políticos  militantes,  se  halla  consignado  en  los  es- 
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fatutos  de  la  «Federación  Americana  del  Trabajo»,  la  or- 
ganización obrera  más  grande  del  universo. 

Y  ello,  en  atención  a  que,  como  decía  el  Dr.  Carlos 
Pellegrini,  en  una  de  sus  memorables  cartas  desde  Estados 
Unidos,  porque  «Comprenden  que  llevando  en  los  comicios 
un  pequeño  número  de  representantes  directos,  conseguirán 
apenas  tener  una  pequeña  minoría,  que  solo  serviría  para 
provocar  la  hostilidad  de  la  mayoría;  mientras  que  con 
su  acción  independiente  se  procuran  la  buena  voluntad  de 
todos  los  partidos  y  gobiernos,  que  cortejan  sus  votos 
y  atienden  sus  legítimas  exigencias». 

La  idea  mereció  acogida  favorable,  y  así  el  año¡  1915 
surgió  la  «Asociación  Ferroviaria  Nacional»,  que  cuenta 
en  la  actualidad  con  má;s  de  diez  y  siete  mil  socios  espar- 
cidos en  toda  la  república. 

Son  realmente  extraordinarios  los  progresos  de  la  ins- 
titución :  Con  una  cuota  mínima,  de  cincuenta  centavos  al 
mes,  ha  acumulado  en  bienes  y  reservas  efectivas-  más 
de  cien  mil  pesos  nacionales,  creado  una  «Cooperativa  de 
consumo»  y  un  «Banco  de  Préstamos  a  los  socios» ;  e  ins- 
tituido en  las  «Casas  Sociales»  de  Buenos  Aires  y  Rosario, 
cursos  profesionales  modelos,  de  contabilidad,  lenguas  vi- 
vas, dactilografía,  telegrafía^  dibujo  y  taquigrafía,  donde 
concurren  gratuitamente,  por  centenares,  los  socios  o  hi- 
jos de  los  mismos,  para  adquirir  conocimientos  profesio- 
nales o  procurar  su  perfeccionamiento. 

Los  consultorios  médicos  gratuitos  de  las  «casas  so- 
ciales» referidas,  esmeradamente  atendidos,  y  la  reducción 
de  los  precios  en  las  compras,  obtenida  por  la  asociación, 
para  sus  afiliados,  de  la  casi  totalidad  de  ca  s  a  s  de  co- 
mercio y  diversidad  de  profesionales,  complementan  la 
serie  de  beneficios  que  la  «Asociación  Ferroviaria  Nacio- 
nal» ofrece  a  sus  .afiliados  y  que  determina  su  constante 
crecimiento,  a  medida  que  son  aquellos  conocidos. 

No  ha  de  extrañarse  pues,  que  recuerde  los  vínculos 
que  me  ligan  a  tan  grande  institución,  y  a  que,  entre  otros 
muchos,  hacen  referencia  los  siguientes  documentos: 
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Asociación  Ferroviaria  Nacional. — Buenos  Aires,  Julio 
20  de  1917.— Señor  Doctor  Arturo  M.  Bas.— Córdoba. 

Distinguido  Doctor : 

Dado  el  interés  que  ha  demostrado,  Vd.  en  diversas 
oportunidades  por  el.  gremio  ferroviario,  y  principalmente, 
con  respecto  a  la  Ley  de  Jubilaciones  y  Pensiones  de 
estos,  cuyo  proyecto  formuló  para  la  H.  Cám.  de  Dipu- 
tados, de  la  que  tan  dignamente  formó  parte,  el  que  de- 
fendió con  inteligencia  y  entusiasmo,  por  lo  que  tan  justa- 
mente están  agradecidos  los  ferroviarios,  como  asimismo, 
por  las  múltiples  gestiones  que  ha  hecho,  en  defensa  del 
gremio  y  la  pronta  sanción  de  la  ley  orgánica,  me  com- 
plazco en  mandar  a  Vd.  un  folleto,  recientemente  publi- 
cado por  la  asociación,  el  que  contiene,  ía  Ley  9653,  el 
proyecto  de  ley  reglamentaria,  y  las  observaciones  que  la 
Junta  Central  ha  hecho  en  nombre  de  aquella,  a  los  re- 
feridos proyectos. 

Saluda  a  Vd.  con  toda  consideración. — E.  Bartoloni, 
Presidente.  —  H.  Bustos  Morón  {hijo),  Secretario  general. 


Relacionada  con  el  nombramiento  de  asocio  honorario» 
recibí,  la  comunicación  que  sigue: 

Asociación  Ferroviaria  Nacional. — Buenos  Aires,  Agos- 
to 9  de  1918.— Señor  Doctor  Arturo  M.  Bas.— Córdoba. 

La  Junta  Central  ha  resuelto  agradecer  a  Vd.  por 
mi  intermedio,  los  conceptos  honrosos  con  que  Vd.  se 
expresa-  en  su  nota  de  fecha  5  del  corriente,  con  motivo 
de  su  elección  de  socio  honorario  de  esta  asociación,  la  que 
será  publicada  en  nuestro  órgano  oficial  «El  Ferroviario», 
para  que  llegue  a  conocimiento  de  todos  los  socios. 

Saludo  a  Vd.  con  mi  mayor  consideración. — H.  Bustos 
Mojón  (hij o), Presidente. —  M.  Leguía}  Secretario  general. 
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Al  inaugurarse  la  «Casa  Social»  en  Rosario  de  Santa 
Fe,  fui  honrado  con. el  siguiente  telegrama: 

Rosario,  Diciembre  22  de  1918. — Dr.  Arturo  M.  Bas. 
— Córdoba. 

Inaugurándose  hoy,  «Casa  Social»  de  Rosario,  de  la 
«Asociación  Ferroviaria  Nacional»,  los  ferroviarios  de  ésta 
envían  a  su  distinguido  consocio  expresivo  saludo,  al  re- 
cordar] e  cariñosamente. 

Firmado : — La  Junta  Central  de  Buenos  Aires,  y  Co- 
misión Local  del  Rosario. 


Conservo  como  uno  de  los  recuerdos  más  caros  en 
mi  vida,  el  pergamino  con  que,  próximo  a  volver  a  Córdoba 
después  de  concluir  mi  mandato  de  legislador,  fuera  ob- 
sequiado por  los  dirigentes  ferroviarios,  de  la  metrópoli, 
a  iniciativa  de  la  Comisión,  en  cuya  campaña  batallamos 
hasta  obtener  la  ley  de  jubilación.  í 

No  podía  pues  dejarlo  de  reproducir  en  estas  páginas, 
como  exteriorización  de  aprecio  para  el  gremio  en  cuyo 
nombre  me  fuera  ofrendado,  y  de  la  gratitud  para  quienes 
lo  suscribieran. 


I 


INDICE 


Págs. 

Prólogo:  Páginas  sueltas   5 

CAPITULO  I 

Mi  rumbo   9 

CAPITULO  II 

ORGANIZACIÓN  Y  GOBIERNO 

Efectos  políticos  del  censo   19 

El  Problema  Orgánico  Nacional:  35 

I.    Obras  de  progreso  nacional   40 

II.    Grandes  Centros  Comerciales  en  el  Interior  ....  48 

III.    Inmigración.            .   ,   54 

VI.    Régimen  impositivo   59 

V.    Legislación  local   61 

VI.    Orientación  práctica  de  la  enseñanza   63 

La  representación  proporcional   67 

Ciudadanía  y  sufragio   83 

La  justicia  federal  y  las  intervenciones   97 

Intervención  en  las  provincias   111 

Reformas  a  la  Constitución  Nacional:  Proyecto  Meló   136 

Constitución  de  Mendoza:  Su  reforma   165 

Instituciones  y  partidos   181 

CAPITULO  III 
EDUCACIÓN 

Libertad  de  enseñanza: 

I.    El  proyecto  del  Ministro  Salinas   205 

II.    El  monopolio  en  la  enseñanza  primaria   211 

III.  Enseñanza  religiosa  y  libertad  subsidiada    ....  214 

IV.  Ejemplo  de  Bélgica  y  del  proyecto  Marcó   ....  220 
V.    La  libertad  de  enseñanza  en  Estados  Unidos   .    .    .  224 

VI.    La  enseñanza  secundaria,  normal  y  especial   .    .    .  228 

VIL    La  enseñanza  universitaria   233 

VIII.    Universidades  libres    240 

Enseñanza  religiosa  en  las    provincias   249 


CAPITULO  IT 


PROBLEMAS  SOCIALES 

Págs. 

El  ideal  socialista:  orientación  necesaria   259 

Accidentes  del  trabajo:  caja  de  garantía   273 

El  Ahorro  Postal  .    :                                                        .    .  295 

Jubilación  de  ferroviarjps  .4  305 

Asociación  ferroviaria  nacional.    .    325 


m 

Él 


